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Presentación

La Convención sobre los Derechos del Niño es el 
instrumento internacional que más adhesiones ha 
obtenido de Estados miembros de las Naciones Unidas. 
Su importancia radica en que, es a partir de ella, que 
se consagra el reconocimiento de la Doctrina de la 
Protección Integral, del Principio del Interés Superior 
del Niño y de diversos derechos específicos a favor de los 
niños, niñas y adolescentes. 

Cuando un Estado ratifica la Convención asume el 
compromiso de garantizar que cada uno de sus postulados 
será integrado en las políticas y acciones de atención de 
la niñez y la adolescencia previstas en cada país. 

Uno de los mecanismos que la Convención prevé para 
supervisar el cumplimiento de este compromiso consiste 
en la presentación periódica de informes dirigidos al 
Comité de los Derechos del Niño, mediante los cuales se 
da cuenta de la situación de la niñez y la adolescencia en 
cada uno de los países. 

Sobre la base de los referidos  informes, el Comité emite, 
para cada país, un documento denominado “Observaciones 
finales”, en el cual formula recomendaciones orientadas 
al respeto y vigencia de la Convención sobre los Derechos 
del Niño. 

Considerando algunas de las recomendaciones 
propuestas por el Comité de los Derechos del Niño, 
la Defensoría del Pueblo –mediante la acción de la 
Adjuntía para la Niñez y la Adolescencia– ha elaborado 
el Documento Defensorial Nº 15, “Las recomendaciones 
del Comité de los Derechos del Niño al Estado peruano: 
un balance de su cumplimiento”.
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Este primer balance registra el esfuerzo que el Estado 
peruano ha desplegado en la última década para atender 
a los diferentes problemas que afectan a la vida de los 
niños, niñas y adolescentes. No obstante ello, también 
registra lo mucho que resta por hacer para garantizar 
efectivamente sus derechos. 

Así, por ejemplo, en materia de derecho a la identidad es 
destacable la labor de promoción de la documentación de 
las personas menores de edad, emprendida por el Estado. 
Sin embargo, se advierte la necesidad de extender la 
universalización del documento nacional de identidad, 
especialmente para los niños, niñas y adolescentes que 
viven en zonas rurales o que usan un idioma distinto al 
castellano.  

Por otro lado, en el Documento Defensorial Nº 15 se 
evidencia el énfasis puesto por el Estado en la atención 
de los niños y niñas víctimas de violencia, así como la 
necesidad de mejorar la coordinación y articulación 
entre los distintos actores responsables de esta atención 
y, en general, de la protección de este importante sector 
de la población.

De este modo, el documento aborda 55 de las 114 
recomendaciones precisadas en siete temas: inscripción 
de nacimientos; administración de justicia de 
adolescentes en conflicto con la ley penal; educación; 
explotación económica, incluido el trabajo infantil; 
violencia, abusos, abandono y malos tratos; niños, niñas 
y adolescentes viviendo con VIH/Sida; y niños, niñas y 
adolescentes con discapacidad. En cada uno de ellos se 
abordan los avances normativos, las acciones específicas, 
las intervenciones defensoriales, así como los problemas 
pendientes. 

Al publicar este Documento, la Defensoría del Pueblo 
espera contribuir a la identificación de lo que el Estado 
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ha realizado hasta el momento, así como a definir lo 
que hace falta poner en marcha. De la misma manera, 
aspira que el Documento sirva de estímulo al desarrollo 
de trabajos posteriores más específicos sobre cada uno 
de los temas abordados por el Comité en sus diversas 
observaciones finales.

Por último, deseo expresar nuestro agradecimiento 
institucional a Save the Children, una entidad 
involucrada seriamente en la promoción y defensa de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes, que siempre 
nos ha apoyado con generosidad. 

Lima, octubre de 2011

Eduardo Vega Luna
Defensor del Pueblo (e)
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1.	 El Comité de los Derechos del 
Niño y la importancia de sus 
Observaciones Finales a los 
informes emitidos por el Estado 
peruano

La Convención sobre los Derechos del Niño1 (CDN) 
es un instrumento jurídico que establece un marco de 
protección y promoción específico de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes.2 Como parte de la CDN, los 
Estados que la ratifican asumen formalmente, ante la 
comunidad internacional, la obligación de respetar y 
asegurar la aplicación de los derechos reconocidos en la 
CDN a todos los niños, niñas y adolescentes dentro de 
su territorio. 

En particular, los Estados se comprometen a adoptar 
“todas las medidas administrativas, legislativas y 
de otra índole para dar efectividad a los derechos 
reconocidos” en la CDN (artículo 4º). De esta manera, 
asumen la obligación de adoptar políticas públicas, 
así como obligaciones concretas que garanticen el goce 
efectivo de los derechos específicamente reconocidos a 
los niños, niñas y adolescentes.

Precisamente, con el objeto de examinar los progresos 
logrados por los Estados Parte en el cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la CDN, es que ésta establece, 
en su artículo 43°, la instauración del Comité de los 
Derechos del Niño. Asimismo, en su artículo 44º se estipula 

1 	 Ratificada por el Estado peruano el 04 de septiembre de 1990.
2 	 De acuerdo a lo establecido por el artículo 1° de la propia 

Convención, se entiende por “niño” a todo ser humano menor 
de 18 años. Es decir, comprende tanto a los niños como a las 
niñas y adolescentes menores de 18 años. Ver además Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Opinión consultiva Nº 
17. OC-17/2002. 28-08.2002.
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la responsabilidad de los Estados de elaborar y presentar 
informes periódicos al Comité de Derechos del Niño. 

Dicho Comité recibe estos informes y los revisa en reuniones 
públicas en las que participan los representantes de los 
Estados. Una vez examinados los referidos informes, el Comité 
de los Derechos del Niño emite un documento denominado 
“Observaciones Finales” en el que destaca aquellos 
esfuerzos realizados por el Estado para dar cumplimiento 
a las obligaciones de la CDN y, principalmente, expresa sus 
sugerencias y recomendaciones con el objetivo de contribuir 
a garantizar la efectiva vigencia de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes en sus respectivos países.

Estas sugerencias y recomendaciones generales se 
transmiten a los Estados Parte y se notifican a la Asamblea 
General, de acuerdo con lo previsto por el artículo 45º, inciso 
d) de la CDN.

1.1 	 Importancia de las Observaciones Finales 
emitidas por el Comité de los Derechos del Niño

Si bien las Observaciones Finales formuladas por el Comité 
de los Derechos del Niño no tienen carácter jurídicamente 
vinculante, como sí lo tiene la Convención de los Derechos 
del Niño para los Estados que la han ratificado, estas 
observaciones son consideradas como una fuente auxiliar 
de interpretación de dicha Convención, pues contienen 
conclusiones sobre el grado de compatibilidad de la 
normativa o las acciones concretas de un determinado país 
con las obligaciones establecidas por la CDN.3 

3 	 Las Observaciones Finales emitidas por los comités de expertos 
también son consideradas una fuente valiosa debido a que en algunos 
casos se refieren a cuestiones que aún no han sido abordadas en 
otros documentos identificados como fuentes del sistema universal 
de derechos humanos. Al respecto, ver: O’Donnell, Daniel. Derecho 
Internacional de los derechos humanos. Normativa, jurisprudencia y 
doctrina de los sistemas universal e interamericano. Bogotá: Oficina 
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Las Observaciones formuladas por el Comité de los 
Derechos del Niño se tornan indispensables tanto para 
la comprensión y adecuada aplicación de la normatividad 
internacional y nacional de protección de los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes como para la elaboración 
de políticas públicas en materia de niñez y adolescencia. 
Es más, su respeto constituye un compromiso asumido por 
el Estado en virtud de la ratificación de la Convención y, 
consiguientemente, de la competencia de su Comité como 
órgano que supervisa la forma en que dicho Estado cumple 
sus obligaciones derivadas de dicho tratado, en tanto éste 
forma parte de su derecho interno. 

Un aspecto que cabe destacar es que estos informes 
constituyen el principal medio de comunicación entre el 
Comité y los Estados Parte de la Convención. Es más, la 
presentación de informes de los Estados al Comité de los 
Derechos del Niño constituye un proceso regular. Por ello es 
necesario que los informes que se entregan periódicamente 
provean información suficiente, a fin de que el Comité pueda 
contar con un cabal conocimiento de la efectiva aplicación 
de la Convención en cada Estado Parte.

Es preciso señalar que el Comité emplea el contenido de 
estos informes presentados por los Estados Parte para 
transmitir información a los organismos especializados, 
al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef) 
y a otros órganos competentes, así como para realizar 
recomendaciones a la Asamblea General de la ONU con el 
fin de que se realicen estudios sobre cuestiones concretas 
relativas a los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 
según lo establecido por el artículo 45º, incisos b) y c) de la 
CDN.

Regional para la América Latina y el Caribe del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2007, p. 32.
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Este proceso de examen de informes y el planteamiento de 
asuntos de preocupación por parte del Comité de los Derechos 
del Niño no solo constituye una práctica de orden informativo, 
conforme a lo dispuesto por la Convención. También juegan 
un importante papel en el desarrollo de las políticas de los 
Estados en materia del bienestar y desarrollo de la niñez y 
la adolescencia. Ello se construye a partir de entender las 
políticas públicas claramente articuladas hacia una visión 
de derechos e intereses de los niños, niñas y adolescentes. 
Tal como indica el Comité de Derechos Sociales, Económicos 
y Culturales de las Naciones Unidas:

La vigilancia tiene por objeto proporcionar 
una visión general y detallada de la situación 
existente, y esta visión resulta importante sobre 
todo porque proporciona una base para elaborar 
políticas claramente formuladas y cuidadosamente 
adaptadas a la situación, entre ellas el 
establecimiento de prioridades que reflejen las 
disposiciones del Pacto. En consecuencia, un tercer 
objetivo del proceso de presentación de informes 
es permitir al gobierno que demuestre que se ha 
iniciado esta adopción de políticas en función de 
los principios.4

Un aspecto adicional al cual contribuye el proceso de 
presentación de informes del Estado al Comité de los 
Derechos del Niño es el referente a asegurar una lógica de 
transparencia y participación en las políticas sociales, en la 
medida en que uno de los objetivos del proceso es facilitar el 
examen público de las políticas de los gobiernos y estimular 
la participación de los diversos sectores económicos, sociales 
y culturales de la sociedad en la formulación, aplicación y 
revisión de las políticas pertinentes. 

4 	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación 
General Nº 1. Presentación de informes por los Estados Parte. Tercer 
período de sesiones (1989). Párrafo 4.
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En ese sentido, los informes alternativos que las 
organizaciones de la sociedad civil que trabajan en 
defensa de la niñez y la adolescencia presentan al Comité, 
se convierten en documentos muy importantes5 para la 
evaluación que éste realiza sobre el estado del cumplimiento 
de sus recomendaciones por parte de los Estados. 6

1.2 	 Las Observaciones Finales emitidas por el 
Comité de los Derechos del Niño a los informes 
presentados por el Estado peruano

La Convención sobre los Derechos del Niño fue ratificada 
por el Gobierno del Perú en el año 1990, por lo que 
forma parte del derecho interno peruano, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 55º de la Constitución Política 
del Perú.7 Asimismo, cabe indicar que la CDN otorga a 
los niños, niñas y adolescentes, en virtud de su condición 
especial, una titularidad de derechos específicos,8 como 

5 	 El Comité de los Derechos del Niño ha reconocido la importancia de la 
información proporcionada por las organizaciones no gubernamentales 
y especialistas en materia de niñez y adolescencia en la Observación 
General Nº 5 (2003): Medidas generales de aplicación de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, párrafos 56 al 59. Asimismo, ha establecido 
“Directrices para la participación de los asociados (organizaciones no 
gubernamentales y especialistas a título personal) en el grupo de trabajo 
previo al período de sesiones del Comité de los Derechos del Niño”, las 
cuales se encuentran contenidas en el Anexo VIII del Informe sobre el 
22º período de sesiones del Comité. CRC/C/90.

6 	 Cabe citar como ejemplo el Informe sobre la aplicación de la 
Convención Internacional sobre los derechos de los niños, niñas 
y adolescentes en el Perú (2005), presentado por el Grupo de 
Iniciativa Nacional por los Derechos del Niño (GIN) ante el Comité 
de Derechos del Niño, en junio del 2005.

7 	 El artículo 55º de la Constitución Política de 1993 establece que 
“los tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte del 
derecho nacional”.

8 	 Cabe reiterar que, como sujetos de derecho que son, a los NNA les 
corresponde gozar de los derechos humanos reconocidos para todas las 
personas en general. Sin embargo, debido a su especial situación de 
vulnerabilidad, surge la necesidad de reconocerles, adicionalmente, 
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parte de la denominada Doctrina de Protección Integral9 que 
surge con ella, y que está inspirando progresivamente a la 
normatividad que, en materia de niñez y adolescencia, se 
está emitiendo en el Perú. 

En efecto, tal como se ha señalado anteriormente, con la 
incorporación de la CDN al sistema jurídico peruano se 
genera la responsabilidad estatal de asegurar la coherencia 
de las políticas de Estado en materia de niñez y adolescencia 
con los principios y derechos específicos en ella consagrados 
y, en especial, con el establecimiento de los mecanismos de 
acceso y garantía para su cumplimiento. 

En este contexto, la compilación y sistematización de la 
información contenida en los informes periódicos remitidos 
por el Estado peruano, así como su examen crítico y la 
consiguiente elaboración de informes con recomendaciones 
por parte del Comité de los Derechos del Niño, constituyen 
una importante herramienta para contribuir a dinamizar 
el progreso de la política social del Estado peruano en 
materia de niñez y adolescencia.

Cabe indicar que, desde su constitución, el Comité de los 
Derechos del Niño ha examinado tres informes presentados 

derechos específicos que complementan y perfeccionan la efectiva 
protección de sus derechos fundamentales. Asimismo, es importante 
tener en cuenta que los derechos reconocidos en la Convención son 
enunciativos y no taxativos, es decir, los Estados pueden reconocer 
derechos adicionales a los previstos en dicha Convención. Ello se 
desprende del artículo 41º de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, que establece que lo dispuesto en ella no afecta a aquellas 
disposiciones que sean más conducentes a la realización de sus 
derechos y que se encuentren reconocidas en el derecho interno de un 
Estado Parte o en el derecho internacional que también forma parte 
del derecho de dicho Estado.

9 	 La denominada Doctrina de Protección Integral se compone de 
tres fundamentos: el reconocimiento de derechos específicos, el 
reconocimiento del niño, niña y adolescente como sujeto de derechos, 
y el respeto al principio del interés superior del niño.
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por el Estado peruano en el marco del mecanismo de examen 
periódico previsto en el artículo 44º de la Convención 
sobre los Derechos del Niño. El primer informe del Estado 
peruano fue presentado en 1993, el segundo en el año 1998 
y el tercero en el 2005. 

Con la finalidad de contribuir a garantizar los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes de nuestro país, el Comité 
ha emitido tres documentos denominados “Observaciones 
Finales”, en los que expresa sus sugerencias y 
recomendaciones respecto de los informes presentados 
por el Perú: CRC/C/15/Add.8 del 18 de octubre de 1993, 
CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000 y CRC/C/
PER/CO/3 del 14 de marzo del 2006. 

En tal sentido, es pertinente realizar una referencia 
general sobre el contenido de cada uno de ellos, pues las 
materias abordadas en dichos documentos serán tratadas 
en el punto 2 del presente informe.

a)	O bservaciones Finales al Primer Informe del Estado 
peruano: CRC/C/15/Add.8 del 18 de octubre de 1993

En primer lugar, se debe destacar el reconocimiento por 
parte del Comité de la puntual presentación del informe 
inicial del Perú, emitido en el año 1993, así como el que 
fuese uno de los primeros Estados que se adhirieron a la 
Convención sobre los Derechos del Niño. Asimismo, el 
Comité resaltó algunos aspectos positivos advertidos en 
el Estado peruano, tales como los esfuerzos por armonizar 
el derecho interno con la CDN, la aprobación de un nuevo 
Código de los Niños y Adolescentes y el Plan de Acción 
Nacional para la Infancia, entre otros.10

Sin embargo, el Comité lamentó que la información 
presentada por el Perú en el referido informe haya sido 

10 	 CRC/C/15/Add.8, de 18 de octubre de 1993, numerales 2 y 4. 
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vaga e incompleta en muchos aspectos y que no se haya 
ceñido a las directrices del Comité.11 Sobre el particular, 
cabe afirmar que esta situación se puede explicar, entre 
otras razones, no solo por el contexto socio político en que 
se encontraba entonces el país y por la violencia interna, 
sino, además, por el nivel inicial de desarrollo que en ese 
momento tenían las instituciones e instancias estatales 
encargadas de la protección de la niñez y adolescencia en 
nuestro país.12 Este último aspecto también es tomado en 
cuenta por el Comité.13 

Por otro lado, cabe subrayar que los principales temas que en 
este primer informe generaron la preocupación del Comité 
son: los problemas de pobreza y miseria agravados por las 
políticas de ajuste estructural;14 la situación de los niños, 
niñas y adolescentes pertenecientes a grupos especialmente 
vulnerables, entre ellos, los que viven en las zonas afectadas 
por la violencia interna,15 los desplazados, los huérfanos, los 
discapacitados y los que viven en condiciones de pobreza. 
Asimismo, al Comité le preocupó la magnitud del problema 
de la violencia familiar y la existencia de un gran número 
de niños, niñas y adolescentes abandonados o internados en 
instituciones.16 

Además, el Comité hizo referencia a las situaciones de 
pobreza, abandono o de violencia familiar que, en su opinión, 

11 	 Ídem, numeral 2.
12 	 Al respecto, cabe recordar que el primer Código del Niño y 

Adolescente, aprobado por Decreto Ley Nº 26102 y publicado el 
29 de diciembre de 1992, fue el punto de partida de una gradual 
transformación de la normativa nacional tanto en materia de 
reconocimiento de derechos de los NNA como de los mecanismos 
institucionales vinculados a su protección y atención, en consonancia 
con los contenidos de la Convención sobre los Derechos del Niño.

13 	 Op. Cit., numeral 14.
14 	 Op. Cit., numerales 10 y 12.
15 	 Ello corresponde a la situación de conflicto armado que se sufrió en 

el Perú a causa del terrorismo en las décadas de los 80 y 90. 
16 	 CRC/C/15/Add.8, de 18 de octubre de 1993, numeral 10 y 11.
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originarían que muchos niños, niñas y adolescentes se vean 
obligados a vivir y trabajar en la calle, incluso a muy temprana 
edad, razones que los llevan a ser víctimas de diferentes 
formas de explotación y abuso.17 Finalmente, el Comité 
sugirió que el Plan de Acción Nacional para la Infancia, de ese 
entonces, contenga estrategias y objetivos para la promoción 
de los derechos civiles de los niños, niñas y adolescentes.

b)	O bservaciones Finales al Segundo Informe del 
Estado peruano: CRC/C/15/Add.120 del 22 de 
febrero del 2000

En el segundo documento de Observaciones Finales, 
emitido en el año 2000, el Comité de los Derechos del Niño 
reconoce la abundancia de información proporcionada 
por el Estado, indicando, además, que aun cuando no se 
precisan referencias explícitas a sus recomendaciones 
anteriores, las numerosas actividades mencionadas han 
sido consideradas como medidas complementarias a dichas 
recomendaciones.18 

Por otro lado, si bien reconoce la disminución de la 
violencia política y de las acciones terroristas, mantiene 
su preocupación por sus consecuencias en la vida de los 
niños, niñas y adolescentes. Además, a partir de este 
segundo informe, las materias que generan la preocupación 
del Comité se amplían considerablemente, incidiendo en 
temas clave como la protección de los niños que viven en 
instituciones, la protección frente al maltrato y la violencia, 
el abandono, la salud infantil –en especial la prevención y el 
cuidado frente al VIH/Sida–, la educación bilingüe para los 
niños que pertenecen a grupos indígenas y la explotación 
económica y sexual.19 

17 	 CRC/C/15/Add.8, de 18 de octubre de 1993, numeral 12.
18 	 CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000, numeral 2.
19 	 CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000, numerales 21, 22, 23, 

24, 25, 26 y 27.
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Asimismo, el Comité mostró su preocupación por aspectos 
vinculados a la estructura del Estado y al sistema nacional 
de atención integral al niño y adolescente, advirtiendo así 
la necesidad de reforzar dicho sistema y de proporcionarle 
los recursos humanos y financieros necesarios,20así como 
por la importancia de su descentralización.21 

Cabe señalar que, a partir de este informe se menciona la 
necesidad del respeto por parte del Estado del principio de no 
discriminación a las personas menores de edad pertenecientes 
a grupos especialmente vulnerables, principalmente, 
respecto del acceso a los servicios universales del Estado 
como salud y educación, del mismo modo se menciona la 
aplicación del principio del interés superior del niño, tanto 
en los procedimientos administrativos y en los procesos 
judiciales como en las políticas y programas sociales.22 
Otro aspecto que merece especial atención del Comité es el 
referente al sistema de administración de justicia en el caso 
de adolescentes infractores de la ley penal.23

Finalmente, el Comité recomienda la amplia difusión de 
sus documentos de Observaciones Finales y de los informes 
presentados por el Estado peruano, a fin de suscitar el 
debate e incrementar el conocimiento de la CDN.24 

c)	O bservaciones Finales al Tercer Informe del Estado 
peruano: CRC/C/PER/CO/3 del 14 de marzo del 2006

El último documento de Observaciones Finales, emitido en 
el año 2006, es el más extenso y presenta una estructura 
distinta y mucho más compleja que la utilizada en los dos 
anteriores, examinando una amplia variedad de temas 

20 	 CRC/C/15/Add.8, del 18 de octubre de 1993, numerales 11 al 15.
21 	 CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000, numerales 12 y 15.
22 	 CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000, numerales 16 y 17.
23 	 CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000, numeral 28.
24 	 CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000, numeral 29.
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que resultan materia de preocupación del Comité de los 
Derechos del Niño. 

Si bien el Comité reconoce que el Gobierno peruano ha 
atendido algunos motivos de preocupación y recomendaciones 
formuladas en las Observaciones Finales anteriores, lamenta 
que otros temas se hayan tratado de manera insuficiente o 
parcial como, por ejemplo: los relativos al fortalecimiento del 
ente rector en materia de atención a la niñez y adolescencia; la 
no discriminación; la asignación de recursos a las estructuras 
de protección, el respeto de las opiniones del niño; los abusos 
físicos y sexuales de los niños, niñas y adolescentes dentro 
y fuera de la familia; las diferencias regionales en el acceso 
a la atención de la salud; el poco acceso a la educación por 
parte de los niños, niñas y adolescentes que pertenecen a 
grupos indígenas; la explotación económica de menores de 
edad y la administración de la justicia para adolescentes.25 

Esta referencia es importante pues revela que el Comité 
de los Derechos del Niño está desarrollando una memoria 
de su trabajo de revisión y que puede recurrir a este acervo 
al momento de llevar a cabo la evaluación de los diversos 
informes que presenta el Estado peruano en cumplimiento de 
lo dispuesto por la Convención sobre los Derechos del Niño. 

Finalmente, es preciso mencionar que, en abril del 2011,26 el 
Gobierno peruano debió presentar un informe consolidado 
en el que se debía incluir la información relacionada a los 
informes cuarto y quinto, de acuerdo a lo establecido en el 
numeral 77 de las Observaciones Finales.27

25 	 CRC/C/PER/CO/3, del 14 de marzo del 2006, numeral 5. 
26 	 Hasta la fecha de elaboración del presente documento, el gobierno 

peruano se encuentra consolidando la información para la 
presentación del informe solicitado por el Comité sobre los Derechos 
del Niño.

27 	 CRC/C/PER/CO/3, del 14 de marzo del 2006, numeral 77: El Comité 
invita al Estado Parte a presentar su próximo informe periódico antes 
de la fecha establecida de conformidad con la Convención para el 
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2.	 Alcances generales sobre la 
estructura, las recomendaciones 
y las materias abordadas por el 
Comité de los Derechos del Niño 
en sus Observaciones Finales 

2.1	S obre la estructura de las Observaciones 
Finales

Los documentos denominados Observaciones Finales (en 
adelante, OF), emitidos por el Comité de los Derechos 
del Niño, guardan, en líneas generales, una estructura 
similar: luego de la introducción, se analizan las medidas 
adoptadas por el Estado y sus progresos, fundamentalmente 
concernientes a la ratificación de convenios, emisión de 
normas legales, planes y programas. Seguidamente se 
presentan los factores y dificultades que obstaculizan 
el progreso en la aplicación de la CDN y, finalmente, se 
abordan las áreas de preocupación, respecto de las cuales 
el Comité plantea sus recomendaciones.

Cabe señalar que, para la elaboración de sus informes, el 
Comité cuenta con información sobre la situación en materia 
de niñez y adolescencia en el país, la cual es proporcionada 
por el propio Estado o por informantes de la sociedad civil, 
u obtenida directamente por el Comité, debido a su especial 
interés en el tema. 

quinto informe periódico, es decir, el 3 de octubre del 2012. No obstante, 
debido al elevado número de informes que el Comité recibe cada año y 
el consiguiente y considerable retraso entre la fecha de presentación del 
informe de un Estado Parte y su examen por el Comité, el Comité invita 
al Estado Parte a que presente, 18 meses antes de la fecha establecida, 
es decir, el 3 de abril del 2011, un informe consolidado en el que se 
incluyan los informes cuarto y quinto. El informe consolidado no 
deberá exceder las 120 páginas (véase CRC/C/148). El Comité espera 
que, a partir de entonces, el Estado Parte presente sus informes cada 
cinco años, según lo previsto en la Convención.
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Por otro lado, es necesario destacar que el Comité ha mostrando 
paulatinamente mayor precisión respecto a la estructura de 
sus OF, lo que sin duda repercute también en una más fácil 
ubicación y determinación de sus recomendaciones. Si bien 
en las OF emitidas al Primer Informe del Estado peruano 
(OF 1993, en adelante), el Comité emite recomendaciones 
sin seguir un orden preestablecido, en las OF emitidas 
al Segundo (OF 2000, en adelante) y Tercer (OF, 2006 
en adelante) Informe del Estado peruano realiza un 
esfuerzo por clasificar diferentes aspectos abordados en el 
articulado de la CDN. Así, por ejemplo, en estas últimas 
OF distingue entre lo que entiende como medidas generales 
de aplicación; principios generales; derechos y libertades 
civiles; entorno familiar y diversos tipos de cuidado; salud 
básica y bienestar; educación, esparcimiento y actividades 
culturales; y medidas especiales de protección. Asimismo, 
desarrolla subtemas más específicos al interior de cada una 
de estas clasificaciones.

Sin embargo, en las últimas OF (OF 2006), el Comité lleva 
a cabo una especificación de temas más detallada al interior 
de cada una de las referidas clasificaciones. Para mostrar 
esta evolución resulta ilustrativo analizar la manera en 
que trata lo referente al derecho a la salud. Este derecho 
no es mencionado de manera expresa en las primeras OF 
(OF1993), mientras que en las segundas OF (OF 2000) 
se consignó con el título de “Salud básica y bienestar”, 
donde se encuentran las recomendaciones a los “Niños con 
discapacidad (artículo 23)”, y las relativas al “Derecho a la 
salud y acceso a los servicios de salud (artículo 24)”. 

Asimismo, este derecho está recogido en las terceras OF 
(OF 2006) con el título: “Salud básica y bienestar (artículo 
6, párrafo 3 del artículo 18, artículos 23, 24 y 26 y párrafos 
1 al 3 del artículo 27 de la CDN)”, pero aquí encontramos 
un tratamiento de mayores subtemas, pues además de 
encontrar los subtítulos sobre “niños con discapacidad y 
salud y servicios de salud”, también se abordan aspectos 
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sobre salud ambiental, salud mental, VIH/Sida, y nivel de 
vida. 

Ahora bien, al margen de los aspectos positivos que contiene 
la categorización general planteada por el Comité en sus 
dos últimas OF, la opción por una forma determinada de 
clasificación siempre resulta en principio discrecional y 
perfectible. Así, por ejemplo, la distinción entre derechos civiles, 
tipos de cuidado, salud básica y bienestar, y medidas especiales 
de protección, que a su vez contienen subcategorizaciones 
más específicas, pueden dar lugar a algunas duplicidades o 
superposiciones, más aún si se tiene en cuenta el carácter 
indivisible e interdependiente de los derechos humanos, 
referido desde la Declaración y Programa de Acción de Viena 
de 1993.28 De este modo se puede advertir que la vulneración 
a un derecho también puede ser categorizada en la parte 
pertinente a “tipos de cuidado o tutela” o en la referente a 
“medidas especiales de protección”. 

Lo expuesto puede, además, generar problemas más 
complejos. Por ejemplo, resulta razonable que la 
subcategorización realizada por el Comité en el rubro 
“Entorno familiar y otro tipo de tutela”, comprenda 
aspectos vinculados a “niños privados del entorno familiar”, 
“abandono”, “violencia, abuso y malos tratos”, “castigos 
corporales”, “cuidado familiar y responsabilidad de los 
padres”, así como a “otros tipos de cuidado”. Sin embargo, 
consideramos que los aspectos referidos a “violencia, 
abuso y malos tratos” y “castigos corporales” requerirían, 
en razón de su especial gravedad, ser visibilizados como 
afectaciones concretas de derechos fundamentales como el 
de integridad y derecho a una vida libre de violencia, pues 
existen problemas como el abuso sexual, que se produce 
incluso fuera del entorno familiar.

28 	 Declaración y Programa de Acción de Viena, punto I.5. En: Naciones 
Unidas. Conferencia Mundial de Derechos Humanos. Declaración y 
Programa de Acción de Viena, junio de 1993, p. 32.
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Por otro lado, algunos problemas en materia de clasificación 
se encuentran en relación con los denominados “Principios 
Generales”. Así, por ejemplo, en las Observaciones Finales 
al Segundo Informe del Estado peruano (OF 2000) se incluye 
al derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo29 en el 
rubro de “Principios Generales”. Sin embargo, resulta claro 
que, más que principios generales, éstos constituyen sobre 
todo derechos de exigibilidad directa. En el mismo sentido, 
en las Observaciones Finales al Tercer Informe del Estado 
peruano (OF 2006) se incluye el respeto de la opinión del 
niño como principio,30 cuando más bien se trata de un 
derecho directamente exigible por las personas, tal como sí 
se estableció en las OF 2000.31

En virtud de lo expuesto, y con la única intención de 
contribuir a organizar de una manera más simple 
las recomendaciones planteadas por el Comité en sus 
Observaciones y, por ende, efectuar un mejor seguimiento 
de su cumplimiento, resultaría conveniente tener en cuenta 
que los importantes temas que aborda el Comité se podrían 
reordenar en base a criterios generales como los siguientes:

–	 Principios que deben guiar la actuación estatal 
(igualdad y no discriminación, interés superior del 
niño,32 protección especial, etc.). 

29 	 CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000, numeral 18.
30 	 CRC/C/PER/CO/3, del 14 de marzo del 2006, numerales 31 y 32. 
31 	 CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000, numeral 20.
32 	 Si bien el principio del interés superior del niño no es específicamente 

materia del presente informe, es preciso mencionar que, aunque 
este principio no ha sido expresamente recogido en la Constitución 
peruana, el Tribunal Constitucional sí lo ha reconocido en diversas 
sentencias en materia de niñez y adolescencia. Ver al respecto las 
sentencias recaídas en los expedientes Nº 6165-2005-HC/TC del 6 de 
diciembre del 2005, Nº 4646-2007-PA/TC del 17 de octubre del 2007, 
Nº 03247-2008-PHC/TC del 14 de agosto del 2008, Nº 01817-2009-
HC/TC del 07 de octubre del 2009, Nº 02132-2008-PA/TC del 09 de 
mayo del 2011, entre otras. 
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–	 Derechos vulnerados.- Cuando se trata de afirmaciones 
o datos de afectaciones directas a los derechos 
fundamentales de los niños, niñas o adolescentes.

–	 Instituciones y mecanismos estatales de protección de 
derechos.- Cuando se hace referencia a determinados 
organismos, instituciones o mecanismos o aspectos, 
como su configuración o su funcionamiento o eficacia 
para la protección de los derechos referidos.

–	 Otras medidas estatales.- Como la asignación 
de recursos, humanos o materiales, por cuanto 
contribuyen a la aplicación de la CDN.

2.2	S obre el total de recomendaciones contenidas 
en las Observaciones Finales

El Comité de Derechos del Niño no tiene un número 
determinado de recomendaciones por cada documento de 
Observaciones Finales que emite al informe de un Estado, 
pues éstas variarán de acuerdo a la situación de la niñez y 
adolescencia en cada país. 

Se puede afirmar que, en la primera ronda de 
Observaciones Finales emitidas en 1993, el Comité emitió 
8 recomendaciones; en la segunda ronda del año 2000, 
éstas fueron 28 recomendaciones, elevándose este número 
a 78 en las correspondientes al año 2006. 

Es decir, en las tres Observaciones Finales (OF) emitidas 
hasta el momento por el Comité al Estado peruano, ha 
formulado, en principio, 114 recomendaciones, sobre las 
cuales será necesario llevar a cabo el seguimiento de su 
cumplimiento. 

Sin embargo, es necesario tener en consideración que 
es difícil sostener la existencia de un número exacto de 
recomendaciones, entre otras razones, por lo siguiente: 
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a)	 Al margen de las probables diferencias de redacción 
o de mayor o menor contenido, en algunos casos, el 
Comité plantea recomendaciones que ya ha formulado 
en sus anteriores Observaciones Finales, sin hacer 
mención expresa, necesariamente, a que se trata de 
una reiteración.33 

b)	 En diversas oportunidades se aprecia que varias 
recomendaciones son de carácter complejo, pues 
incluyen o comprenden más de un aspecto o 
recomendación en su interior. Solo a modo de ejemplo, 
se puede afirmar que en las Observaciones Finales 
al Segundo Informe del Estado peruano (OF 2000), 
dentro del rubro de “Entorno familiar y otro tipo de 
tutela”, se establece como subtema a la “protección 
del abuso, el descuido y la violencia,” y al interior de 
éste, el Comité recomienda que se adopten medidas 
para:

“prevenir y combatir el abuso y el maltrato de los 
niños dentro de la familia, en la escuela y en la 
sociedad en general, en particular mediante el 
establecimiento de programas multidisciplinarios 
de tratamiento y rehabilitación. Sugiere, entre 
otras cosas, que se fortalezca la aplicación de la 
ley con respecto a estos delitos; que se refuercen los 
procedimientos y mecanismos adecuados para tratar 
de forma eficaz las denuncias de abusos de niños 
a fin de proporcionar a los niños un acceso rápido 
a la justicia; y que la ley prohíba explícitamente la 
aplicación de castigos corporales en el hogar, en la 
escuela y en otras instituciones. Además hay que 

33 	 Ejemplo de ello se encuentra en las recomendaciones en materia de 
respeto del principio del interés superior del niño, contenido en el 
segundo y tercer documento de Observaciones Finales. Al respecto, 
ver CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000, numeral 17; y 
CRC/C/PER/CO/3, del 14 de marzo del 2006, numeral 30. 
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crear programas educacionales para combatir las 
actitudes tradicionales en la sociedad con respecto a 
esta cuestión (…)”.34 

Como se puede apreciar, se trata de una recomendación 
sobre un tema que contiene “sub recomendaciones”, 
las que a su vez requieren diversos factores y políticas 
que deben ser medidas al momento de evaluar el 
cumplimiento de la recomendación principal.

c)	 Por otra parte, algunas recomendaciones pueden 
resultar muy generales, por lo que su cumplimiento 
requerirá sin duda de la ejecución o implementación 
de más de una acción, medida o política por parte del 
Estado. Ejemplo de ello se puede observar en una 
recomendación emitida en las Observaciones Finales 
al Primer Informe del Estado peruano (OF 1993), en la 
que el Comité “sugiere que se refuerce la coordinación 
entre los diversos organismos gubernamentales y las 
organizaciones no gubernamentales que se ocupan de 
la aplicación de la Convención y de su vigilancia”.35 
Sobre el particular, es conveniente que se maneje 
un mayor nivel de precisión en la emisión de las 
recomendaciones, pues ello permitirá un mejor 
seguimiento de su cumplimiento, sin que por ello se 
llegue a vulnerar la discrecionalidad con que cuenta 
cada Estado para desarrollar sus políticas públicas.

Como se puede apreciar, estas situaciones planteadas 
dificultan la realización de un seguimiento preciso y 
adecuado de cada una de las recomendaciones formuladas 
por el Comité a lo largo de sus tres Observaciones Finales 
a los Informes del Estado peruano.

34 	 CRC/C/15/Add.120 del 22 de febrero del 2000, numeral 22.
35 	 CRC/C/15/Add.8 del 18 de octubre de 1993, numeral 15.
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Cuadro Nº 1
Total de recomendaciones contenidas en las 

Observaciones Finales36

Recomendaciones del Comité36 OF 
1993

OF 
2000

OF 
2006

Total

1. Medidas generales de aplicación 18

Legislación y aplicación 1 2 3

Plan Nacional de Acción 1 1 2

Coordinación 1 1 2 4

Vigilancia independiente 1 1

Estructuras locales para la defensa de los 
derechos del niño 1 1

Sistema de recopilación de datos 1 1 2

Asignación de recursos presupuestarios 1 1 1 3

Capacitación y difusión de la Convención 2 2

2. Principios generales 9

No discriminación 1 2 3

El derecho a la vida, la supervivencia y el 
desarrollo 1 1 2

El interés superior del niño 1 1 2

Respeto de la opinión del niño 1 1 2

3. Derechos y libertades civiles 3

Inscripción de los nacimientos 1 1 1 3

4. Entorno familiar y otro tipo de tutela 11

Niños privados del medio familiar 1 1

36 	 Como ya se ha señalado anteriormente, en las tres Observaciones 
Finales emitidas sobre los informes del Estado peruano, el Comité 
ha variado el esquema o manera en que agrupa sus comentarios 
y recomendaciones. En tal sentido, se ha optado por elaborar el 
presente cuadro sobre la base de la estructura de temas que incluye 
la última Observación Final (OF 2006) por ser esta última más 
específica, pero agregando aquellos temas que sí contienen las dos 
primeras Observaciones Finales (OF 1993 y OF 2000).
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Recomendaciones del Comité
OF 

1993
OF 

2000
OF 

2006
Total

Violencia, abusos, abandono y malos tratos 1 5 6

Castigos corporales 1 1 2

Cuidado familiar y responsabilidades de los 
padres 1 1

Otros tipos de cuidado 1 1

5. Salud básica y bienestar 23

Niños con discapacidad 1 4 5

Derecho a la salud y acceso a los servicios 
de salud 1 5 6

Salud ambiental 1 1

Salud de los adolescentes 1 1

Salud mental 1 1

VIH/Sida 2 6 8

Nivel de vida 1 1

6. Educación, esparcimiento y actividades culturales 10

Recomendaciones generales 1 9 10

7. Medidas especiales de protección 36

Explotación económica, incluido el trabajo 
infantil 1 1 6 8

Niños de la calle 1 6 7

Explotación sexual y trata 5 5

Administración de justicia de menores de edad 1 7 7 15

Niños pertenecientes a grupos indígenas 1 1

8. Seguimiento y divulgación 4

Seguimiento 1 1

Difusión de los informes del Comité de los 
Derechos del Niño 1 1 1 3

Total 8 28 78 114

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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2.3	S obre las materias abordadas en las 
Observaciones Finales

En algunas materias, el Comité ha sido persistente en 
elaborar recomendaciones al Estado en sus tres documentos 
de Observaciones Finales. Ello se puede apreciar, por 
ejemplo, en lo relativo a las entidades que asumen la 
coordinación de la implementación de la CDN; en el tema 
de los recursos con que cuenta el Estado para garantizar su 
cumplimiento; y en la importancia de la difusión tanto de 
la Convención como de los informes y las recomendaciones 
del Comité. 

Asimismo, se aprecia una constante preocupación del 
Comité en problemas como la indocumentación, la 
explotación económica y en lo referente a la administración 
de justicia de personas menores de edad.

Por otro lado, se puede apreciar que, en las últimas 
Observaciones Finales (OF 2006), el Comité aborda nuevas 
materias en sus recomendaciones, tales como la creación 
de una Defensoría del Pueblo para la infancia,37 la salud 
ambiental, la salud mental, los niños pertenecientes a 
grupos indígenas, entre otros. 

37 	 En noviembre del 2006, la Defensoría del Pueblo materializó 
la creación y la instalación de la Adjuntía para la Niñez y la 
Adolescencia, lo cual responde a la recomendación formulada por 
el Comité de los Derechos del Niño, que planteaba la instauración 
de una defensoría del pueblo para la infancia a escala nacional 
con funciones de coordinación, dotada de recursos humanos y 
financieros adecuados, precisando además que en su mandato se 
considere la atención de las denuncias de los NNA con prontitud, 
tomando en cuenta sus necesidades. 
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Cuadro Nº 2
Materias abordadas en las Observaciones Finales

Materias abordadas
OF 

1993
OF 

2000
OF 

2006

1. Medidas generales de aplicación

Legislación y aplicación X X
Plan Nacional de Acción X X
Coordinación X X X
Vigilancia independiente X
Estructuras locales para la defensa de los derechos del niño X
Asignación de recursos presupuestarios X X X
Sistema de recopilación de datos X X
Capacitación y difusión de la Convención X
2. Principios generales

El derecho a la no discriminación X X
El derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo X X
El interés superior del niño X X
Respeto de la opinión del niño X X
3. Derechos y libertades civiles

Inscripción de los nacimientos X X X
4. Entorno familiar y otro tipo de tutela

Niños privados del medio familiar X
Violencia, abusos, abandono y malos tratos X X
Castigos corporales X X
Cuidado familiar y responsabilidades de los padres X
Otros tipos de cuidado X
5. Salud básica y bienestar

Niños con discapacidad X X
Derecho a la salud y acceso a los servicios de salud X X
Salud ambiental X
Salud de los adolescentes X
Salud mental X
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Materias abordadas
OF 

1993
OF 

2000
OF 

2006

VIH/Sida X X
Nivel de vida X
6. Educación, esparcimiento y actividades culturales

X X
7. Medidas especiales de protección

Explotación económica, incluido el trabajo infantil X X X
Niños de la calle X X
Explotación sexual y trata X
Administración de justicia de menores de edad X X X
Niños pertenecientes a grupos indígenas X
8. Seguimiento y divulgación

Seguimiento X
Difusión de los informes del Comité de los Derechos 
del Niño 

X X X

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.

2.4	S obre las materias con mayor número de 
recomendaciones en las Observaciones Finales

Las problemáticas que han recibido mayor número 
de recomendaciones por parte del Comité en sus tres 
Observaciones Finales han sido aquellas vinculadas a los 
rubros de administración de justicia de menores de edad 
(15); educación, esparcimiento y actividades culturales 
(10); explotación económica, incluido el trabajo infantil 
(8); VIH/Sida (8); niños de la calle (7); violencia, abusos, 
abandono y malos tratos (6); derecho a la salud y acceso 
a los servicios de salud (6); niños con discapacidad (5); y 
explotación sexual y trata (5).
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Cuadro Nº 3
Materias con mayor número de recomendaciones

Materias
OF

1993
0F

2000
0F

2006
Número de 

recomendaciones
Administración de justicia de 
menores de edad 1 7 7 15

Educación, esparcimiento y 
actividades culturales 1 9 10

Explotación económica, incluido 
el trabajo infantil 1 1 6 8

VIH/Sida 2 6 8
Niños de la calle 1 6 7
Violencia, abusos, abandono y 
malos tratos 1 5 6

Derecho a la salud y acceso a los 
servicios de salud 1 5 6

Niños con discapacidad 1 4 5
Explotación sexual y trata 5 5

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.

2.5	S obre las materias abordadas en el presente 
Informe 

Un criterio pertinente para determinar los temas a abordar 
en el presente trabajo es la identificación de aquéllos que, 
en materia de niñez y adolescencia, han sido abordados por 
la Defensoría del Pueblo en sus informes defensoriales. Ello 
se debe a que su incorporación en los referidos informes 
ha implicado no solo una previa investigación al respecto, 
sino un posterior seguimiento del cumplimiento de las 
recomendaciones en ellos formuladas. 

En tal sentido, si se toman como referencia los criterios 
de persistencia en el tiempo, temas con mayor número de 
recomendaciones y temas abordados por la Defensoría del 
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Pueblo en sus diferentes informes,38 se arribará al siguiente 
resultado:

Cuadro Nº 439

Criterios para determinar las materias abordadas en 
el presente Informe

Materias abordadas por el 
Comité de los Derechos del 

Niño

Criterios

Persistencia 
en el tiempo39

Nº de 
recomen-
daciones

Abordado 
en Informe 
Defensorial

Legislación y aplicación OF 2000,
OF 2006 3

Plan Nacional de Acción OF 1993,
OF 2006 2

Coordinación (y supervisión)
OF 1993,
OF 2000,
OF 2006

4

Vigilancia OF 2006 1
Estructuras locales para la 
defensa de los derechos del 
niño

OF 2000 1

Sistema de recopilación de 
datos

OF 2000,
OF 2006 2

Asignación de recursos 
presupuestarios 

OF 1993,
OF 2000,
OF 2006

3

Capacitación y difusión de la 
Convención OF 2006 2

El derecho a la no 
discriminación 

OF 2000,
OF 2006 3

38 	 Cabe agregar que, además de los informes defensoriales, existen 
otros tipos de documentos –como, por ejemplo, los informes de 
adjuntía, documentos defensoriales, boletines, reportes– varios de 
los cuales, si bien no son registrados expresamente en el cuadro, 
sí han sido tomados en cuenta para la elaboración del presente 
trabajo, siempre que se hayan considerado pertinentes por la 
temática abordada.

39 	 Se mencionarán las observaciones finales en las que se han 
contemplado las recomendaciones del Comité.
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Materias abordadas por el 
Comité de los Derechos del 

Niño

Criterios

Persistencia 
en el tiempo

Nº de 
recomen-
daciones

Abordado 
en Informe 
Defensorial

El derecho a la vida, la 
supervivencia y el desarrollo 

OF 1993,
OF 2000 2

El interés superior del niño OF 2000,
OF 2006 2

Respeto de la opinión del niño OF 2000,
OF 2006 2

Inscripción de los nacimientos 
OF 1993,
OF 2000,
OF 2006

3
ID 74
ID 100 
ID 107 
ID 130

Niños privados del medio 
familiar OF 2000 1 ID 150

Violencia, abusos, abandono y 
malos tratos

OF 2000,
OF 2006 6 ID 52

ID 126

Castigos corporales OF 2000,
OF 2006 2

Cuidado familiar y 
responsabilidades de los 
padres

OF 2006 1

Otros tipos de cuidado OF 2006 1

Niños con discapacidad OF 2000,
OF 2006 5 ID 127

Derecho a la salud y acceso a 
los servicios de salud 

OF 2000,
OF 2006 6

Salud ambiental OF 2006 1
Salud de los adolescentes OF 2006 1
Salud mental OF 2006 1

VIH/Sida OF 2006 8 ID 89
ID 143

Nivel de vida OF 2006 1

Educación, esparcimiento y 
actividades culturales

OF 2000
OF 2006 10

id 63
ID 131
ID 147
ID 148
ID 151
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Materias abordadas por el 
Comité de los Derechos del 

Niño

Criterios

Persistencia 
en el tiempo

Nº de 
recomen-
daciones

Abordado 
en Informe 
Defensorial

Explotación económica, 
incluido el trabajo infantil

OF 1993,
OF 2000,
OF 2006

8

Niños de la calle OF 2000,
OF 2006 7

Administración de justicia de 
menores de edad 

OF 1993,
OF 2000,
OF 2006

15
ID 51
ID 123
ID 129

Niños pertenecientes a grupos 
indígenas OF 2006 1

Seguimiento OF 2006 1
Difusión de los informes del 
Comité de los Derechos del 
Niño (artículo 44)

OF 1993,
OF 2000,
OF 2006

3

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño e Informes 
Defensoriales.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.

Ello demuestra que –dejando de lado las recomendaciones 
de medidas de carácter general, como la coordinación, los 
recursos y la difusión–40 existe coincidencia entre los temas 
que son materia de preocupación de la Defensoría del 
Pueblo y aquellos sobre los que el Comité de los Derechos 
del Niño ha formulado recomendaciones al Estado peruano.

En tal sentido, para efectos del presente trabajo se ha buscado 
privilegiar el análisis de aquellos aspectos en donde, por lo 
menos, dos de estos criterios coinciden, es decir:

–	 Informe de Defensoría del Pueblo + persistencia en el tiempo 
–	 Informe de Defensoría del Pueblo + número de 

recomendaciones 

40 	 Sobre el particular es importante mencionar que estos temas son más 
bien transversales y que la Defensoría del Pueblo los suele abordar 
de manera general en el desarrollo de cada uno de sus informes. 
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–	 Persistencia en el tiempo + número de recomendaciones 

Como consecuencia de lo expuesto, el presente informe 
se llevará a cabo realizando el seguimiento de las 
recomendaciones emitidas respecto a los siguientes siete 
(7) temas generales, los que por cierto abarcan un total de 
55 de las 114 recomendaciones formalmente planteadas 
por el Comité de los Derechos del Niño: 

Cuadro Nº 5
Materias abordadas en el presente informe

Materias abordadas por el 
Comité de los Derechos del 

Niño

Criterios

Persistencia 
en el tiempo

Nº de 
recomen-
daciones

Abordado 
en Informe 
defensorial

Inscripción de los nacimientos
OF 1993,
OF 2000,
OF 2006

3
ID 74
ID 100
ID 107
ID 130

Violencia, abusos, abandono y 
malos tratos

OF 2000,
OF 2006 6 ID 52

ID 126

Niños con discapacidad OF 2000,
OF 2006 5 ID 127

VIH/Sida OF 2000,
OF 2006 8 ID 89

ID 143

Educación, esparcimiento y 
actividades culturales

OF 2000,
OF 2006 10

ID 63
ID 131
ID 147
ID 148
ID 151

Explotación económica, incluido 
el trabajo infantil

OF 1993,
OF 2000, 
OF 2006

8

Administración de justicia de 
menores de edad

OF 1993,
OF 2000,
OF 2006

15
ID 51
ID 123
ID 129

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño e Informes 
Defensoriales.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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Finalmente, debido a la necesidad de establecer un límite 
temporal a la búsqueda de información, el presente balance 
tomará en cuenta, sobre todo, los avances realizados desde el 
año 2000 hasta julio del 2011,41 es decir, los correspondientes 
a la primera década del siglo XXI, haciéndose referencia 
a años anteriores cuando sea necesario para ilustrar el 
tema o cuando no haya disponibilidad de información 
actualizada, o se referirá a una fecha posterior solo cuando 
la información así lo amerite.

3.	 Problemáticas priorizadas: avances 
y temas pendientes

Con la finalidad de lograr una mejor aproximación respecto 
a las más importantes medidas adoptadas por el Estado 
peruano para el cumplimiento de las recomendaciones 
sobre cada uno de los temas a abordar, se ha considerado 
ilustrativo presentar los avances realizados y los problemas 
pendientes sobre la base de la siguiente distinción:

–	 Cuestiones Generales.- Permiten hacer referencia 
a algunos aspectos importantes que se debe tener en 
cuenta antes de abordar el tema respectivo.

–	 Avances normativos e instrumentos de políticas 
públicas.- Si bien lo más importante es la adecuada 
aplicación de las normas, al margen de su emisión 
formal, no cabe duda de que su sola dación constituye 
un avance y muestra del interés del Estado por 
mejorar las políticas de protección en materia de niñez 
y adolescencia. 

41 	 Se ha considerado como cierre el 31 de julio del 2011, pues ello 
permite contar con información actualizada a una misma fecha 
sobre la mayor parte de los temas abordados.
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	 Sin embargo, debido a la existencia de un gran universo 
de disposiciones jurídicas de distintas jerarquías y 
expedidas por distintos niveles de gobierno (nacional, 
regional y local), no resulta posible referirse a cada 
una de las normas emitidas sobre cada tema. Por 
ello se ha buscado, fundamentalmente, incidir –
salvo excepciones cuya relevancia lo justifique– en la 
ratificación de tratados de derechos humanos y en la 
emisión de normas con rango de ley y expedidas por el 
gobierno nacional.

	 Por otro lado, también se mencionarán aquellos 
documentos internacionales que, si bien no detentan la 
categoría de un tratado (por lo que sus disposiciones no 
son de cumplimiento obligatorio), constituyen líneas de 
acción o directrices que establecen las pautas generales 
para la interpretación y consiguiente implementación 
de mecanismos al interior de los Estados para la tutela 
de los derechos de las personas menores de edad. Es 
más, estos documentos son importantes porque algunas 
veces han constituido el antecedente inmediato de un 
tratado en materia de protección de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes.

–	 Acciones específicas.- El planteamiento, a modo 
de ejemplo, de estas acciones sobre los temas por 
desarrollar constituyen muestras palpables de la 
manera en que el Estado ha buscado implementar 
políticas públicas en materia de niñez y adolescencia.

 
–	 Intervención defensorial.- Se ha considerado 

conveniente tratar de manera específica lo concerniente 
a la intervención defensorial desarrollada en materia 
de niñez y adolescencia por parte de sus Adjuntías 
como órganos de línea –en especial la Adjuntía para 
la Niñez y la Adolescencia– así como por las oficinas y 
equipos cuyo ámbito o alcance de actuación comprende 
a todo el país. 
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–	 Problemas subsistentes.- No se podría llevar 
a cabo una aproximación al cumplimiento de las 
recomendaciones formuladas, sin dejar constancia de 
los principales vacíos que subsisten, a nivel macro, 
a pesar de los avances logrados. La identificación de 
estos vacíos evidencia lo que resta aun por hacer en 
materia de cumplimiento de dichas recomendaciones 
y, en concreto, en materia de una real protección de 
derechos de los niños, niñas y adolescentes.

–	 Conclusiones generales.- Las muestras de los 
avances y temas aún pendientes permiten plantear, a 
manera de hipótesis, algunas conclusiones generales 
que buscan motivar, posteriormente, un mayor 
desarrollo y un severo análisis respecto a cada uno de 
los temas que comprenden.

Este será, entonces, el esquema a partir del cual se 
abordarán a continuación las más importantes medidas o 
acciones adoptadas por el Estado peruano en cada uno de 
los temas seleccionados para el presente informe: identidad: 
inscripción de los nacimientos; administración de justicia 
de menores de edad; educación; explotación económica, 
incluido el trabajo infantil; violencia, abusos, abandono y 
malos tratos; niños, niñas y adolescentes viviendo con VIH/
Sida; y niños, niñas y adolescentes con discapacidad. 

3.1	 Identidad: Inscripción de los nacimientos

Sobre el derecho a la identidad de los niños, niñas y 
adolescentes, el Comité de los Derechos del Niño ha 
recomendado lo siguiente:
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Cuadro Nº 6
Recomendaciones del Comité en materia de 

derecho a la identidad

OF 1993 OF 2000 OF 2006

Deberían adoptarse 
medidas concretas 
para proporcionar 
documentos de 
identidad a los 
niños que huyen 
indocumentados de las 
zonas afectadas por la 
violencia interna.

A la luz del artículo 7 
de la Convención, el 
Comité recomienda que 
el Estado Parte siga 
adoptando medidas 
para garantizar la 
inscripción inmediata 
de los nacimientos 
de todos los niños, 
en particular de los 
que viven en zonas 
rurales y remotas 
y que pertenecen a 
grupos indígenas.

El Comité reitera su 
recomendación anterior 
e insta al Estado 
Parte a establecer 
como prioridad 
la inscripción 
inmediata de todos 
los nacimientos y 
promover y facilitar, 
de conformidad con 
el artículo 7 de la 
Convención, el registro 
de aquellos niños que 
no fueron inscritos al 
nacer. En particular, 
el Estado Parte 
debería modernizar 
el Registro Civil y 
velar por su correcto 
funcionamiento y 
m a n t e n i m i e n t o , 
dotándolo de los 
recursos financieros 
necesarios y de 
personal calificado 
y bien formado, 
y haciéndolo más 
accesible en todo el 
país.

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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3.1.1 	 Cuestiones generales

El derecho a la identidad está reconocido en el artículo 1º de 
nuestra Constitución y en el artículo 8° de la CDN, el cual:

“constituye un derecho humano y como tal es de 
carácter universal, inalienable, intransferible 
e irrenunciable. Este derecho es de contenido 
complejo e incluye el derecho al nombre y 
apellidos, a contar con registros legalmente 
establecidos, a la nacionalidad, entre otros 
aspectos. Al conferir reconocimiento legal por 
parte del Estado, genera un vínculo formal por 
el cual éste queda obligado a protegerlo ante 
cualquier situación u omisión que amenace sus 
derechos y, por otra parte, genera obligaciones 
a los ciudadanos y ciudadanas como miembros 
integrantes de la sociedad”.42

En ese sentido, se puede afirmar que el derecho a la identidad 
comprende “el conjunto de atributos y características que 
permiten la individualización de la persona en sociedad”.43

Por otro lado, cabe indicar que el derecho a la identidad 
ha sido uno de los temas de especial interés del Estado 
peruano a lo largo de la última década. Han sido visibles 
los esfuerzos emprendidos para otorgar documentos de 
identidad. 

Dichos documentos no determinan la existencia de la 
persona, pero sí la acreditan, por lo que resultan necesarios 
para el ejercicio de sus derechos civiles y políticos. En el 

42 	 Ver Informe Defensorial Nº 100, “El derecho a la identidad y la 
actuación de la administración estatal”, p. 4.

43 	 Corte IDH. Caso Gelman. Fondo y Reparaciones. Sentencia del 24 
de febrero del 2011. Serie C. No. 221. Párr. 36 y 37. 
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caso del Perú, los documentos de identidad son la partida 
de nacimiento y el Documento Nacional de Identidad (DNI). 
Si bien, en principio, su obtención debería estar exenta de 
problemas, lamentablemente, ello no ocurre en la práctica, 
generándose una serie de dificultades al respecto.

En efecto, el denominado circuito de la identidad o 
documentación –conformado por el certificado de nacido 
vivo o declaración jurada, la inscripción en el registro civil, 
la partida de nacimiento y el DNI– está plagado de una 
serie de problemas, tales como normas inadecuadas, mala 
interpretación y aplicación de normas, cobros indebidos, 
etc.44 Todo ello termina generando la indocumentación de 
las personas y, por ende, una seria afectación a la identidad 
como derecho.

La indocumentación constituye un grave problema. Tal 
como lo ha manifestado el Tribunal Constitucional, el 
DNI no sólo posibilita la identificación personal, sino 
que “constituye un requisito para el ejercicio de derechos 
civiles y políticos (…), de la existencia y disposición del 
Documento Nacional de Identidad depende la eficacia del 
derecho a la identidad y de la multiplicidad de derechos 
fundamentales”.45

Entre las personas que suelen ser las más vulnerables por 
la falta de documentación se encuentran los niños, niñas 
o adolescentes, la mayor parte de los cuales son a su vez 
mujeres, indígenas, personas con discapacidad, afectados 

44 	 Al respecto ver Informe Defensorial Nº 100, “El derecho a la 
identidad y la actuación de la administración estatal: Problemas 
verificados en la supervisión defensorial”, y el Informe Defensorial 
Nº 107, “La Defensoría del Pueblo y el derecho a la identidad. 
Campañas de documentación y Supervisión 2005-2006”.	

45 	 Ver Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 16 de noviembre 
del 2007, recaída en el expediente N.° 02432-2007-PHC/TC, Caso 
Rolando Apaza, FJ 8.
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por la violencia política,46 o personas en situación de pobreza 
o extrema pobreza, lo que conduce a que sean, cuando 
menos, doblemente victimizados. A su vez ello ha generado 
que se restrinjan sus derechos al nombre, educación, salud, 
etc.4748 Mención aparte merece el tema de los niños, niñas 
y adolescentes que, al carecer de documentos de identidad 
–de partida de nacimiento o, más aún, de DNI– resultan 
más proclives a ser víctimas de delitos como los de trata y 
tráfico de menores de edad.

Por ello resulta urgente la actuación estatal para solucionar 
los diversos problemas que se presentan en lo que concierne 
al respeto del derecho a la identidad de las personas 
menores de edad.

3.1.2	 Avances normativos e instrumentos de 
políticas públicas

En materia de obtención de documentos de identidad, un 
primer problema se presentaba en el caso de inscripción de 
hijos o hijas extramatrimoniales. En efecto, hasta abril del 
2006, tanto los artículos 21° y 392° del Código Civil,49 como 

46 	 Ver Informe Defensorial Nº 130, “Devolverles su identidad es 
devolverles sus Derechos. Supervisión a los registros siniestrados a 
consecuencia de la violencia política”, p. 91.

47 	 Ver Informe Defensorial Nº 100, “El derecho a la identidad y la 
actuación de la administración estatal: Problemas verificados en la 
supervisión defensorial”, p. 5.

48 	 El derecho a la identidad en los niños y niñas se encuentra 
vinculado a la tenencia de la partida de nacimiento. Ver: Fondo de 
las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef) e Instituto Nacional 
de Estadística e Informática (INEI). Estado de la Niñez en el Perú. 
Lima: Fondo de las Naciones Unidas, 2011, p. 63. 

49 	 Antes de abril del 2006, el artículo 21º del Código Civil establecía 
que “al hijo extramatrimonial le correspondían los apellidos del 
progenitor que lo hubiese reconocido. Si era reconocido por ambos 
llevaba el primer apellido de los dos. Regía la misma regla en caso 
de filiación por declaración judicial”, en tanto que el artículo 392º 
establecía que “cuando el padre o la madre hubieran efectuado el 
reconocimiento separadamente, no podía revelar el nombre de la 
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el artículo 37° del Reglamento de Inscripciones del Reniec, 
aprobado por el D.S. Nº 015-98-PCM,50 no permitían que quien 
hiciera el reconocimiento revelase el nombre de la presunta 
persona con quien hubiera tenido el hijo o hija, a pesar de que 
el artículo 1º de la Constitución Política, el artículo 8º de la 
CDN y el artículo 6º del Código de los Niños y los Adolescentes 
(CNA) garantizan su derecho a la identidad, a conocer a su 
padre y a su madre, y a llevar sus apellidos.

Como consecuencia de las normas establecidas en el Código 
Civil y el Reglamento del Reniec, los niños y las niñas no 
eran inscritos, o lo eran, pero figurando como hermano o 
hermana de la madre, vulnerando en este último caso 
no solo su derecho a la identidad, sino a la igualdad y no 
discriminación al ser identificados –a pesar de lo dispuesto 
por el art. 6° de la Constitución Política–51 como hijos o 
hijas extramatrimoniales. 

Sin embargo, esta situación fue modificada mediante la Ley 
Nº 28720, publicada el 25 de abril del 2006. A partir de la 
emisión de esta ley se derogó el artículo 37º del Reglamento 
del Reniec y el artículo 397º del Código Civil, así como 
también se modificó el artículo 21º del mencionado Código, 
disponiéndose que

persona con quien hubiera tenido el hijo. Toda indicación al respecto 
se tenía por no puesta. Este artículo no regía respecto del padre que 
reconocía al hijo simplemente concebido”.

50 	 El artículo 37º del mencionado reglamento establecía que “cuando 
el reconocimiento del hijo extramatrimonial lo hubiera efectuado el 
padre o la madre por separado, no podía revelar el nombre de la 
persona con quien hubiera tenido el hijo. El Registrador quedaba 
impedido de inscribir cualquier indicación al respecto, bajo 
responsabilidad.  De incumplirse esta disposición, la información 
consignada se tendría por no puesta y sería suprimida a pedido de 
parte”. 

51 	 El artículo 6° de la Constitución Política establece que “todos los hijos 
tienen iguales derechos y deberes. Está prohibida toda mención 
sobre el estado civil de los padres y sobre la naturaleza de la 
filiación en los registros civiles y en cualquier otro documento de 
identidad”. (el resaltado es nuestro).
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“cuando el padre o la madre efectúe separadamente 
la inscripción del nacimiento del hijo nacido 
fuera del vínculo matrimonial, podrá revelar el 
nombre de la persona con quien lo hubiera tenido, 
supuesto en el cual llevará el apellido del padre o 
de la madre que lo inscribió, así como del presunto 
progenitor, pero en este último caso no se establece 
vínculo de filiación”.

Otro problema en materia del derecho a la identidad se 
estaba presentando respecto a la obtención del DNI por 
parte de las personas menores de edad. Aun cuando los 
artículos 26° y 27° de la Ley N° 26497, Ley Orgánica del 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (Reniec),52 
establecen que el Documento Nacional de Identidad (DNI) 
es la única cédula de identidad y es obligatorio para todos 
los nacionales, la Segunda Disposición Transitoria de 
la citada norma establece que dicha obligación rige para 
personas mayores de edad, la cual se hará extensiva a 
todas los nacionales con posterioridad.53 

No obstante, el interés del Estado por lograr la 
universalización del DNI para personas menores de edad 
se ha incrementando progresivamente, más aún si se tiene 
en cuenta que constituye una importante manera de luchar 
contra la trata y el tráfico de personas menores de edad,54 

52 	 Publicada el 12 de julio de 1995 en el Diario Oficial El Peruano.
53 	 La Segunda Disposición Transitoria de la Ley Nº 26497 establece 

que “en una primera etapa se encontrarán obligadas a gestionar 
la obtención del Documento Nacional de Identidad (DNI) todas 
aquellas personas nacionales mayores de dieciocho (18) años de 
edad. Posteriormente, esta obligación se hará extensiva a todos 
los nacionales, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 27 de la 
presente ley”.

54 	 La Defensoría del Pueblo ha advertido que las mujeres, los niños 
y las niñas –sobre todo quienes no se encuentran acompañados– 
constituyen el grupo objetivo de las redes de trata de personas 
y tráfico ilícito de migrantes. Para mayor detalle, ver Informe 
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al figurar en dicho documento, además de sus datos, la foto 
de la persona, y al contar el Reniec con una base de datos de 
alcance nacional, lo que permite una mayor identificación. 

En virtud de lo expuesto, el Estado ha producido diversas 
normas para contribuir a garantizar el derecho a la 
identidad de niños, niñas y adolescentes. 

En materia de avances, se puede mencionar una serie de 
normas legales que han sido emitidas con la finalidad de 
mejorar la inscripción de los nacimientos u obtención de 
DNI en todo el territorio. Entre estas normas se pueden 
citar, además de la ya mencionada Ley Nº 28720, las 
siguientes:

Cuadro Nº 7
Normas relacionadas a la inscripción de nacimientos 

u obtención del DNI

Leyes Resoluciones

–	 Ley N° 26242 (29.10.1993), Ley 
que autoriza la reinscripción 
de nacimientos, matrimonios, 
y defunciones en los Registros 
Civiles donde los libros de actas 
hubiesen desaparecido. (Derogada 
posteriormente por la Ley Nº 
29312 que regula el procedimiento 
de reposición de partidas de 
nacimiento, matrimonio y defunción 
destruidas o desaparecidas por 
negligencia, hechos fortuitos o actos 
delictivos).

–	 Ley N° 28457 (08.01.2005), Ley que 
regula el proceso de filiación judicial 
de paternidad extramatrimonial.

–	 Resolución Ministerial N° 
389-2004-MINSA (23.04.2004), 
mediante la cual se precisa que la 
expedición del Certificado del Nacido 
Vivo es gratuita.

–	 Resolución Ministerial N° 
181-2005-MIMDES (01.04.2005), 
mediante la cual se institucionaliza 
el tema del derecho al nombre y a 
la identidad en el sector Mimdes, y 
declara el mes de abril como el “Mes del 
Derecho al Nombre y a la Identidad”. 
La norma dispone que todos los órganos 
que integran el sector Mimdes, deben 
incorporar en sus planes operativos 
acciones a favor del derecho al nombre y 
a la identidad a partir del año 2006.

Defensorial Nº 146, “Migraciones y derechos humanos. Supervisión 
de las políticas de protección de los derechos de los peruanos 
migrante.”, p. 23.



Las recomendacionesa del Comité de los Derechos del Niño al Estado peruano

53

Leyes Resoluciones

–	 Ley N° 28720, (25.04.2006), Ley 
que modifica los artículos 20º y 21º 
del Código Civil; la cual dispone 
la inscripción de los niños y niñas 
nacidos de una relación sin vínculo 
matrimonial, con el apellido del 
padre, aun cuando se encuentre 
ausente, sin que esto genere filiación. 

–	 Ley Nº 29032 (05.06.07), Ley que 
ordena la expedición de una nueva 
partida o acta de nacimiento cuando 
el reconocimiento de paternidad 
o maternidad se realiza con 
posterioridad a la fecha de inscripción.

–	 Ley Nº 29142, (10.12.2007), Ley 
de Presupuesto del Sector Público 
para el Año Fiscal 2008, que en su 
artículo 15º establece el Programa 
Estratégico “Acceso de la Población a 
la Identidad”. 

–	 Ley Nº 29248 (01/01/09), Ley del 
Servicio Militar que establece 
que todo adolescente, al cumplir 
los 17 años, debe obtener su DNI 
y luego, dentro de los 90 días 
siguientes a su obtención, inscribirse 
obligatoriamente en las oficinas del 
Registro Militar para obtener su 
constancia de inscripción militar. 
Asimismo, precisa que solo obtendrán 
Libreta Militar quienes presten dicho 
servicio cuando cumplan los 18 años. 
Esta norma es desarrollada por el 
Decreto Supremo 021-2009-DE-SG.

–	 Ley Nº 29289 (11.12.2008), Ley de 
Presupuesto del Sector Público para 
el Año Fiscal 2009, que establece 
en su Segunda Disposición Final 
la continuidad del Programa 
Estratégico “Acceso de la Población a 
la Identidad”.

–	 Ley Nº 29312 (07.01.2009), Ley 
que regula el procedimiento de 
reposición de partidas de nacimiento, 
matrimonio y defunción destruidas 
o desaparecidas por negligencia, 
hechos fortuitos o actos delictivos.

–	 Resolución Ministerial Nº 292-2006/
MINSA (23.03.2006), mediante la cual 
se aprueba la Norma Técnica Sanitaria 
Nº 040- MINSA/DGSP-V.01: “Norma 
Técnica de Salud para la Atención 
Integral de Salud de la Niña y el Niño,” 
la cual establece la disponibilidad del 
certificado de nacimiento, sin ninguna 
limitación ni condición previa para su 
expedición gratuita. 
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Leyes Resoluciones
–	 Ley Nº 29462 (28.11.2009), Ley que 

establece la gratuidad del certificado 
de niño nacido vivo, inscripción 
de nacimiento (ya sea ordinaria o 
extraordinaria), expedición de la 
primera copia certificada del acta de 
nacimiento y la expedición de copia 
certificada del acta de nacimiento 
para el DNI. Asimismo, la ley amplía 
el plazo de 30 a 60 días calendario 
para la inscripción ordinaria en las 
oficinas registrales del Reniec; y a 
90 días, si el nacimiento se produjo 
en lugares de difícil acceso como son 
centros poblados alejados, zonas de 
frontera, zonas de selva y ceja de 
selva, comunidades campesinas y 
nativas. También establece que en 
caso de que la partida de nacimiento 
haya sido destruida o desaparecido 
por consecuencia de un desastre 
natural, terrorismo o negligencia, el 
Reniec se encargue de reponerla y 
entregar gratis la copia de la nueva 
partida. 

–	 Ley Nº 29465 (28.12.2009), Ley de 
Presupuesto del Sector Público para 
el Año Fiscal 2010, que establece en 
su Vigésima Séptima Disposición 
Final la continuidad del Programa 
Estratégico “Acceso de la Población 
a la Identidad”.

–	 Decreto de Urgencia Nº 044-2010 
(24.06.2010), que dicta medidas 
económicas y financieras para el 
otorgamiento del DNI a la población 
de menores recursos, en el marco del 
programa presupuestal estratégico 
“Acceso a la población a la identidad” 
y otras medidas.

–	 Ley Nº 29626 (29.12.2010), Ley de 
Presupuesto del Sector Público para 
el Año Fiscal 2011, que establece en 
su Sexagésima Séptima Disposición 
Final la continuidad del Programa 
Estratégico “Acceso de la Población 
a la Identidad”.

Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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Por otro lado, la emisión de las siguientes normas marco 
demuestra asimismo la voluntad estatal por lograr la 
obtención de documentos de identidad de personas menores 
de edad, mediante el establecimiento de los siguientes 
planes y programas:

–	 El Plan Nacional de Acción por la Infancia y la 
Adolescencia (PNAIA) 2002-2010, aprobado por Ley Nº 
28487,55 busca como resultado56 que el derecho al nombre 
e identidad para todos los niños y niñas sea universal, 
estableciendo metas específicas para el 2010, a saber: 

	Meta 1: El 100% de los recién nacidos se registrará 
antes de que cumplan tres meses.

	Meta 2: El 100% de los niños y niñas, aun los no 
inscritos antes de los tres meses, dispondrá de un 
documento de identidad.

	Meta 3: Todos los centros de salud y agentes de 
vigilancia de los derechos del niño y el adolescente 
ofrecerán un sistema de orientación a los padres 
de familia sobre los pasos a seguir para el registro 
oportuno del hijo o hija recién nacido.

	Meta 4: Todos los servicios de inscripción y registro 
de identificación de niñas, niños y adolescentes 
tienen condición de gratuidad a nivel nacional.

–	 El establecimiento del Programa Estratégico57 
“Acceso de la Población a la Identidad” por la Ley 

55 	 Publicada el 11 de abril del 2005 en el Diario Oficial El Peruano.
56 	 Ver Matriz de Monitoreo del PNAIA, Objetivo Estratégico Nº 1, 

Resultado Nº 2.
57 	 Los Programas Estratégicos constituyen una intervención articulada del 

Estado, entre sectores y niveles de gobierno, en torno a la resolución de un 
problema central que aqueja a la población del país. Permiten establecer 
una cadena de responsabilidades asociada al logro de los resultados 
finales. Ello se da en el marco del Presupuesto por Resultados. Los 
Programas Estratégicos fueron establecidos por la Ley Nº 28927, Ley de 
Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2007 (artículo 11°).
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de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
2008, Ley Nº 29142.58 De acuerdo a este Programa 
Estratégico, se precisan las acciones que deberán ser 
desarrolladas por el Reniec. 

–	 La aprobación del “Plan Nacional de Restitución de 
la Identidad”, denominado “Documentando a las 
Personas Indocumentadas” 2005-2009, mediante 
Resolución Jefatural Nº 772-2005-JEF/RENIEC,59a 
partir del cual se ha emitido una serie de resoluciones 
en el Reniec para facilitar el proceso de inscripción de 
nacimientos y la obtención del DNI de la población 
menor de edad indocumentada del país, tal como se 
puede verificar en el siguiente cuadro:

Cuadro Nº 8
Principales resoluciones del Reniec emitidas en 
el marco del Plan Nacional de Restitución de la 

Identidad y en el marco de sus funciones 

–	 Resolución Jefatural N° 397-2006-JNAC/RENIEC (30.05.2006), que dispone la 
inclusión del Código Único de Identificación (CUI) en las actas de nacimiento, a 
partir del 1 de junio del 2006, facilitando la identificación de los niños y niñas 
porque éste será el mismo código que figure en su DNI.

–	 Resolución Jefatural Nº 1130-2006-JEF/RENIEC (23.11.2006), que crea el 
Registro Civil Itinerante para la inscripción de nacimientos de la población 
indocumentada del país. 

–	 Resolución Jefatural Nº 439-2007/JEF/RENIEC (16.05.2007), que autoriza la 
implementación de oficinas registrales en los hospitales del Minsa y EsSalud 
para efectuar inscripciones de nacimientos y defunciones.

–	 Resolución Jefatural N° 437-2007-JEF/RENIEC (16.05.2007), que aprueba 
la Campaña de Tramitación y Expedición del DNI, en forma gratuita, que 
beneficiará a 100,000 menores de edad en situación de vulnerabilidad.

–	 Resolución Jefatural N° 001-2008-JNAC/RENIEC (03.01.2008), que establece 
disposiciones relativas a la inscripción de nacimientos y defunciones en Oficinas 
Registrales Auxiliares del Reniec y en hospitales del Minsa y EsSalud.

58 	 Publicada el 10 de diciembre del 2007 en el Diario Oficial El 
Peruano.

59 	 Publicada el 15 de julio del 2005 en el Diario Oficial El Peruano.
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–	 Resolución Jefatural N° 021-2008-JNAC/RENIEC (22.01.2008), que establece 
la tramitación y emisión gratuita del DNI en la modalidad de inscripción por 
primera vez para beneficiarios del Programa Nacional de Apoyo directo a los 
más pobres (Juntos).

–	 Resolución Jefatural N° 029-2008/JNAC/RENIEC (27.01.2008), que establece 
la tramitación y emisión gratuita del DNI en la modalidad de inscripción por 
primera vez para la población de mayores y menores de edad de los ámbitos 
rural y urbano marginal. 

–	 Resolución Jefatural N° 742-2008-JNAC/RENIEC (30.09.2008), que establece 
las disposiciones para el empadronamiento de personas mayores de edad que 
requieran tramitar el DNI por primera vez y no cuentan con copia certificada 
de Acta de Nacimiento.

–	 Resolución Jefatural N° 916-2009-JNAC/RENIEC (06.01.2009), que establece la 
tramitación y emisión gratuita del DNI en la modalidad de inscripción por primera 
vez, para los beneficiarios mayores y menores de edad del Programa Juntos.

–	 Resolución Jefatural Nº 043-2009-JNAC/RENIEC (24.01.2009), que establece la 
tramitación y emisión gratuita del DNI en la emisión de inscripción por primera 
vez para mayores y menores de edad del Programa Juntos.60 

–	 Resolución Jefatural Nº 012-2009-JNAC-RENIEC (14.01.2009), que establece 
la continuidad de las inscripciones de nacimientos y defunciones en las Oficinas 
Registrales Auxiliares del RENIEC y en los hospitales del Minsa y EsSalud. 

–	 Resolución Jefatural Nº 45-2009-JNAC/RENIEC (24.01.2009), que establece 
la tramitación y emisión gratuita del DNI en la modalidad de inscripción por 
primera vez para la población de los ámbitos rural y urbano marginal en los 
distritos que determinará la Gerencia de Restitución de la Identidad y Apoyo 
Social, en concordancia con el Plan Nacional de Restitución de la Identidad y el 
Plan Operativo Institucional.

–	 Resolución Jefatural Nº 161-2009-JNAC/RENIEC (20.03.2009), que aprueba 
la tramitación y emisión gratuita del DNI en la modalidad de inscripción por 
primera vez para niñas, niños, adolescentes y personas adultas residentes en las 
zonas de Huancavelica, afectadas por la violencia subversiva.

–	 Resolución Jefatural N° 0078 - 2010 -JNAC/RENIEC (11.02.2010), que establece 
la tramitación y emisión gratuita del DNI en la modalidad de inscripción por 
primera vez mediante desplazamientos para la población mayores y menores 
de edad de los ámbitos rural y urbano marginal en distritos seleccionados.

60	 Mediante Decreto Supremo Nº 032-2005-PCM, publicada el 07 de 
abril del 2005 en el Diario Oficial El Peruano, se creó el Programa 
Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres (Juntos), mediante el 
cual se entrega un incentivo a las familias más pobres del país, 
motivando al cumplimiento de compromisos de participación en las 
áreas de nutrición, salud, educación, e identidad con la finalidad 
de restituir derechos básicos. El objetivo de Juntos es combatir la 
desnutrición crónica infantil y la pobreza extrema, priorizando a 
los sectores rurales. Incorpora a familias con mujeres gestantes 
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–	 Resolución Jefatural N° 401-2010-JNAC/RENIEC (12.05.2010), que aprueba 
la tramitación y expedición gratuita de DNI en la modalidad de inscripción por 
primera vez, para niñas, niños y adolescentes, mediante desplazamientos en los 
ámbitos de intervención del Instituto Trabajo y Familia. 

–	 Resolución Jefatural N° 407-2010-JNAC/RENIEC (12.05.2010), que establece 
la gratuidad en el procedimiento de cancelación de actas de nacimiento, 
para casos de vulnerabilidad y extrema pobreza, así como para la población 
registrada en cualquiera de los distritos determinados por la Estrategia 
Nacional Crecer.

–	 Resolución Jefatural N° 560-2010-JNAC/RENIEC (02.07.2010), que aprueba 
la tramitación y expedición gratuita del Documento Nacional de Identidad 
en la modalidad de inscripción por primera vez y renovación del DNI de los 
estudiantes del Colegio Mayor Secundario Presidente del Perú, por tratarse de 
adolescentes migrantes de escasos recursos económicos.

–	 Resolución Jefatural N° 701-2010-JNAC/RENIEC (11.08.2010), que aprueba la 
ejecución de campañas en desplazamiento del DNI en forma gratuita para niños, 
niñas y adolescentes en el marco de lo dispuesto en el D.U. Nº 044-2010.

–	 Resolución Jefatural N° 705-2010-JNAC/RENIEC (11.08.2010), que establece 
la atención gratuita de menores de 0 a 14 años en Oficinas Registrales y 
Agencias del Reniec como estrategia operativa de ejecución progresiva para 
implementar lo dispuesto en el D.U. Nº 044-2010.

–	 Resolución Jefatural N° 794-2010-JNAC/RENIEC (12.09.2010), que aprueba 
el Plan de Acción de Identificación de los Menores de Edad para dar 
cumplimiento al D.U. Nº 044-2010.

–	 Resolución Jefatural N° 917-2010-JNAC-RENIEC (22.10.2010), que dispone 
la entrega del DNI de menores de 0 a 14 años de edad y establece lineamientos 
administrativos para dicho trámite. 

–	 Resolución Jefatural Nª 1046-2010/JNAC/RENIEC (11.12.2010), que autorizó 
la inscripción de nacimientos y defunciones en las oficinas registrales auxiliares 
que funcionan en diversos hospitales, a cargo de la Jefatura Regional Lima.

–	 Resolución Jefatural N° 1091-2010-JNAC-RENIEC (04.01.2011), que autoriza la 
gratuidad en el cambio del lugar de entrega del DNI de menores de 0 a 14 años, 
siempre que haya sido tramitado en el marco del Programa Estratégico de Acceso 
de la Población a la Identidad y conforme lo dispuesto en el D. U N° 044-2010.

–	 Resolución Jefatural N° 1101-2010-JNAC-RENIEC (04.01.2011), que 
establece la gratuidad de transmisión y expedición del DNI en la modalidad 
de inscripción por primera vez, para niñas, niños y adolescentes de 0 a 16 años 
de edad, y dicta disposiciones complementarias. 

–	 Resolución Jefatural N° 206-2011-JNAC-RENIEC (14.04.2011), que autoriza 
el uso de la “Ficha Registral Electrónica” para la captura en vivo de los datos 
e imágenes de trámites de DNI de menores.

Elaboración: Defensoría del Pueblo.60

60	

y niños, niñas y adolescentes hasta los 14 años de edad. Ver al 
respecto la página web del  programa: http//www.juntos.gob.pe/
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Al respecto, cabe destacar que la publicación de estas 
normas constituye un avance en el logro de metas como, 
por ejemplo, las siguientes:

–	 La reinscripción de nacimientos en los lugares en los 
que desaparecieron los libros de actas por causa de la 
violencia armada. 

–	 La regulación del procedimiento de inscripción de hijos 
o hijas extramatrimoniales y del proceso de filiación 
judicial de paternidad extramatrimonial

–	 La gratuidad del certificado de nacido vivo, en la 
inscripción del nacimiento, y en el otorgamiento de la 
copia certificada de la partida de nacimiento. 

–	 La ampliación de plazos para la inscripción ordinaria 
y también para la inscripción en lugares de difícil 
acceso. 

–	 La institucionalización del tema del derecho al nombre 
y a la identidad en el sector Mimdes.

–	 El otorgamiento del DNI a todos los niños, niñas y 
adolescentes en el ámbito nacional.

3.1.3	 Acciones específicas

Como una evidencia de las diversas acciones realizadas 
por el Estado para promover el derecho de acceso a la 
documentación de niños, niñas y adolescentes, cabe 
mencionar las siguientes:
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•	 Promoción de inscripción de nacimientos y 
documentación

La Cruzada Nacional Mi Nombre: 2005-2008,61 liderada 
por el Mimdes, cuyo objetivo era promover la inscripción de 
nacimiento de niños y niñas, y la documentación de mujeres 
en todo el ámbito nacional. Algunos de sus resultados, de 
acuerdo a lo reportado por el propio Mimdes se pueden ver 
en el recuadro siguiente:62

 
Cuadro Nº 9 

Resultados de la Cruzada Nacional Mi nombre 
2005-2008

1.	 Promoción de Ordenanzas Locales que garantizan la gratuidad y 
mínimos requisitos para la partida de nacimiento, hasta la Modificación 
del TUPA

2005: 241 ordenanzas en 24 Regiones, 4 modifican TUPA
2006: 110 ordenanzas en 14 Regiones, 30 modifican TUPA
2007: 95 ordenanzas en 12 Regiones,69 modifican TUPA

2.	 Promoción de Ordenanzas Regionales que institucionalizan el tema. 
Al 2008: 16 Ordenanzas regionales: Ica, Huánuco, Lambayeque, 
Iquitos, Lima, Moquegua, Apurímac, Amazonas, Arequipa, San 
Martín, Tumbes, Callao, La Libertad, Ancash, Ucayali y Municipalidad 
Distrital de Lurín.

3.	 Reducción Población Indocumentada Menores de 18 años de 3.2% a 1% 
(Encuesta Nacional - INEI 2007).

Fuente: MIMDES - Cruzada Nacional Mi nombre 2005-2008.

61	 Cruzada Nacional Mi Nombre. Disponible en el siguiente link: 
http://ruby.mimdes.gob.pe/dgm/mi%20nombre/resultados_
cruzada_2005_2008.pdf - Consulta: 22.06.2010.

62 	 Cruzada Nacional. Op. cit.
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•	 Entrega de DNI

Se puede mencionar como un logro específico en el marco 
del Programa Juntos que más del 70% de niños y niñas 
menores de cinco años de edad beneficiarios del programa 
obtuvieron su DNI.63 En el año 2009, en el marco de este 
Programa, se entregaron 474,216 DNI a personas menores 
de edad de zonas urbano-marginales y rurales. Asimismo, 
en el 2009, el Reniec, en coordinación con el Programa 
Wawawasi, logró que 22,500 niños y niñas obtuviesen su 
DNI de forma gratuita.64 

Por otro lado, de acuerdo al último informe de avance de 
metas del Pnaia se estima que, al 2010, 259,434 niños y 
niñas menores de edad se encuentran identificados con el 
DNI.65

Cabe mencionar que mediante el Decreto de Urgencia Nº 
044-2010,66 se dictaron medidas económicas y financieras 
para el otorgamiento del DNI a la población de menores 
recursos en el marco del programa presupuestal estratégico 
“Acceso de la población a la identidad”, cuyo propósito es 
garantizar el derecho a la identidad de los niños, niñas y 

63 	 Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social: Plan Nacional de 
Acción por la Infancia y Adolescencia 2002-2010 (PNAIA) y sus 
Herramientas de gestión. Lima, 2009, p. 126.

64 	 Oficio Nº 551-2010-MIMDES/DM, de fecha 09 de junio del 2010, 
remitido por la Ministra de la Mujer y Desarrollo social al 
Presidente de la Comisión Especial Revisora del Código de los 
Niños y Adolescentes, mediante el cual informa sobre los avances 
en materia de derechos del niño. 

65 	 Comisión Multisectorial encargada de la implementación de 
acciones señaladas en el Pnaia 2002-2010. Informe anual de 
avances de las metas del Plan Nacional de acción por la Infancia y 
Adolescencia (PNAIA) 2002-2010 (Ley Nº 27666). Período 2010, p. 
11. En adelante: PNAIA. Informe 2010. Disponible en: http://www.
mimdes.gob.pe/files/DIRECCIONES/DGFC/DINNA/informes/
resumen_ejecutivo_pnaia2010.pdf

66 	 Publicado el 25 de junio del 2010 en el Diario Oficial El Peruano.
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adolescentes de menores recursos y su consiguiente acceso a 
servicios como salud, educación, alimentación y seguridad. 
A partir de entonces, el Reniec, en coordinación con diversos 
sectores como, por ejemplo, el Ministerio de Educación y el 
Ministerio de Salud, ha dado inicio a la emisión de diversas 
resoluciones jefaturales que buscan facilitar los trámites 
para dicha obtención y una campaña de otorgamiento de 
DNI gratuito para niños de 0 a 14 años. 

Es preciso mencionar que se está logrando reducir el 
número de personas menores de edad sin DNI. Al 31 de 
diciembre del 2009 había 6´395,194 menores de edad sin 
dicho documento, lo cual equivalía al 59.69% de la población 
de niños, niñas y adolescentes.67 Al 30 de abril del 2010 
se registró una diferencia de 2.34 % en comparación con 
las cifras del año 2009, registrándose esta vez un total de 
6´167,084 menores de edad que carecen del DNI,68 por lo 
que se espera que a finales del 2011 se consiga reducir aún 
más la cifra de niños, niñas y adolescentes sin documento 
de identidad. 

•	 Identificación de indocumentados

Otra acción implementada para identificar con mayor 
precisión el número de niñas y niños indocumentados fue 
la inclusión de dos preguntas en el Censo Nacional 2007, 
relacionadas con la documentación de las personas, siendo 
una de ellas referida a la partida de nacimiento.69

67 	 Fuente: Datos proporcionados a la Defensoría del Pueblo por GPP-
Reniec, cuadro elaborado por el equipo técnico de la Sub Gerencia 
de Apoyo Social-Grias.

68 	 Reniec. Camino a la excelencia. Primera edición. Lima: Reniec, 
septiembre 2010, p. 67. 

69 	 Respuesta del Mimdes. Op. Cit.
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Cabe anotar, que de acuerdo a la información proporcionada 
por el Reniec,70 tenemos que:

–	 al 31 de diciembre del 2009 se había identificado con el 
DNI a un total de 4’317,318 menores de 18 años de edad, 
representando un incremento del 49% (1, 418,049) con 
respecto a los menores de edad identificados con el 
DNI hasta diciembre del 2008. 

–	 Estas acciones constituyen el resultado de las intensas 
campañas gratuitas de identificación de los menores 
de edad en estado de pobreza y abandono autorizados 
mediante sus diversas resoluciones.

Por otro lado, es preciso señalar que en abril del 2011, 
ya son nueve millones de niños, niñas y adolescentes que 
cuentan con el DNI.71 

Asimismo, cabe mencionar que la expansión de la cobertura 
del Seguro Integral de Salud (SIS) y del Programa Juntos, 
cuyo público objetivo es la población en situación de 
pobreza y pobreza extrema, resultan complementarios con 
relación al abordaje del problema de indocumentación de 
niños, niñas y adolescentes indígenas, pues su inscripción 
en dichos programas requiere que cuenten con partida de 
nacimiento o DNI, según el caso.72

•	 Implementación de Oficinas Registrales

Otro logro importante ha sido que, a partir de convenios 
entre el Reniec73 el Ministerio de Salud y EsSalud se 

70 	 Ver: http://www.reniec.gob.pe/portal/AcercaReniec.jsp?id=6. Consulta: 
22.06.2010.

71 	 Reniec. Boletín Institucional. Gerencia de Imagen Institucional. N° 
01. Enero-Abril 2011, p. 2.

72 	 Unicef-INEI. Estado de la niñez indígena en el Perú. Lima: 
septiembre 2010, p. 102.

73 Ver Resoluciones Jefaturales Nº 439-2007/JEF/RENIEC, Nº 
012-2009-NAC-RENIEC y Nº 1046-2010/JNAC/RENIEC.
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hayan implementado oficinas registrales en hospitales 
con la finalidad de que los niños y niñas nacidos en los 
establecimientos de salud pudiesen obtener inmediatamente 
su partida de nacimiento y su DNI de manera gratuita.

•	 Capacitación de funcionarios

Por otra parte, la capacitación de los funcionarios en el 
tema registral es responsabilidad del Reniec, que brinda 
esta formación por medio del Centro de Altos Estudios 
Registrales (CAER).74 

•	 Documentación de niños, niñas y adolescentes 
indígenas

Finalmente, respecto a las acciones para mejorar la 
accesibilidad, especialmente de niños, niñas y adolescentes 
pertenecientes a poblaciones indígenas, cabe mencionar que 
desde el año 2007 se han instalado una red de registradores 
civiles indígenas en las zonas más alejadas de Loreto, 
gracias al trabajo realizado por el Reniec, la Organización 
Regional de Pueblo Indígenas del Oriente (Orpio) y el 
Gobierno Regional de Loreto con el apoyo de Unicef.75

Asimismo, se han instalado 92 oficinas de registro civil en 
comunidades indígenas76 y se ha capacitado a registradores 
civiles nativos en comunidades awajún-wampis por 
especialistas del CAER.77

74 	 Creado por Resolución Jefatural Nº 894-2008-JNAC/RENIEC, 
publicada el 07 de enero del 2009 en el Diario Oficial El Peruano.

75 	 Unicef-INEI. Op. Cit, p. 108.
76 	 Cabe precisar que el artículo 20º del Decreto Ley N° 22175, Ley de 

Comunidades Nativas y de Desarrollo Agrario de la Selva y Ceja de 
Selva, establecía la obligación de contar con registros de estado civil 
en cada una de las comunidades nativas.

77 	 Unicef-INEI. Op. Cit, p. 108.
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3.1.4	 Intervención defensorial

La problemática relacionada al ejercicio del derecho a la 
identidad ha sido abordada por la Defensoría del Pueblo en 
diversos informes defensoriales, a saber:

–	 Informe Defensorial Nº 74, “La afectación de los 
Derechos a la Identidad y a la Igualdad de los/las 
hijos/as extramatrimoniales en la inscripción de 
nacimientos” (2003).

–	 Informe Defensorial Nº 100, “El Derecho a la Identidad 
y actuación de la administración estatal: Problemas 
verificados en la supervisión Defensorial” (2005).

–	 Informe Defensorial Nº 107, “La defensoría del pueblo y 
el derecho a la Identidad. Campañas de documentación 
y la Supervisión 2005-2006” (2006).

–	 Informe Nº 130, “Devolverles su identidad es devolverles 
sus derechos. Supervisión de los registros siniestrados a 
consecuencia de la violencia política” (2008).

Entre los diversos problemas identificados por la Defensoría 
del Pueblo en el desarrollo de su labor supervisora de 
la administración estatal se pueden mencionar, por 
ejemplo, aquellos que, hasta antes de la referida Ley Nº 
28720,78 se presentaban en la inscripción de hijos e hijas 
extramatrimoniales;79 los cobros indebidos que se realizaban 
en diversas oficinas pese a la gratuidad establecida en la 
Ley Nº 26242;80 y la falta de razonabilidad en la exigencia de 
la presentación concurrente de diversos medios probatorios 

78 	 Ley que modifica los artículos 20º y 21º del Código Civil; disponiendo 
la inscripción de los niños y niñas nacidos de una relación sin vinculo 
matrimonial, con el apellido del padre aún cuando se encuentre 
ausente, sin que esto genere filiación. 

79 	 Ver Informe Defensorial Nº 74.
80 	 Ver Informe Defensorial Nº 130.
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para la inscripción de niños, niñas y adolescentes, no 
obstante que la normatividad señala que la presentación 
de los referidos documentos es alternativa.81

Asimismo, desde mucho antes de la emisión de la Ley Nº 
29462, en noviembre del 2009,82 mediante los Informes 
Defensoriales Nº 10083 y el 107,84 la Defensoría del Pueblo 
recordó a los directores de los establecimientos de salud 
públicos y privados, y a los profesionales y personal de 
salud, que la expedición del certificado de nacido vivo era 
gratuita en virtud de la Resolución Ministerial N° 389-2004-
SA y que su entrega no podía ser condicionada a ningún 
otro servicio o pago. Asimismo, se recordó que la gratuidad 
de dicho certificado abarcaba desde la solicitud hasta su 
entrega, y se aplicaba tanto a los partos institucionales 
como a los domiciliarios.

Si bien es positivo que, como ya se ha señalado, el gobierno 
haya iniciado una campaña de otorgamiento gratuito 
del DNI a niños, niñas y adolescentes de 0 a 14 años de 
edad para que puedan acceder a servicios como salud, 
educación, alimentación y seguridad, ello será insuficiente 
si paralelamente no se solucionan los problemas previos –
barreras administrativas–, relacionados a la obtención del 
certificado de nacido vivo o de la partida de nacimiento, 
que aún se presentan en la práctica, sobre todo porque 
esta última es requisito obligatorio para poder obtener el 
DNI.

81 	 Ibíd. Op. cit.
82 	 La Ley Nº 29462 establece la gratuidad de la inscripción de 

nacimiento, de la primera copia certificada del acta de nacimiento 
y de la expedición del certificado de nacido vivo y la expedición de 
copia certificada del acta de nacimiento para el DNI.

83 	 Ver Informe Defensorial Nº 100, pp. 73 - 74.
84 	 Ver Informe Defensorial Nº 100, p. 73.
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Sobre el particular, mediante Informe de Adjuntía Nº 
033-2010-DP/AAE, “Problemas identificados en el acceso 
al régimen subsidiado del Seguro Integral de Salud en el 
marco del Aseguramiento Universal en Salud”, de fecha 18 
de octubre del 2010, la Defensoría del Pueblo ha dado a 
conocer que el condicionamiento de contar con el DNI afecta 
y obstaculiza el acceso a los servicios de salud en el marco 
del Aseguramiento Universal de Salud, especialmente de 
los menores de edad.85 

En efecto, la indocumentación es una realidad86 en la que los 
más afectados son las personas pertenecientes a los sectores 
más vulnerables, por no poder acceder a la documentación 
que el Estado tiene la obligación de expedir.87 Para la 
mayoría de las personas indocumentadas, no contar con el 
DNI suele deberse a la existencia de problemas registrales 
que dificultan su obtención.88 Es más, en el caso de menores 
de edad, se está requiriendo un documento que, como se 

85 	 La exigencia incondicional de contar con el DNI constituye una 
clara restricción para el acceso oportuno a los servicios de salud. 
Contraviniendo el principio de universalidad del Aseguramiento 
Universal de Salud, previsto en el artículo 4.1 de su ley marco, Ley 
Nº 29444, que garantiza la protección de la salud para todas las 
personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la 
vida. 

86 	 Según el último censo nacional, realizado en octubre del 2007, las 
personas que no contaban con partida de nacimiento eran 277 mil 
596. De ellas, el 78,6% estaba integrado por menores de 18 años, en 
tanto que el 71,2% correspondía a niños y niñas menores de 5 años. 
Si toma en cuenta que la partida de nacimiento es un requisito 
obligatorio para obtener el DNI, ello significa que, de no acceder a 
este documento, estas personas no podrán obtener su DNI.

87 	 Ver Informe Defensorial Nº 130, p. 91.
88 	 Es el caso de personas cuyo nacimiento no ha sido inscrito por la 

inexistencia de un registro civil cercano al lugar de residencia; 
de personas que habiendo inscrito su nacimiento en el registro 
no pueden acceder a una copia del acta por residir en un lugar 
diferente a su nacimiento; o de personas cuya copia de partida de 
nacimiento presenta errores u omisiones que en un gran porcentaje 
de casos solo se resuelve en el Poder Judicial.
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señaló anteriormente, no es obligatorio para ellos, conforme 
a la Segunda Disposición Transitoria de la Ley Nº 26497, 
Ley Orgánica del Reniec.89

Por otro lado, entre 1997 y el 2007 la Defensoría del Pueblo 
promovió, conjuntamente con el Reniec, la realización de 
diversas campañas de documentación como estrategia 
de intervención, coadyuvando de esta manera a la 
documentación de niños, niñas y adolescentes en zonas 
rurales y pobres del país, o con mayor nivel de afectación 
por el proceso de violencia política.90

Otro aspecto que ha sido motivo de preocupación de la 
Defensoría del Pueblo es la alta rotación en el cargo 
de registradores civiles porque, administrativamente, 
dependen de modo directo de los gobiernos locales y, por 
tanto están supeditados a su voluntad política, lo que 
perjudica el desarrollo de una función especializada 
en materia registral.91 Por ello, si bien, como ya se ha 
señalado, la capacitación a funcionarios en el tema 
registral es competencia del Reniec a través del CAER, la 
Defensoría del Pueblo, desde el inicio de sus funciones, ha 
apoyado al Reniec en los procesos de formación a partir de 
la promoción de espacios de capacitación a los registradores 
o las registradoras civiles.

89 	 Segunda Disposición Transitoria de la Ley Nº 26497: En una 
primera etapa se encontrarán obligadas a gestionar la obtención del 
Documento Nacional de Identidad (DNI) todas aquellas personas 
nacionales mayores de dieciocho (18) años de edad. Posteriormente, 
esta obligación se hará extensiva a todos los nacionales, de acuerdo a 
lo establecido en el Artículo 27 de la presente ley. 

90 	 Al respecto, ver Informe Defensorial Nº 107, pp. 20 - 33; e Informe 
Defensorial Nº 130, pp. 33-35, y Defensoría del Pueblo. Diez años 
promoviendo el derecho a la identidad de la población afectada 
por la violencia política. Las campañas de documentación: una 
estrategia de intervención. Lima: Serie Documentos Defensoriales. 
Documento Nº 5, abril 2009.

91 	 Ver Informe Defensorial Nº 13, pp. 94 - 95.
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Asimismo, cabe identificar como otra importante labor 
desarrollada por la Defensoría del Pueblo en materia 
de identidad, el haber contribuido mediante sus 
recomendaciones,92 a que en el año 2007 se incluyesen 
preguntas en el Censo Nacional realizado por el INEI 
destinadas a conocer el número de niños niñas y adolescentes 
no documentados en el ámbito nacional.93

3.1.5	 Problemas subsistentes

A pesar de estos importantes avances se han podido 
identificar algunos problemas con relación al respeto del 
derecho a la identidad de los niños, niñas y adolescentes. 
Entre esos problemas se encuentran los siguientes:

•	 Inscripción de nacimientos

La Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (Endes), 
efectuada en el 2010, refiere que el 7.2% de niñas y niños de 
6 a 59 meses de edad no están inscritos en la Municipalidad 
u Oficina Registral del Reniec, siendo mayor esta tendencia 
en el área rural (9.2%) que en el área urbana (6.0 %), así 
como en los departamentos de Loreto (37.1%) y Ucayali 
(30.9%).94

Sobre este problema, un estudio del Banco Mundial ha 
señalado que 

“En el Perú existen aproximadamente 300,000 
menores de edad que no cuentan con partida de 

92 	 Oficio Nº 102-2007-DP/ANA de fecha 04 de junio del 2007, dirigido 
al Jefe del INEI.

93 	 INEI. Perfil Sociodemográfico del Perú. Lima: INEI, 2008. Segunda 
Edición, pp. 124-137.

94 	 INEI. Perú: Indicadores de los resultados de los Programas 
Estratégicos, 2010. Encuesta Demográfica y de Salud Familiar - 
ENDES Continua. Lima: INEI, 2011, pp. 39-40.
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nacimiento. (…) Esta cifra representa el 2.9% 
del total de la población entre 0 y 17 años (…) la 
proporción de niños, niñas y adolescentes sin 
partida de nacimiento es menor en el ámbito urbano 
(2.3%), que en el ámbito rural (4.4%). Así mismo, 
la distribución de menores sin partidas es desigual 
si se analiza por regiones naturales. La costa 
mantiene 2% de su población menor de edad sin 
este documento y no hay diferencias entre lo urbano 
y lo rural. En la sierra, el ámbito urbano presenta 
una menor proporción de menores indocumentados 
(1.2% contra 2.5%), pero es en la selva en donde se 
concentra más fuertemente la carencia de partida de 
nacimiento. (…) se ubican entre los 0 y 5 años de 
edad y, en su mayoría, hablan una lengua materna 
distinta al castellano”.95 

Por otra parte, en el ámbito nacional se aprecia una 
gran proporción de falta de partidas de nacimiento entre 
aquellos menores de edad que se expresan en una lengua 
materna distinta al español. No obstante el reconocimiento 
de avances, un reciente informe emitido por Unicef y el 
INEI reporta lo siguiente:

“(…) a nivel nacional, aún un 3.9% de niños y niñas 
de 3 a 5 años no cuenta con partida de nacimiento 
(…). Entre la niñez quechua y aymara de esa edad, 
la proporción que no tiene partida de nacimiento 
está por debajo del promedio nacional, siendo de 
2% y 1.1%, respectivamente.

95 	 Banco Mundial e Instituto de Estudios peruanos: Estado de 
la Indocumentación infantil en el Perú. Lima, 2009, pp. 12 - 15. 
Disponible en el siguiente link: http://www-wds.worldbank.org/
external/default/WDSContentServer/WDSP/IB/2009/08/20/000020
953_20090820154146/Rendered/PDF/500870WP0SPANI1e0la0ind
ocumentacion.pdf Consulta: 19.03.2010.
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La situación es completamente distinta entre 
los niños y niñas indígenas, de 3 a 5 años, de la 
Amazonía, donde más del 20% no cuenta con 
partida de nacimiento, el 24.6% de los asháninkas y 
el 21.7% de los que tienen otras lenguas originarias 
de la Amazonía como materna. Entre la niñez, de 6 
a 11 años, de estos grupos poblacionales, se registra 
una importante reducción en la incidencia de la 
indocumentación. Sin embargo, aún alrededor del 
5% no tiene partida de nacimiento”. 96

•	 Falta de apoyo de gobiernos locales 

Por su parte, el Mimdes informó que una de las dificultades 
para la implementación de la Cruzada Nacional “Mi nombre”, 
es que los gobiernos locales se resistían a modificar sus 
TUPA, exigiendo requisitos no adecuados. Asimismo, detectó 
una constante falta de libros de inscripción de nacimientos. 

•	 Disminución de campañas de documentación 

De los resultados de las campañas de documentación 
efectuadas por la Cruzada Nacional Mi nombre 2005-2008 
se puede apreciar que, si bien comenzaron en 24 regiones, 
cada año disminuyó el número de regiones involucradas 
y, al cabo de cuatro años de trabajo, solo se continuó 
trabajando con cuatro regiones, como se aprecia en el 
siguiente cuadro:97

96 	 Unicef-INEI. Op. Cit, p. 103.
97 	 Cruzada Nacional Mi Nombre. Disponible en el siguiente link: 

http://ruby.mimdes.gob.pe/dgm/mi%20nombre/resultados_
cruzada_2005_2008.pdf Consulta: 22.06.2010.
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Cuadro Nº 10 
Resultados de la Cruzada Nacional Mi nombre 

2005-2008

Inscripción / partida de 
Nacimiento

DNI

Menor de edad Total Menor de edad Total
M V M V

2005 (24 Reg.) 25,028 19,186 44,214 2,851 2,522 5,373
2006 (18 Reg.) 12,019 10,835 22,854 1,557 1,457 3,014

2007 (12 Reg.) 9,508 7,859 17,367 1,151 1,391 2,542

2008 (4 Reg.) 2,598 2,682 5,280 0 0

Total general 48703 40,562 89.265 5,559 5,370 10,929

Fuente: Mimdes - Cruzada Nacional Mi nombre 2005-2008.

Toda esta situación se corrobora con el hecho de que, como 
se ha señalado anteriormente, al 30 de abril del 2010, 
aún existen 6´167,084 menores de edad que carecen de 
documento de identidad.98 Si bien dichas campañas han 
logrado reducir el número de niños, niñas y adolescentes 
indocumentados con relación a los años anteriores, aún 
resulta necesario que dicha cifra disminuya.

•	 Falta de transferencia de funciones de las 
municipalidades al Reniec

Cabe, finalmente, mencionar como un problema la 
falta de conclusión del proceso de transferencia de las 
funciones registrales de las municipalidades al Reniec. 
La conclusión de esta transferencia permitirá al Reniec 
velar por su correcto funcionamiento y mantenimiento 
de las oficinas registrales en el ámbito nacional, pues la 
mayor parte de oficinas que realizan las funciones del 

98 	 Reniec. Op. Cit., p. 67. 
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registro civil continúan dependiendo de dos instituciones 
distintas, ya que funcionalmente dependen del Reniec y, 
administrativamente, de las municipalidades. 

Cabe precisar que, al 31 de marzo del 2011, en el proceso 
de incorporación de las Oficinas de Registros de Estado 
Civil (OREC) al RENIEC, solo se ha logrado disponer 
la incorporación y la respectiva transferencia del acervo 
documentario (actas y expedientes registrales) de 34 Oficinas 
de Registros de Estado Civil que funcionaban en diversas 
municipalidades distritales: 29 en el ámbito de Lima 
Metropolitana y Callao, y 5 en el ámbito de provincias.99

3.1.6	 Conclusiones generales

Entre los más importantes avances obtenidos para 
garantizar el derecho a la identidad de los niños, niñas y 
adolescentes en el Perú se debe mencionar la expedición 
de diversas normas, la ejecución de campañas para la 
documentación, así como las facilidades que se están 
otorgando para que los pobladores de zonas alejadas o con 
mayores índices de pobreza puedan inscribir los nacimientos 
de sus hijos e hijas. 

Otro esfuerzo importante que pone en evidencia la voluntad 
política de luchar contra la falta del documento de identidad 
es el Programa Estratégico “Acceso de la Población a 
la Identidad”, que está llegando a las zonas rurales, 
alejadas y pobres, a través del Programa Juntos. Pero el 
avance más significativo para obtener la documentación 
de personas menores de edad son las campañas que se 
están implementando en el marco de lo dispuesto por el 
Decreto de Urgencia Nº 044-2010, para que los niños, niñas 
y adolescentes de 0 a 14 años puedan contar con su DNI.

99 	 Disponible en http://www.reniec.gob.pe/portal/RRCC2.jsp?id=13. 
Consulta: 26.07.2011. 
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Si bien, a partir de lo expuesto, resulta innegable que el 
Estado peruano está desarrollando significativos avances 
para lograr la inscripción y documentación de niños, niñas 
y adolescentes, ellos aún son insuficientes para lograr, no 
solo que todos los niños y niñas cuenten con partida de 
nacimiento o DNI, sino para garantizar el derecho a la 
identidad, derecho fundamental de carácter complejo, cuya 
plena vigencia requiere, a su vez, el respeto de derechos al 
nombre, a conocer a sus padres y madres, a ser reconocidos 
por ellos, a no ser discriminados si nacieron fuera del 
matrimonio, entre otros.

3.2	 Administración de justicia: adolescentes en 
conflicto con la ley penal

Con relación a este tema, el Comité de los Derechos del 
Niño ha recomendado lo siguiente:

Cuadro Nº 11
Recomendaciones del Comité en materia de 

administración de justicia respecto a adolescentes 
en conflicto con la ley penal

OF 1993 OF 2000 OF 2006

El Comité también 
recomienda que se 
revoquen o modifiquen 
las disposiciones 
del Decreto-Ley Nº 
25564 relativas a la 
responsabilidad penal 
de los niños sospechosos 
de haber participado en 
actividades terroristas, 
a fin de garantizar a los 
niños menores de 18 años 
de edad el pleno disfrute de 
los derechos enunciados en 
los artículos 37, 39 y 40 de 
la Convención.

A la luz de los artículos 
37, 40 y 39 y otras 
normas pertinentes de 
las Naciones Unidas en 
esta esfera, tales como 
las Reglas Mínimas de 
las Naciones Unidas para 
la administración de la 
justicia de menores de edad 
(Reglas de Beijing), las 
Directrices de las Naciones 
Unidas para la Prevención 
de la Delincuencia 
Juvenil (Directrices de 
Riad) y las Reglas de las 
Naciones Unidas para la

El Comité recomienda al 
Estado Parte que prosiga y 
redoble sus esfuerzos para 
armonizar plenamente 
el sistema de justicia 
de menores de edad 
con la Convención, en 
particular los artículos 37, 
40 y 39, y con otras normas 
de las Naciones Unidas en 
la esfera de la justicia de 
menores de edad, incluidas 
las Reglas mínimas de 
las Naciones Unidas para 
la administración de la 
justicia de menores de edad
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OF 1993 OF 2000 OF 2006

Protección de los Menores 
Privados de Libertad, el 
Comité recomienda que el 
Estado Parte:
a) Garantice que la 
privación de libertad 
se utilice únicamente 
como el último recurso;
b) Mejore las 
condiciones de vida de 
los niños en las cárceles 
y en otros centros de 
detención;
c) Fortalezca y aumente 
sus esfuerzos para 
desarrollar medidas 
sustitutivas a la 
privación de libertad;
d) Desarrolle servicios 
probatorios eficaces 
para los menores de 
edad, en particular para 
los que han sido puestos 
en libertad en los centros 
de detención, a fin de 
apoyar su reintegración 
a la sociedad;
e) Desarrolle medidas 
sustitutivas a la 
privación de libertad; y
f) Fortalezca 
sus programas 
de capacitación 
relacionados con las 
normas internacionales 
pertinentes para los 
jueces, los profesionales 
y el personal que trabaje 
en el ámbito de la 
justicia de menores de 
edad.

(Reglas de Beijing), las 
Directrices de las Naciones 
Unidas para la prevención de 
la delincuencia de menores 
de edad (Directrices de Riad), 
las Reglas de las Naciones 
Unidas para la Protección 
de los Menores Privados de 
Libertad y las Directrices 
de Acción de Viena sobre 
el Niño en el Sistema de 
Justicia Penal, así como las 
recomendaciones formuladas 
por el Comité en su día de 
debate general sobre la 
administración de la justicia 
de menores de edad (véase 
CRC/C/46, párr. 203 a 238). 
A este respecto, el Comité 
recomienda al Estado Parte:
a) Que cree tribunales 
de menores en todo 
el país, con personal 
debidamente formado;
b) Que establezca un 
sistema funcional de 
medidas socioeducativas 
y recurra a la privación 
de libertad solo como 
último recurso y por el 
período más breve que 
se estime adecuado;
c) Que mejore las 
condiciones de detención 
de los menores de 18 años, 
en especial mediante 
el cumplimiento de las 
normas internacionales 
relativas a la superficie, la 
ventilación, el aire fresco, 
la luz natural y artificial, 
la alimentación adecuada, 
el agua potable y las 
condiciones de higiene;
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OF 1993 OF 2000 OF 2006

Además, el Comité 
recomienda al Estado 
Parte que tome en 
consideración las 
recomendaciones del 
Comité aprobadas 
en su día de debate 
general sobre la 
administración de 
justicia de menores de 
edad (véase A/51/41, cap. 
IV, sec. D) y que examine 
la posibilidad de pedir 
asistencia técnica, 
entre otros, a la Oficina 
del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos, 
al Centro para la 
Prevención Internacional 
del Delito, al Unicef, a la 
Red internacional sobre 
justicia de menores de 
edad por conducto del 
Grupo de coordinación 
sobre justicia de menores 
de edad.

d) Que establezca un 
sistema independiente 
y accesible para 
recibir y tramitar las 
denuncias de los niños, 
en el que se tengan en 
cuenta las necesidades 
de éstos, e investigue, 
enjuicie y castigue todo 
caso de malos tratos;
e) Que vele por que los 
niños en régimen de 
privación de libertad 
en el sistema de justicia 
de menores mantengan 
un contacto regular 
con sus familias, en 
particular informando 
a los padres del lugar 
de detención de sus 
hijos;
f) Que ofrezca al 
personal penitenciario 
capacitación sobre los 
derechos del niño y sus 
necesidades especiales;
g) Que solicite 
asistencia técnica 
en la esfera de la 
justicia de menores 
y la capacitación de 
la policía, entre otros 
a la Oficina del Alto 
Comisionado para los 
Derechos Humanos 
(Acnudh), el Unicef y la 
Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga 
y el Delito (Onudd).

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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 3.2.1 	Cuestiones Generales

Como es sabido, la doctrina que antes imperaba en la 
emisión y aplicación de disposiciones jurídicas sobre 
derechos de los niños, niñas y adolescentes era la Doctrina 
de la Situación Irregular, la cual planteaba la necesidad de 
protección de las personas menores de edad. Se trataba de 
un enfoque paternalista que, al entenderlos como personas 
sin plena capacidad del ejercicio de sus derechos, debían 
ser objeto de tutela por parte del Estado y de la sociedad. 

Con el surgimiento de la Convención sobre los Derechos 
del Niño y –por ende– de la denominada Doctrina de 
Protección Integral, surge un sistema garantista para la 
protección y promoción de los derechos de los niños, niñas 
y adolescentes que, al considerarlos sujetos de derecho, 
reconoce la necesidad de que respondan por sus actos 
siempre que actúen con discernimiento, pero requiriendo 
un tratamiento diferenciado en función de su especial 
situación y grado de desarrollo. Así surgieron normas, 
nacionales e internacionales, que reconocen sus derechos y 
la creación de instancias especializadas para su protección. 

La Doctrina de Protección Integral ha adquirido especial 
desarrollo e importancia en materia de responsabilidad 
penal de personas menores de edad. Tal como sostiene 
la Defensoría del Pueblo en su Informe Defensorial Nº 51 
sobre el sistema penal juvenil, es sobre la base de dicha 
doctrina que se ha centrado fundamentalmente el tema 
de su responsabilidad a partir del planteamiento de una 
opción punitivo-garantista.100

Así, a partir de cierta edad, los y las adolescentes responden 
por las infracciones que cometan contra la ley penal en 

100 	Ver Defensoría del Pueblo. Informe Defensorial Nº 51, “El sistema 
penal juvenil en el Perú. Análisis jurídico social.” Lima: Defensoría 
del Pueblo, 2000, pp. 20 - 23.
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respeto del principio del Derecho Penal Mínimo, que recurre 
al derecho penal como última ratio; siempre con respeto de 
las garantías penales sustantivas y procesales establecidas 
para la persona adulta, a las que deben sumarse aquellas 
propias derivadas de la condición de menor de edad; y la 
minimización de las penas juveniles, y el uso de medidas 
socioeducativas alternativas a la privación de libertad, 
debiendo emplearse esta última solo excepcionalmente 
y limitando su intensidad y su duración al mínimo plazo 
posible.101 Tal como señala Luigi Ferrajoli, se trata entonces 
de “un derecho penal juvenil dotado de las mismas garantías 
que el derecho penal de adultos pero menos severo, tanto en 
lo que se refiere a la tipificación de los delitos cuanto en la 
intensidad de las sanciones”.102 

Precisamente en la necesidad del respeto de la Doctrina 
de Protección Integral en el tratamiento de adolescentes 
en conflicto con la ley penal es que se han centrado las 
diversas recomendaciones formuladas en los tres informes 
emitidos al Estado peruano. 

3.2.2	 Avances normativos e instrumentos de 
políticas públicas

El Pnaia 2002-2010 establece como resultado esperado 
al 2010103 la consolidación de un ordenamiento jurídico y 
sistema de administración de justicia especializado en 
niñez y adolescencia, estableciendo las siguientes metas:

1.	 En el año 2005 se habrán sistematizado, concordado 
y difundido las normas internas vigentes sobre niñez

101 	Ferrajoli, Luigi. “Prefacio”. En: Infancia, ley y democracia en 
América Latina. Segunda edición, Tomo I, p. XVII. Bogotá: Temis, 
1999.

102 	Ferrajoli, Luigi, Ob. cit.
103 	Pnaia 2002-2010. Resultado Nº 17.
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 	 y adolescencia, adecuadas a los convenios y acuerdos 
internacionales vigentes. 

2.	 En el año 2010 se habrá consolidado un sistema de 
justicia especializado para todos los niños, niñas y 
adolescentes, acorde con lo dispuesto en sus derechos.

En materia de administración de justicia, respecto a los 
adolescentes en conflicto con la ley penal, se han expedido 
diversas normas que reflejan el esfuerzo del Estado peruano 
por implementar la Doctrina de la Protección Integral 
recogida en la CDN. Así, el Decreto Ley N° 25564,104 que 
establecía modificaciones al artículo 20° del Código Penal, 
respecto a la responsabilidad penal y la exención de la ésta 
en los casos de delitos cometidos por menores de edad, 
fue derogado en abril de 1995 con la Ley N° 26447,105 
que restituyó la jurisdicción especializada del niño y del 
adolescente. 

Por otro lado, mediante el Decreto Legislativo Nº 990,106 
del 22 de julio del 2007, se modificó el Código de los Niños 
y Adolescentes en materia de pandillaje pernicioso. A 
partir de entonces, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo IV del Título Preliminar del Código del Niño y del 
Adolescente “en caso de infracción a la ley penal, el niño 
y el adolescente menor de catorce (14) años será sujeto de 
medidas de protección y el adolescente mayor de catorce (14) 
años de medidas socioeducativas.” 

De esta manera ha sido elevada la edad para que una 
persona menor de edad pueda cometer infracciones a la 
ley penal. Tal como sostiene la Defensoría del Pueblo, ello 
resulta positivo pues contribuye al establecimiento de un 
sistema penal juvenil delimitado y que debe ser utilizado 

104 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 20 de junio de 1992.
105 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 21 de abril de 1995.
106 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 22 de julio de 2007.
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solo en caso de estricta necesidad, conforme a lo establecido 
por la Convención sobre los Derechos del Niño, aunque 
lo deseado hubiese sido la eliminación de la figura del 
pandillaje pernicioso.107 No obstante, cabe destacar que 
la Comisión Especial Revisora del Código de los Niños y 
Adolescentes,108 ha propuesto la eliminación de esta figura 
en la Propuesta de Proyecto de Ley de un nuevo Código de 
los Niños, Niñas y Adolescentes. 

El tratamiento de las conductas de adolescentes que 
infringen la ley penal debe ser abordado de tal manera 
que los objetivos de protección al menor de edad y de 
seguridad de los ciudadanos se armonicen.109 Si bien lo 
deseable hubiese sido la derogación de la ley de pandillaje 
pernicioso, existen disposiciones del Decreto Legislativo 
Nº 990 que constituyen un avance al tender hacia una 
aplicación proporcional de las medidas socioeducativas en 
función de la gravedad de las infracciones y de la edad de 
los adolescentes.110

Asimismo, es necesario destacar que, en la actualidad, en 
concordancia con lo dispuesto por el Código de los Niños 

107 Defensoría del Pueblo. Informe Defensorial Nº 129, “Análisis de 
los Decretos Legislativos promulgados al amparo de las facultades 
otorgadas por la Ley Nº 29009”. Lima, 2008, pp. 102 y 103.

108 Mediante la Ley N° 28914 se creó la Comisión Especial Revisora 
del Código de los Niños y Adolescentes con la finalidad de elaborar 
un anteproyecto de ley del mencionado Código. Esta comisión 
inició sus funciones en mayo del 2007 y terminó de sesionar el 26 
de enero del 2011. Dicha comisión revisora estuvo conformada por 
diversos representantes de los Poderes del Estado, organismos 
constitucionalmente autónomos –entre ellos, la Defensoría del 
Pueblo–, organismos intergubernamentales, universidades, 
representantes de la cooperación internacional y organizaciones de la 
sociedad civil. Asimismo se recibió la opinión de diversas instancias 
estatales, así como de consultores especializados, representantes de 
la sociedad civil y de organizaciones de niños, niñas y adolescentes

109 	Informe Defensorial Nº 129, p. 97.
110 	Informe Defensorial Nº 129, pp. 102 - 103.
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y Adolescentes, existe un sistema especializado de justicia 
para adolescentes en conflicto con la ley penal, cuyo ámbito 
normativo es el siguiente: 

–	 Resolución Administrativa No 293-2001 -GG-PJ: 
Directiva Nª 02-98-GOCJGG- PJ-”Seguridad Integral 
en los Centros Juveniles a nivel nacional”, aprobada 
mediante Resolución Administrativa No 293-2001 
-GG-PJ.

–	 Resolución Administrativa N° 085-2010-CE-PJ de 
02 de marzo del 2010. Reglamento para la medida 
socioeducativa de prestación de servicios a la comunidad 
de adolescentes en conflicto con la ley penal.

–	 Resolución Administrativa N° 081-2011-P-PJ 
(11.02.11) que precisa y establece las disposiciones 
relativas al tratamiento jurisdiccional de adolescentes 
infractores de la ley penal y al funcionamiento de 
Centros Juveniles a cargo del Poder Judicial. 

–	 Resolución Administrativa N° 129-2011-CE-PJ 
(25.06.11) que aprueba el documento normativo 
denominado “Sistema de Reinserción Social del 
Adolescente en conflicto con la ley penal”.111

Por otro lado, cabe mencionar que, en 1996,112 la Dirección 
de Integración Social del Programa Integral Nacional para 
el Bienestar Familiar - Inabif transfirió al Poder Judicial 
las funciones relacionadas con la reinserción social de los 
adolescentes que cumplen medidas socioeducativas por 

111 	Esta norma deja sin efecto la Resolución Administrativa Nª 
539-CME-PJ, mediante la cual se creó el “Sistema de Reinserción 
Social del adolescente infractor” y su modificatoria, según Resolución 
Administrativa Nº 075-SE-TP-CME-PJ.

112 	Cuarta Disposición Complementaria del Decreto Legislativo Nº 
866, Ley de Organización y Funciones del Mimdes, publicada en el 
Diario Oficial El Peruano el 29 de octubre de 1996.
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haber infringido la ley penal, creándose la Gerencia Central 
de Centros Juveniles.

La Gerencia Central de Centros Juveniles del Poder 
Judicial tiene a su cargo la ejecución del Sistema de 
Reinserción Social del Adolescente en conflicto con la ley 
penal, que cuenta con diversos programas educativos, 
según las modalidades de atención (medio cerrado y 
medio abierto) que se aplican. Dichos programas son los 
siguientes:113

a)	 Programas en medio cerrado: dirigido a adolescentes 
que cumplen la medida socioeducativa de internación 
y/o mandato de internamiento preventivo. Así 
tenemos:

–	 Programa I: inducción y diagnóstico
–	 Programa II: preparación para el cambio
–	 Programa III: desarrollo personal y social
–	 Programa IV: autonomía e inserción
–	 Programas complementarios:

-	 Programa de intervención intensiva
-	 Programa para madres adolescentes
-	 Programa para el adolescente externado

b)	 Programas en medio abierto: dirigido a adolescentes 
que cumplen medidas socioeducativas no privativas 
de la libertad. Así tenemos:
–	 Programa de asistencia y promoción
–	 Programa formativo
–	 Programa de integración social

Por otra parte, también se debe destacar una serie de 
directivas que han sido expedidas por la Gerencia de Centros 

113 	Ver Resolución Administrativa N° 129-2011-CE-PJ (25.06.11) 
que aprueba el documento normativo denominado “Sistema de 
Reinserción Social del Adolescente en conflicto con la ley penal”.
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Juveniles del Poder Judicial, que se pueden apreciar en el 
siguiente cuadro:

Cuadro Nº 12
Documentos Normativos que rigen a la  

Gerencia de Centros Juveniles del Poder Judicial114

Nombre de la directiva
 

Nº Aprobada mediante:

Aprobación de la guía de 
organización y funcionamiento 
de la escuela de padres en los 
centros juveniles del poder 
judicial 

N° 03-1998-GOCJ-
GG-PJ R.A.N° 293-2001-GG-PJ

Visitas domiciliarias en los 
centros juveniles a nivel 
nacional 

N° 02-1999-GOCJ-
GG-PJ R.A.N° 293-2001-GG-PJ

Aprobación de la guía 
de procedimientos de los 
encuentros matinales en 
los centros juveniles a nivel 
nacional 

N° 04-1999-GOCJ-
GG-PJ R.A.N° 293-2001-GG-PJ

Funcionamiento del programa 
de atención intensiva en 
los centros juveniles a nivel 
nacional 

N° 06-1999-GOCJ-
GG-PJ R.A.N° 293-2001-GG-PJ

Elaboración de los informes 
técnicos en los centros juveniles 
del poder judicial 

N° 01-2000-GOCJ-
GG-PJ R.A.N° 293-2001-GG-PJ

Procedimientos para la 
obtención de los documentos 
personales del adolescente 
infractor 

N° 03-2000-GOCJ-
GG-PJ R.A.N° 293-2001-GG-PJ

Comunicación e imagen de 
los centros juveniles a nivel 
nacional 

N° 06-2000-GOCJ-
GG-PJ R.A.N° 293-2001-GG-PJ

114	 Disponible en: http://historico.pj.gob.pe/CorteSuprema/Gerencia 
General/gcj/directivas.shtml. Consulta: 26.07.2011.
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Nombre de la directiva
 

Nº Aprobada mediante:

Uso de material educativo en 
los centros juveniles N° 003-2004 -GG-PJ R.A.N° 234-2004-GG-PJ

Organización del expediente 
matriz del adolescente infractor 
en los centros juveniles 

N° 04-2004 -GG-PJ R.A.N° 358-2004-GG-PJ

Administración de módulos 
educativos en los centros 
juveniles 

N° 010-2004 -GG-PJ R.A.N° 750-2004-GG-PJ

Normas y procedimientos a 
seguir en situaciones de fuga 
de los adolescentes infractores 
de los centros juveniles a nivel 
nacional 

N° 05-2007 -GG-PJ R.A.N° 396-2007-GG-PJ

Custodia y control del dinero de 
los adolescentes infractores en 
los centros juveniles 

N° 010-2007 -GG-PJ R.A.N° 816-2007-GG-PJ

Cuaderno de registro de 
conductas relevantes en los 
centros juveniles de sistema 
cerrado a nivel nacional 

N° 07-2008 -GG-PJ R.A.N° 449-2008-GG-PJ

Seguridad integral en los 
centros juveniles de sistema 
cerrado 

N° 010-2008 -GG-PJ R.A.N° 1500-2008-GG-PJ

Funcionamiento de los talleres 
formativos y laborales de los 
centros juveniles de medio 
cerrado y abierto a nivel 
nacional 

N° 03-2009 -GG-PJ R.A.N° 205-2009-GG-PJ

Normas y procedimientos para 
la atención de los adolescentes 
de los centros juveniles a nivel 
nacional por el personal de 
salud 

N° 06 -2009 -GG-PJ R.A.N° 313-2009-GG-PJ

Procedimientos para la 
promoción de los adolescentes 
infractores en los centros 
juveniles de sistema cerrado a 
nivel nacional 

N° 08-2009 -GG-PJ R.A.N° 580-2009-GG-PJ
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Guía - Reglamento - Cartilla 
- Ficha

Nº APROBADA CON:

Guía técnica de reforzamiento 
de conductas positivas en el 
salón de clases 

--- R.A.N° 01-2003-GCJ-GG-
PJ 

Reglamento para el desarrollo 
de actividades socio-recreativas 
y culturales en los centros 
juveniles 

--- R.A.N° 246-2004-GG-PJ 

Reglamento de derechos, 
deberes, sanciones y estímulos 
del adolescente infractor en los 
centros juveniles 

--- R.A.N° 348-2004-GG-PJ 

Guía técnica de seguimiento 
social al adolescente infractor 
egresado de los centros 
juveniles 

--- R.A.N° 749-2004-GG-PJ 

Cartilla de instrucciones para 
la elaboración del informe 
trimestral de gestión 

--- R.A.N° 628-2005-GG-PJ 

Ficha mensual de seguimiento 
social y ficha mensual de 
atención psicológica 

--- R.A.N° 332-2006-GG-PJ 

Fuente: Portal del Poder Judicial. Gerencia de Centros Juveniles.

Es preciso mencionar que mediante el Decreto Supremo 
N° 008-2006-MIMDES115 se reglamentan las funciones 
del Mimdes respecto a la autorización y supervisión de 
instituciones que ejecutan programas de orientación a 
adolescentes con orden de remisión fiscal. Conforme a 
lo dispuesto por el Código del Niño y del Adolescente 
(artículos 206° y 223° al 228°), la remisión es la separación 
del proceso judicial con el objetivo de evitar o eliminar 
los efectos negativos en el adolescente que ha cometido 
una infracción penal que no revista mayor gravedad. En 
concordancia con ello, el referido decreto supremo permite 

115 	Publicado en el Diario Oficial El Peruano el 28 de julio del 2006.
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reglamentar los parámetros de autorización y supervisión 
de las instituciones que dirigen los programas de orientación 
del adolescente con remisión fiscal.

A pesar de la importancia de estos cambios normativos, 
cabe señalar que, lamentablemente, no todos ellos logran 
responder a la visión de la Doctrina de Protección Integral, 
sino que algunas de estas normas –como, por ejemplo, 
disposiciones del Decreto Legislativo Nº 990, sobre pandillaje 
pernicioso– e incluso algunas políticas públicas que se están 
implementando, continúan respondiendo más bien a la 
Doctrina de la Situación Irregular, lo cual debe ser superado. 

3.2.3 	 Acciones específicas

La información general respecto al Pnaia sobre el número 
de adolescentes presuntos infractores de la ley penal refiere 
lo siguiente:116

“Las Direcciones Territoriales de la PNP reportan 
a nivel nacional el registro de (3,407) adolescentes 
presuntos infractores de la Ley Penal entre enero a 
diciembre de 2010. El 65.18% (2,221) corresponde 
a infracciones contra el patrimonio, 10.44% (356) 
a lesiones, 9.12% (311) a tráfico ilícito de drogas, 
1.17% (40) a terrorismo, 1.14% (39) a homicidio y 
12.91% (440) a otros. 

La mayor incidencia de casos provienen de Lima 
con 35.07% (1,195), Cusco con 12.94% (441), Callao 
9.45% (322) y Madre de Dios con 6.22% (212). 

Asimismo, sobre las infracciones a la ley penal, 
como en el 2009 continúa en primer lugar las que 
corresponden contra el patrimonio 65% (2,221), 

116 	Pnaia. Informe 2010, p. 42. 
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otros 12.91% (440) seguido de lesiones 10.44% (356) 
y tráfico ilícito de drogas 9.12% (311).

En el año 2010, el número de adolescentes atendidos en 
los Centros Juveniles del Poder Judicial se incrementó en 
1% (4391) con respecto al 2009 (4361). Cabe precisar que 
el 9% de dichos adolescentes se encontraba pendiente de 
sentencia, disminuyendo dicho porcentaje con relación al 
2009 (11%).117 

A junio del 2011, esta cifra disminuye, contándose ahora 
con 3208 adolescentes infractores atendidos por los Centros 
Juveniles en todo el ámbito nacional, encontrándose 589 
adolescentes procesados y 2619 sentenciados.118

En promedio, hasta el año 2010, el número de adolescentes 
que infringió la ley penal se incrementó en 60% desde que 
el Poder Judicial asumió la administración temporal de los 
centros juveniles (1997-2010).119

En cuanto al tipo de sistema por el cual los adolescentes 
infractores de la ley penal reciben atención se puede 
señalar, a modo de ejemplo, que a junio del 2011, de 
acuerdo con la información publicada por la Gerencia de 
Centros Juveniles, existen 3208 adolescentes atendidos 
por el Sistema de Reinserción Social del Adolescente en 
conflicto con la ley penal, 2223 (69.30%) en la modalidad 
del sistema cerrado, en tanto que bajo la modalidad del 
sistema abierto se encuentran 985 (30.70%), tal como se 
muestra en el siguiente cuadro:120 

117 	Ibíd. Op. Cit., p. 39
118 	Información proporcionada por la Gerencia de Centros Juveniles 

del Poder Judicial. Disponible en: http://www.pj.gob.pe/wps/wcm/co
nnect/78aa288043eb9dbba2aae20365e6754e/Situacion_Juridica_I_
Sem.pdf?MOD=AJPERES. Consulta: 26.07.2011.

119 	Ibíd. Op. Cit., p. 43.
120 	Información proporcionada por la Gerencia de Centros Juveniles 

delo Poder Judicial. Disponible en: http://www.pj.gob.pe/wps/wcm/
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Cuadro Nº 13
Adolescentes infractores atendidos por centros 

juveniles en todo el ámbito nacional
Período: Enero - Junio

Año 2011

Nº Centros Juveniles
Población

Sistema 
Cerrado

Sistema 
Abierto

Total Centros 
Juveniles

1
2
3

4

5

6

7

8

9
10

CJDR de LIMA - LIMA
SOA - RIMAC
CJDR SANTA MARGARITA - 
LIMA (Mujeres)*
CJDR ALFONSO UGARTE - 
AREQUIPA
CJDR JOSE QUIÑONES 
-CHICLAYO
CJDR MARCAVALLE - 
CUSCO
CJDR EL TAMBO - 
HUANCAYO
CJDR MIGUEL GRAU - 
PIURA 
CJDR PUCALLPA - UCAYALI 
CJDR TRUJILLO - LA 
LIBERTAD 

1114
0

92

88

117

181

183

148

166
134

0
567

0

110

52

29

26

60

69
72

1114
567

92

198

169

210

109

108

235
206

34.73%
17.67%

2.87%

6.17%

5.27%

6.55%

6.51%

6.48%

7.33%
6.42%

TOTAL NACIONAL 2223 985 3208 100%
ESTRUCTURA % 69.30 30.70 100.00

(*) Centro Juvenil de Diagnóstico y Rehabilitación de Adolescentes 
Infractores
Fuente: Portal del Poder Judicial. Gerencia de Centros Juveniles

Por otro lado, con relación al tratamiento jurisdiccional 
de los adolescentes infractores de la ley penal y al 
funcionamiento de centros juveniles, el Poder Judicial ha 
emitido la Resolución Administrativa N° 081-2011-P-PJ,121 
la cual precisa y establece disposiciones relativas a estos 

connect/83fd540043eb9dbba2b3e20365e6754e/Atendidos_I_Sem.
pdf?MOD=AJPERES. Consulta: 26.07.2011.

121 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 11 de febrero del 2011.
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temas. En razón de ello, dispone que la privación del 
derecho a la libertad de menores de edad deba ser el último 
medio a utilizar, en los casos estrictamente necesarios y por 
el menor tiempo posible, lo cual debe ser tomado en cuenta 
por todos los jueces y juezas competentes en la materia. 

3.2.4 	 Intervención defensorial

Como ya se ha señalado, en el año 2007, la Defensoría del 
Pueblo realizó un informe defensorial sobre las condiciones 
de los centros juveniles,122 en el cual se constataron 
deficiencias en la cantidad de personal dedicado a esta 
labor, así como en la infraestructura y la capacidad de 
algunos centros para una adecuada atención de los y las 
adolescentes. Es importante mencionar que, a pesar del 
tiempo transcurrido, las recomendaciones efectuadas al 
respecto aún no han sido totalmente acogidas. 

Con ocasión de dicho informe, la Defensoría del Pueblo 
recomendó al Presidente del Poder Judicial:

–	 Realizar las gestiones necesarias ante el Ministerio 
de Economía y Finanzas para la creación de nuevos 
Centros Juveniles que permitan desarrollar el 
Servicio de Orientación al Adolescente (SOA) para 
facilitar la aplicación de las medidas socio-educativas 
de libertad asistida y libertad restringida.

–	 Promover entre los magistrados la aplicación de 
medidas socio-educativas contempladas en la 
legislación vigente, tales como la prestación de 
servicios a la comunidad, libertad asistida, libertad 
restringida y la amonestación, previstos en el artículo 
217° del Código de los Niños y Adolescentes.

122 	Informe Defensorial Nº 123, “La situación de los adolescentes 
infractores de la ley penal privados de libertad”.
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–	 Exhortar a los magistrados a ejercer un control 
judicial de la ejecución de las medidas socio-educativas 
de internamiento aplicadas a los adolescentes 
infractores.

Asimismo, encomendó a la Gerencia de los Centros 
Juveniles:

–	 La mejora de sus servicios básicos y la infraestructura 
existente. 

–	 El diseño y ejecución de mecanismos efectivos de 
acceso a la justicia que permita a los adolescentes 
infractores a la ley penal presentar sus quejas, 
pedidos y denuncias ante las autoridades del Poder 
Judicial y el Ministerio Público.

–	 Implementar y fortalecer, en la etapa de formación e 
instrucción del personal suboficial y oficial, programas 
de capacitación y entrenamiento en materia de 
Justicia Penal Juvenil y Justicia Restaurativa.

Con relación a la formación de los operadores del sistema 
de administración de justicia, en este informe se recomendó 
al Director General de la Academia de la Magistratura, 
que diseñe y ejecute un programa de capacitación sobre 
Justicia Penal Juvenil y Justicia Restaurativa, dirigido a 
jueces, vocales superiores, fiscales provinciales y fiscales 
superiores del ámbito de la Jurisdicción de Familia.

Cabe agregar que en este informe defensorial se dio 
cuenta de que en el país no existe información estadística 
adecuada que permita identificar la magnitud del problema 
del fenómeno de las infracciones penales cometidas por 
adolescentes, pues solo se cuenta con información con 
relación a los adolescentes que cumplen una medida socio-
educativa.
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Finalmente, respecto a los problemas generados a partir 
de la emisión del Decreto Legislativo Nº 990 sobre el 
tratamiento de las conductas de adolescentes que infringen 
la ley penal en materia de pandillaje pernicioso, la 
Defensoría del Pueblo ha recomendado la revisión de los 
motivos que condujeron al incremento de la pena para 
todas las infracciones,123 desnaturalizando el sentido de 
una medida socio-educativa y convirtiéndola, en la práctica, 
en una pena de cárcel similar a la una persona adulta, 
afectando los planteamientos de la Convención sobre los 
Derechos del Niño.124 Asimismo, la Defensoría del Pueblo 
ha invocado a los magistrados que al aplicar la norma no se 
afecte el principio de proporcionalidad, más aún tratándose 
de infracciones de escasa o grave lesividad.125

3.2.5 	 Problemas subsistentes

En virtud de lo expuesto, resulta evidente que, a pesar de 
los logros alcanzados, aún queda mucho por hacer. Una de 
estas acciones es lograr la plena armonización del sistema 
de justicia de menores de edad con la Convención sobre 
los Derechos del Niño y demás normas de las Naciones 
Unidas, no solo con las normas emitidas internamente sino, 
sobre todo, con el establecimiento de políticas públicas que 
respeten sus derechos fundamentales. Entre los problemas 
subsistentes, se pueden citar los siguientes:

•	 Duración de la medida de internamiento

En lo que respecta al pandillaje pernicioso, el Decreto 
Legislativo Nº 990 contiene disposiciones que constituyen 
un retroceso frente al planteamiento garantista que 

123 	Antes de la entrada en vigencia del Decreto Legislativo Nº 990, el 
límite máximo de internación era de tres años, salvo en el caso del 
pandillaje pernicioso, cuyo límite llegaba a seis años.

124 	Informe Defensorial Nº 129, p. 98.
125 	Informe Defensorial Nº 129, p. 99.
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inspira la Doctrina de Protección Integral. Tal es el caso 
de la ampliación, sin mayor sustento técnico, de la medida 
de internación de 3 a 6 años. Es más, de acuerdo a los 
planteamientos de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, la internación debería ser empleada solo en los 
casos estrictamente necesarios y por el plazo mínimo 
indispensable.126 

•	 El internamiento como última medida

Falta aún conseguir que el internamiento se convierta en 
una medida de último recurso, de acuerdo a lo recomendado 
por las normas internacionales en materia de justicia 
juvenil, por el Código de los Niños y los Adolescentes y la 
Resolución Administrativa N° 081-2011-P-PJ127 sobre el 
tratamiento jurisdiccional de los adolescentes en conflicto 
con la ley penal. En ese sentido, no se ha avanzado, a pesar 
de que inclusive el Tribunal Constitucional peruano se ha 
pronunciado sosteniendo “que debe existir un estándar más 
riguroso en la aplicación de medidas de internamiento en 
el que prevalezca las medidas alternativas”, estableciendo 
expresamente el carácter excepcional de la medida de 
internamiento. 128 

•	 Aplicación de la medida de libertad asistida 

Por su parte, la libertad asistida, prevista en el artículo 
233 del CNA, aún muestra severas limitaciones de 
implementación: “hasta la fecha el presupuesto asignado al 
Poder Judicial no le permite contar a nivel nacional con el 
apoyo de los tutores a los que se refiere la norma”.129 

126 	Informe Defensorial Nº 129, p. 98.
127 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 11 de febrero del 2011.
128 	Ver sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. Nº 

3386-2009-PHC/TC, de fecha 13 de agosto del 2009. FJ 14 y 20.
129 	Figueroa, Rita: “Las Medidas Socioeducativas Alternativas a la 

Privación de Libertad en el Perú” en Justicia para Crecer, Lima, 
marzo 2007, p. 24.
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•	 Funcionamiento de equipos multidisciplinarios

Por otro lado, una parte clave de este sistema debería ser el 
funcionamiento de equipos multidisciplinarios que puedan 
intervenir en el seguimiento de las medidas tutelares y 
judiciales, la emisión de dictámenes técnicos para efectos 
de la evaluación situacional y de recomendaciones en el 
curso de los procesos. Sin embargo, en la práctica, estos 
equipos solo funcionan en algunas ciudades importantes 
del país.130

•	 Seguimiento de las medidas y de las condiciones 
en los centros juveniles

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 150° del CNA, 
el equipo multidisciplinario, tanto dentro del ámbito 
cerrado como del abierto, debe realizar el seguimiento de 
las medidas socio-educativas impuestas a los adolescentes 
en conflicto con la ley penal. Sin embargo, pese a que el 
Poder Judicial tiene a su cargo la rehabilitación de los 
adolescentes, al no haberse establecido la infraestructura, 
ni contarse con el personal necesario para poder realizar el 
seguimiento de las medidas en medio abierto, finalmente, 
éstas no resultan efectivas.

•	 Condiciones de los centros juveniles

En la actualidad se carece de información sobre la existencia 
de un sistema de monitoreo de las condiciones físicas o las 
condiciones de vida al interior de los centros juveniles. Si 
bien se reciben visitas periódicas del Ministerio Público y 
de la Defensoría del Pueblo, lo expuesto, sin duda, resulta 

130 	Entrevista a Jean Schmitz, co-director del proyecto “Justicia 
Juvenil Restaurativa” para el presente estudio. En: Villanueva, 
Ricardo. Sistematización de las recomendaciones emitidas por el 
Comité de derechos del niño y balance de su cumplimiento, Informe 
final de consultoría. Lima, 2009.
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insuficiente, más aún cuando, según las constataciones 
de las supervisiones realizadas por esta última, los 
centros juveniles se encuentran sobrepasados en su 
capacidad de internamiento, evidenciándose en varios de 
ellos sobrepoblación, una situación que se agrava ante el 
incremento del plazo de privación de libertad previsto por 
el Decreto Legislativo Nº 990.131 

Cabe mencionar que, en una reciente supervisión realizada 
en el 2010 por la Defensoría del Pueblo al Centro Juvenil 
de Lima, se pudo verificar la existencia de una situación 
de hacinamiento generada por un exceso de población 
adolescente. Esta situación, sumada a problemas de 
infraestructura propios de la antigüedad del centro, a la 
falta de un mantenimiento adecuado, y a la insuficiencia de 
personal, está afectando la capacidad de atención de estos 
adolescentes.132

Por otro lado, el Tribunal Constitucional133 ha referido la 
existencia de una vulneración del derecho a condiciones 
mínimas adecuadas para la detención de adolescentes 
(artículo 37º literal c de la Convención) en la práctica 
habitual de decidir el traslado para efectivizar la medida de 
internamiento a un centro de detención que se encuentra a 
distancia considerable de su lugar de residencia. Sobre el 
particular, el Tribunal Constitucional alude expresamente 
al referido Informe Defensorial N° 123 sobre los centros 
juveniles: 

131 	Informe Defensorial Nº 129, p. 99.
132 	Ver Informe de Adjuntía Nº 001-2011-DP/ADHPD, “Supervisión del 

centro de diagnóstico y rehabilitación juvenil de Lima”, elaborado 
por el Programa de Asuntos Penales y Penitenciarios de la Adjuntía 
para los Derechos Humanos y las Personas con Discapacidad. 
Lima: Defensoría del Pueblo, 2011. Disponible en: http://www.
defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/varios/2011/
Informe-Adjuntia-001-2011-DP-ADHPD.pdf

133 	Ver sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. Nº 
3386-2009-PHC/TC, de fecha 13 de agosto del 2009. FJ 14.
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“la ubicación de los Centros Juveniles en algunas 
ciudades del país origina que existan zonas en 
las que en el caso de que un adolescente deba ser 
internado en un centro juvenil por una orden 
judicial, éste se encuentre situado a una distancia 
considerable, lo que origina que las visitas que sus 
familiares realicen sean escasas, rompiendo de esa 
forma, el mantenimiento del vínculo familiar. En 
dichos supuestos, el derecho a la unidad familiar 
del adolescente se ve seriamente restringido”.134

En opinión del Tribunal Constitucional, esta situación 
“no solo afecta los derechos del niño reconocidos en la 
Constitución y los tratados internacionales, sino que 
demuestra la inexistencia de una política pública específica 
sobre la materia que sea acorde con la doctrina del interés 
superior del niño”.135 

•	 Atención de quejas

Asimismo es importante referir que, respecto a la 
existencia de quejas de adolescentes o de sus familiares 
contra malos tratos en los centros juveniles, si bien éstas 
pueden ser canalizadas en la Defensoría del Pueblo, o a 
través del Ministerio Público, no se sabe de mecanismos 
ordinarios y específicos para su recepción y examen.

•	 Datos estadísticos sobre adolescentes en 
conflicto con la ley penal

Por otro lado, con relación a las estadísticas que maneja 
el sector judicial sobre las características jurídicas del 
adolescente en conflicto con la ley penal (sentenciados, 
procesados, reincidentes, tipo de infracción, etc.), éstas no 

134 	Ver sentencia anterior. FJ 26.
135 	Ver Sentencia anterior. FJ 27.
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resultan confiables al no existir un “Registro Nacional del 
Adolescente Infractor”.136 

Tampoco existe una articulación funcional entre los 
registros de información que posee la administración 
penitenciaria (INPE) y la Gerencia de Centros Juveniles, 
para el intercambio de información sobre los adolescentes 
infractores que luego cometen delitos.137 En esa misma línea, 
no se cuenta con información estadística sobre la magnitud 
de las infracciones penales cometidas por adolescentes 
(número de infracciones, de denuncias, de procesos, de 
remisiones aplicadas). La Gerencia de Centros Juveniles 
solo cuenta con información relacionada a los adolescentes 
que cumplen medidas socio-educativas.138

•	 Capacitación a funcionarios

Por otra parte, no existe información accesible sobre los 
planes de capacitación especializada para los funcionarios 
de los centros juveniles por parte de la Gerencia General 
del Poder Judicial. Cabe mencionar que, de acuerdo a lo 
informado por la Defensoría del Pueblo en una reciente 
supervisión realizada en el 2010, uno de los problemas 
señalados por el propio personal del Centro Juvenil de Lima 
es que, a pesar de su importancia, existe una insuficiente 
capacitación.139 

136 Informe Defensorial Nº 123, p. 156.
137 Informe Defensorial Nº 123, p. 157.
138 Informe Defensorial Nº 123, pp. 158 y 159.
139 Ver Informe de Adjuntía Nº 001-2011-DP/ADHPD, “Supervisión 

del centro de diagnóstico y rehabilitación juvenil de Lima”, 
elaborado por el Programa de la Asuntos Penales y Penitenciarios 
de la Adjuntía para los Derechos Humanos y las Personas con 
Discapacidad. Lima: Defensoría del Pueblo, 2011, p. 29. Disponible 
en: http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/
varios/2011/Informe-Adjuntia-001-2011-DP-ADHPD.pdf
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En tal sentido, más que un trabajo articulado e integral, 
parecería tratarse de esfuerzos aislados. Así, por 
ejemplo, entre los años 2008 y el 2010, la Academia de 
la Magistratura140 organizó las siguientes actividades de 
capacitación –entre seminarios, talleres y conferencias– 
que trataron sobre varios aspectos vinculados a la defensa y 
protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes: 

Año 2008: 

–	 Sesión Presencial del Sistema Nacional de 
Autocapacitación: Sistema Penal Juvenil (Ica); 

–	 Seminario Internacional “Sistema de protección integral 
a Niños, Niñas y Adolescentes víctimas de violencia”, 
con la colaboración de la Fundación Every Child 
(Lima, Lima Norte, Callao, Cañete, Huaura y Sedes 
Desconcentradas (Arequipa, Cusco y Lambayeque); 

–	 Cuarto Laboratorio sobre Violencia Familiar (Loreto).
 
Año 2009:

–	 Sesión Presencial: Sistema Penal Juvenil (La Libertad);
–	 Videoconferencia: Infracción de Menores (Lima, 

Arequipa, Cusco y Lambayeque);
–	 Sesión presencial: Filiación Extramatrimonial 

(Apurímac);
–	 Curso de especialización, actualización y 

perfeccionamiento para magistrados y auxiliares de 
justicia del Poder Judicial y del Ministerio Público 
2009-II: Derechos de los niños, niñas y adolescentes 
(Arequipa, Cajamarca, Cusco, Ica, Huánuco, 
Lambayeque, Lima, Loreto, Junín, Madre de Dios, 
San Martín y Tacna);

–	 Taller de Especialización en Violencia Familiar 
(Áncash); Conferencia “La Filiación Extramatrimonial” 

140 Información tomada de la página Web: http://www.amag.edu.pe/
actividades-academicas.html. Consulta: 07.12.2010.
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(Lambayeque); Curso de Especialización Derechos de 
los Niños, Niñas y Adolescentes (Lima); 

–	 Sesión Presencial: Filiación Extramatrimonial 
(Moquegua). 

 
Año 2010: 

–	 Taller de Especialización: Conciliación Especializada 
en Violencia Familiar (Madre de Dios); 

–	 Seminario: La Violencia Familiar, su Problemática en 
las Etapas Pre Jurisdiccional, Judicial y en su Ejecución 
(Arequipa); 

–	 Las Instituciones que participan en la Protección 
de la Infancia (La infancia en Riesgo – La Infancia 
Delincuente) (Lambayeque); 

–	 Taller de Especialización “Derecho de los niños, niñas y 
adolescentes” (Áncash); 

–	 Conferencia Internacional: Justicia Juvenil 
Restaurativa y derechos y necesidades de la Víctima 
(sujeto-comunidad) (Lima, Arequipa, Lambayeque y 
Cusco);

–	 Diplomatura de Actualización y Perfeccionamiento en 
“La Justicia Restaurativa: 1)Derecho Penal Juvenil, 2) 
El trabajo del juez y el fiscal con la comunidad para la 
aplicación de la Justicia Restaurativa: construcción de 
redes y circuitos de intervención (Lima); 

–	 Diplomatura de Actualización y Perfeccionamiento en 
la justicia restaurativa, la reforma penal y procesal 
penal. Asignatura Nº 1: La justicia restaurativa en el 
Derecho Penal Juvenil (Lima);

–	 Diplomatura de Actualización y Perfeccionamiento en 
“La Justicia restaurativa, la reforma penal y procesal 
penal”. Inicio de la Asignatura N° 1: La justicia 
restaurativa en el derecho penal juvenil. Asignatura 2: 
El trabajo del juez y el fiscal con la comunidad para la 
aplicación de la justicia restaurativa: construcción de 
redes y circuitos de intervención. (Lima);
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–	 Seminario Taller: Protección Jurisdiccional del Niño 
(Lambayeque).

 
Cabe precisar que no se cuenta con información sobre el 
número de funcionarios/ funcionarias participantes en las 
referidas actividades.

3.2.6	 Conclusiones generales

A pesar de las mejoras en el marco normativo, algunas de 
las normas actualmente vigentes, e incluso varias de las 
políticas públicas que se están implementando continúan 
respondiendo más a la Doctrina de la Situación Irregular 
antes que a la Doctrina de Protección Integral y al 
consiguiente respeto del principio del interés superior del 
niño. Ello se refleja en problemas como el hecho de que aún 
no se logre que el internamiento se convierta realmente 
en una medida de último recurso, en la insuficiencia de 
equipos multidisciplinarios de atención y de monitoreo de 
las condiciones físicas o las condiciones de vida al interior 
de los Centros Juveniles, en la falta de un sistema especial 
de recepción de quejas de los adolescentes infractores de la 
ley penal, entre otros.

Un cambio de esta situación resulta más urgente aún 
si se tiene en cuenta que los factores que determinan la 
problemática de la infracción de la ley penal por parte 
de las personas menores de edad deben ser enfrentadas, 
principalmente, mediante una adecuada política social 
del Estado, y no recurriendo a medidas punitivas o al 
incremento de éstas. 

Antes que criterios retributivos en la determinación de las 
respuestas ante las infracciones que privilegian medidas 
de privación de la libertad prolongadas, lo que se debe 
hacer es establecer un sistema de medidas socio-educativas 
orientadas a que las personas menores de edad puedan 
superar aquellas carencias que determinaron su conducta, 
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contribuyendo a que logren una vida presente y futura de 
respeto a la ley, pero siempre en el marco del respeto de sus 
derechos fundamentales. 

3.3	 Educación141

Con relación al tema de educación de los niños, niñas 
y adolescentes, el Comité de los Derechos del Niño ha 
recomendado lo siguiente:

Cuadro Nº 14
Recomendaciones del Comité en materia de 

educación

OF 
1993

OF 2000 OF 2006

-.- A la luz de los artículos 
28, 29 y otros artículos 
conexos de la Convención, 
el Comité recomienda que el 
Estado Parte continúe sus 
esfuerzos por fortalecer 
las políticas y el sistema 
educativos, a fin de 
mejorar los programas 
existentes de retención y 
de formación profesional 
para los alumnos que han 
abandonado la escuela; 
ampliar la cobertura de 
las escuelas y mejorar la 
calidad de las escuelas, 
haciéndolas más 
sensibles a la diversidad 
geográfica y cultural; 

El Comité recomienda al Estado Parte:
a) Que insista en la calidad de la 
enseñanza y acelere el aumento de los 
recursos destinados a la educación, 
y mejor asignados, en el presupuesto 
nacional;
b) Que intensifique sus esfuerzos 
para mejorar las condiciones en las 
zonas remotas y rurales y eliminar 
las discrepancias en el acceso a la 
educación entre las zonas urbanas y 
rurales;
c) Que refuerce las medidas destinadas 
a aumentar las tasas de matriculación 
y graduación, y a reducir el abandono 
escolar; 

141 	Si bien el título o clasificación general que comprende las 
recomendaciones del Comité en este campo se refiere a “Educación, 
esparcimiento y actividades culturales,” solo están referidas al 
tema educativo, situación ante la cual hemos optado por precisar 
dicho contenido en el titular. 
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y aumentar la pertinencia de 
los programas de educación 
bilingüe para los niños 
que pertenecen a grupos 
indígenas. El Comité alienta 
al Estado Parte a que 
considere la posibilidad de 
solicitar asistencia técnica 
en este ámbito, entre otros, 
al Unicef y a la Unesco.

d) Que intensifique las medidas 
destinadas a la capacitación de los 
maestros y mejore sus condiciones 
laborales, inclusive sus salarios;
e) Que mejore la educación 
intercultural bilingüe;
f) Que redoble sus esfuerzos para 
aliviar a las familias de los gastos 
suplementarios y ocultos de la 
escolarización;
g) Que ofrezca una formación técnica y 
profesional más basada en la demanda y 
organice actividades de asesoramiento 
profesional para los niños;
h) Que amplíe las oportunidades 
educativas de los niños no escolarizados 
y los niños trabajadores mediante 
programas concretos adaptados a sus 
condiciones de vida;
i) Que solicite asistencia técnica a la Unesco 
y al Unicef.

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.

3.3.1 	 Cuestiones generales

Tal como se precisa en el Informe Defensorial Nº 131, 
“Gratuidad en las escuelas públicas: un compromiso 
pendiente”, el Tribunal Constitucional peruano ha señalado 
que los derechos sociales son derechos fundamentales por 
su relación e identificación con la dignidad de la persona 
y porque se encuentran consagrados en la Constitución 
Política del Perú.142 

Al ser el derecho a la educación un derecho social 
reconocido, tanto en la Constitución Política, como en 
diversos tratados sobre derechos humanos ratificados 
por el Estado peruano, se configura como un derecho 

142 	Ver Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente 
Nº 02002-2006-CC/TC de fecha 27 de junio del 2006. F.J. Nº 13. 
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fundamental, y son responsables de su efectividad 
la familia, la sociedad y el Estado.143 Asimismo, esta 
característica ha sido reconocida en el artículo 3º de la Ley 
Nº 28044, Ley General de Educación,144 que establece que 
“La educación es un derecho fundamental de la persona y 
de la sociedad (…)”. 

El contenido constitucionalmente protegido, que también 
conforma el contenido esencial del derecho a la educación, 
y que lo hace exigible, está determinado por el acceso 
a una educación adecuada –entre cuyos elementos se 
encuentran la calidad y el derecho a la gratuidad de 
la educación– (artículo 16°), la libertad de enseñanza 
(artículo 13°), la libre elección del centro docente (artículo 
13°), la libertad de conciencia de los estudiantes (artículo 
14°), el respeto a la identidad de los educandos –lo que 
resulta especialmente relevante en un país pluricultural 
como el Perú–, así como a un buen trato psicológico y físico 
(artículo 15°), la libertad de cátedra (artículo 18°) y la 
libertad de creación de centros docentes y universidades 
(artículos 17° y 18°).145 

Lo expuesto guarda relación con las obligaciones estatales 
en materia educativa. Siendo la educación un derecho, 
asimismo es un deber social y un servicio público, y el 
Estado está obligado a invertir en ella en todos sus niveles y 
modalidades,146 lo que guarda relación con las características 

143 	Ver Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente 
Nº 4232-2004-AA/TC de fecha 19 de julio del 2006, F.J. Nº 11.

144 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 29 de julio del 2003.
145 	Ver Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente 

Nº 0091-2005-AA/TC de fecha 18 de febrero del 2005, F.J. Nº 6. Cabe 
señalar que el Tribunal Constitucional ha señalado en reiterada 
jurisprudencia que una norma o sentido interpretativo puede estar 
contenida en diversas disposiciones o enunciados constitucionales. 
Al respecto se puede revisar la Sentencia recaída en el Expediente 
Nº 0010-2002-AI/TC. 

146 	Ver Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente 
Nº 4232-2004-AA/TC de fecha 3 de marzo del 2005. F.J. Nº 10.
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fundamentales de dicho derecho. En efecto, la obligación 
estatal de Disponibilidad comprende priorizar la educación 
en la asignación de recursos ordinarios del Presupuesto de 
la República (art.16º); procurar la permanente evaluación, 
capacitación y promoción del profesorado (art.15º); 
promover la creación de centros educativos en concordancia 
con los requerimientos de la oferta (art.17º) y propender 
a asegurar una remuneración a favor de los profesores, 
acorde con su elevada misión (art. 24). 

Por su parte, en materia de Accesibilidad, el Estado está 
obligado a que la educación llegue a toda la población, en 
especial a quienes presentan obstáculos como consecuencia 
de limitaciones económicas o de carácter físico o mental 
(art.16º), a garantizar la educación inicial, primaria y 
secundaria obligatoria y gratuita (art.17º), y a asegurar la 
erradicación del analfabetismo (art.17º). 

En lo que concierne a la obligación de Aceptabilidad, cabe 
enfatizar en la supervisión del cumplimiento y calidad 
de la tarea educativa, y en garantizar que se respete 
la identidad del educando y que se le brinde un buen 
trato psicológico y físico. Finalmente, su obligación de 
Adaptabilidad comprende la tarea estatal de fomentar la 
educación bilingüe e intercultural (art.19º), y de preservar 
las diversas manifestaciones culturales y lingüísticas de los 
educandos (art.17º).147

Precisamente, varios de estos aspectos son abordados por 
el Comité de los Derechos del Niño al momento de elaborar 
sus recomendaciones sobre la materia. 

147 	Ver Informe Defensorial Nº 131, “Gratuidad en las escuelas 
públicas: un compromiso pendiente.” Lima: Defensoría del Pueblo, 
2008, pp. 57 - 59.
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3.3.2 	 Avances normativos e instrumentos de 
políticas públicas

El Acuerdo Nacional148 suscrito el año 2002 establece como 
Décimo Segunda Política de Estado el “Acceso universal a 
una educación pública gratuita y de calidad y promoción y 
defensa de la cultura y del deporte”, estableciendo que con 
este objetivo el Estado: 

“(a) garantizará el acceso universal a una educación 
inicial que asegure un desarrollo integral de la 
salud, nutrición y estimulación temprana adecuada 
a los niños y niñas de cero a cinco años, atendiendo 
la diversidad étnico cultural y sociolingüística del 
país; 
(b) eliminará las brechas de calidad entre la 
educación pública y la privada así como entre 
la educación rural y la urbana para fomentar la 
equidad en el acceso a oportunidades; 
(c) promoverá el fortalecimiento y la revaloración de 
la carrera magisterial, mediante un pacto social que 
devenga en compromisos recíprocos que garanticen 
una óptima formación profesional, promuevan 
la capacitación activa al magisterio y aseguren la 
adecuada dotación de recursos para ello; 
(d) afianzará la educación básica de calidad, 
relevante y adecuada para niños, niñas, púberes 

148 	Si bien el Acuerdo Nacional no constituye una norma jurídica 
escrita –legislación– su importancia radica en que constituye un 
conjunto de políticas de Estado elaboradas y aprobadas sobre la 
base del diálogo y del consenso, con la finalidad de definir un rumbo 
para el desarrollo sostenible del país y afirmar su gobernabilidad 
democrática. Cabe recordar que en este pacto ético, suscrito en 
Palacio de Gobierno el 22 de julio del 2002, participaron el entonces 
Presidente de la República, Alejandro Toledo, el Presidente 
del Consejo de Ministros, Roberto Dañino, y los principales 
representantes de las organizaciones políticas y de la sociedad civil 
integrantes del Acuerdo Nacional. http://www.acuerdonacional.pe/
publicaciones/politicasestado/castellano.pdf. Consulta: 23.07.10.
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y adolescentes, respetando la libertad de opinión y 
credo; 
(e) profundizará la educación científica y ampliará 
el uso de nuevas tecnologías; 
(f) mejorará la calidad de la educación superior 
pública, universitaria y no universitaria, así 
como una educación técnica adecuada a nuestra 
realidad; 
(g) creará los mecanismos de certificación y 
calificación que aumenten las exigencias para 
la institucionalización de la educación pública 
o privada y que garanticen el derecho de los 
estudiantes; 
(h) erradicará todas las formas de analfabetismo 
invirtiendo en el diseño de políticas que atiendan 
las realidades urbano marginal y rural; 
(i) garantizará recursos para la reforma educativa 
otorgando un incremento mínimo anual en el 
presupuesto del sector educación equivalente al 
0.25 % del PBI, hasta que éste alcance un monto 
global equivalente a 6% del PBI; 
(j) restablecerá la educación física y artística en las 
escuelas y promoverá el deporte desde la niñez; 
(k) fomentará una cultura de evaluación y 
vigilancia social de la educación, con participación 
de la comunidad;
(l) promoverá la educación de jóvenes y adultos y 
la educación laboral en función de las necesidades 
del país;
(m) fomentará una cultura de prevención de la 
drogadicción, pandillaje y violencia juvenil en las 
escuelas; y 
(n) fomentará y afianzará la educación bilingüe en 
un contexto intercultural”.149

149 Acuerdo Nacional. Décimo Segunda Política de Estado, p. 30. 
Disponible en el siguiente link: http://www.acuerdonacional.pe/
publicaciones/politicasestado/castellano.pdf. Consulta: 23.07.10.
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Asimismo, existen diversas normas emitidas que desde 
los inicios del siglo XXI establecen políticas con el objeto 
de contribuir a garantizar el derecho a la educación de 
los niños, niñas y adolescentes en el Perú. Entre estos 
dispositivos, se debe mencionar al Plan Nacional de Acción 
por la Infancia y la Adolescencia 2002-2010 que en su 
resultado Nº 8 establece la educación básica intercultural 
y de calidad para todos los niños y niñas, fijando algunas 
metas como las siguientes:

“1. El 85% de los niños y niñas de 6 a 11 años de 
edad son matriculados en el grado correspondiente. 
2. El 85% de los niños y niñas culminará la 
educación primaria. 
3. Al menos el 60 % de niños y niñas en edad 
escolar de zonas donde el idioma materno no es el 
castellano participan en programas de educación 
bilingüe intercultural. 
4. El 90% de las niñas de zonas rurales asistirá y 
culminará los seis años de educación primaria. 
5. El 75% de los niños y niñas alcanzará los logros 
básicos de aprendizaje. En ninguna provincia de 
cada área excluida del país, el promedio de logros 
de aprendizaje será menor de 60%. 
6. Se verificará un incremento del 5% en el porcentaje 
de niños de sexto grado que aprueben la Prueba de 
Rendimiento Escolar en zonas rurales y urbanas. 
7. La tasa de matrícula y permanencia en primaria 
no será menor de 85% en ninguna provincia de 
cada área excluida del país. 
8. Al menos el 60% de los niños y niñas de 3 a 5 
años que egresan de la educación inicial han 
desarrollado habilidades sociales, cognitivas y de 
comunicación”. 150

150 	Pnaia 2002-2010. Resultado Nº 8.
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Por su parte, la Ley Nº 28044, Ley General de Educación 
y el D.S. Nº 015-2004-ED,151 establecen como modalidad 
educativa la Educación Básica Alternativa, que busca 
responder a las necesidades que enfrentan diversos grupos 
de personas, entre las que se encuentran los niños, niñas 
y adolescentes que trabajan y estudian. Ello se produce 
al margen de la existencia de normas que –como el Plan 
Nacional para la Prevención y Erradicación del Trabajo 
Infantil–152 se están emitiendo buscando su erradicación, 
en el marco del Convenio Nº 138, sobre la edad mínima 
de admisión al empleo, y del Convenio Nº 182, sobre la 
prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la 
acción inmediata para su eliminación, ratificados por el 
Perú.

El Plan Nacional Educación para Todos 2005 - 2015 Perú. 
Hacia una educación de calidad con equidad,153 que fue 
producto de un esfuerzo colectivo con participación de 
representantes de la sociedad civil y del Estado, presenta 
un diagnóstico con relación a los seis objetivos de la 
Educación para Todos, y expone un Plan de Acción y un 
Marco de Acción que, en el marco del Acuerdo Nacional, 
contempla las siguientes políticas:

“1. Ampliar las oportunidades y ofrecer atención 
integral de calidad a niños y niñas menores de 6 
años priorizando la población de menores recursos. 
2. Garantizar la continuidad educativa, la calidad 
y la conclusión de los estudios de los estudiantes 
del nivel primario y secundario de instituciones 

151 Reglamento de la Educación Básica Alternativa, publicado en el 
Diario Oficial El Peruano el 7 de octubre del 2004.

152 Aprobado por Decreto Supremo Nº 008-2005-TR y publicado en el 
Diario Oficial El Peruano el 30 de septiembre del 2005.

153	 Aprobado por Resolución Ministerial N° 0592-2005-ED del 23 de 
septiembre del 2005. Disponible en: http://www.minedu.gob.pe/
educacionparatodos/xtras/PlanNacionalEPT2005-2015Peru01.pdf . 
Consulta: 23.07.2010.
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educativas públicas de áreas rurales y en situación 
de pobreza.
3. Ampliar las oportunidades educativas de calidad 
de la población analfabeta particularmente en 
la población rural, femenina y hablante de una 
lengua originaria.
4. Proveer oportunidades educativas de calidad a 
niños, adolescentes, jóvenes y adultos que no se han 
insertado en el sistema educativo oportunamente 
y/o no han concluido sus estudios básicos.
5. Ofrecer en las áreas rurales una educación acorde 
con las diferencias lingüísticas de las comunidades 
con lenguas originarias.
6. Crear las condiciones necesarias para garantizar 
un desempeño docente profesional y eficaz, 
especialmente en contextos de pobreza y exclusión, 
en el marco de la revalorización de la carrera 
pública magisterial.
7. Proveer las facilidades básicas de infraestructura, 
equipamiento y material educativo que aseguren 
las condiciones para el aprendizaje óptimo, 
especialmente en las instituciones educativas de 
mayor carencia. 
8. Lograr que la gestión del sistema educativo esté 
basada en la institución educativa, y orientada a 
fortalecer su autonomía. 
9. Obtener una asignación presupuestal para el sector 
educación no menor al 6% del PBI, incrementando 
el porcentaje de los recursos destinados a gastos 
de capital (o inversión en componentes distintos a 
remuneraciones) y garantizando una distribución 
equitativa de los recursos.”154

154 	Plan Nacional de Educación para todos 2005-2015, Perú. Hacia una 
educación de calidad con equidad, pp. 18. Disponible en: http://www.
minedu.gob.pe/educacionparatodos/xtras/PlanNacionalEPT2005-
2015Peru01.pdf . Consulta: 23.07.10.
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Por su parte, el Proyecto Educativo Nacional al 2021: La 
educación que queremos para el Perú,155 propone un conjunto 
de políticas de Estado, con visión de largo plazo, y toma 
como base el Acuerdo Nacional. Asimismo, este proyecto fue 
aprobado por el Foro del Acuerdo Nacional, al considerarlo 
como el desarrollo de la Décimo Segunda Política “Acceso 
universal a una educación pública gratuita y de calidad y 
promoción y defensa de la cultura y del deporte.” Cabe precisar 
que también fue producto de un proceso participativo. 
Su visión, que es bastante comprensiva, está contenida 
en 6 Objetivos Estratégicos, cada objetivo cuenta con un 
diagnóstico, los resultados que se buscan y las políticas que 
deben ser implementadas para lograrlos. 

A continuación se presentan los objetivos, resultados 
y políticas diseñados para ser implementados en dicho 
proyecto:156

155 	El Proyecto Educativo Nacional al 2021. La educación que queremos 
para el Perú fue propuesto por el Consejo Nacional de Educación y 
luego fue asumido como desarrollo de la Décimo Segunda Política de 
Estado por el Foro del Acuerdo Nacional. Posteriormente fue aprobado 
como política de Estado por Resolución Suprema N° 001-2007-ED, 
publicada en el Diario Oficial El Peruano 07 de enero del 2007. 

156 	El Proyecto Educativo Nacional al 2021. La educación que queremos 
para el Perú, pp. 14-19.
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Cuadro Nº 15
Objetivos, Resultados y Políticas del Proyecto 
Educativo Nacional al 2021: La educación que 

queremos para el Perú

OBJETIVO ESTRATÉGICO 1
OPORTUNIDADES Y RESULTADOS EDUCATIVOS DE 

IGUAL CALIDAD PARA TODOS

RESULTADO 1: LA PRIMERA INFANCIA ES PRIORIDAD NACIONAL
Los derechos a la vida y a la educación desde el nacimiento están plenamente 
garantizados para toda la infancia, a través de oportunidades diversas y de 
calidad para su óptimo desarrollo.
POLÍTICAS AL 2021
1. Asegurar el desarrollo óptimo de la infancia a través de la acción intersectorial 
concertada del Estado en cada región.
1.1. Satisfacer las necesidades básicas de niños y niñas de 0 a 3 años.
1.2. Apoyar a la familia para una crianza sana, estimulante y respetuosa de niños 
y niñas.
1.3. Promover entornos comunitarios saludables, amables y estimulantes para 
niños y niñas.
1.4. Promover un óptimo desarrollo educativo del potencial humano desde la 
primera infancia.
RESULTADO 2: TRECE AÑOS DE BUENA EDUCACIÓN SIN EXCLUSIONES
La educación básica está universalizada y garantiza igualdad de oportunidades y 
resultados educativos a infantes, niños, niñas y jóvenes en todo el país.
POLÍTICAS AL 2021
2. Ampliar el acceso a la educación básica a los grupos hoy desatendidos.
2.1. Universalizar el acceso a la educación inicial formal de niños y niñas de 4 y 
5 años de edad.
2.2. Universalizar el acceso a una educación secundaria de calidad.
2.3. Alfabetizar y desarrollar capacidades fundamentales y tecnológicas de los 
jóvenes y adultos excluidos de la Educación Básica Regular.
3. Asegurar condiciones esenciales para el aprendizaje en los centros educativos 
que atienden las provincias más pobres de la población nacional.
.1. Dotar de insumos y servicios básicos a todos los centros educativos públicos que 
atienden a los más pobres.
3.2. Asegurar buena infraestructura, servicios y condiciones adecuadas de 
salubridad a todos los centros educativos que atienden a los más pobres.
33.3. Articular las políticas de equidad educativa a programas de desarrollo 
productivo y de lucha contra la pobreza.
4. Prevenir el fracaso escolar en los grupos sociales más vulnerables.
4.1. Asegurar aprendizajes fundamentales en los primeros grados de primaria.
4.2. Prevenir la deserción y la repetición en la educación primaria.
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4.3. Superar discriminaciones por género en el sistema educativo.
4.4. Superar discriminaciones por discapacidad en el sistema educativo.

OBJETIVO ESTRATÉGICO 2
ESTUDIANTES E INSTITUCIONES QUE LOGRAN APRENDIZAJES 

PERTINENTES Y DE CALIDAD

RESULTADO 1: TODOS LOGRAN COMPETENCIAS FUNDAMENTALES 
PARA SU DESARROLLO PERSONAL Y EL PROGRESO E INTEGRACIÓN 
NACIONAL
En todas las instituciones de educación básica, todos los estudiantes aprenden de 
manera efectiva y alcanzan las competencias que requieren para desarrollarse 
como personas, aportar al desarrollo humano del país y a la cohesión social, 
superando exclusiones y discriminaciones.
POLÍTICAS AL 2021
5. Establecer un marco curricular nacional compartido, intercultural, inclusivo e 
integrador, que permita tener currículos regionales.
5.1. Establecer un marco curricular nacional orientado a objetivos nacionales 
compartidos, unificadores y cuyos ejes principales incluyan la interculturalidad 
y la formación de ciudadanos, en la perspectiva de una formación en ciencia, 
tecnología e innovación.
5.2. Diseñar currículos regionales que garanticen aprendizajes nacionales y que 
complementen el currículo con conocimientos pertinentes y relevantes para su 
medio.
6. Definir estándares nacionales de aprendizajes prioritarios y evaluarlos 
regularmente.
6.1. Establecer de manera concertada estándares nacionales de aprendizaje.
6.2. Ampliar, mejorar e institucionalizar las evaluaciones nacionales de logros de 
aprendizaje escolar.
RESULTADO 2: INSTITUCIONES ACOGEDORAS E INTEGRADORAS 
ENSEÑAN BIEN Y LO HACEN CON ÉXITO
Instituciones autónomas y organizadas que gestionan y aplican prácticas 
pedagógicas donde todos aprenden con éxito, de manera crítica, creativa y 
orientada a propiciar una convivencia grata, libre de discriminación e imposición 
cultural.
POLÍTICAS AL 2021
7. Transformar las prácticas pedagógicas en la educación básica.
7.1. Asegurar prácticas pedagógicas basadas en criterios de calidad y de respeto 
a los derechos de los niños.
7.2. Fortalecer el rol pedagógico y la responsabilidad profesional tanto individual 
como colectiva del docente.
7.3. Fomentar climas institucionales amigables, integradores y estimulantes.
7.4. Uso eficaz, creativo y culturalmente pertinente de las nuevas tecnologías de 
información y comunicación en todos los niveles educativos.
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8. Impulsar de manera sostenida los procesos de cambio institucional.
8.1. Fomentar y apoyar la constitución de redes escolares territoriales responsables 
del desarrollo educativo local.
8.2. Establecer Programas de Apoyo y Acompañamiento Pedagógico, con función 
permanente de servicio a las redes escolares.
8.3. Incrementar progresivamente la jornada escolar y el tiempo efectivo de 
aprendizaje.
9. Articular la educación básica con la educación superior técnica o universitaria.

OBJETIVO ESTRATÉGICO 3
MAESTROS BIEN PREPARADOS QUE EJERCEN 

PROFESIONALMENTE LA DOCENCIA

RESULTADO 1: SISTEMA INTEGRAL DE FORMACIÓN DOCENTE
Sistema integral de formación docente inicial y continua, acorde a los avances 
pedagógicos y científicos, a las prioridades educativas y a la realidad diversa y 
pluricultural del país; propicia equipos docentes que se desempeñan de manera 
ética y competente y son valorados por ella y sus estudiantes.
POLÍTICAS AL 2021
10. Mejorar y reestructurar los sistemas de formación inicial y continua de los 
profesionales de la educación.
10.1. Generar estándares claros sobre la buena docencia y acreditar instancias 
de formación y desarrollo profesional docente, condicionando a su acreditación la 
capacidad de certificar a los docentes.
10.2. Reestructurar y fortalecer la formación docente en servicio, articulada a la 
formación docente inicial.
RESULTADO 2: CARRERA PÚBLICA MAGISTERIAL RENOVADA
Carrera Pública Magisterial renovada contribuye de manera eficiente al logro 
esperado en los resultados de aprendizaje de los estudiantes y en el desempeño 
profesional docente.
POLÍTICAS AL 2021
11. Implementar una nueva Carrera Pública Magisterial.
11.1. Evaluar a los docentes para el ingreso y permanencia en la Carrera Pública 
Magisterial, y su asignación laboral.
11.2. Vincular los ascensos e incrementos salariales al desempeño profesional y a 
las condiciones de trabajo.
11.3. Promover la revaloración social de la profesión docente, en base al 
reconocimiento de sus buenas prácticas.
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OBJETIVO ESTRATÉGICO 4
UNA GESTIÓN DESCENTRALIZADA, DEMOCRÁTICA, QUE LOGRA 

RESULTADOS Y ES FINANCIADA CON EQUIDAD

RESULTADO 1: GESTIÓN EDUCATIVA EFICAZ, ÉTICA, DESCENTRALIZADA 
Y CON PARTICIPACIÓN DE LA CIUDADANÍA
Una gestión eficiente y descentralizada, altamente profesional y desarrollada con 
criterios de ética pública, coordinación intersectorial y participación. Asimismo, 
una gestión informada, transparente en sus actos y desarrollada tecnológicamente 
en todas sus instancias.
POLÍTICAS AL 2021
12. Cambiar el actual modelo de gestión pública de la educación basándola en 
procedimientos democráticos y en el planeamiento, promoción, monitoreo y 
evaluación de políticas estratégicas nacionales.
13. Reformar la gestión educativa regional y articularla con los ejes de desarrollo 
nacional y regional con criterios de coordinación intersectorial.
14. Fortalecer las capacidades de las instituciones y redes educativas para asumir 
responsabilidades de gestión de mayor grado y orientadas a conseguir más y 
mejores resultados.
15. Fortalecer una participación social responsable y de calidad en la formulación, 
gestión y vigilancia de las políticas y proyectos educativos.
16. Moralizar la gestión en todas las instancias del sistema educativo.
RESULTADO 2: EDUCACIÓN FINANCIADA Y ADMINISTRADA CON 
EQUIDAD Y EFICIENCIA
Financiamiento prioritario, suficiente, bien distribuido, sostenido y oportuno de la 
educación nacional con un presupuesto utilizado eficaz y eficientemente.
POLÍTICAS AL 2021
17. Incrementar sostenidamente el presupuesto asegurando calidad educativa 
para todos, asignando recursos con criterios de equidad, calidad y eficiencia.
18. Estimular y procurar el aumento de la contribución social al financiamiento 
de la educación.

OBJETIVO ESTRATÉGICO 5
EDUCACIÓN SUPERIOR DE CALIDAD SE CONVIERTE EN FACTOR 

FAVORABLE PARA EL DESARROLLO Y LA COMPETITIVIDAD NACIONAL

RESULTADO 1: RENOVADO SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
ARTICULADO AL DESARROLLO
Sistema de educación superior universitaria y técnico-profesional que responde a 
los retos del desarrollo y a las necesidades de las políticas de desarrollo y que hace 
posible la articulación de sus diversos componentes, un mayor financiamiento 
público y privado, y la renovación y superior calificación de la carrera docente.
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POLÍTICAS AL 2021
19. Renovar la estructura del sistema de la educación superior, tanto universitaria 
cuanto técnico-profesional.
20. Consolidar y dar funcionamiento efectivo al Sistema Nacional de Acreditación 
y Certificación de la Calidad de la Educación Superior.
21. Incrementar el financiamiento del sistema nacional de educación superior y 
enfocar los recursos en las prioridades de dicho sistema.
22. Renovar la carrera docente en educación superior sobre la base de méritos 
académicos.
RESULTADO 2: SE PRODUCE CONOCIMIENTOS RELEVANTES PARA EL 
DESARROLLO Y LA LUCHA CONTRA LA POBREZA
Producción permanente y acumulativa de conocimiento relevante para el 
desarrollo humano, socio-económico y cultural que permita igualar el nivel de 
investigación, innovación y avance tecnológico de los países vecinos.
POLÍTICAS AL 2021
23. Articulación de la educación superior con la realidad económica y cultural.
23.1. Fomentar la investigación para la innovación y el desarrollo tecnológico en 
actividades competitivas.
23.2 Vincular las instituciones de educación superior al desarrollo regional.
23.3. Desarrollar el potencial artístico, cultural, deportivo y natural del país.
24. Educación superior ligada a la investigación y a la planificación.
24.1. Hacer de los estudios de postgrado un sistema orientado a la investigación y 
producción de conocimiento.
24.2. Fomentar la planificación y prospectiva sobre el desarrollo nacional.
RESULTADO 3: CENTROS UNIVERSITARIOS Y TÉCNICOS FORMAN 
PROFESIONALES ÉTICOS, COMPETENTES Y PRODUCTIVOS
Profesionales desarrollan principios éticos, talentos y vocación personal; son 
altamente competentes frente a demandas del entorno económico productivo y 
laboral nacional e internacional, y aprovechan y generan nuevos conocimientos 
en el marco de un proyecto de desarrollo nacional y regional.
POLÍTICAS AL 2021
25. Transformación de la calidad de la formación profesional.
25.1. Mejorar la formación de las instituciones de educación superior, universitaria 
y técnico-profesional.
25.2. Fortalecer la educación técnico-productiva articulada con áreas claves del 
desarrollo.

OBJETIVO ESTRATÉGICO 6
UNA SOCIEDAD QUE EDUCA A SUS CIUDADANOS Y

 LOS COMPROMETE CON SU COMUNIDAD

RESULTADO 1: GOBIERNOS LOCALES DEMOCRÁTICOS Y FAMILIAS 
PROMUEVEN CIUDADANÍA
Municipios asumen rol educador y formador de ciudadanía gobernando 
democráticamente, cumpliendo sus obligaciones, garantizando los derechos de 
todos y fomentando los deberes cívicos.
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POLÍTICAS AL 2021
26. Municipios fomentan la identidad local y la cohesión social.
26.1. Fomentar la identificación de los vecinos con su comunidad.
26.2. Generar espacios y oportunidades permanentes de integración social.
27. Participación y movilización social en torno a desafíos centrales.
27.1. Fomentar la participación de la ciudadanía en el gobierno de la comunidad.
27.2. Promover la lectoescritura y el acceso a información en la comunidad.
27.3. Promover actividades artísticas y deportivas para toda la comunidad.
27.4. Proteger a niños y jóvenes de factores nocivos para su salud física y mental 
que existen en el medio.
27.5. Realizar acciones permanentes de educación ambiental en las comunidades.
28. Familias asumen rol educador y colaboran con los aprendizajes y con prácticas 
de vida en comunidad.
RESULTADO 2: EMPRESAS, ORGANIZACIONES Y LÍDERES 
COMPROMETIDOS CON LA EDUCACIÓN
Empresas, organizaciones sociales, organizaciones políticas y asociaciones civiles 
comprometidas con la educación y con la formación ciudadana en la comunidad.
POLÍTICAS AL 2021
29. Fomento de la responsabilidad social de las empresas locales a favor de la 
educación.
30. Fomento de compromisos de líderes e instituciones con la educación.
30.1. Promover el compromiso con la educación de instituciones con liderazgo.
30.2. Promover el compromiso educativo de líderes locales.
RESULTADO 3: MEDIOS DE COMUNICACIÓN ASUMEN CON INICIATIVA 
SU ROL EDUCADOR
Los medios de comunicación masiva asumen su rol educador facilitando campañas 
educativas y se hacen corresponsables en la transmisión de valores y la formación 
de ciudadanía.
POLÍTICAS AL 2021
31. Promoción de la función educativa, informativa y cultural de los medios de 
comunicación.
32. Autorregulación de la prensa a favor de los derechos ciudadanos.
33. Observatorio ciudadano para mejorar la responsabilidad cívica de los medios.

Fuente: Proyecto Educativo Nacional al 2021: La educación que queremos para 
el Perú. 
Elaboración: Defensoría del Pueblo.

Por otro lado es importante señalar que, en el marco del 
proceso de descentralización, ante la necesidad de mejorar 
la calidad de la educación en las instituciones educativas 
públicas, y con el objetivo de superar las brechas y resultados 
negativos en los aprendizajes de los estudiantes, en el año 
2006, el Presidente de la República anunció la creación del 
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Plan Piloto de Municipalización de la Gestión Educativa 
como parte de las medidas adoptadas para impulsar la 
descentralización del Estado peruano.157

El Plan de Municipalización de la Gestión Educativa 
propone transferir ésta a las municipalidades distritales 
–que son las que se encuentran más cercanas a la población– 
y, por lo tanto, con mayores posibilidades de adecuar la 
prestación del servicio educativo a las necesidades de su 
población y a su realidad. Este Plan se realizaría en tres 
etapas: la etapa inicial (Plan Piloto), la etapa de expansión, 
que consistirá en el incremento de distritos y provincias y, 
posteriormente, la etapa de generalización.

Entre las principales normas emitidas para iniciar el Plan 
Piloto de Municipalización de la Gestión Educativa, es 
preciso mencionar las siguientes:

Cuadro Nº 16
Normas para iniciar el Plan Piloto de 

Municipalización de la Gestión Educativa

•	 Decreto Supremo Nº 078-2006-PCM, que autorizó al Ministerio de Educación 
iniciar, a partir del 1 de enero del 2007, la implementación del Plan Piloto de 
la Municipalización de la Gestión Educativa en las instituciones educativas 
públicas de los niveles educativos de inicial y primaria. 

•	 Resolución Ministerial Nº 0031-2007-ED, que aprobó el “Plan de Municipali-
zación de la Gestión Educativa y Lineamientos del Plan Piloto 2007”.

•	 Decreto Supremo Nº 049-2008-PCM, que aprobó el Plan Anual de Transfe-
rencia de Competencias Sectoriales a los Gobiernos Regionales y Locales del 
año 2008”, estableció la continuidad del Plan Piloto en los municipios que 
participaron durante el año 2007 y en aquellos que se incorporasen durante 
el año 2008.

157	 Aprobado mediante Resolución Ministerial Nº 0031-2007-ED del 13 
de febrero del 2007.
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•	 Decreto Supremo Nº 047-2009-PCM, que aprobó el “Plan Anual de Transfe-
rencia de Competencias Sectoriales a los Gobiernos Regionales y Locales del 
año 2009”, contiene un balance del Plan Piloto, sus avances, logros y dificul-
tades.

•	 Decreto Supremo Nº 005-2008-ED, que dicta disposiciones para la ejecución 
del Plan Piloto de Municipalización de la Gestión Educativa.

•	 Resolución Ministerial Nº 441-2008-ED, que aprobó la Directiva para el de-
sarrollo del año escolar 2009 en las Instituciones Educativas de educación 
básica y técnico•productiva 2009.

Elaboración: Defensoría del Pueblo.

Por su parte, tampoco se puede dejar de señalar la dación 
de algunas normas emitidas sobre la base de un enfoque 
de género, que busca tener en cuenta la situación de 
discriminación que aún persiste contra las mujeres y que 
afecta a las niñas o adolescentes, quienes de esta manera 
resultan ser, cuando menos, doblemente victimizadas.158

Así, en el año 2001 se aprobó la Ley N° 27558, Ley de Fomento 
de la Educación de las niñas y adolescentes rurales,159 que 
dispone que el sistema educativo peruano debe garantizar 
el acceso y calidad del servicio educativo que reciben; 
establecer objetivos precisos para las niñas y adolescentes 
rurales en educación inicial, primaria y secundaria que 
respondan a sus necesidades e intereses específicos; y que se 
debe garantizar la diversificación curricular de acuerdo con 
la realidad sociocultural. Asimismo, esta norma establece 
una serie de obligaciones para garantizar la cobertura de 

158 	Al respecto, cabe precisar que los Gobiernos Regionales de Junín y 
Cajamarca han expedido ordenanzas para prevenir y eliminar todas 
las formas de discriminación en sus respectivas circunscripciones 
territoriales. Ver Ordenanza Regional N° 098-2009-GRJ/CR, 
expedida por el Gobierno Regional de Junín y la Ordenanza 
Regional de Cajamarca Nº 020-2011-GRCAJ-CR, publicadas en el 
Diario Oficial El Peruano el 30 de julio del 2010 y el 18 de julio del 
2011, respectivamente. 

159 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 23 de noviembre del 
2001.



Defensoría del Pueblo

118

matrícula, la equidad de género, la calidad de la educación, 
la promoción del liderazgo femenino, entre otros.

En esa misma línea, se aprobó la Ley N° 28983, Ley de 
Igualdad de Oportunidades entre Hombres y Mujeres,160 
que establece en el inciso k) de su artículo 6º como 
lineamiento del Ejecutivo y de los gobiernos regionales y 
locales, garantizar el acceso a la educación pública y la 
permanencia en todas las etapas del sistema educativo 
en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, en 
especial en las zonas rurales, promoviendo el respeto y 
valoración de la identidad cultural. 

Por su parte, el Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades 
entre Mujeres y Varones 2006 - 2010 (Pniomv) señala –en 
el análisis situacional relativo al acceso a los servicios de 
educación– que una preocupación creciente de los diversos 
agentes sociales es la necesidad de fortalecer la educación 
de las niñas, pues los datos reflejan que cinco (5) de cada 
cien (100) niñas pobres no asisten a la escuela, proporción 
que se duplica en el caso de las niñas de hogares en situación 
de pobreza extrema.161 

Por ello, el Pniomv establece que “para garantizar la 
mejora de la calidad y culminación de los estudios de los/
as alumnas en los diversos niveles del sistema educativo, 
se requiere el incremento de los recursos financieros, 
capacitación docente y programas del Estado orientados 
a la población de pobreza y extrema pobreza”.162 En este 
mismo plan se estableció como resultado esperado al 2010 

160 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 16 de marzo del 2007.
161 	Mimdes. Dirección General de la Mujer. Plan Nacional de Igualdad 

de Oportunidades entre Mujeres y Varones 2006 - 2010. Lima: 
Mimdes, 2006, p. 23. Disponible en el siguiente link: http://
www.mimdes.gob.pe/archivos_sites/daff/compendio/iii_politicas_
nacionales/Plan_de_Igualdad_Oportunidades_entre_mujeres_
varones.pdf

162 	Pniomv, p. 24.
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que “Mujeres y varones acceden equitativamente a los 
diferentes niveles y modalidades del Sistema educativo”, 
estableciendo como acciones estratégicas las siguientes:

“– 	 Otorgar incentivos a las familias de pobreza 
extrema para la matricula y permanencia de 
niñas y niños menores de 6 años en la educación 
pre escolar, preferentemente en zonas rurales y 
urbano marginales.

–	 Ampliar la cobertura de los programas a nivel 
nacional de educación pre escolar, en particular 
en las áreas rurales y urbano marginales, para 
niñas y niños sin discriminación”.163

Por otro lado, cabe indicar que en el año 2007 se aprobó la Ley 
Nº 29062,164 Ley que modifica la Ley del Profesorado en lo 
referente a la Carrera Pública Magisterial; posteriormente, 
en el 2008 se expidió su reglamento.165 Dichas normas 
establecen un sistema de desarrollo profesional para los y 
las docentes basado en el mérito y la capacitación continua. 

Finalmente, cabe indicar que también se han expedido 
normas para regular el derecho a la educación intercultural 
bilingüe. Así tenemos, la Ley Nº 27818,166 Ley para la 
Educación Bilingüe Intercultural, que precisa que el 
Ministerio de Educación es el encargado de diseñar un Plan 
Nacional de Educación Bilingüe Intercultural para todos 
los niveles y modalidades de la educación nacional, con la 
participación efectiva de los pueblos indígenas en lo que les 
corresponda. 

163 	Pniomv, p. 49.
164 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 12 de julio del 2007.
165 	Aprobado por D.S. Nº 003-2008-ED y publicado en el Diario Oficial 

El Peruano el 10 de enero del 2008.
166 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 16 de agosto del 2002.
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Por su parte, la Ley Nº 29735,167 Ley que regula el uso, 
preservación, desarrollo, recuperación, fomento y difusión 
de las lenguas originarias del Perú, ha establecido 
expresamente el derecho de toda persona de recibir 
educación en su lengua materna y en su propia cultura 
bajo un enfoque de interculturalidad. Esta norma, como 
otras referidas al aspecto educativo, ratifican el derecho 
de los pueblos indígenas a ser educados por docentes que 
dominen la lengua y la cultura indígena de la zona donde 
laboran, así como el castellano. 

3.3.3	 Acciones específicas

Un primer aspecto que se debe considerar es que ante 
los problemas que enfrenta el sistema educativo de los 
niños, niñas y adolescentes, los avances han ejercido un 
insuficiente impacto en el marco de lo que requiere una 
política integral. 

Muestra de ello es que, a pesar de los avances normativos, 
en el Perú persisten diversos problemas reales en materia 
de educación. Así, por ejemplo, en lo que respecta a la 
calidad del aprendizaje:

“los resultados de la Evaluación Nacional (EN) 2004 
realizada por la Unidad de Medición de la Calidad 
(UMC) del Ministerio de Educación (MINEDU), 
muestran problemas importantes de calidad en los 
logros de aprendizaje de los estudiantes, tanto en 
comprensión de textos como en habilidades lógico 
matemáticas, puesto que la mayoría de estudiantes 
no alcanzaron los niveles de desempeño esperados 
para el grado”.168

167	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 05 de julio del 2011.
168	 Programa Estratégico: Logros De Aprendizaje Al Finalizar el III 

Ciclo De Educación Básica Regular, del Ministerio de Economía y 
Finanzas, p. 2. Disponible en el siguiente link: http://www.mef.gob.
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Como consecuencia de esta constatación se estableció el 
Programa Estratégico Logros de Aprendizaje al finalizar el 
III Ciclo de la Educación Básica Regular,169 cuyo objetivo 
general es incrementar los niveles de calidad y equidad de 
la educación en la población infantil. Además, sus objetivos 
específicos son ampliar la cobertura y mejorar la calidad 
de la educación para niñas y niños menores de 6 años, y 
asegurar que las niñas y niños concluyan una Educación 
Primaria de calidad.170 La meta de este Programa es que, 
en el 2011, el 35% de los estudiantes obtenga un nivel de 
logro suficiente en comprensión lectora, así como el 30% 
en matemática. El Programa promueve la programación 
presupuestal por resultados como estrategia para mejorar 
la calidad del gasto y la provisión de los bienes y servicios 
públicos. 

Es pertinente precisar, al respecto, que los resultados de 
la Evaluación Censal de Estudiantes 2010 (ECE 2010), 
realizada a los alumnos de segundo grado de primaria de 
diversas Instituciones Educativas (IE) con cinco o más 
alumnos171 muestran una tendencia favorable a alcanzar 
las metas propuestas en comprensión lectora. Sin embargo, 

pe/DNPP/PpR/PPSTR/logros_aprendizaje_ciclo_III.pdf. Consulta: 
29.06.2010.

169	 Establecido por la Directiva Nº 010-2007-EF/76.01 para la 
programación y formulación del presupuesto de los programas 
estratégicos en el marco del presupuesto por resultados. Esta 
Directiva se enmarca en el marco de lo dispuesto en la Ley Nº 
28927, Ley de Presupuesto 2007.

170	 Programa Estratégico: Logros De Aprendizaje Al Finalizar el III 
Ciclo De Educación Básica Regular, del Ministerio de Economía 
y Finanzas, pp. 3. Disponible en el siguiente link: http://www.
mef.gob.pe/DNPP/PpR/PPSTR/logros_aprendizaje_ciclo_III.pdf. 
Consulta realizada el 29.06.2010.

171	 No incluyen aquellas instituciones que no aplican EIB. Ver Resultados 
de la Evaluación Censal de Estudiantes 2010 - ECE 2010. Segundo 
grado de primaria (2P). Disponible en: http://www2.minedu.gob.pe/
umc/ece2010/Resultados_ECE2010Segundogrado.pdf. 
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no se observa lo mismo respecto a matemática, tal como se 
puede verificar en el siguiente cuadro:

Cuadro Nº 17
Resultados de la Evaluación Censal de 

Estudiantes 2010 (ECE 2010)

Indicador
Línea 

de Base 
2007

2008 2009 2010 Metas

Meta Logro Meta Logro Meta Logro 2011
Porcentaje de 

estudiantes en el 
nivel esperado en 

comprensión 
lectora

15,9 17,0 16,9 19,0 23,1 24,0 28,7 35,0

Porcentaje de 
estudiantes en el 
nivel esperado en

matemática

7,2 8,0 9,4 11,0 13,5 17,0 13,8 30,0

Fuente: Ministerio de Educación: 
http://www2.minedu.gob.pe/umc/ece2010/Resultados_ECE2010Segundogrado.
pdf.

Por otro lado, una cuestión importante que merece 
resaltarse es que el Programa Estratégico Logros de 
Aprendizaje, al finalizar el III Ciclo de la Educación Básica 
Regular –entre otros–, está siendo sujeto de un seguimiento 
concertado entre Estado y Sociedad Civil, mediante la Mesa 
de Concertación de lucha contra la Pobreza. De acuerdo a 
la información del Ministerio de Economía y Finanzas, el 
presupuesto asignado a este Programa ascendió en el 2008 
a S/. 1’225,600; en el 2009, a S/ 967,400 y en el 2010, a S/. 
1’082.600, constituyendo menos del 10% del presupuesto 
asignado al Sector (10.7%, 7.4% y 8.2% respectivamente).172 

172 Informe a la Comisión de Presupuesto y Junta General de la 
República del Congreso de la República. Septiembre 2009. Ver: 
http://www.slideshare.net/HFQA/presentacin-ante-la-comisin-del-
congreso-presupuesto-2010-educacion Consulta: 29.06.2010.
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A inicios del año 2011, el presupuesto asignado a este 
Programa, constó de S/. 2’123, 208, cifra que demuestra un 
importante incremento en comparación con el año 2010.173

Por otro lado, se debe destacar el esfuerzo que realiza el 
Programa Juntos para lograr el incremento de la matrícula 
y permanencia en la escuela en las zonas más pobres del 
país.174 Así, el 85% de niñas y niños de 6 a 11 años de edad 
se ha matriculado en el grado correspondiente. A diciembre 
del 2010, el Programa Juntos ha atendido a 476,789 niños 
y niñas beneficiarios matriculados con edades que fluctúan 
entre los 6 y 11 años de edad. De ellos, el 27.61% (131,645 
niños y niñas) se encontraba matriculado en la edad 
adecuada. Según el último informe de avance de metas 
del Pnaia, es posible atribuir al Programa Juntos que, a 
cinco años de su implementación, los niños que inician el 
nivel primario lo hacen a una edad adecuada, lo que no ha 
sucedido con los que se iniciaron hace cinco años.175

Por su parte, al margen de la política estatal de erradicar el 
trabajo infantil el Minedu ha publicado una guía de sesiones 
de tutoría sobre trabajo infantil que tiene por objetivo 
sensibilizar a los y las docentes sobre las condiciones 
particulares de los niños, niñas y adolescentes trabajadores 
en la educación básica regular.176

173	 Disponible en: http://www.inversionenlainfancia.net/web/blog/
noticia/451

174 	Cabe recordar que, desde el año 2005, se implementa en el Perú el 
Programa Juntos que consiste en la entrega de un incentivo a las 
familias más pobres, motivando el cumplimiento de compromisos de 
participación en las áreas de nutrición, salud, educación (matrícula 
y asistencia a escuelas), e identidad con la finalidad de restituir 
derechos básicos. Incorpora a familias con mujeres gestantes y 
NNA hasta los 14 años de edad. Ver, al respecto, http//www.juntos.
gob.pe/quienes_progr-juntos.php. Consulta: 24.11.2010.

175 	Pnaia. Informe 2010, pp. 29-30. 
176 Ministerio de Educación. Cartilla con Sesiones de Tutoría para 

la prevención y erradicación del trabajo infantil. Scream Perú - 
Alto al trabajo infantil. Guía para la defensa de los derechos de 
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Con relación a los programas educativos complementarios, 
en el ámbito nacional existen 285 centros de educación 
técnico profesional (modalidad técnica laboral), de los que 
egresan aproximadamente 70,000 jóvenes, anualmente. 
Sin embargo, la mayoría carece de diseños curriculares 
acordes a la demanda y de equipamiento adecuado. Un 
grupo de 60 centros en 10 regiones recibe asistencia técnica 
por el Programa de Capacitación laboral (Caplab)177 y 
han obtenido mejores niveles académicos y condiciones 
operativas.

Cabe mencionar que a comienzos del 2009, la Secretaría 
Nacional de la Juventud, adscrita al Minedu, elaboró un 
estudio sobre las carreras de mayor demanda con enfoque 
hacia futuro para responder al problema del creciente 
desempleo de los jóvenes con educación superior.178

Por otro parte, el programa Pro Joven179 de entrenamiento 
laboral, apoya a jóvenes de 16 a 24 años desde el año 1996. 
Desde la última recomendación (2006) hasta el 2009, el 
promedio de beneficiarios por año ha constado de más de 
10,000. Cabe mencionar que del 2008 al 2009 aumentaron 
más de 3000 beneficiarios.180 

niños, niñas y adolescentes a través de la educación, las artes y la 
comunicación (Una adaptación de la metodología SCREAM de la 
OIT). Lima: Minedu: 2009.

177 	Programa de Capacitación Laboral financiado por Cosude en convenio 
con el Ministerio de Educación que apoya técnicamente a Centros 
de Educación Técnico Productiva (Ceptro) en Ayacucho, Apurímac, 
Cajamarca, Cusco, La Libertad, Lambayeque, Lima y Callao, 
Piura y Tumbes. El programa incorpora un enfoque educativo por 
competencias y busca relacionarse con el entorno Ver: http://www.
caplab.org.pe/vernoticia.php?Id=80. Consulta: 29.06.2010.

178 	La Secretaría Nacional de la Juventud de Perú presentó una Guía 
de Carreras con mayor demanda laboral. Ver: http://prejal.oit.org.
pe/index.php?option=com_content&task=view&id=885&Itemid=43 
Consulta: 29.06.2010.

179 	Ver: http://www.projoven.gob.pe/
180 La población objetivo de la cual provienen los beneficiarios del 
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Por otro lado, desde el año 2006, el Minedu ha 
implementado el Programa Nacional de Formación y 
Capacitación. De acuerdo al informe de avance del Pnaia 
del 2007, ese año se capacitó a 40,471 docentes de 9,749 
escuelas (EBR, EIB y EBE). Sin embargo, al respecto se 
ha percibido la existencia de problemas en el modelo de 
gestión centralizada del programa, principalmente en la 
idoneidad de las instituciones seleccionadas y la ausencia 
de una evaluación centrada en las competencias. Asimismo 
se menciona la inadecuada metodología aplicada en los 
eventos de capacitación.181 

Cabe mencionar que en materia de respeto a la identidad 
cultural, de acuerdo a lo informado por el Mimdes, durante 
el 2008, el 16,8 % de estudiantes de primaria con lengua 
materna originaria estuvo matriculado en IE que declaran 
aplicar el Programa Bilingüe Intercultural, en tanto que 
en el 2007 fue del orden del 15,8%, habiéndose capacitado 
aproximadamente a 2,400 docentes de 20 departamentos 
del país.182 

Asimismo, en el año 2009, el Minedu aprobó el alfabeto de las 
lenguas kakataib, matsigenka, kandozi-chapra, awajún, y 
encargó a la Dirección de Educación Intercultural y Bilingüe 
(DEIB) el desarrollo de la política de materiales educativos 
en estas lenguas para apoyar los procesos de aprendizajes 
respectivos.183 Asimismo, se cuenta con material educativo 
producido y distribuido en 15 lenguas indígenas andinas y 

programa está compuesta por jóvenes de ambos sexos, de escasos 
recursos familiares o en situación de pobreza, con bajos niveles de 
escolaridad y que se encuentren desempleados o sub-empleados. 
Fuente: Plan Sectorial de Acción para la promoción del empleo 
juvenil 2009-II-2012-I www.prejal.oit.org.pe/prejal/docs/javier_
barreda.pdf

181	 Ver, por ejemplo, http://www.tarea.org.pe/modulos/boletin/tareainforma/ 
LUIS_GUERRERO.doc.

182 	Respuesta del Mimdes. 
183 	Respuesta del Mimdes. Op. cit.
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amazónicas y en castellano como segunda lengua, dirigidos 
a alumnos y docentes.184

3.3.4	 Intervención Defensorial

La Defensoría del Pueblo ha precisado en su Informe Nº 
131: “Gratuidad en las escuelas públicas: un compromiso 
pendiente”, lo siguiente:

“El financiamiento público destinado a la 
educación atraviesa por serias dificultades para 
asegurar la efectividad del derecho a la gratuidad 
de la educación. Esto se pone en evidencia al 
analizar el gasto público en educación a través de 
tres indicadores: la proporción del gasto público 
en educación con respecto al gasto público total, 
la proporción del gasto público en educación con 
respeto al Producto Bruto Interno (PBI), y el gasto 
por alumno”.185 

Así, precisa que “el bajo nivel de recursos asignados a la 
educación, limita las posibilidades de contar con una 
enseñanza en efecto gratuita para todos los niños y niñas en 
edad escolar”.186 Y que 

“la estructura y distribución del gasto en educación 
no resultan eficientes para mejorar las precarias 
condiciones de aprendizaje en las que actualmente 
se encuentran algunos(as) estudiantes. En efecto, 
se asigna un porcentaje exiguo del presupuesto 
(5.2%) al rubro de gasto de capital, lo cual elimina 
las posibilidades de mejora o mantenimiento de 
la infraestructura, equipamiento, mobiliario y

184 	Respuesta del Mimdes. Op. cit.
185 	Informe Defensorial Nº 131, p. 207.
186 	Ibíd. Op. Cit.
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adquisición de material educativo, elementos que 
inciden en la calidad educativa”.187

En tal sentido, la Defensoría del Pueblo, además de 
recomendar al Congreso de la República el seguimiento 
del incremento progresivo del presupuesto anual del 
Sector Educación, de conformidad con el Acuerdo 
Nacional, recomendó a los gobiernos regionales elaborar 
una propuesta de distribución equitativa de los recursos 
destinados al referido sector en su región, en función de 
criterios objetivos, como número de estudiantes, índices de 
pobreza, número de IE, condiciones básicas de las escuelas, 
características geográficas, capacidad de gasto, recursos 
propios, entre otras; en coordinación con el Minedu y el 
Ministerio de Economía y Finanzas (MEF).188

Asimismo, la Defensoría del Pueblo constató que las familias 
realizan gastos en matrícula, pagos regulares, libros, textos 
y otros útiles escolares, uniformes, refrigerios, transporte y 
aportes a la Asociación de Padres de Familia (Apafa); y que 
“durante el proceso de matrícula, a las familias se les exige 
pagos por diferentes conceptos como i) APAFA, ii) útiles 
o materiales educativos, iii) gastos administrativos, iv) 
mantenimiento y mobiliario, v) pago a docentes, y vi) otros, 
existiendo gastos ocultos”,189 todo lo cual afecta el derecho a 
la gratuidad, tanto en el propio proceso de matrícula como 
a lo largo del año escolar. 

Por ello, la Defensoría del Pueblo exhortó a los directores 
de las IE públicas a no condicionar la matrícula al pago de 
la cuota de Apafa o a cualquier otro pago que restrinja el 
acceso y/o permanencia de los estudiantes en las escuelas.190 
Asimismo, recomendó modificar el artículo 16º de la Ley Nº 

187 	Informe Defensorial Nº 131, p. 208.
188 	Informe Defensorial Nº 131, p. 221 y pp. 226 -227.
189	 Informe Defensorial Nº 131, p. 213.
190	 Informe Defensorial Nº 131, p. 227.
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28628,191 Ley que regula la participación de las Asociaciones 
de Padres de Familia en las IE Públicas, en lo referente al 
destino de los recursos de dichas asociaciones, de manera 
que éstos no sean utilizados para cubrir las condiciones 
básicas que requiere el funcionamiento de las IE, por ser 
ésta una obligación que compete al Estado. Asimismo, 
señaló la necesidad de considerar los mecanismos de 
financiamiento que permitan implementar de manera 
progresiva y efectiva esta modificación.192

Con relación a los gastos ocultos en la educación, cabe señalar 
el Informe Defensorial Nº 147, Aportes de la Defensoría del 
Pueblo para una Educación sin corrupción,193 así como las 
campañas “Educación sin Corrupción” llevadas a cabo por la 
misma institución. De acuerdo con su reporte, los casos más 
recurrentes de corrupción están en relación con impunidad, 
cobros indebidos, uso indebido del cargo y venta de notas, en 
tanto que los casos de riesgos de corrupción están referidos 
a irregularidades en los procedimientos administrativos, 
en las planillas de pago, en la contratación y nombramiento 
de personal, en el desplazamiento de personal, en el 
incumplimiento del dictado de clase o de obligaciones para 
garantizar una infraestructura adecuada, y en la falta de 
transparencia. 

Cabe agregar asimismo, la persistencia de tres condiciones 
que favorecen los actos de corrupción: la ineficiencia en 
los mecanismos de sanción y control, la debilidad de los 
mecanismos de transparencia y acceso a la información, y 
la precariedad de la vigilancia ciudadana.194 

191	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 25 de noviembre del 
2005.

192	 Informe Defensorial Nº 131, p. 221.
193	 Defensoría del Pueblo. Informe Nº 147, “Aportes de la Defensoría 

del Pueblo para una Educación sin Corrupción.” Lima: Defensoría 
del Pueblo, 2009.

194	 Defensoría del Pueblo. Resumen Ejecutivo del Decimotercer Informe 
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Por otro lado cabe afirmar que, en materia de educación 
rural, la Defensoría del Pueblo reportó la persistencia 
de problemas de asistencia docente, consecuencia de la 
insuficiente supervisión y de la débil presencia del Estado 
en las zonas rurales de mayor pobreza, lo que afecta 
la calidad de la educación perpetuando la exclusión y la 
pobreza de estos niños, niñas y adolescentes.195 

En ese sentido, la Defensoría del Pueblo ha recomendado 
al Minedu que presente un balance de los avances y las 
dificultades en la implementación de la Ley N° 27558, Ley 
de Fomento de la Educación de las niñas y adolescentes 
rurales, así como de las medidas que adoptará el Sector 
para garantizar el derecho a la educación de las niñas y 
adolescentes. Asimismo, ha reiterado la necesidad de la 
continuidad de la implementación de programas para 
promover la educación secundaria, con énfasis en el 
ámbito rural, considerando que las tasas de cobertura y 
culminación de estudios en este nivel son muy bajas.196

Por otra parte, una vez anunciado el inicio del Plan Piloto 
de Municipalización de la Gestión Educativa, la Defensoría 
del Pueblo consideró oportuno acompañar y supervisar 
su implementación, labor que se llevó a cabo en tres 
momentos: el primero, entre septiembre y diciembre del 
2007; el segundo, entre junio y julio del 2008; y el tercero, 
durante septiembre del 2009. Las conclusiones de este 
trabajo se presentaron en el Informe Defensorial Nº 148, 
“Primera supervisión del Plan de Municipalización de la 
Gestión Educativa: aportes para su implementación”.197

Anual de la Defensoría del Pueblo Enero - Diciembre 2009. Lima: 
Defensoría del Pueblo, 2010, p. 27.

195	 Ibíd.
196	 Defensoría del Pueblo. Decimocuarto Informe Anual de la Defensoría 

del Pueblo Enero - Diciembre 2010. Lima: Defensoría del Pueblo, 
2011, p. 167.

197	 Informe Defensorial Nº 148, “Primera supervisión del Plan 
de Municipalización de la Gestión Educativa: aportes para su 
implementación.” Lima: Defensoría del Pueblo, 2009.
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Entre los principales resultados de este informe se puede 
mencionar los siguientes:

–	 Poca claridad en lo referido a la definición de 
competencias y funciones entre los tres niveles de 
gobierno (nacional, regional y local), en particular en 
lo referente a las (UGEL) y de las IE en la gestión 
educativa.

–	 Falta de articulación entre el diseño del Plan y 
el proceso de descentralización, motivando que el 
proceso de transferencia se inicie con la transferencia 
administrativa antes que con la transferencia de 
competencias y funciones, conforme a lo regulado en 
las normas de descentralización

–	 Débil concertación y coordinación del Minedu con los 
gobiernos regionales y locales, tanto en el diseño como 
en la implementación del Plan del Municipalización 
de la Gestión Educativa y del Plan Piloto. 

–	 Necesidad de acompañar a los recursos vinculados a 
las transferencias de funciones, un programa de for
talecimiento de capacidades y de asistencia técnica de 
carácter permanente para los gobiernos subnacionales.

Otra intervención de la Defensoría del Pueblo en el área 
de la educación ha estado relacionada con el seguimiento 
del Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre 
Mujeres y Varones 2006 - 2010, en virtud del cual se 
realizó una supervisión de las actuaciones llevadas a cabo 
por el Minedu, tomando en consideración las cifras que 
dan cuenta de las dificultades en el acceso y permanencia 
de niños y niñas en el sistema educativo. Asimismo, 
para verificar los avances se efectuó una supervisión en 
siete regiones del país, a entidades como los Gobiernos 
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Regionales, Direcciones Regionales de Educación, UGEL e 
IE. Sus principales resultados son los siguientes:198

–	 El Minedu cuenta con tres Planes Estratégicos que 
establecen medidas concretas para garantizar la 
educación en los tres niveles de educación básica 
regular, pero que dos de ellos tienen vigencia hasta 
fines del 2010. Asimismo, el Ministerio cuenta en la 
actualidad con un programa vigente, denominado 
“Programa Presupuestal Estratégico Logros de 
Aprendizaje al finalizar el III ciclo”, el cual está 
orientado al nivel inicial y primaria y con énfasis en 
la calidad de la educación. 

–	 En lo concerniente al nivel de secundaria existen 
dos iniciativas con alcance específico para mejorar el 
acceso, sobre todo de los y las adolescentes que viven 
en el ámbito rural, tales como Centros Rurales de 
Formación en Alternancia y el Modelo de Educación 
Secundaria con Metodología a distancia (Esmed).

–	 Respecto a la Ley Nº 27558, Ley de Fomento de 
la Educación de la Niña y Adolescente Rural, se 
ha elaborado una matriz de actividades para su 
implementación, entre las cuales se encuentran 
el asesoramiento a equipos técnicos de las UGEL, 
capacitación a docentes, diseño de sesiones de 
aprendizaje para aulas multigrado, entre otras.

–	 Con relación a los materiales educativos, desde el 
Minedu existe una política de incorporar el enfoque 
de género en el Diseño Curricular Nacional y en los 

198 	Defensoría del Pueblo. Tercer Reporte de la Defensoría del Pueblo 
sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre 
Mujeres y Hombres (2009). Serie Informes de Adjuntía -Informe Nº 
002-2010-DP/ADM. Lima: Defensoría del Pueblo, 2010, pp.153 y 
154.
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materiales educativos, así como en las especificaciones 
técnicas. Preocupa, sin embargo, que la mayoría de 
los docentes entrevistados no reciba una adecuada 
asesoría respecto al Diseño Curricular Nacional, el 
cual incluye como eje transversal la educación en 
equidad de género.

–	 La cobertura en la educación primaria es casi total 
y la brecha es mínima entre hombres y mujeres. 
No obstante, las diferencias se reflejan cuando se 
desagrega la información por sexo y por ámbito. En 
cuanto a la tasa de asistencia, igualmente el resultado 
general da cuenta de avances en la asistencia de los 
niños, niñas y adolescentes en el sistema educativo. 
No obstante, cuando la información se desagrega por 
sexo y por ámbito, existe una menor tasa de asistencia 
de mujeres en el ámbito rural. En lo que atañe a los 
niveles de educación, las dificultades de la asistencia 
en educación inicial son mayores, en tanto que en 
primaria la tasa es muy alta, y en secundaria tiende a 
disminuir nuevamente. Finalmente, si bien la tasa de 
conclusión en la edad normativa, es decir de 12 a 14 
años, es de 77.7%, cuando se cruza esta información 
con ruralidad y pobreza existen tasas muy bajas, 
en perjuicio de los niños y las niñas pobres y pobres 
extremos.

Por otro lado, cabe destacar la elaboración del Informe 
Defensorial Nº 127, “Educación inclusiva: Educación para 
todos. Supervisión de la política educativa para niños y 
niñas con discapacidad en escuelas regulares”, debido a 
su finalidad de evaluar la implementación de la política 
educativa inclusiva de niños y niñas con discapacidad, 
tema que se abordará más adelante.199 

199	 Ver al respecto punto 3.7. sobre niños, niñas y adolescentes con 
discapacidad.
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Finalmente, hace falta llamar la atención sobre la 
elaboración del Informe Defensorial Nº 152, “Aportes para 
una política nacional de educación intercultural bilingüe a 
favor de los pueblos indígenas del Perú”,200 mediante el cual 
se evalúa la implementación de la Política de Educación 
Intercultural Bilingüe (EIB), a fin de promover una gestión 
estatal adecuada para el cumplimiento de las obligaciones 
derivadas del derecho de los pueblos indígenas a una 
educación bilingüe que garantice su identidad cultural. 
Entre los principales resultados de este informe se debe 
enumerar los siguientes:

–	 No se evidencia la implementación sistemática y 
coherente de una Política Nacional de EIB, por 
ineficiencias en la gestión del Sector Educación. A 
consecuencia de ello, diversos pueblos indígenas no 
reciben una educación intercultural bilingüe a pesar 
de las políticas educativas establecidas en el marco 
jurídico del Perú.

–	 La formación inicial de docentes para esta especialidad 
atraviesa una grave crisis, pues se ha producido una 
disminución significativa de ingresantes a las carreras 
de EIB. Así, en el período 2007-2010, de un total de 
1,928 postulantes solo ingresaron 95. Asimismo, se 
verificó que, al 2010, solo cinco Institutos Superiores 
Pedagógicos (ISP) y cuatro universidades, a escala 
nacional, ofrecen las carreras de EIB Inicial y Primaria.

–	 Respecto a la contratación y reasignación de docentes 
para instituciones educativas con población indígena, 
se constató que las UGEL contratan y reasignan a 
docentes que no son bilingües y que tampoco conocen 
la cultura de los niños a quienes van a enseñar.

200 	Defensoría del Pueblo. Informe Defensorial Nº 152, “Aportes para 
una política nacional de educación intercultural bilingüe a favor de 
los pueblos indígenas del Perú”. Lima: Defensoría del Pueblo, 2011.
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–	 Respecto al Diseño Curricular Nacional (DCN) se 
verificó que del número total de UGEL supervisadas, 
25 no cumplieron con elaborar las Orientaciones 
para la diversificación curricular. De las 18 que sí lo 
hicieron, solo 14 lo distribuyeron a las escuelas. Por 
otro lado, en las visitas de observación en aula, se 
observó que la mayoría de docentes de las escuelas 
supervisadas trabaja directamente con el DCN, es 
decir, no hacen diversificación curricular.

–	 Respecto al material educativo, se constató que la 
Dirección General de Educación Básica Regular 
ha elaborado materiales principalmente para los 
pueblos quechua y aimara, pero sólo se ha atendido a 
un tercio del total de pueblos amazónicos registrados 
por el Instituto Nacional del Desarrollo de Pueblos 
Andinos, Amazónicos y Afroperuano (Indepa).

–	 En lo referente a las visitas de asesoría y monitoreo 
realizadas por los especialistas EIB de las Direcciones 
Regionales de Educación (DRE) y UGEL, el Minedu 
no ha regulado las funciones específicas ni su perfil 
profesional, por lo que, actualmente, a nivel nacional, 
hay gran disparidad respecto a las funciones que 
deben cumplir estos profesionales y a la designación 
en los cargos de docentes pues no conocen la lengua ni 
la cultura de sus alumnos.

–	 Se constató que, tanto los docentes castellano 
hablantes como los que hablan una lengua indígena 
diferente a la de sus alumnos tienen un cuestionable 
desempeño en el aula. Asimismo, se observó que en 
las escuelas consideradas EIB, el uso de la lengua 
originaria está mayormente circunscrito al desarrollo 
de las clases del área de Comunicación. Igualmente 
se verificó que el 79% de padres de familia está de 
acuerdo con la implementación de la EIB porque 
ayuda a afirmar la identidad cultural de sus pueblos.
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3.3.5 	 Problemas subsistentes

Entre los problemas que aún se presentan en el Sector 
Educación se encuentran los siguientes:

•	 Asistencia escolar

De acuerdo a lo reportado para el 2009 con relación al 
cumplimiento del Pnaia: 

“La educación primaria es el segundo nivel de 
educación formal que según las normas debe cursar 
la población entre los 6 y 11 años de edad. En el 
último trimestre del 2009 la tasa neta de asistencia 
escolar a algún grado de educación primaria fue 
de 93.7%, cifra menor a la alcanzada en el mismo 
período del 2008, que llegó a 94.2%.

-La asistencia escolar a educación primaria en el 
área rural se ubicó en 94,8% en el último trimestre 
del 2009, mostrando un incremento en relación 
al 94% alcanzado en el último trimestre del año 
2008.” 201

Por su parte, el último informe de avance del Pnaia señala 
que “la tasa de asistencia en el nivel primario para el año 
2010 fue de 93.3%, en el año 2002 fue de 90.0%. En el área 
rural paso de 88.5% (2002) a 93.3% (2010)”. 202

•	 Culminación de estudios en edad oportuna

La información sobre los y las adolescentes que culminaron 
el quinto año en edad oportuna, es decir a los 16 años de 
edad, muestra que entre el período 2001-2008 ha habido 

201 	Pnaia. Informe 2009, p. 35.
202 	Pnaia. Informe 2010, p. 29.
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un avance importante expresado en el incremento de 
este grupo del 29,0% al 40,1%. Sin embargo, esta cifra se 
encuentra por debajo de la meta del 80% planteada en 
la Meta 51 del Pnaia al 2010, y muestra además que son 
los y las adolescentes de las áreas urbanas, quienes en 
mayor proporción que los de las áreas rurales, culminan 
la educación en edad oportuna.203 Respecto al año 2010, no 
se cuenta con información de acuerdo a lo señalado en el 
último informe de avances de metas del Pnaia.204

•	 Matrícula en educación básica inicial

El último informe de avances de metas del Pnaia señala 
que la tasa neta de matrícula en educación inicial, fue de 
68.1% en el año 2009, pero aumentó al 70% en el año 2010. 
Por su parte, la tasa neta de matrícula en educación inicial 
urbana de niños y niñas de 3-5 años fue de 72.9% en el 2009 
y pasó a 74% en el año 2010, mientras la rural fue de 55.0% 
en el 2009 y de 61.0% en el 2010. 205

•	 Educación intercultural bilingüe 

En lo que se refiere a la matrícula en educación básica 
por grupos étnicos se observa que el grupo de niños y 
niñas hispano-parlantes muestra una tasa (79.2%) nueve 
puntos más alta que la de los niños y niñas que hablan 
alguna lengua amazónica.206 De acuerdo a información 
de Unicef, la proporción de niños, niñas y adolescentes 
indígenas que asiste a un centro educativo es menor 
a la registrada entre sus pares con lengua materna 

203	 Proyecta. Lab. Evaluación del Plan Nacional de Acción por la 
Infancia y la Adolescencia 2002-2010. Informe Final, mayo del 
2010, pp. 96 - 97.

204 	Pnaia. Informe 2010, p. 34.
205 	Pnaia. Informe 2010, p. 24.
206 	Elaboración por Enrique Vásquez en base a información de Enaho 

2007. Fuente: CARE. Por el derecho a la educación para las 
poblaciones indígenas en el Perú. 2008.
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castellana, presentándose la mayor diferencia en el 
grupo etario entre 3 y 5 años.207

Respecto a la cobertura educativa de los grupos en edad 
escolar de población indígena se ha producido un avance. 
De acuerdo a la información de la Evaluación del Pnaia 
2002-2010: 

“(…) el porcentaje de niños de 3 a 5 años pasó de 34,8% 
en 1993 a 42,8% el 2006, mientras en el grupo entre 6 y 
11 años pasó de 79,8% a 94,8% en el mismo lapso. Se 
puede apreciar que los niños con lengua originaria 
quechua y aymara estaban el 2006 en 95,8% y 97,4% 
de cobertura educativa, respectivamente. Pero esta 
cobertura no es necesariamente de programas de 
educación intercultural bilingüe.

La Dirección General de Educación Intercultural 
Bilingüe del MED afirma que la cobertura de los 
programas de EIB en niños y niñas de primaria 
que hablan lenguas originarias de áreas rurales, 
fue de 54,37% en el año 2008 y se propone arribar 
al 82,91% en el 2011. Los informes anuales de 
la DIGEIBIR refieren haber atendido a 245,790 
estudiantes de primaria el 2007, 130,890 el 2008 y 
51,420 el 2009.

Otras estimaciones de la cobertura de la EBI 
apenas alcanza al 40% de la población escolar de 
Educación Primaria y al 20% de Educación Inicial. 
Unicef estima que sólo un 11% de las niñas y niños 
indígenas asiste a escuelas bilingües.208

207 	Unicef-INEI. Estado de la Niñez Indígena en el Perú. Lima: Unicef-
INEI, 2010, p. 19.

208 	Proyecta Lab. Evaluación del Plan Nacional de Acción por la 
Infancia y la Adolescencia 2002-2010. Informe Final, mayo del 
2010, p.77.
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Preocupa la escasa cobertura de la EIB. Sobre el particular, 
Unicef señala lo siguiente: 

“De acuerdo a lo señalado por los directores de las 
instituciones educativas en el Censo Escolar 2008, 
del total de estudiantes de educación primaria 
pública que tienen una lengua materna originaria, 
sólo el 38% asistió a una institución educativa EIB 
en el año 2008. De otro lado, hay menor proporción 
de docentes titulados en las escuelas donde estudian 
mayoritariamente estudiantes indígenas”.209

Todo lo expuesto repercute tanto en el logro de aprendizajes 
esperados como en el abandono de los estudios antes de 
haber finalizado el año escolar, al ser éste mayor en las 
escuelas con estudiantes indígenas en comparación con 
las IE donde la mayor parte de alumnos y alumnas tienen 
como lengua materna al castellano.210

Respecto a la implementación de programas educativos 
bilingües interculturales, dirigidos a adolescentes en zonas 
donde el idioma materno no es el castellano cabe referir lo 
siguiente:

“La Dirección General de Educación Intercultural 
Bilingüe y Rural del Ministerio de Educación 
estima que la cobertura de los programas educativos 
bilingües interculturales en zonas en que predominan 
lenguas nativas, para estudiantes de secundaria que 
hablan lenguas originarias en áreas rurales, era el 
1,49% en el año 2008 y se plantea la meta de 7,45% 
para el 2011. Estas cifras están muy por debajo de 
la meta del Pnaia al 2010, que sin embargo alude al 
60% de zonas y no de población escolar. Pero el dato 
revela el desafío aún pendiente.

209 	Unicef-INEI. Estado de la Niñez Indígena en el Perú. Lima: Unicef-
INEI, 2010, p. 19.

210 	Idem, p. 20.
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La DIGEIBIR informa que el año 2009 atendió a 
1,842 integrantes de 158 equipos de UGELs para 
la diversificación curricular, pero a la vez informa 
que el énfasis en el apoyo a las instituciones de 
educación bilingüe ha sido en el nivel inicial y 
primario y no en secundaria.

De otro lado, la información existente sobre el 
porcentaje del grupo de edad de 12 a 16 años que 
es indígena y viene siendo cubierto por el sistema 
educativo, entre los años 1993 y 2006, muestra 
que entre dichos años ha habido un avance en la 
cobertura de adolescentes indígenas del 74,2% al 
86,6%. Pero esta cobertura no es necesariamente de 
Educación Intercultural Bilingüe”211.

Con relación a la proporción de docentes que se expresan 
con suficiencia en la lengua originaria solo se cuenta con 
información recogida mediante encuesta. El 63.9% percibe 
que se expresa con fluidez. Sin embargo, en lo que atañe 
a la lectura en lengua originaria, el 46.2% no la domina o 
lo hace con dificultad; mientras que el 47.5% no domina la 
escritura o lo hace con dificultad.212

Sólo el 54% de los docentes de escuelas EIB manifiesta 
tener formación profesional de EIB, mientras que el 46% 
declara que no la tiene.213

211 	Proyecta Lab. Evaluación del Plan Nacional de Acción por la 
Infancia y la Adolescencia 2002-2010. Informe Final, mayo del 
2010, p.100.

212	 Ministerio de Educación. Resultados de la Evaluación Censal de 
Estudiantes en Lenguas Originarias-Ecelo 2008. Cuarto grado de 
primaria IE-EIB.

213 	Ministerio de Educación. Resultados de la Evaluación Censal de 
Estudiantes en Lenguas Originarias-Ecelo 2008. Cuarto grado de 
primaria IE-EIB.
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Cabe precisar que muchos de estos problemas también 
fueron advertidos en el Informe Defensorial Nº 152, “Aportes 
para una política nacional de educación intercultural 
bilingüe a favor de los pueblos indígenas del Perú”, tal como 
se ha detallado en el punto 3.3.4.

•	 Deserción escolar 

Por otra parte, el 84% de los hogares en condiciones de 
extrema pobreza cuenta con miembros menores de 18 años. 
En los hogares en condiciones de pobreza el porcentaje 
asciende a 83.3%.214 Esta pobreza lleva a los niños, niñas y 
adolescentes a trabajar, lo que propicia la deserción escolar 
o un muy bajo rendimiento.215 La situación se agrava ante 
los gastos derivados de la escolarización, ello a pesar de 
la gratuidad de la educación establecida en el artículo 4° 
de la Ley General de Educación, Ley N° 28044, cuando la 
brinda el Estado, la que se complementa obligatoriamente 
con programas complementarios de alimentación, salud y 
entrega de materiales educativos. 

Al respecto, cabe precisar que Unicef ha señalado que 
“a pesar de que, la educación básica es obligatoria y su 
universalización se encuentra garantizada por el Estado, 
el sistema educativo formal no ha logrado garantizar 
que todos los y las adolescentes del país —en particular 
los más pobres— accedan y permanezcan en este nivel 
educativo. Esta situación es preocupante, al tener en cuenta 
que la probabilidad de ser pobre en el país, desciende 
significativamente entre quienes logran finalizar la 
educación básica.”216 

214 	Documento Técnico “Análisis de situación de salud de las y los 
adolescentes. Ubicándolos y Ubicándonos”. Minsa, 2009.

215 	Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef), Instituto 
Nacional de Estadística e Informática (INEI). Estado de la Niñez en 
el Perú. Lima: Unicef-INEI, 2008, pp. 18-19. En adelante: Estado 
de la Niñez en el Perú.

216 	Ídem, p. 111.
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•	 Asignación de presupuesto 

En relación con el presupuesto por resultado, se observó 
que la asignación promedio nacional del Programa 
Estratégico Logros de Aprendizaje al finalizar el tercer 
Ciclo (LACIII) a un estudiante de Educación Primaria se 
había reducido de S/479.00, en el 2008, a S/. 105.00, para el 
2009. También que en la mayoría de regiones, la asignación 
per cápita se había reducido. Para el 2009, la asignación 
per cápita en algunas regiones como Arequipa, Moquegua, 
San Martín Loreto, entre otras, se ha reducido a niveles 
menores a los S/. 10 Nuevos Soles por persona. En otros 
cuatro departamentos no ha habido asignación alguna 
en los rubros de la educación primaria. En algunos otros, 
como Huánuco, Huancavelica, Apurímac, Ancash, Lima y 
La Libertad, se observa una asignación por estudiante de 
entre S/. 70 y S/. 350 nuevos Soles. Es necesario anotar 
que Huancavelica, Huánuco, Apurímac y Ayacucho son 
regiones priorizadas por el Minedu. 

Sin embargo, muchos de los departamentos en los que 
se desploma el gasto per cápita tienen proporciones 
importantes de población rural y en pobreza.217 Mientras 
que para el año 2010, la asignación presupuestal para 
este Programa estratégico se ha incrementado, tanto para 
el gobierno nacional como para los gobiernos regionales. 
Esta mayor asignación está dirigida al acompañamiento 
pedagógico de inicial y primaria, mientras que la asignación 
para la actividad “Niñas y niños con competencias básicas 
al concluir el II ciclo” se ha visto reducida en un número 
significativo de regiones, entre ellas Huancavelica, Ancash, 
Tumbes e Ica.218 

217	 Mesa de Concertación para la Lucha contra la Pobreza (Mclcp). 
Grupo de Trabajo “Acceso a servicios públicos y atención a la 
infancia”. Programa Logros de Aprendizaje al Finalizar El III ciclo 
de EBR. Reporte Al Segundo Trimestre 2009, p. 20. 

218 	Mclcp, 2009, p. 20
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Por otro lado, si bien ha existido un importante incremento 
del presupuesto para el Programa referido, aún se necesita 
una mayor asignación para el Sector de Educación, a fin de 
garantizar el derecho a la educación de los niños, niñas y 
adolescentes.

•	 Educación de adolescentes embarazadas

En el ámbito urbano solo se ha encontrado escuelas aisladas 
que organizan un servicio educativo flexible, muchas 
de ellas pertenecientes a la red de Fe y Alegría. En lo 
concerniente a estrategias para lograr la permanencia en el 
sistema de adolescentes embarazadas, estas no existían. La 
Defensoría del Pueblo intervino a partir de diversas quejas 
presentadas para evitar que las adolescentes embarazadas 
fuesen expulsadas de la IE, a pesar de que el artículo 14º 
del Código de los Niños y Adolescentes lo prohíbe. 

Cabe destacar, sin embargo, que mediante la Ley Nº 
29600,219 Ley que fomenta la reinserción escolar por 
embarazo, se prohibió expulsar o limitar de algún modo el 
acceso al régimen escolar de las alumnas embarazadas y 
de aquellas que son madres, y se estableció la obligación de 
las instituciones educativas de generar indicadores sobre 
su avance en la aplicación de métodos para prevenir y 
eliminar cualquier forma de discriminación por razón del 
embarazo o maternidad. Esta norma modifica al artículo 
18° de la Ley General de Educación, referido a las medidas 
de equidad que rigen para el sistema educativo en el país.

•	 Educación de adolescentes que trabajan

Por otro lado, las políticas educativas prioritarias no 
contemplan estrategias específicas y de alcance masivo para 
ofrecer alternativas a adolescentes en riesgo de deserción o 

219	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 15 de octubre del 2010.
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que hayan abandonado la escuela. Según cifras del INEI, 
en el 2001, existía en el Perú un millón 987 mil niños y 
adolescentes (entre 6 y 17 años de edad) que trabajaban, 
46,1% de los cuales eran mujeres y 53,9% hombres. 220 

Sin embargo, a enero del 2010, solo 58,163 de ellos que 
trabajaban en la calle fueron atendidos por el Servicio 
Educadores de Calle desde el año 1997; 2,304 niños, niñas y 
adolescentes siguen estudiando; 1,351 redujeron su jornada 
laboral; y 2,893 dejaron de trabajar por intervención del 
servicio entre los años 2008 y 2009.221

•	 Descentralización de la educación

Finalmente, en lo que respecta a la descentralización de 
la función educativa, si bien la mayoría de los gobiernos 
regionales ha aprobado proyectos educativos regionales 
con lineamientos de diversificación curricular en función 
de las características sociales y culturales,222 el reto es 
el desarrollo de capacidades para su implementación. El 
sistema carece aún de capacidad para introducir cambios a 
escala suficiente en la organización y gestión escolar, en los 
contenidos, así como sistemas de evaluación acordes con las 
características socio-económicas del entorno. 

Por su parte, en la implementación del Plan de 
Municipalización de la Gestión Educativa, que busca 
priorizar el rol de las municipalidades en la gestión educativa 
para mejorar la calidad de la educación, se están presentando 
problemas tanto en lo que respecta a la estrategia del plan, 

220	 Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI). Visión del 
Trabajo Infantil y Adolescente en el Perú: 2001. Lima: INEI, 2002, p. 33. 

221	 Disponible en: http://www.inabif.gob.pe/portalweb/noticia.php?n=a
086ba13355129ca553ee2ee043a41b1&i=1.

 	 Consulta: 26.07.2011.
222	 Ver: http://www.cne.gob.pe/index.php/Proyectos-Educativos-Regionales/ 

proyectos-educativos-regionales.html
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como a su financiamiento, y transferencia presupuestal, y a 
la evaluación que permita determinar el paso de una etapa 
a otra. Asimismo, existen dificultades en lo que se refiere 
a la distribución de competencias en materia de educación 
entre los niveles de gobierno, por lo que se requiere una 
mejor coordinación así como una mayor concertación entre 
el Minedu y los gobiernos regionales y locales.223

3.3.6	 Conclusiones generales

Si bien no se puede negar que en materia político-normativa 
se aprecia una concordancia entre la determinación de 
los problemas y necesidades en materia de educación y 
las prioridades y los objetivos planteados, ello no resulta 
suficiente. 
Lo expuesto se refleja, entre otros factores, en que 
lamentablemente aún persisten como problemas la probable 
insuficiencia del financiamiento público destinado a la 
educación, la permanencia de problemas en la calidad de la 
educación, el acceso a la educación intercultural bilingüe, 
así como la inefectividad del derecho a la gratuidad de la 
educación. 

No obstante lo destacable del desarrollo de programas 
específicos que buscan mejorar el acceso y la calidad de la 
educación, es claro que solo a partir de una política pública 
sostenible se podrán superar los problemas que se enfrentan 
en materia de educación de niños, niñas y adolescentes en 
el país. 

3.4	 Explotación económica, incluido el trabajo 
infantil

Con relación a este tema, el Comité de los Derechos del 
Niño ha recomendado lo siguiente:

223 	Ver Informe Defensorial Nº 148. 
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Cuadro Nº 18
Recomendaciones del Comité en materia de 

explotación económica, incluido el trabajo infantil

OF 1993 OF 2000 OF 2006

El Comité recomienda 
que se modifique 
el Código de 
Menores a tenor 
de lo sugerido por el 
Ministro del Trabajo 
del Perú, en mayo de 
1993 en respuesta 
a las observaciones 
formuladas en ese 
sentido por la Oficina 
Internacional del 
Trabajo

El Comité alienta al Estado 
Parte a que termine lo 
antes posible su reforma 
legislativa consistente en 
elevar la edad mínima 
para autorizar el 
trabajo a 14 años por 
lo menos. El Comité 
alienta también al Estado 
Parte a que considere la 
posibilidad de ratificar el 
Convenio (Nº 138) sobre 
la edad mínima de 1973 
y el nuevo Convenio 
(Nº 182) de la OIT 
sobre la prohibición 
de las peores formas 
de trabajo infantil. 
El Comité recomienda 
además que el Estado 
Parte adopte medidas 
eficaces para ocuparse 
de la situación de los 
niños que intervienen 
en trabajos peligrosos, 
en particular en el sector 
no estructurado de la 
economía. Además, el 
Comité recomienda que 
se refuercen las leyes 
sobre trabajo infantil, 
que se fortalezcan 
las instituciones de 
inspección del trabajo 
y que se impongan 
penas en los casos de 
violación de las normas. 
El Comité recomienda 
que el Estado Parte siga 
trabajando en cooperación 
con la OIT/IPEC. 

El Comité recomienda al 
Estado Parte:
a) Que realice un 
estudio del número de 
niños que trabajan, 
en particular como 
empleados de servicio 
doméstico y en el 
sector agrícola, a fin 
de elaborar y aplicar 
estrategias y políticas 
amplias para impedir y 
reprimir la explotación 
económica.  A tal efecto, 
el Estado Parte debería 
tener debidamente en 
cuenta las opiniones 
de las organizaciones 
dedicadas a la infancia; 
b) Que vele por la plena 
aplicación de la legislación 
relativa al artículo 32 
de la Convención y a 
los Convenios Nº 138 
y Nº 182 de la OIT, 
particularmente en lo 
relativo a la prevención 
de las peores formas 
de trabajo infantil, 
según lo dispuesto, de 
conformidad con los 
Convenios de la OIT; 
c) Que eleve a los 
15 años, es decir, 
al término de la 
enseñanza obligatoria, 
la edad mínima de 
admisión al empleo;



Defensoría del Pueblo

146

d) Que garantice 
a s i g n a c i o n e s 
p r e s u p u e s t a r i a s 
suficientes para la puesta 
en práctica del Plan 
Estratégico Nacional 
para la Prevención y 
Erradicación del Trabajo 
Infantil;
e) Que realice campañas 
de sensibilización para 
prevenir y combatir la 
explotación económica 
de los niños;
f) Que siga solicitando 
asistencia técnica al 
Programa Internacional 
para la Erradicación del 
Trabajo Infantil (IPEC/
OIT) y el Unicef, entre 
otros.

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.

3.4.1 	 Cuestiones generales

La explotación económica de los niños, niñas y adolescentes 
constituye un problema que se viene expandiendo cada vez 
más en el Perú mediante diversas formas, como la trata 
de personas, el proxenetismo, la mendicidad, el trabajo 
infantil, entre otras. 

Precisamente, la erradicación del trabajo infantil como una 
de estas formas de explotación económica se ha convertido 
en una de las principales preocupaciones de las Naciones 
Unidas. En razón de ello, desde 1946 incorporó como 
organismo especializado a la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT),224 la cual creó el Programa Internacional 
para la Erradicación del Trabajo Infantil (IPEC), para 
ocuparse exclusivamente de la prevención y eliminación 
progresiva del trabajo infantil mediante el reforzamiento de 

224 	O´Donnell, Daniel. Op. Cit., p. 40.
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las capacidades nacionales para enfrentar a los problemas 
relacionados con éste.225 

Por su parte, el Estado peruano también se ha unido a esta 
preocupación, habiendo ratificado los Convenios 138 (edad 
mínima de admisión al empleo) y 182 (prohibición de las 
peores formas de trabajo infantil) de la OIT, de acuerdo a 
las recomendaciones del Comité de los derechos del niño. 
Asimismo ha establecido una serie de políticas y planes 
sobre la materia.

Sin embargo, ello no es suficiente, pues el gran número 
de niños, niñas y adolescentes que trabaja responde a la 
necesidad de obtener ingresos que les permita aliviar en 
alguna medida la pobreza o pobreza extrema que afecta 
a sus familias. Según cifras proporcionadas por el Unicef 
de acuerdo a la Encuesta Nacional de Hogares sobre 
condiciones de vida y pobreza (Enaho 2009), “en el Perú el 
54% de los y las adolescentes entre los 14 y 17 años trabaja 
en alguna actividad económica, por lo menos una hora a la 
semana. La incidencia difiere ampliamente según al área de 
residencia: mientras que en las zonas rurales el 82% de los y 
las adolescentes trabaja, en las urbanas lo hace el 35%”. 226

En ese sentido, es necesario que el Estado y la sociedad en 
su conjunto realicen los esfuerzos necesarios para lograr 
la eliminación del trabajo infantil, pues éste impide el 
ejercicio pleno de los derechos fundamentales de los niños, 
niñas y adolescentes, como su derecho a la educación, salud, 
recreación, entre otros. Además, profundiza la desigualdad 
y origina una serie de efectos negativos, como la ausencia 
de un adecuado desarrollo integral.

225	 Al respecto, ver: http://www.onu.org.pe/Publico/infocus/trabajo 
infantil.aspx.

226	 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef), Instituto 
Nacional de Estadística e Informática (INEI). Estado de la Niñez en 
el Perú. Lima: Unicef- INEI, 2011, p. 113.
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3.4.2	 Avances normativos e instrumentos de 
políticas públicas

El artículo 23º de la Constitución Política señala que “el 
trabajo, en sus diversas modalidades, es objeto de atención 
prioritaria del Estado, el cual protege especialmente a la madre, 
el menor de edad y al impedido que trabajan.” Asimismo, el 
artículo 457º del Código Civil establece que “el menor capaz 
de discernimiento puede ser autorizado por sus padres para 
dedicarse a un trabajo, ocupación, industria u oficio”.

Por su parte, el artículo 40º del Código de los Niños y 
Adolescentes señala que “los niños y los adolescentes que 
trabajan participarán en programas dirigidos a asegurar 
su proceso educativo y su desarrollo físico y psicológico”, 
mientras que el Capítulo IV (artículos 48º al 68º) de dicho 
Código se ocupa del régimen para el adolescente trabajador. 

En 1996, el Estado firmó un Memorando de Entendimiento 
con la OIT en el cual se comprometió a ejecutar acciones 
destinadas a la erradicación progresiva del trabajo 
infantil. Posteriormente, en el 2000 y en el 2008, ratificó la 
suscripción de dicho Memorando. 

En el año 2001, el Estado peruano dio cumplimiento expreso 
a las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño 
al ratificar los Convenios Nº 138,227 sobre la edad mínima 
de admisión al empleo y Nº 182,228 sobre la prohibición de 
las peores formas de trabajo infantil de la OIT. Conforme a 
lo dispuesto por el artículo 2º del Convenio Nº 138, la edad 
mínima para admisión al empleo no deberá ser inferior a 
la edad en que cesa la obligación escolar, o en todo caso a 
los 15 años. Sin embargo, excepcionalmente, los Estados 

227 	Aprobado por Resolución Legislativa 27453 y, publicada en el Diario 
Oficial El Peruano el 23 de mayo del 2001.

228 	Aprobado por Resolución Legislativa 27543 y, publicada en el Diario 
Oficial El Peruano el 28 de octubre del 2001.
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podrán fijar los 14 años como edad mínima, siempre y 
cuando su economía y sus medios de educación no estén 
suficientemente desarrollados y exista interés de las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores.

Mediante la Ley N° 27571229 se modificó el artículo 51º del 
Código de los Niños y Adolescentes respecto a las edades 
requeridas para trabajar en determinadas actividades. 
Así, se estableció como edad mínima para autorizar el 
trabajo para labores agrícolas no industriales (15 años), 
industriales, comerciales o mineras (16 años), y pesca 
industrial (17 años). Para el caso de las demás actividades, 
la edad mínima es de 14 años. Sin embargo, este mismo 
artículo admite que por excepción se autorice a partir de los 
12 años siempre que las labores a realizar no perjudiquen 
su salud o desarrollo ni interfieran en su educación y 
permitan su participación en programas de formación u 
orientación profesional.

Por otro lado, cabe indicar que el Plan Nacional de Acción 
por la Infancia 2002-2010 establece como Resultado 
Esperado Nº 9. “Las peores formas de trabajo Infantil son 
erradicadas y se promueven alternativas educativas al 
mismo”, estableciéndose como metas: 

“1. Se habrá erradicado el trabajo infantil en sus 
peores formas y disminuido la mendicidad infantil. 
2. Se habrá reducido en un 50% el trabajo infantil. 
3. El 75% de los operadores de justicia intervendrá 
oportunamente en casos de explotación económica, 
denunciarán y sancionarán según competencia, a 
quienes vulneran derechos de niños y niñas. 
4. Se habrán implementado mecanismos para 
retener en el sistema educativo a los niños y niñas 
que estén trabajando y reducir su deserción escolar”.

229 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 5 de diciembre del 2001.
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Asimismo, mediante Resolución Suprema Nº 018-2003-
TR230 se creó el Comité Directivo Nacional para la 
Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil (Cpeti); 
y mediante Resolución Ministerial Nº 202-2005-TR231 se 
emitió el Reglamento de Organización y Funciones del 
Cpeti. Posteriormente, por Resolución Ministerial Nº 131-
2009-TR232 se dictó el Plan Estratégico del Cpeti y mediante 
Resolución Ministerial N° 215-2011-TR233 del 28 de julio del 
2011 se dispuso poner en marcha la “Estrategia Sectorial 
en materia de prevención y erradicación del Trabajo 
Infantil”, la cual refuerza y desarrolla las obligaciones 
convencionales contraídas por el Estado con la ratificación 
de la Convención sobre los Derechos del Niño, así como de 
los Convenios Nº 138 y 182 de la OIT.

Asimismo cabe destacar que se ha aprobado una serie 
de planes, tales como el Plan Nacional de Prevención 
y Erradicación del Trabajo Infantil (Pnpeti) 2005-2010 
mediante D.S. Nº 008-2005-TR,234 cuyos objetivos son:

–	 Prevenir y erradicar el trabajo infantil bajo los 14 
años de edad.

–	 Proteger el bienestar y derechos de los adolescentes 
trabajadores entre 14 y 18 años.

–	 Prevenir y erradicar las peores formas de trabajo 
infantil de menores de 18 años. 

Por otro lado, el Plan Nacional de Derechos Humanos 2006-
2010, aprobado por D.S. Nº 017-2005-JUS,235 establece 
como Resultados 3 y 4, por un lado la adecuación de la 

230	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 22 de agosto del 2003.
231 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 1 de agosto del 2005.
232 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 30 de mayo del 2009.
233 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 28 de julio del 2011.
234 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 30 de septiembre del 2005.
235 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 11 de diciembre del 2005.
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Normativa Laboral a los requerimientos del Convenio de la 
OIT sobre la erradicación de las peores formas de trabajo 
infantil y, por otro la promoción de normas que garanticen el 
cumplimiento de normas internacionales para la protección 
de niños, niñas y adolescentes en materia de trabajo. 

Cabe mencionar, asimismo, algunas otras normas o medidas 
vinculadas, como la emisión de las Políticas Nacionales 
de obligatorio cumplimiento aprobadas por el Decreto 
Supremo 027-2007-PCM;236 el Reglamento de Seguridad y 
Salud en el Trabajo aprobado por el Decreto Supremo Nº 
009-2005-TR237 (Art. 58º y 59); el Reglamento de la Ley de 
Inspección del Trabajo aprobado por el Decreto Supremo 
Nº 019-2006-TR238 y modificado por el Decreto Supremo N° 
004-2011-TR239 que establece sanciones por infracciones 
muy graves para los empleadores que permitan el trabajo 
de adolescentes por debajo de las edades permitidas, el 
trabajo del adolescente sin autorización, el trabajo infantil 
peligroso y aquellos que deriven en el trabajo forzoso y la 
trata de personas con fines de explotación laboral.

En relación con la mendicidad, el Mimdes expidió la 
Resolución Ministerial Nº 701-2006-MIMDES,240 que 
aprueba los siguientes instrumentos:

–	 Protocolo básico de identificación y atención de casos 
de niños, niñas y adolescentes que se dedican a la 
mendicidad.

–	 Guía de operaciones para los casos de alto riesgo 
de niños, niñas y adolescentes que se dedican a la 
mendicidad. 

236 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 25 de marzo del 2007.
237	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 29 de septiembre del 2005.
238	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 29 de octubre del 2006.
239	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 15 de julio del 2011.
240	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 22 de septiembre del 2006.
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–	 Manual Operativo para los casos de niños, niñas y 
adolescentes que se dedican a la mendicidad.

Además, mediante la Resolución Ministerial Nº 
723-2009-MINSA241 se aprobó el Documento Técnico “Rol 
del Sector Salud en la Prevención y Erradicación del 
Trabajo Infantil en el Perú”.

Por otra parte, cabe indicar que, de conformidad con lo 
dispuesto por el Convenio Nº 182, así como por el Código de los 
Niños y Adolescentes, la relación de los trabajos peligrosos o 
nocivos para la salud de los adolescentes debe ser determinada 
periódicamente. En cumplimiento de ello, mediante el Decreto 
Supremo Nº 003-2010-MIMDES,242 se aprobó la última Relación 
de Trabajos Peligrosos y Actividades Peligrosas o Nocivas para 
la Salud Integral y la Moral de las y los Adolescentes. 

Asimismo, con fecha 9 de abril del 2010, el Minedu aprobó 
la Resolución Directoral N° 0343-2010-ED que incorpora, 
entre otras, algunas orientaciones a los directores y 
docentes para implementar acciones para la prevención del 
trabajo infantil.

A ello cabe agregar que, mediante el Decreto Supremo 
N° 052-2011-PCM,243 se ha incluido como estrategias de 
la política específica de prevención y erradicación de las 
peores formas de trabajo infantil y el trabajo forzoso, a las 
siguientes: 

–	 Fortalecer el Comité Directivo Nacional para la 
Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil y 
promover la creación y/o fortalecimiento de Comités 
Regionales, especialmente en las zonas de detección 
de mayor registro de trabajo infantil.

241	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 31 de octubre del 2009.
242	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 20 de abril del 2010.
243	 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 21 de junio del 2011.
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–	 Fortalecer la Comisión Nacional para la Lucha contra 
el Trabajo Forzoso y el Grupo de Trabajo Multisectorial 
Permanente contra la Trata de Personas, y promover 
la creación y/o fortalecimiento de Comités Regionales 
contra el trabajo forzoso y la trata de personas.

–	 Vigilar el cumplimiento del Plan Nacional para la 
Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil, así 
como del Plan Nacional de Lucha contra el Trabajo 
Forzoso.

–	 Determinar directrices dirigidas a la prevención y 
erradicación de las peores formas del trabajo infantil, 
en concordancia con los Convenios 182 y 138 de la OIT.

–	 Generar información sistemática, pertinente y 
oportuna para apoyar la formulación de estrategias 
orientadas a prevenir y erradicar las peores formas 
del trabajo infantil y el trabajo forzoso.

–	 Desarrollar actividades focalizadas para prevenir 
el reclutamiento y para rescatar y rehabilitar a las 
víctimas del trabajo forzoso.

–	 Involucrar a las empresas, trabajadores y resto de la 
sociedad civil en la lucha contra el trabajo forzoso.

Finalmente, es preciso añadir que por medio de la aprobación 
de la Ley N° 29497,244 Nueva Ley Procesal de Trabajo, se 
ha acentuado la tutela de los derechos de los niños, niñas 
y adolescentes, debido a que permite que éstos puedan 
comparecer al proceso sin necesidad de contar con un 
representante legal y además establece que tienen derecho 
a la defensa pública, conforme a la ley de la materia. 

244 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 15 de enero del 2010. 
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3.4.3 	 Acciones específicas

Existen diversas acciones concretas que, si bien no 
responden a una política integral sí han permitido algunas 
soluciones puntuales sobre algunas problemáticas en 
materia de trabajo infantil. Así, por ejemplo:

–	 En el año 2003, el Programa Internacional para la 
Erradicación del Trabajo Infantil (IPEC-OIT) realizó 
un estudio sobre el aspecto cultural del trabajo infantil 
doméstico, el cual determinó que este trabajo lo realizan 
sobre todo niñas y adolescentes que provienen de las 
zonas rurales del país.245

–	 En el año 2006 se institucionalizó el 12 de junio como 
“Día contra el Trabajo Infantil”, mediante la Resolución 
Ministerial Nº 213-2006-TR,246 a partir de lo cual se 
han lanzado campañas como “El Trabajo Infantil no es 
un Juego de Niños” y “No mas niñas trabajando, las 
queremos estudiando”.247

–	 En el año 2007, el Ministerio de Trabajo y Promoción 
del Empleo (Mintra) aplicó una Encuesta Nacional 
sobre Trabajo Infantil, a cargo de la Organización 
Internacional de Trabajo (OIT) y en coordinación con 
el INEI, referidos a niños y niñas trabajadores que 
realizan trabajos ligeros, peligrosos y no peligrosos, 
aquellos que realizan las peores forma de trabajo 
infantil, entre otros.248 

–	 Como ya se ha señalado, se ha creado el Comité Directivo 
Nacional para la Prevención y Erradicación del Trabajo 

245 	Respuesta del Mimdes. Op. cit.
246 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 7 de junio del 2006.
247 	Respuesta del Mimdes. Op. Cit.
248 	Respuesta del Mimdes. Op. Cit. Los resultados de dicha encuesta 

se han presentado en la publicación del INEI: Perú: Niños, Niñas y 
Adolescentes que trabajan, 1993-2008.
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Infantil (Cpeti), que es una instancia de coordinación 
multisectorial conformada por instituciones públicas 
y privadas que trabajan en favor de la prevención y 
erradicación del trabajo infantil y sus peores formas. 
Entre sus objetivos figuran los referidos a coordinar, 
evaluar y dar seguimiento a los esfuerzos en favor de 
la prevención y erradicación progresiva del trabajo 
infantil en el Perú, así como a proponer políticas en la 
materia. 

Este Comité, además, ejerce un seguimiento periódico de 
las actividades de prevención y erradicación del trabajo 
Infantil del país.249 De acuerdo al Mimdes, a través de 
la labor de prevención del Cpeti, en el 2008 se evitó que 
24,356 niños menores de 12 años saliesen a las calles a 
trabajar, se retiró a 3,585 niños y niñas por debajo de 
los 12 años que se dedicaban en su mayoría a trabajo 
peligrosos; y a 1,514 del trabajo infantil no peligroso.250

–	 A nivel descentralizado se están creando los Comités 
Directivos Regionales de Prevención y Erradicación 
de Trabajo Infantil (Cdrpeti). Al 2009, 13 regiones 
habían creado este Comité con Resoluciones Ejecutivas 
regionales. Además, seis de ellas solo contaban con acta 
de constitución y siete no contaban con Cdrpeti.251 Al 
2011, se han creado 23 Comités Directivos Regionales.252 

249	 Fuente: http://www.mimdes.gob.pe/dgnna/dna/cpeti/cpeti.htm. Consulta: 
14.11.09.

250	 Respuesta del Mimdes, Op. Cit.
251	 Juana Escobar Samamé Abogada de la Dirección de Protección del 

Menor y de la Seguridad y Salud en el Trabajo Coordinadora del 
Comité Directivo Nacional para la Prevención y Erradicación del 
Trabajo Infantil - Cpeti en el documento sobre: Erradicación del 
trabajo infantil y protección de los derechos de los adolescentes 
trabajadores. Mintra, 2009.

252	 MTPE. Ministra García: Unos 10 mil niños peruanos dejaron de 
trabajar en los últimos 5 años. Publicado el 06 de junio del 2011. 
http://www.mintra.gob.pe/mostrarNoticias.php?codNoticia=3357. 
Visitado el 21 de julio del 2011. 
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–	 La Dirección de Protección al Menor del Mintra se encarga 
de la acreditación de adolescentes mayores de 14 años 
para trabajar, así como de la inspección del trabajo en 
empresas, de manera inopinada y con capacidad de emitir 
sanciones (en el 2007 se supervisó a 900 empresas; en el 
2008, a 3000 y, en el 2009 a 497 empresas).253 También se 
encarga de inscribir a las ONG que trabajan el tema en 
el registro correspondiente. En el ámbito nacional existen 
19 regiones que cuentan con una oficina descentralizada 
especializada (comités regionales) de dicha dirección.

Esta dirección ha desarrollado un Proyecto Piloto para 
la prevención y erradicación de las causas del trabajo 
infantil en el mercado de frutas de Lima, y para proteger 
y promover capacidades en la familia y dar una atención 
integral (Minsa, Minedu, Mintra, Mimdes).

–	 Asimismo, de acuerdo a lo informado por el Mimdes, 
mediante el Programa Construyendo Perú, se logró 
prevenir el trabajo infantil por debajo de los 12 años 
de edad a un total de 249,163 niños y niñas. Mediante 
el Programa Pro-Joven, un total de 4,121 adolescentes 
entre los 16 a 17 años han sido capacitados para 
el trabajo, los cuales se encuentran registrados en 
programas especiales para su promoción integral.254

–	 Por su parte, el Minedu también ha realizado en el 
año 2010 una serie de acciones para la lucha contra el 
trabajo infantil, como la incorporación de presupuesto 
para materiales educativos de prevención de este 
trabajo, las jornadas de asesoría técnica con promotores 
de tutoría y la orientación educativa de Lima y Callao, 
entre otras.255 

253 	Pnaia Informes 2007, 2008 y 2009, respectivamente. No se cuenta 
con información al 2010, de acuerdo a lo señalado en el Pnaia. 
Informe 2010.

254 	Respuesta del Mimdes, Op. Cit. 
255 	Pnaia. Informe 2010, p. 36.
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–	 Asimismo, en el año 2010, el Ministerio del Interior 
(Mininter), mediante la Dirección de Familia, 
Participación y Seguridad Ciudadana de la Policía 
Nacional del Perú (PNP), desarrolló eventos educativos 
dirigidos a los efectivos policiales del Programa Colibrí, 
que tiene como objetivo la captación y el apoyo a los 
niños, niñas y adolescentes trabajadores de la calle. 
Dicho programa se desarrolla en 180 comisarías de todo 
el ámbito nacional.256

3.4.4	 Problemas subsistentes

A pesar de logros como la emisión de normas y acciones como 
las referidas líneas arriba, el trabajo infantil constituye 
un problema que afecta al desarrollo integral de los niños, 
niñas y adolescentes, así como al ejercicio de sus derechos 
fundamentales, siendo las medidas y acciones concretas 
insuficientes para dar solución a este grave problema, lo 
cual termina vulnerando sus derechos, principalmente de 
quienes viven en pobreza. 

No obstante los esfuerzos realizados, no se ha cumplido con 
las metas del Pnaia y del Pnpeti 2005-2010, que buscaban 
tanto disminuir el trabajo infantil como erradicar sus peores 
formas. Por el contrario, en base a las Enaho es posible 
constatar que el trabajo infantil está aumentando.257

La situación se agrava si se considera que no existe una 
línea base que indique cuántos son los niños, niñas 
y adolescentes que trabajan en las “peores formas de 
trabajo infantil” y, en consecuencia, se torna compleja su 
erradicación. Similar situación se presenta respecto al 
problema de la mendicidad infantil, sobre la cual tampoco 
existe línea de base ni meta precisa: 

256 	Ibíd. Op. Cit., p. 37
257	 Proyecta Lab. Evaluación del Plan Nacional de Acción por la 

Infancia y la Adolescencia 2002-2010. Informe Final, mayo del 
2010, pp. 89-91.
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“La información existente es sobre estudios parciales 
importantes (…) o informes de intervenciones 
específicas (…), pero no de carácter nacional.258

(…) No se cuenta con información nacional 
consolidada para evaluar el porcentaje de avance 
logrado cada año sobre las peores formas de trabajo 
infantil. Sobre la mendicidad infantil no hubo una 
meta.259

(…) No obstante, al no conocerse cuántos niños 
y niñas se incorpora al trabajo, en particular 
al trabajo peligroso, no se pueden cuantificar 
los avances. Existe sí, estudios parciales, y en 
los Informes Anuales de la CM, reseñas de las 
actividades de entidades del Estado y su cobertura, 
pero no de la población no atendida y por tanto de 
las brechas pendientes”.260

En lo que se refiere a la meta prevista en el Pnaia 2002-
2010 de disminución en un 50% del trabajo infantil, cabe 
citar lo siguiente:

“(…) para poder determinar sus avances se requiere 
un estudio de la cobertura y resultados de los 
servicios e intervenciones públicas y privadas en pro 
de la reducción del trabajo infantil, en sus formas 
abiertas y ocultas. Con los Informes Anuales de la 
Comisión Multisectorial del Pnaia 2002 - 2010, 
que resumen las actividades realizadas por las 
instituciones involucradas para el cumplimiento 
de sus metas, es posible sólo constatar muy 
gruesamente que la sumatoria de las poblaciones 
de niños/as beneficiarios de intervenciones directas 

258 	Ídem, p. 86.
259 	Ídem, p. 87.
260 	Ídem, p. 90.
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de retiro y prevención del trabajo infantil peligroso 
y no peligroso, está bastante por debajo de las cifras 
de trabajo infantil.261 

Solo a modo de ejemplo de algunos datos referenciales, 
según los datos proporcionados por el Unicef de acuerdo a 
la Enaho 2009, se puede decir que:

“A nivel nacional, la tasa de adolescentes que 
trabaja es mayor entre los varones (56%) que entre 
las mujeres (51%), diferencia que se presenta más 
en las zonas rurales, donde dicha brecha es de siete 
puntos porcentuales (85% de varones frente a 78% 
de mujeres), que en las urbanas, con una brecha 
de tres puntos porcentuales (37% de varones frente 
a 34% de mujeres). Según la Encuesta de Trabajo 
Infantil, si bien, las adolescentes presentan 
una menor participación en las actividades 
económicas, tienen una mayor participación en 
las tareas domésticas. Mientras el 73% de los y las 
adolescentes realizan actividades domésticas, este 
porcentaje asciende a 87% entre las adolescentes 
mujeres, quienes tienden a dedicar más horas que 
los varones a este tipo de actividades.

Por otro lado, la proporción de adolescentes 
que trabaja también se encuentra diferenciada 
según la lengua en la que aprendió a hablar. Si 
bien, la proporción de adolescentes con lengua 
materna castellana que trabaja es relativamente 
alta (50%), es mayor entre los y las adolescentes 
con lengua materna originaria (79%). Asimismo, 
(…) existe una clara asociación entre pobreza y 
trabajo: el porcentaje de adolescentes que trabaja 
es significativamente mayor entre quienes residen 
en hogares en situación de pobreza extrema (77%) 

261	 Ídem, pp. 86-87.
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que entre los de hogares no pobres (44%), diferencia 
que sería más acentuada en las zonas urbanas (46% 
frente a 32%) que en las rurales (84% frente a 78%), 
con 14 y 6 puntos porcentuales, respectivamente”. 262

Por otro lado, según la Encuesta Nacional de Trabajo 
Infantil (ETI) 2007 del INEI:263

 
–	 Los niños y adolescentes trabajadores obtienen un 

ingreso promedio de S/. 162 al mes, que representa el 
22% del presupuesto del hogar. 

–	 Los niños de 6 a 9 años de edad obtienen un ingreso 
promedio mensual de S/. 41, el mismo que representa 
el 7% del presupuesto del hogar. 

–	 Por su parte, los niños de 10 a 13 años de edad obtienen 
S/. 109 en promedio al mes, monto que representa el 
17% al presupuesto del hogar. 

–	 Los adolescentes de 14 a 15 años obtienen un ingreso 
promedio mensual de S/. 170, el mismo que representa 
el 21% al presupuesto del hogar. 

–	 Mientras que los adolescentes de 16 a 17 años obtienen 
S/. 269 en promedio al mes, lo cual representa el 30% 
del presupuesto del hogar.

Además, de acuerdo a cifras del INEI:264

262 	Unicef-INEI, Estado de la Niñez en el Perú. Lima: Unicef-INEI, 
2011, pp. 113-114.

263 	Boletín CAD Nº 107. 07 JUN2010. Ciudadanos al Día.
264 	INEI. Nota de prensa Nº 023 del 19.02.2010. Dio cuenta de la 

publicación del documento Perú: Niños, Niñas y Adolescentes que 
trabajan, 1993-2008, investigación estadística realizada sobre la 
base de los resultados del XI Censo de Población y VI de Vivienda 
2007, la Encuesta Nacional de Trabajo Infantil y las Encuestas 
Nacionales de Hogares 2001-2008.
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–	 La Población Económicamente Activa Ocupada de 
6 a 17 años de edad, alcanza los 2 millones 115 mil 
personas, con una tasa de actividad de 28,0%, es 
decir, 28 de cada cien niños, trabajan.

–	 De ese total, 1 millón 11 mil son adolescentes de 14 a 
17 años de edad y 1 millón 103 mil son niños y niñas 
entre 6 a 13 años. 

–	 El mayor porcentaje de ocupados se encuentra en el 
área rural y representa el 70,4%; mientras que, en el 
área urbana se registró un 29,6%. 

–	 Según género, del total de niños, niñas y adolescentes, 
el 54,7% son varones y el 45,3% son mujeres.

Respecto al Programa de Educadores de Calle, a cargo del 
Inabif, que se desarrolla en 17 departamentos del país,265 
cabe indicar que a pesar de sus innegables esfuerzos, su 
funcionamiento es limitado. Así, por ejemplo, como ya se ha 
señalado, si bien de acuerdo a cifras del INEI, en el 2001 en 
el Perú había un millón 987 mil niños y adolescentes (entre 
6 y 17 años de edad) que trabajaban,266 sólo 58,163 de ellos 
fueron atendidos por el Servicio Educadores de Calle desde 
el año 1997 a enero del 2010.267

Por otro lado, de acuerdo al artículo 52º del CNA, tienen 
competencia para autorizar el trabajo de adolescentes 
tanto el Sector Trabajo como los municipios distritales 

265 	El Programa de Educadores de Calle se desarrolla en Apurímac, 
Arequipa, Ayacucho, Cajamarca, Ancash, Cusco, Junín, 
Huánuco, Lima, Ica, Loreto, Cajamarca, Ucayali, Puno, Piura, 
Tacna, La Libertad. Ver: http://www.inabif.gob.pe/portalinabif/
transparencia/06_adicional/2011/pec/pec.pdf. Consulta: 26.07.2011.

266 	Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI): “Visión del 
Trabajo Infantil y Adolescente en el Perú: 2001.” Lima, 2002, p. 33. 

267 	Disponible en: http://www.inabif.gob.pe/portalweb/noticia.php?n=a
086ba13355129ca553ee2ee043a41b1&i=1. Consulta: 26.07.2011.
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y provinciales, los cuales se harían cargo del trabajo 
adolescente doméstico, independiente o por cuenta propia. 
Sin embargo, el Registro Municipal de Adolescentes 
Trabajadores y de Trabajadoras del Hogar a fines del 2009 
solo se había implementado en dos distritos del país.268 

Resulta preocupante que el Estado peruano no cuente con 
programas específicos de atención a trabajos peligrosos de 
niño, niña y adolescente (por ejemplo, elaboración artesanal 
de ladrillos, minería artesanal de oro, etc.) siendo diversas 
ONG quienes fundamentalmente intervienen mediante 
programas y proyectos.269 En efecto, es importante destacar 
el apoyo de la sociedad civil y empresas privadas en la 
prevención y erradicación del trabajo infantil en sus peores 
formas.270 
A pesar de las denuncias que se presentan sobre la grave 
problemática del trabajo del niño, niña y adolescente 
en minería informal, no existe un trabajo sistemático 
integral ni la suficiente coordinación entre el MINTRA, el 
Ministerio de Energía y Minas y otras entidades estatales 
involucradas.

Hasta la fecha no se cuenta con estudios sobre la ubicación 
y estadísticas oficiales respecto al número real de niños, 
niñas y adolescentes trabajadores en el Perú involucrados 
en las peores formas de trabajo infantil y trabajos peligrosos. 
De acuerdo al Pnaia 2009, durante el año 2008 se logró 

268	 www.muniwanchaq.gob.pe/wanchaq/imagen/Ordenanzas/122%20
TrabajadorasDelHogar.pdf; www.munihuamanga.gob.pe/download/
Ordenanza/Ordenanza%202009/0_m_009_2009_actualizado_200309_
pdf Consulta: 30.10.2009.

269 	Fuente: Grupo de Iniciativa Nacional por los Derechos del Niño 
-GIN. III Informe de Seguimiento a la aplicación de la Convención 
sobre los Derechos del Niño y la Niña en el Perú 2000-2006. Lima, 
2006.

270 	Proyecta Lab. Evaluación del Plan Nacional de Acción por la 
Infancia y la Adolescencia 2002-2010. Informe Final, mayo del 
2010, p. 91.



Las recomendacionesa del Comité de los Derechos del Niño al Estado peruano

163

retirar del trabajo infantil, especialmente de los trabajos 
peligrosos, a unos 1,991 niños y niñas, cuyas edades están 
por debajo de los 12 años de edad.271 

En cuanto a la mendicidad, aún se encuentra vigente la 
Ley Nº 28190272 o “ley de mendicidad“.273 Sin embargo, 
de acuerdo a información del Mimdes, se ha promovido 
la formación de una Mesa de Trabajo intersectorial que, 
con el apoyo de la sociedad civil, elaborará un diagnóstico 
que permitirá contar con información sobre la situación de 
niños, niñas y adolecentes en mendicidad y formular una 
propuesta de modificación de la referida ley, a fin de poder 
deslindar la problemática de mendicidad de la trata de 
personas o explotación sexual comercial infantil, al existir 
actualmente normatividad específica para estas figuras 
delictivas.274

Finalmente, no obstante la importancia de la realización 
de campañas y movilizaciones en todo el ámbito nacional 
(radio, TV, prensa escrita, marchas, etc.) por el Día 
Nacional contra el Trabajo Infantil (12 de junio), no resultan 
sostenidas durante lo que resta del año.

3.4.5	 Conclusiones generales

Si bien existen algunos avances normativos y acciones 
precisas sobre la problemática del trabajo infantil, aún se 
carece de una política pública sostenida para revertir el 
problema, a pesar de haber transcurrido varios años desde 
la ratificación de los Convenios Nº 138 y 182, que buscan la 
erradicación del trabajo infantil. 

271 	Pnaia. Informe 2009, p. 41.
272 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 28 de marzo del 2004.
273 	Al respecto, el Comité en sus Observaciones Finales del 2006, en el 

acápite de medidas generales, párrafo 8, había recomendado que se 
considere la posibilidad de derogar la “Ley de mendicidad”.

274 	Respuestas del Mimdes. Op. cit.
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Lo expuesto resulta más preocupante aún no solo por el 
incumplimiento de las metas planteadas por la normatividad 
nacional, sino por el incremento del trabajo infantil incluso 
a muy temprana edad, y por la imposibilidad de combatir 
de manera radical la persistencia de las peores condiciones 
de trabajo como, por ejemplo, ocurre en la minería informal, 
toda vez que no se cuenta con cifras actualizadas respecto 
a la cantidad de niños, niñas y adolescentes que trabajan 
en el Perú.

3.5	V iolencia, abusos, abandono y malos tratos 

Con relación a este punto, el Comité de los Derechos del 
Niño ha recomendado lo siguiente:

Cuadro Nº 19
Recomendaciones del Comité en materia de 
violencia, abusos, abandono y malos tratos

OF 1993 OF 2000 OF 2006

El Comité recomienda 
que se investiguen los 
casos de ejecuciones 
e x t r a j u d i c i a l e s , 
desapariciones y 
torturas que se 
producen en el 
contexto de la violencia 
interna imperante en 
varias partes del país. 
Las personas acusadas 
de tales abusos deben ser 
juzgadas y castigadas si 
se determina su culpa. 
Además, deberían 
adoptarse medidas 
especiales para garantizar 
que los niños estén 
protegidos contra

A la luz, entre otras 
cosas, de los artículos 3, 
6, 19, 28 (2) y 39 de la 
Convención, el Comité 
recomienda que el Estado 
Parte siga adoptando 
medidas eficaces para 
prevenir y combatir el 
abuso y el maltrato de 
los niños dentro de la 
familia, en la escuela y 
en la sociedad en general, 
en particular mediante 
el establecimiento 
de programas 
multidisciplinarios 
de tratamiento y 
rehabilitación. Sugiere, 
entre otras cosas, que se 
fortalezca la aplicación 
de la ley con respecto 
a esos delitos; que se 
refuercen

El Comité insta al 
Estado Parte a redoblar 
sus esfuerzos a fin de:
a) Prevenir y combatir 
el maltrato de los 
niños en el hogar;
b) Reforzar los mecanismos 
para determinar el 
alcance de las formas 
de violencia, daños o 
abusos, abandono, malos 
tratos o explotación 
contemplados en el 
artículo 19, en particular 
en la familia, la escuela 
y en instituciones u otros 
lugares de atención;
c) Introducir en el Código 
Penal disposiciones 
que se refieran 
específicamente a esas 
formas de violencia y 
maltrato;
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OF 1993 OF 2000 OF 2006

semejantes violaciones 
de los derechos humanos 
y que sean atendidos 
por programas de 
rehabilitación e inserción 
en un clima que 
promueva la dignidad y 
la autoestima del niño.

los procedimientos y 
mecanismos adecuados 
para tratar de forma 
eficaz las denuncias 
de abusos de niños, a 
fin de proporcionar 
a los niños un acceso 
rápido a la justicia; 
y que la ley prohíba 
explícitamente la 
aplicación de castigos 
corporales en el hogar, 
en las escuelas y en 
otras instituciones. 
(…).
El Comité alienta al 
Estado Parte a que 
considere la posibilidad 
de solicitar cooperación 
internacional a 
este respecto, entre 
otros, al Unicef y 
las organizaciones 
internacionales no 
gubernamentales.

d) Ampliar su línea 
telefónica gratuita de 
ayuda, Teléfono Anar, 
a fin de llegar a los 
niños de zonas remotas 
en todo el país. En el 
contexto del estudio a 
fondo sobre la cuestión 
de la violencia contra los 
niños que lleva a cabo el 
Secretario General y del 
correspondiente
cuestionario enviado a los 
gobiernos, el Comité toma 
nota con reconocimiento 
de las respuestas 
presentadas por escrito 
por el Estado Parte y 
de su participación en 
la consulta regional 
de América Latina, 
celebrada en la Argentina 
del 30 de mayo al 1º 
de junio del 2005. El 
Comité recomienda 
al Estado Parte que 
utilice el resultado de 
la consulta regional 
como instrumento 
para tomar medidas, 
en colaboración con la 
sociedad civil, con el 
objeto de cerciorarse 
de que todos los niños 
están protegidos 
contra todo tipo de 
violencia física o 
mental y para generar 
medidas concretas y, 
cuando proceda, acciones 
limitadas en el tiempo 
encaminadas a prevenir 
la violencia y los malos 
tratos y darles solución.

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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3.5.1. 	Cuestiones generales

El análisis sobre el fenómeno de la violencia requiere 
adoptar un enfoque especial debido a la situación de 
vulnerabilidad en que se encuentran los niños, niñas y 
adolescentes. En efecto, un “hecho no suficientemente 
apreciado es que los niños están mucho más expuestos y 
son mucho más vulnerables que los adultos”,275 resultando, 
en consecuencia, más proclives a las diversas formas de 
violencia, entre otras razones por la concepción tradicional 
de la autoridad que social y culturalmente suelen ejercen 
los padres y madres sobre ellos, entendiéndolos aún en la 
práctica como “objetos de protección” antes que como lo que 
son, es decir como “sujetos de derecho”.276 

Los padres, madres y demás personas legalmente 
responsables del cuidado de los menores de edad los 
han convertido frecuentemente en víctimas de diversas 
manifestaciones de violencia, sea por acción o por 
omisión.277 Por otro lado, el acogimiento de niños, niñas 

275 	Finkelhor, D., y Dziuba-Leatherman, J., ‘Children as Victims of 
Violence: A National Survey’, Pediatrics, 94(4), Octubre 1994, p. 
413. Citado en: Centro Internacional para el Desarrollo del Niño-
Unicef. Innocenti Digest. Niños y Violencia. Número 2, p. 2.

276 	Recordemos que, de acuerdo a la denominada Doctrina de la 
Protección Integral invocada en la Convención de los Derechos del 
Niño los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho y no 
objetos de protección. Es decir, son titulares de derechos y deberes, 
con capacidad de goce y de ejercicio y, por ende, con autonomía para 
poder desenvolverse dentro de la sociedad, sin dejar de atender, claro 
está, su especial condición de personas en proceso de formación. 

277 	En principio, no todas las personas podrían cometer actos violentos 
contra los niños, niñas y adolescentes mediante una omisión. En 
forma similar a lo que ocurre en el Derecho Penal, únicamente 
aquellos sujetos que detentan una posición de garantes sobre las 
personas menores de edad serían capaces de cometer dichos actos, es 
decir, quienes tienen un especial deber de conservación o reparación 
del bien jurídico, entre los que se encontrarían los padres, madres 
y profesores. Ver, al respecto, Zaffaroni, Eugenio Raúl. Estructura 
Básica del Derecho Penal. Buenos Aires: Ediar, 2009, p. 129.
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y adolescentes en colegios y otras instituciones de 
protección implica a menudo la existencia de regímenes 
represivos y autoritarios en los que la violencia cometida 
por personas adultas puede provocar que las personas 
menores de edad actúen con violencia hacia otros niños, 
niñas y adolescentes o ser un componente importante de 
esas actitudes violentas.278 

En otros términos, los niños, niñas y adolescentes 
constituyen un grupo subvalorado dentro de la sociedad 
actual por su especial condición de personas en formación, 
lo que los hace más vulnerables a ser tratados con violencia, 
generando además que, en el futuro, estas personas, ya 
adultas, adopten a su vez conductas violentas hacia los 
niños, niñas y adolescentes, en general, y a sus hijos e hijas 
en particular. 

Se debe enfatizar en que la violencia constituye una 
afectación a lo que debe ser el normal desarrollo físico, 
psicológico y emocional de la persona menor de edad, 
amenazando o afectando de esta manera sus derechos 
fundamentales. 

En tal sentido, por “violencia infantil” también se entiende 
a aquella acción violenta o negligente ejercida contra un 
niño, niña o adolescente, tanto en el plano físico como 
psicológico, y bajo cualquier propósito.279 Cabe resaltar que 
en esta definición ingresa un nuevo elemento: la violencia 
también puede ser realizada de manera “negligente”, 
entendida como aquel acto descuidado u omisión, esto es, 
que falta al cuidado que se le debe poner a las acciones.280 

278 	Centro Internacional para el desarrollo del niño-UNICEF: Innocenti 
Digest. Niños y Violencia. Número 2, p. 2.

279 	Acción por los Niños: El Abuso y Maltrato Infantil. En: www.
accionporlosninos.org.pe/pdfs/pcm.pdf Consulta: 14.04.10.

280	 En: http://buscon.rae.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA= 
negligente Consulta el 15.04.10.
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Por consiguiente, la violencia infantil no solo se debe 
entender como una actitud consciente y voluntaria, dirigida 
directamente a afectar o restringir derechos fundamentales 
de los niños, niñas y adolescentes, sino que basta que ésta 
se pueda producir debido a que el sujeto responsable del 
cuidado de una persona menor de edad no adopta las 
medidas necesarias para evitar dicho resultado.

Cabe mencionar que del artículo 19º de la Convención sobre 
los Derechos del Niño se desprende que la violencia es toda 
forma de perjuicio o abuso físico o mental, trato negligente, 
malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, y se 
establece la obligación estatal de adoptar medidas de 
protección para el niño, niña o adolescente víctima de 
cualquier forma de violencia.

A partir de lo expuesto, se puede apreciar que existen diversas 
manifestaciones de lo que constituye un acto violento en 
el ámbito de la niñez y adolescencia, las principales de 
las cuales han sido evidenciadas en las recomendaciones 
planteadas por el Comité de los Derechos del Niño con el 
objeto de contribuir a su prevención y erradicación. Cabe 
señalar que, en sus diversas recomendaciones, a partir del 
año 2006, el Comité distingue de manera específica el tema 
de los castigos corporales de las recomendaciones generales 
sobre violencia, abusos, abandono y malos tratos. En razón 
de ello, este acápite está referido a distintas formas de 
violencia que se cometen contra niños, niñas y adolescentes, 
lo que comprende, por ejemplo, violencia sexual, abandono, 
castigo físico y humillante, entre otros.281 

281 	Un problema a tener en cuenta es que existen múltiples definiciones 
sobre la violencia y sus diversas formas. La inexistencia de consenso 
en lo que toca a los conceptos y nociones que se utilizan en materia 
de violencia y maltrato infantil ha determinado que este disímil 
tratamiento y esta nomenclatura han sido incorporados por los marcos 
jurídicos contenidos en instrumentos internacionales de protección de 
los derechos humanos, así como en la legislación interna.
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3.5.2	 Avances normativos e instrumentos de 
políticas públicas

El Código de los Niños y Adolescentes establece el Sistema 
Nacional de Atención Integral a la Niñez y Adolescencia en 
sus artículos 27°, 28°, 29° y 30° y asigna el rol de ente rector 
al Mimdes, en el marco del proceso de descentralización 
del Estado. Como parte de este Sistema se especifican 
programas para niños y adolescentes maltratados o 
víctimas de violencia. De acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 38º del Código, “el niño o el adolescente víctimas 
de maltrato físico, psicológico o de violencia sexual merecen 
que se les brinde atención integral mediante programas que 
promuevan su recuperación física y psicológica.”

En concordancia con ello, el Plan Nacional de Acción por la 
Infancia 2002-2010 establece como resultado esperado Nº 22 
la “Disminución del maltrato y erradicación del abuso sexual 
en niñas, niños y adolescentes,” con las metas siguientes:

–	 Meta 1: Se habrá reducido en un 50% los casos de 
maltrato infantil y adolescentes.

–	 Meta 2: Se habrá erradicado el abuso sexual de niños, 
niñas y adolescentes.

De acuerdo con los dispuesto por el CNA, al Mimdes le 
corresponde promover y establecer programas preventivos 
de protección y atención, públicos y privados, tendentes 
a prevenir, atender y reducir los efectos de la violencia 
dirigida contra el niño, niña o adolescente, mientras que 
al Sector Salud le corresponde brindar los servicios de 
atención integral para su recuperación física y psicológica. 

Por su parte, el Minedu cuenta con Defensorías Escolares 
del Niño y del Adolescente (Desnas)282 que intervienen 

282 	Directiva Nº 002-2006-VMGP/DITOE. Normas para el desarrollo de 
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en la defensa de los derechos de los y las estudiantes y 
atienden casos de maltrato, los cuales de constituirse en 
faltas o delitos, son derivados a la instancia pertinente. 
Sin embargo, no todas las IE del país cuentan con este 
servicio.283 

Adicionalmente, en el MINEDU existen normas de atención 
frente al maltrato físico y psicológico y hostigamiento 
sexual, y/o delitos contra la libertad sexual por parte de 
personal directivo, jerárquico, docente y administrativo 
de las IE, las cuales han sido aprobadas por la Resolución 
Ministerial Nº 0405-2007-ED.284 De presentarse un caso, 
además de la vía penal en el Sector Educación, se deriva 
la denuncia ante la Comisión de Atención de Denuncias y 
Reclamos (Cader). 

Asimismo, con fecha 9 de abril del 2010 se aprobó la 
Resolución Directoral N° 0343-2010-ED, que incorpora, 
por ejemplo, algunas disposiciones para que las UGEL 
supervisen, acompañen y monitoreen la implementación de 
acciones de convivencia y disciplina escolar democrática, 
o para que organicen y supervisen campañas sobre el 
derecho al buen trato destinadas a sensibilizar a toda la 
comunidad educativa sobre la importancia de la disciplina 
escolar, prohibiendo y sancionando el empleo de toda forma 
de castigo físico o de práctica humillante contra los y las 
estudiantes como forma de disciplina o sanción. 

las acciones y funcionamiento de las Defensorías escolares del niño 
y del adolescente (Desnas) en las IE.

283 	Defensoría del Pueblo. Adjuntía para los Derechos de la Mujer. 
Informe de adjuntía Nº 002-2010-DP/ADM. Tercer Reporte de la 
Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad 
de Oportunidades entre Mujeres y Hombres, 2009, p. 38.

284 	Resolución Ministerial Nº 0405-2007-ED, publicada en el Diario 
Oficial El Peruano el 12 de septiembre del 2007 que aprueba los 
Lineamientos de acción en caso de maltrato físico y/o psicológico, 
hostigamiento sexual y violación de la libertad sexual a estudiantes 
de IE. 
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En el ámbito de las IE, dentro de las responsabilidades que 
se asigna a los directores se encuentran la planificación y 
la ejecución de las campañas, así como la responsabilidad 
de implementar acciones para la convivencia y disciplina 
escolar democrática. A los responsables de la convivencia 
y la disciplina escolar les toca promover y velar para que 
las medidas disciplinarias no vulneren los derechos de los 
y las estudiantes; promover medios alternativos para la 
solución de conflictos, recibir y canalizar las iniciativas de 
la comunidad educativa dirigidas a mejorar la disciplina 
escolar.

En el ámbito específico de los castigos físicos y humillantes, 
en el acápite sobre responsabilidades de los tutores con 
los docentes y auxiliares de educación se establece la 
responsabilidad de apoyar la disciplina y la convivencia 
escolar en el marco del respeto a la integridad física, 
psicológica y moral de los estudiantes, erradicando todo 
tipo de maltrato o castigo como método correctivo. 

Por su parte, con la finalidad de combatir el abuso sexual, 
en el Sector Educación se emitió la Ley Nº 27911,285 Ley 
que regula medidas administrativas extraordinarias para 
el personal docente o administrativo implicado en delitos 
de violación sexual, estableciendo que el docente o personal 
administrativo que labora en una institución educativa, en la 
UGEL o la dre que haya atentado contra la libertad sexual 
de un alumno o alumna, podrá ser destituido del Sector 
Educación, siempre que haya sido condenado en última 
instancia o cuente con sentencia consentida. Asimismo, el 
Director de la UGEL o DRE podrá imponer la sanción de 
destitución al docente o personal administrativo, aun si el 
juez que condenó a estos servidores como autores del delito 
contra la libertad sexual dispusiese suspender la ejecución 
de la pena o aplicar la reserva del fallo condenatorio.286

285 	Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 08 de enero del 2003.
286 	Informe Defensorial Nº 147, p. 233.
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Por otro lado, las Defensorías del Niño y Adolescentes (DNA) 
forman parte del Sistema Nacional de Atención Integral 
al Niño y el Adolescente,287 que dirige el Mimdes, por lo 
que existe un vínculo funcional entre estas entidades, aún 
cuando dichas Defensorías no pertenecen orgánicamente 
al Ministerio, sino a las instituciones que promueven su 
creación. En tal sentido, el Mimdes es la autoridad central 
del servicio de defensorías del niño y el adolescente en todo 
el territorio nacional. 

De acuerdo a los artículos 42° al 47º del Código de los 
Niños y Adolescentes y al Reglamento de las DNA,288 éstas 
pueden funcionar en los gobiernos locales (Demuna), en 
las instituciones públicas, privadas y organizaciones de la 
sociedad civil cuya finalidad es resguardar y promover los 
derechos que la legislación reconoce a las niñas, niños y 
adolescentes. Las DNA están autorizadas para desarrollar 
diferentes funciones, en particular para atender casos de 
violencia familiar, e incluso denunciar ante las autoridades 
competentes faltas y delitos cometidos en agravio de los 
niños, niñas y adolescentes. 

Sobre el particular, es preciso indicar que, en diciembre 
del 2010, el Mimdes expidió la Resolución Ministerial 
Nº 809-2010-MIMDES, que aprueba el Reglamento de 
Coordinadoras de Defensorías del Niño y del Adolescente.

Por otro lado, cabe mencionar que, en materia de violencia 
sexual, el Código Penal de 1991 ha sufrido una serie de 
modificaciones,289 las cuales se han caracterizado por el 
incremento de las consecuencias jurídicas: aumento de la 

287 	Ver artículos 42º al 47º del Código de los Niños y los Adolescentes.
288	 Aprobada mediante la Resolución Ministerial Nº 234-99-Promudeh, 

publicada en el Diario Oficial El Peruano el 21 de julio de 1999.
289 	Algunas de estas leyes modificatorias son la Ley Nº 26293, el 

Decreto Legislativo Nº 896, la Ley Nº 27115, la Ley Nº 27459, la Ley 
Nº 27472, la Ley N° 27507, la Ley Nº 28251 y la Ley Nº 28704.
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pena, y reducción o exclusión de los beneficios penitenciarios, 
que solo en apariencia habría determinado una mayor 
protección de los bienes jurídicos en riesgo, deviniendo en 
una utilización meramente simbólica del derecho penal.290

En materia de abandono,291 las normas emitidas por el derecho 
interno que contienen disposiciones específicas en materia 
de protección de los niños, niñas y adolescentes frente a 
situaciones de abandono o riesgo son el Código de los Niños 
y Adolescentes; la Ley Nº 29174,292 Ley General de Centros 
de Atención Residencial293 de Niñas, Niños y Adolescentes, y 
el Decreto Supremo N° 008-2009-MIMDES,294 Reglamento 
de la Ley General de Centros de Atención Residencial de 
Niñas, Niños y Adolescentes.

Finalmente, es necesario señalar que recientemente se han 
aprobado dos normas relacionadas a la violencia contra 
los niños, niñas y adolescentes. Una de ellas es la Ley Nº 

290 	Ver Informe Defensorial Nº 126, “La aplicación de la justicia penal 
ante casos de violencia sexual perpetrados contra niños, niñas y 
adolescentes”, p. 75.

291 	La Defensoría del Pueblo ha desarrollado un extenso informe sobre 
la situación de los Centros de Atención Residencial (CAR) estatales, 
en el marco del derecho a vivir en una familia. Debido a que este 
derecho corresponde a otras recomendaciones del Comité sobre los 
Derechos del Niño, dicho informe solo es abordado en lo relativo 
a la problemática del abandono como una forma de violencia. Al 
respecto, ver Informe Defensorial Nº 150, “El derecho de los niños, 
niñas y adolescentes a vivir en una familia: la situación de los 
Centros de Atención Residencial estatales desde la mirada de la 
Defensoría del Pueblo. Lima, abril del 2010”. En adelante: Informe 
Defensorial Nº 150.

292 	Publicada el 23 de diciembre del 2007 en el Diario Oficial El 
Peruano.

293 	También conocidos como albergues, hogares o aldeas y denominados 
Centro de Atención residencial a partir de la promulgación de esta 
ley.

294 	Publicado el 29 de septiembre del 2009 en el Diario Oficial El 
Peruano. 



Defensoría del Pueblo

174

29699,295 Ley que modifica los artículos 121-A y 122-A del 
Código Penal. Esta norma dispone que para configurar los 
delitos de lesiones graves y leves en agravio de menores de 
14 años de edad no será necesario acreditar vínculo alguno 
entre el autor y la víctima.

La otra norma es la Ley N° 29719,296 Ley que promueve 
la convivencia sin violencia en las IE –Ley Antibullying–. 
Esta norma precisa los mecanismos para diagnosticar, 
prevenir, investigar, sancionar y erradicar la violencia, el 
hostigamiento, la intimidación y cualquier acto considerado 
como acoso entre los alumnos de las IE. Asimismo, esta 
norma regula las conductas de los diferentes actores que 
intervienen en el sistema educativo.

3.5.3	 Acciones específicas

•	 Atención de víctimas

En cumplimiento de su función de promoción y 
establecimiento de programas de protección y atención, 
públicos y privados, tendentes a prevenir, atender y reducir 
los efectos de la violencia dirigida contra el niño, niña o el 
adolescente, el Mimdes cuenta con el Programa Nacional 
contra la Violencia Familiar y Sexual, que está a cargo de los 
Centros de Emergencia Mujer (CEM). La función principal 
de los CEM es brindar un servicio especializado de atención 
integral y multidisciplinaria para víctimas de violencia 
familiar y sexual. Estos Centros cuentan con una Guía 
de Atención Integral de los CEM, que incluye protocolos 
específicos para la atención a personas menores de 18 años.297

295 	Publicada el 4 de junio del 2011 en el Diario Oficial El Peruano.
296 	Publicada el 25 de junio del 2011 en el Diario Oficial El Peruano.
297 	Esta Guía está publicada en su página Web. Sin embargo, no se 

menciona la norma que la aprueba. http://www.mimdes.gob.
pe/attachments/1471_guia_atencion_en_CEMs.pdf. Consulta: 
15.06.2010.
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Cabe indicar que el último informe de avances del Pnaia 
señala que el Programa Nacional contra la Violencia 
Familiar y Sexual del Mimdes, mediante los CEM, ha 
atendido a 11,641 casos de menores de 18 años de edad en 
el año 2010.298 

Por su parte el Sector Salud ha desarrollado algunos 
documentos sobre la materia, como el “Manual de normas 
y procedimientos para la atención de la violencia familiar 
y el maltrato infantil”, aprobado por la Resolución 
Ministerial Nº 455-2001-SA/DM,299 el cual es ejecutado 
por las Direcciones Regionales de Salud (Diresa) del país.

Además, desde 1995, el Minsa ha implementado los 
denominados Módulos de Atención al Niño Maltratado 
en Salud (Mamis) en los establecimientos de salud 
de mayor complejidad,300 en donde se brinda atención 
interdisciplinaria con médicos, psicólogos, enfermeras, 
asistentas sociales, etc.301 Al 2009 existían 33 Mamis en todo 
el ámbito nacional; 25 de ellos ubicados en hospitales.302

Mediante los Mamis se brinda rehabilitación física y 
mental a los menores de edad víctimas de maltrato. Cabe 
mencionar que este programa busca, asimismo, capacitar 
al personal de salud en tareas preventivas promocionales 
y la coordinación con otras instituciones y sectores, para el 
establecimiento de redes que propicien la atención integral 
de los niños, las niñas y sus familias.

298 	Pnaia. Informe de avances 2010, p. 67.
299 	Publicada el 5 de agosto del 2001 en el Diario Oficial El Peruano.
300 	Los Mamis se ubican en el tercer nivel de atención, aunque en Lima 

pueden situarse en el segundo nivel de atención, en el nivel de red 
de salud.

301	 Maltrato infantil. http://www.pediatriaperu.org/files/revista/v54_
n2_2001/a12.pdf. Consulta: 16.06.2010.

302 	Desafíos Nº 9, julio del 2009. Boletín de la infancia y adolescencia 
sobre el avance de los objetivos de desarrollo del Milenio, p. 11.
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El funcionamiento de los Mamis ha sido regulado 
recientemente por el Minsa, mediante la Directiva 
Sanitaria Nº 041/MINSA-DGSP-V.01: “Directiva Sanitaria 
que regula el Funcionamiento de los Módulos de Atención al 
Maltrato Infantil y del Adolescente en Salud (MAMIS)”.303

Por otro lado, cabe indicar que el Minsa en coordinación 
con el Unicef ha estado ejecutando el proyecto denominado 
“Cultura del buen trato, atención y prevención de violencia 
familiar, maltrato infantil y consumo de alcohol”, cuyo 
objetivo es fortalecer un modelo de atención integral en 
maltrato infantil y violencia familiar que comprende 
componentes de promoción, prevención, atención y 
rehabilitación.

•	 Acciones de prevención 

Desde el año 2004 se desarrolla el “Plan de Prevención 
Integral contra la Violencia Familiar y Sexual”304 con el 
objetivo de contribuir a mejorar la calidad de vida de la 
población, mediante mecanismos de carácter regional, 
provincial, local y comunal que buscan promover la 
disminución de las situaciones de violencia familiar y 
sexual. De acuerdo al informe correspondiente al 2009, se 
ha intervenido en 115 provincias y 523 distritos a través 
de los CEM, abarcando al 59% de las provincias y al 28.56 
% de los distritos a nivel nacional.305 Asimismo, durante 
el primer trimestre del 2010 se intervino a través de los 
CEM en 87 provincias y 228 distritos, abarcando al 47% 

303 	Aprobada mediante la Resolución Ministerial Nº 472-2011-MINSA, 
publicada en el Diario Oficial El Peruano el 17 de junio del 2011.

304 	Plan de prevención integral contra la violencia familiar y sexual. Informe 
anual. 2008 http://www.mimdes.gob.pe/attachments/306_plan%20
de%20prevencion%20integral%202008.pdf Consulta: 15.06.2010.

305 	Informe anual del Plan de Prevención Integral contra la Violencia 
Familiar y Sexual. 2009, p. 1. Ver en: http://www.mimdes.gob.pe/
attachments/306_informe_ppi2009f.pdf. Consulta: 16.06.2010.
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de las provincias y al 12.4 % de los distritos en todo el 
territorio nacional.306

Por su parte, el Minedu emprendió en el año 2006307 
la Campaña “Tengo Derecho al Buen Trato” contra el 
maltrato físico y el acoso sexual con un alcance nacional. 
Para ello elaboró la Guía para la promoción del buen trato, 
prevención y denuncia del abuso sexual para Directores y 
Docentes.308 Esta Campaña se ejecuta todos los años, pero 
no se han publicado sus resultados. Es más, de acuerdo 
a los resultados del Tercer Reporte de la Defensoría del 
Pueblo sobre el Cumplimiento de la Ley de Igualdad de 
Oportunidades entre Hombres y Mujeres, se han encontrado 
problemas en su implementación.309

•	 Fortalecimientos de las Defensorías Municipales

Es importante destacar que en el ámbito de la educación, 
una de las medidas impulsadas por el Proyecto Educativo 
Nacional (PEN) ha sido el fortalecimiento y ampliación 
del funcionamiento de las Defensorías Municipales del 
Niño y el Adolescente distritales, fiscalías especializadas 
y defensorías del derecho a la educación, con atención 
preferente a la erradicación del abuso sexual infantil, 

306 	Informe anual del plan de Prevención Integral contra la Violencia 
Familiar y Sexual. 1er trimestre del 2010, p.2. Disponible en: 

	 http://www.mimdes.gob.pe/files/SERVICIOS/PNCVFS/informe_
anual_ppi_2010_Itrimestre.pdf. Consulta: 05.10.11.

307 	Resolución Viceministerial Nº 019-2005, autoriza a la Oficina de 
Tutoría y Prevención Integral (Otupi), el desarrollo de la Campaña 
de Sensibilización y Promoción - Tengo Derecho al Buen Trato”. 
Directiva Nº 001-2006-VMGP/DITOE.

308	 http://ditoe.minedu.gob.pe/panel/archivo/files/Guia2006PASI.pdf 
Consulta: 16.06.2010.

309	 Defensoría del Pueblo. Adjuntía para los Derechos de la Mujer. 
Informe de adjuntía Nº 002-2010-DP/ADM. Tercer Reporte de la 
Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad 
de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (2009), p. 38.
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el maltrato, la discriminación y la coima, apoyados en 
mecanismos efectivos y rápidos de sanción.

Por otro lado, a nivel descentralizado, a diciembre del 2009 
se cuenta con 2,066 Defensorías del Niño y Adolescente 
en todo el país, las cuales se encuentran presentes en 921 
distritos, lo que las convierte en la red especializada en 
niñez y adolescencia más grande del país. Por otra parte, 
de las 195 provincias del país, en 175 de ellas existe una 
Demuna provincial.310 Asimismo, algunas municipalidades 
han organizado Comités Municipales por los Derechos 
del Niño y el Adolescente (Comudenas), conformados por 
organismos estatales y la sociedad civil. 

Cabe indicar que por Resolución Ministerial Nº 
669-2006-MIMDES311 se aprobó la Guía de Procedimientos 
de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y del 
Adolescente, en la que se establece la derivación de 
faltas y delitos a la instancia pertinente, lo que no limita 
su ejercicio y función de apoyo a la víctima. Según las 
estadísticas disponibles, en el 2008 se atendieron 6,308 
casos relacionados a maltrato infantil312, lo que representa 
al 3% del total de casos de maltrato atendidos. 

•	 Labores de capacitación

Cabe agregar que, de acuerdo al Mimdes, en el año 2009 se 
ha capacitado a 601 defensores, mediante 20 capacitaciones 
desarrolladas en Lima Metropolitana, Lima provincias y 9 
regiones del país. Además, se han desarrollado 23 talleres 
informativos sobre el servicio de defensorías, maltrato 

310 	Pnaia. Informe 2009, p. 68.
311 	Publicada el 12 de setiembre del 2006 en el Diario Oficial El 

Peruano.
312	 Mimdes. Casos atendidos según materia. Año 2008. http://www.

mimdes.gob.pe/archivos_sites/dgnna/dna/estadisticas/data1_2008.
htm. Consulta: 16.06.2010
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infantil, políticas públicas, entre otros temas, beneficiando 
a un total de 1,361 personas entre defensores y funcionarios 
de gobiernos regionales y locales.313

Por su parte, el último informe de avance de Pnaia señala 
que de enero a diciembre del 2010 se realizaron 1,947 
eventos de capacitación, mediante las cuales se benefició a 
76,126 menores de 18 años de edad.314

•	 Propuesta de prohibición de castigo físico y 
humillante

Cabe destacar que, en materia de propuestas de 
modificaciones legislativas, en el seno de la Comisión 
Especial Revisora del Código de los Niños y Adolescentes, 
en el 2010 se aprobó la modificación de diversos artículos 
de dicho Código con el objetivo de regular a nivel de ley, la 
prohibición expresa del uso del castigo físico y humillante 
contra niños, niñas y adolescentes. Esta propuesta315 es 
trascendente y fundamental pues hasta hoy en el Perú 
coexisten normas específicas sobre niñez y adolescencia 
en materia de castigo físico y humillante que resultan 
contradictorias entre sí. 

Por ejemplo, si bien el artículo 19º de la Convención consagra 
la protección contra toda forma de perjuicio o abuso físico 
o mental o malos tratos o explotación o el artículo 4° del 
Código de los Niños y Adolescentes consagra el derecho 
a su integridad moral, psíquica y física; por su parte, los 
artículos 423°, inciso 3) del Código Civil y el artículo 74º, 
inciso d) del Código de los Niños y Adolescentes contribuyen 
a que en los hechos se legitime la vulneración de estos 

313 	Respuesta del Mimdes. Op. cit.
314 	Pnaia. Informe 2010, p. 68.
315 	Disponible en http://www.congreso.gob.pe/comisiones/2010/cercna/

documentos/Propuesta-Anteproyecto-Codigo-Ninos-Adolescentes.
pdf.
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mismos derechos al establecer la “corrección moderada”. La 
propuesta de modificación sustituye la referida redacción 
señalando que se deben emplear mecanismos de crianza 
y corrección que no vulneren sus derechos ni impliquen 
prácticas de castigo físico ni humillante.

Asimismo, en materia de castigo físico y humillante 
cabe destacar que el Tribunal Constitucional ha emitido 
sentencias a partir de las cuales se advierte que el proceso 
de hábeas corpus puede ser utilizado para proteger a los 
menores de edad ante actos que constituyan maltrato físico 
y psicológico.316 

•	 Orientación telefónica gratuita

Respecto a la línea telefónica gratuita de ayuda, existe el 
servicio de orientación telefónica gratuita (Línea 100), que el 
Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual del 
Mimdes ha puesto a disposición de la población. Su finalidad 
es brindar apoyo emocional, orientación e información 
a personas afectadas por hechos de violencia familiar y 
abuso sexual, mediante un equipo multidisciplinario de 
profesionales que refieren y/o derivan los casos a los CEM u 
otras instituciones que atienden esta problemática.317

A partir de la Línea 100 se ha contribuido a incrementar el 
número de casos que llegan al CEM. En el año 2009 se ha 
atendido 7,052 consultas de menores de 18 años, mientras 
que en el año 2008 se realizaron 5,986,318 constituyéndose 
en un nexo entre las personas afectadas y el CEM.

316 	Ver sentencias del Tribunal Constitucional recaídas en los 
Expedientes N° 01817-2009-HC/TC y Nº 01208-2010-PHC/TC.

317	 http://www.mimdes.gob.pe/component/content/article/895.html. 
Consulta: 05.01.2011.

318 	Pnaia Informe 2009, p. 82.
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En el ámbito privado, la Fundación ANAR atiende de 
manera gratuita y confidencial llamadas de niños, niñas y 
adolescentes que enfrentan cualquier tipo de problemática, 
mediante su línea gratuita ANAR (0800-2-2210). Cuenta 
con un enfoque multidisciplinario (psicológico, jurídico y 
social) y desde el 2011 ha ampliado su línea de atención 
para la población quechuahablante.319

Esta fundación ha suscrito un convenio marco de cooperación 
interinstitucional con el Mimdes. Asimismo, mantiene 
relaciones de coordinación con la Dirección de Tutoría y 
Orientación Educativa (Ditoe) del Minedu buscando dar a 
conocer la línea a niños, niñas y adolescentes en colegios. 
Por otro lado, a partir de coordinaciones con el Minjus está 
funcionando como unidad receptora de secigristas.320 Sin 
embargo, el apoyo financiero que la línea ANAR recibe 
proviene de instituciones privadas, por lo que aún carece 
de suficiente presupuesto para seguir incrementando su 
atención. 

Por su parte, algunas entidades públicas también cuentan 
con líneas de orientación gratuitas. Entre ellas, se debe 
señalar al Ministerio Público, que cuenta con una línea 
para orientar dónde realizar la denuncia, recibir ayudar 
psicológica o asistencia médica en caso de abuso sexual 
(0800-11-1000).321 Asimismo, el Mininter cuenta con una 
línea gratuita para denunciar la trata de personas (0800-
2-3232).322

319 	Ver: http://www.inversionenlainfancia.net/web/blog/noticia/708
320 	Fundación ANAR. Ayuda a Niños y Adolescentes en Riesgo. Memoria 

2008-2009. Lima, 2010, p. 22.
321	 Ver: http://www.ministeriopublico.gov.py/content/c2/inst/comu_prensa/ 

public/materiales/otras/0800.pdf 
322 	Ver: http://www.mininter.gob.pe/cnddhh/noticias/noticia7.html
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•	 Acciones a nivel descentralizado

En los ámbitos regional y local se realizan diversas 
acciones para prevenir la violencia contra niños, niñas y 
adolescentes. Así, por ejemplo, en las regiones de Áncash y 
Lima se ha declarado de interés regional la formulación de 
políticas para la prevención y erradicación de la violencia 
familiar y sexual de las mujeres, niñas y adolescentes. 
En ese sentido se han adoptado medidas normativas.323 
Por su parte, en el ámbito local también se han expedidos 
ordenanzas para la prevención y protección de los niños, 
niñas y adolescentes contra la violencia familia y sexual.324

3.5.4	 Intervención defensorial

A pesar de las numerosas modificaciones legislativas, la 
aparente ineficacia del sistema condujo a la Defensoría del 
Pueblo a elaborar el primer informe de la Adjuntía para la 
Niñez y la Adolescencia titulado Informe Defensorial Nº 126, 
“La aplicación de la justicia penal ante casos de violencia 
sexual perpetrados contra niñas, niños y adolescentes”, 

323 	Ordenanza Regional N° 04-2010-REGIÓN ÁNCASH/CR que declara 
de interés regional la formulación de políticas para la prevención y 
erradicación de la violencia familiar y sexual de las mujeres, niñas 
y adolescentes en la Región Ancash, publicada el 20 de febrero del 
2011 en el Diario Oficial El Peruano y Ordenanza Regional de Lima 
N° 011-2010-CR-RL que declara de prioridad regional políticas 
en materia de prevención y erradicación de la violencia familiar y 
sexual en mujeres, niñas, adolescentes y adulto mayor, publicada el 
25 de junio del 2011 en el Diario Oficial El Peruano.

324 	Entre ellas, se debe considerar a la Ordenanza Municipal N° 005-
2002-MPSM, que aprueba la protección a los niños y adolescentes 
en la provincia de San Martín; a la Ordenanza Municipal N° 
000183-2010-MDSJM, que incorporan el Plan Tolerancia Cero a la 
Violencia Familiar y Sexual en el distrito de San Juan de Miraflores 
y, a la Ordenanza Municipal N° 000181-2010-MDSJM, que reconoce 
a la Junta Directiva de la Mesa Intersectorial de Trabajo para la 
Prevención y Atención Integral frente a la Violencia Familiar y 
Sexual de San Juan de Miraflores, entre otras. 



Las recomendacionesa del Comité de los Derechos del Niño al Estado peruano

183

realizado a partir de la revisión de expedientes tramitados 
entre los años 2002 y 2004 en seis distritos judiciales 
(Ayacucho, Cusco, La Libertad, Lima, Loreto y Puno).

En este informe se analizan las deficiencias e irregularidades 
en el funcionamiento del sistema de justicia penal durante 
la tramitación de los procesos penales por delitos sexuales 
en agravio de niños, niñas y adolescentes.

Entre las conclusiones a que se arribó se encuentran las 
siguientes: las víctimas son expuestas a un proceso de 
revictimización o victimización secundaria; existe dilación 
indebida en los procesos; la mayoría de las víctimas no cuenta 
con asesoría legal, lo que conlleva a que no se constituyan en 
parte en el proceso; no se cumple con reservar la identidad 
de las víctimas; no se dictan medidas de protección a favor 
de éstas, pese a que un porcentaje significativo de los 
agresores forman parte de su entorno cercano. Asimismo, 
se pudo observar que muchos de los procesos concluían con 
autos de archivamiento y que, en su mayoría, las sentencias 
eran absolutorias, detectándose un porcentaje significativo 
de casos que de manera reiterada consideran que la sola 
declaración de la víctima es insuficiente para demostrar la 
responsabilidad del acusado. 

El estudio revela que, en algunas de estas resoluciones, los 
jueces no utilizaron los criterios (ausencia de incredibilidad 
subjetiva, verosimilitud, persistencia en la incriminación), 
establecidos en la doctrina y jurisprudencia comparada y 
nacional, para evaluar la consistencia y verosimilitud del 
testimonio de la víctima, en tanto prueba de cargo contra 
el acusado.325 Por otro lado, respecto al tiempo de duración 

325 	Ver Informe Defensorial Nº 126, La aplicación de la justicia penal 
ante casos de violencia sexual perpetrados contra niñas, niños 
y adolescentes. Lima: Defensoría del Pueblo, 2007, p. 256. En 
adelante: Informe Defensorial Nº 126. 



Defensoría del Pueblo

184

del procedimiento (desde la denuncia hasta la conclusión 
del proceso), la investigación revela que el 42.9% de los 
expedientes sobre procesos sumarios tuvo una duración 
total que superaba en tres veces el plazo legal (previsto en 
238 días), presentándose los mayores niveles de dilación 
en la etapa judicial, especialmente en primera instancia.326 

Asimismo, los montos de las reparaciones civiles son muy 
bajos, y no guardan correspondencia con el daño causado. 

Otro resultado es que en los casos supervisados con ocasión 
del Informe Defensorial Nº 126, en un 61.4% (132), el 
examen psicológico a la víctima no se llevó a cabo, mientras 
que solo en el 27% de casos se efectuó en el Instituto de 
Medicina Legal.327 De ello se infiere la escasa importancia 
que los operadores del sistema de administración de justicia 
otorgan a las consecuencias psicológicas del hecho delictivo 
y a la posibilidad de la atención especializada que deben 
recibir las niñas, los niños y los adolescentes víctimas de 
delitos sexuales. Asimismo, se concluye que esta práctica 
estaría minimizando la utilización de un importante 
elemento de prueba que permitiría corroborar, en gran 
medida, la verosimilitud de los relatos de las víctimas o de 
los presuntos autores.328

En virtud de lo expuesto, la Defensoría del Pueblo emitió 
diversas recomendaciones, entre las que se encuentran las 
siguientes:

–	 Modificar el inciso b) segundo párrafo del artículo 144º 
del Nuevo Código de los Niños y Adolescentes en el 
sentido de que, en el desarrollo de la declaración policial 
de las niñas, los niños y los adolescentes víctimas de 
delitos contra la libertad e indemnidad sexuales, se 

326 	Informe Defensorial Nº 126, p. 258.
327 	Informe Defensorial Nº 126, p. 146.
328 	Informe Defensorial Nº 126, p. 250.
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	 sustituya la participación del Fiscal Provincial de 
Familia por la del Fiscal Provincial Penal.

–	 Aprobar la inmediata entrada en vigencia e 
implementación del artículo 247º del Código Procesal 
Penal (Decreto Legislativo Nº 957), que establece y 
regula las medidas de protección para las víctimas, 
testigos, peritos y colaboradores, con el fin de que, en 
lo pertinente, sean aplicables a los niños, las niñas y 
los adolescentes víctimas de delitos contra la libertad 
de indemnidad sexual.

–	 Recomendar que los órganos del sistema de 
administración de justicia penal adopten las medidas 
correspondientes para preservar la identidad de 
las víctimas, que eviten la revictimización y que 
dispongan las medidas de protección en su favor. 
Asimismo se recomienda que el Ministerio Público 
implemente la Cámara Gesell, a fin de evitar la 
victimización secundaria; y que el Minjus realice 
esfuerzos para dotar de asistencia legal a las víctimas 
y sus familiares. 

–	 Sugerir al Poder Judicial la creación de órganos de 
justicia especializados en delitos sexuales y afines, con 
la finalidad de mejorar su tramitación y los procesos 
de valoración de pruebas. 

–	 Recomendar que en el caso de sentencias 
condenatorias se fijen montos de reparación civil que 
guarden correspondencia con el daño causado

Sobre este particular, es preciso señalar que, en el 2009, 
la Defensoría del Pueblo publicó los Lineamientos de 
actuación defensorial frente a casos de violencia sexual de 
niños, niñas y adolescentes, que fueron distribuidos en las 
oficinas defensoriales en todo el territorio nacional.
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Por otro lado, en el marco de la supervisión de las 
recomendaciones defensoriales planteadas en el referido 
informe, destaca el cumplimiento de las siguientes: 

–	 Respecto a la recomendación orientada a garantizar 
la eficacia de la diligencia de declaración de los niños, 
niñas y adolescentes víctimas, el Ministerio Público 
(incluido el Instituto de Medicina Legal) han realizado 
las acciones siguientes: a) en algunas regiones 
(Lima, Loreto, Cusco y otras) se han implementado 
las cámaras Gesell; b) se ha aprobado la Guía de 
Procedimiento para la Entrevista de Niños, Niñas y 
Adolescentes víctimas de abuso sexual, explotación 
sexual y trata con fines de explotación sexual 
(Resolución Nº 589-2009-MP-FN del 29 de abril del 
2009). Si bien su sola aprobación constituía ya un 
aspecto positivo, a la fecha se encuentra en etapa de 
revisión para su mejora y perfeccionamiento.

–	 Mediante la Resolución Nº 024-2009-MP-FN, del 19 
de enero del 2009, se aprobó la Guía Médico-Legal 
para la Evaluación Integral a Presuntas Víctimas de 
Delitos contra la Libertad Sexual.

–	 En lo que atañe a la recomendación dirigida a adoptar 
mecanismos que permitan mantener la reserva de 
la identidad de las víctimas, cabe precisar que se 
ha incluido la creación de un registro y un código 
único de víctimas menores de edad en el Ministerio 
Público.

–	 Respecto a una recomendación formulada a la PNP, 
sugiriendo la derogación del apartado B del Capítulo 
IV del Manual de Procedimientos Policiales Operativos 
en la Intervención con Familia, que señalaba que el 
abuso sexual no constituía delito, se ha formulado un 
Dictamen de la Dirección de Familia, Participación 
y Seguridad Ciudadana de la PNP que se muestra a 
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favor de la ampliación de la intervención policial en 
estos supuestos.

–	 Sobre la recomendación por la que se exhortaba a 
los miembros de la PNP a abstenerse de formular 
preguntas impertinentes a la persona agraviada, 
dicha entidad ha precisado que, mediante los Cursos 
de Capacitación Nivel I y de Especialización Nivel I 
dirigidos al personal PNP, se incide especialmente en 
este aspecto.329

–	 En lo referente a la recomendación formulada a la 
Academia de la Magistratura respecto a incidir en el 
módulo de capacitación sobre violencia sexual para 
jueces, juezas y fiscales penales sobre la incorporación 
de la perspectiva de género, la importancia 
del principio del Interés Superior del Niño y la 
trascendencia de una adecuada actividad probatoria 
en la investigación de los delitos sexuales en agravio de 
personas menores de edad, se ha elaborado un módulo 
de capacitación en estos delitos; se han desarrollado 
cursos a distancia; talleres de especialización en 
delitos sexuales; así como un Diplomado en delitos 
sexuales y un seminario internacional sobre los 
sistemas de protección integral de los niños, niñas y 
adolescentes víctimas de estos delitos.

Otro tema que ha motivado la intervención de la Defensoría 
del Pueblo es el relacionado con la modificación del Código 
Penal por la Ley Nº 28704330 que establece como delito 
de violación las relaciones sexuales que se sostengan con 
personas menores de 18 años, sean éstas consentidas o

329 	Según información proporcionada por la PNP, mediante el Oficio 
Nº 6055-2010-SECGEN PNP/OTD, de fecha 29 de septiembre del 
2010.

330 	Publicada el 05 de abril del 2006 en el Diario Oficial El Peruano.
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no. La Defensoría del Pueblo manifestó en su oportunidad 
que la modificatoria del artículo 173° del Código Penal 
contradice no solo las disposiciones civiles que reconocen 
capacidad y discernimiento a los y las adolescentes desde 
los 14 y 16 años, según el caso, sino el propio Código Penal 
que tipifica los delitos de seducción y usuario cliente. 
Asimismo se contravienen los presupuestos y postulados 
de la intervención de un Derecho Penal Garantista, en el 
marco de un Estado Social y Democrático de Derecho.331

En opinión de la Defensoría del Pueblo, la normatividad 
penal vigente no solo desconoce una realidad social 
existente en el país, sino que, lo que es peor, está vulnerando 
derechos fundamentales de adolescentes como los de 
intimidad, integridad, libertad individual, salud y vida, lo 
que se agrava teniendo en cuenta que ello también afecta 
los derechos de los hijos o hijas en gestación de madres 
adolescentes. 

Esta situación ha conducido a que, en cumplimiento de lo 
dispuesto por los artículos 173º, inc. 3 del Código Penal 
y 30º de la Ley General de Salud332 se esté disponiendo 
la retención de adolescentes embarazadas en los 
centros de salud así como la detención de sus parejas 
por la comisión del presunto delito de violación de su 
indemnidad sexual.333 Tal como en su momento sostuvo 

331 	Oficio N° 003-2007-DP/ANA, dirigido al Presidente de la Comisión 
de Justicia y Derechos Humanos del Congreso, en ocasión de la 
opinión institucional respecto al Proyecto de Ley N° 00207/2006-
CR que proponía modificar el artículo 173° del Código Penal.

332 	El artículo 30º de la Ley General de Salud establece la obligatoriedad 
de los médicos y médicas de poner en conocimiento de la autoridad 
competente la presunta comisión de hechos de violencia que 
constituyan delito.

333 	Susana Chávez y Jennifer Nagle. “De la Protección a la Amenaza: 
consecuencias de una ley que ignora los derechos sexuales y derechos 
reproductivos de las y los adolescentes”. Lima: Promsex, 2007, pp. 
18-22.
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la Defensoría del Pueblo,334 se trata de la afectación de los 
referidos derechos fundamentales de estos adolescentes. 
No obstante, la institución no deja de reconocer la urgente 
necesidad de que el Estado adopte políticas públicas y de 
acceso a la información que contribuyan a prevenir este 
problema. 

Otro problema en el que ha intervenido la Defensoría 
del Pueblo es el existente en materia de violencia contra 
niños, niñas y adolescentes que se presenta en el Sector 
Educación. Por ello, a partir de una supervisión que realizó 
la Defensoría del Pueblo a este sector335 se advirtió que, 
entre los casos más recurrentes de hechos vulneratorios 
no relacionados a corrupción, el mayor número de quejas 
estuvo referido a atentados contra la integridad, seguido 
de los casos de acoso sexual y, en tercer lugar, de los casos 
de violación sexual. 

Se pudo detectar, además, la existencia de dos problemas 
transversales en estos casos: i) la falta de atención de las 
denuncias presentadas por los alumnos y alumnas o padres 
o madres de familia por parte de los directores de las IE; y 
ii) la demora en el procedimiento de investigación de estos 
hechos y en la aplicación de sanciones a los responsables, 
por parte de la DRE o la UGEL. En dicho informe se indicó 
lo siguiente:

“Respecto a la falta de atención de las denuncias 
se puede inferir que los directores de las I.E. no 
conocían la legislación sobre el tratamiento de 
este tipo de denuncias, lo cual implica que no hay 
una difusión de dicha normativa por parte de los 
órganos intermedios (DRE o UGEL), o que, no 

334 	Oficio Nº 003-2007-DP/ANA, del 17 de enero del 2007, dirigido al 
Presidente de la Comisión de Justicia y derechos Humanos del 
Congreso de la República.

335 	Informe Defensorial Nº 147, p. 282.
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obstante conocer la normativa sobre el tratamiento 
de dichas denuncias, trataron de cubrir la falta 
de los docentes. Con relación a la demora en la 
investigación de las denuncias y en la imposición 
de sanciones a los responsables, se ha identificado 
como causas de ésta a: la carga procesal, alta 
rotación de los miembros de las comisiones 
permanentes de procedimientos administrativos, 
falta de asistencia técnica en dichas comisiones, 
así como falta de claridad en las normas respecto 
de los procedimientos de investigación y de las 
funciones que a cada órgano le corresponde 
investigar”.336

Por otro lado, con ocasión del Tercer Reporte de la 
Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de 
Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres se 
encontró que, en el ámbito regional, no se cuenta con una 
normativa específica ni con estadística sobre atención de 
casos de maltrato y atención de casos de violencia sexual en 
las instituciones educativas, aun cuando en las UGEL sí se 
han advertido necesidades de capacitación del personal de 
estas instituciones en temas de maltrato físico y psicológico, 
hostigamiento y violación sexual, así como la realización de 
charlas o jornadas sobre la materia.337

Respecto al tema del castigo físico y humillante como forma 
de vulneración de los derechos de niños, niñas y adolescentes, 
éste constituyó uno de los temas de especial preocupación 
de la Adjuntía para la Niñez y la Adolescencia. Por ello, a 
partir de la elaboración del Documento de Trabajo N° 04, 

336 	Informe Defensorial Nº 147, p. 282.
337 	Defensoría del Pueblo. Adjuntía para los Derechos de la Mujer. 

Informe de adjuntía Nº 002-2010-DP/ADM. Tercer Reporte de la 
Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad 
de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (2009). Lima: Defensoría 
del Pueblo, 2010, p. 38. En adelante: Informe ADM Nº 2 LIO.
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¡Adiós al castigo! La Defensoría del Pueblo contra el castigo 
físico y humillante a niños, niñas y adolescentes, se puso 
el tema en la agenda pública y se propusieron líneas de 
intervención defensorial. 

Este documento de trabajo fue publicado en febrero del 
2009, año en el que se realizó una reunión de trabajo 
interinstitucional en la que participaron representantes del 
Mimdes, el Minedu y el Minsa, entre otros, con la finalidad 
de compartir experiencias y estrategias orientadas a 
erradicar el castigo físico o humillante como mecanismo de 
control de las conductas de los niños, niñas y adolescentes. 
Asimismo se han publicado trípticos y afiches sobre el tema 
y la institución ha designado a algunos de sus integrantes 
para participar en actividades de capacitación docente en 
ciudades como Huancayo y Pasco. 

Por otra parte, con relación a la problemática de los niños, 
niñas y adolescentes que sufren abandono o se encuentran 
en riesgo potencial de estarlo, y residen en los CAR, la 
Defensoría del Pueblo ha realizado varias supervisiones. 
Así, en el año 2006, la Oficina Defensorial de Lima efectuó 
la primera supervisión a 12 Unidades Operativas del 
Inabif, en el ámbito de Lima Metropolitana. Esta supervi
sión permitió constatar ciertas deficiencias, tanto en la 
prestación de servicios básicos como en la organización 
de dichas unidades, deficiencias que afectaban derechos 
fundamentales de los niños, niñas y adolescentes que 
residían en ellas. 

Posteriormente, la Adjuntía para la Niñez y la Adoles
cencia elaboró el Informe Defensorial N° 150, El derecho 
de los niños, niñas y adolescentes a vivir en una familia: la 
situación de los Centros de Atención Residencial estatales 
desde la mirada de la Defensoría del Pueblo, realizado a 
partir de las visitas de supervisión efectuadas a 80 CAR en 
el ámbito nacional, administrados por el Estado, durante 
el período comprendido entre octubre del 2008 y enero del 
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2009. Cabe precisar asimismo que en este informe se incluyó 
el resultado de 82 grupos focales en los que participaron 
769 niños, niñas y adolescentes. Estos grupos focales 
permitieron conocer, en las propias palabras de los niños, 
niñas y adolescentes, lo que les gusta, lo que les molesta, 
sus percepciones, sus temores, así como sus sentimientos 
respecto a su permanencia en los CAR.

Durante la realización de estas visitas de supervisión 
se advirtió no solo la subsistencia de los problemas 
identificados en las visitas del año 2006, sino la presencia 
de nuevos problemas.338 Entre los principales resultados 
reportados en el informe aparece que, si bien la mayoría de 
niños, niñas y adolescentes ingresaron por incumplimiento 
de obligaciones o deberes por parte de las personas 
encargadas de brindarles cuidado, un importante 24.4% lo 
hizo sobre la base de supuestos de ingreso no contemplados 
en la normatividad vigente, e inclusive prohibidos 
expresamente por ella, como es el caso del acogimiento 
debido exclusivamente a razones de pobreza extrema, 
problemas económicos o falta de recursos económicos. 
Asimismo destaca el escaso o nulo trabajo que se lleva a 
cabo con las familias para reinsertarlos en el seno de ellas 
o ubicarlos en nuevas familias.

En efecto, la situación de los menores de edad que residen 
en estos centros presenta serias deficiencias debido, 
principalmente, a la ausencia de una definida política 
estatal dirigida a lograr la reinserción en su familia de 
origen o la inserción en una familia adoptiva. 

En virtud de lo expuesto, la Defensoría del Pueblo formuló 
diversas recomendaciones al Estado, en especial al Mimdes, 
que buscan que se adopten las medidas pertinentes para 

338 	Los resultados de estas supervisiones están contenidas en el 
Informe Defensorial Nº 150.
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asegurar el adecuado cuidado y la vigencia efectiva del 
derecho de los niños, niñas y adolescentes a vivir en una 
familia. Así, por ejemplo, ha recomendado que, en los casos 
de abandono, se considere la aplicación de las medidas 
de protección alternativas previstas en el artículo 243º 
del Código de los Niños y Adolescentes con la finalidad 
de recomponer sus vínculos familiares sin necesidad de 
separarlos de sus familias, garantizando de esta manera 
que el acogimiento en un CAR responda a su naturaleza 
excepcional, temporal y residual, en cumplimiento de los 
principios de subsidiariedad y transitoriedad de la medida 
de acogimiento residencial, reconocidos en la Ley 29174.339

 
Cabe destacar que, si bien se trata de un informe reciente, a 
la fecha, en el marco de las recomendaciones emitidas por la 
Defensoría del Pueblo, mediante la Resolución Ministerial 
Nº 590-2010-MIMDES,340 el Mimdes culminó y publicó el 
Manual de Acreditación y Supervisión para CAR de niños, 
niñas y adolescentes sin cuidado parental, cuyo objetivo 
también es contar con estándares mínimos que garanticen 
la calidad de los servicios brindados, que contribuyan a su 
adecuada supervisión.

Asimismo, el Congreso ha publicado la Ley Nº 29597,341 
Ley de Organización y Funciones del Mimdes, en la que 
se precisa su rol de ente rector en materia de protección 
de los niños, niñas y adolescentes, estableciéndose las 
funciones exclusivas y aquellas compartidas que, en el 
marco del proceso de descentralización, le corresponde 
asumir de manera coordinada con los gobiernos regionales 
y locales. Sobre este aspecto se deberá impulsar un trabajo 
coordinado entre los diversos niveles de gobierno, para la 
defensa y promoción de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes. 

339 	Informe Defensorial Nº 150 p. 477.
340 	Publicada el 9 de setiembre del 2010 en el Diario Oficial El Peruano.
341 	Publicada el 12 de octubre del 2010 en el Diario Oficial El Peruano.
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Sin duda existen diversas recomendaciones por cumplir, 
pero la emisión de estas normas constituye de por sí un 
importante avance.

Se debe señalar, finalmente, que fue precisamente a partir 
de las evidencias encontradas durante la elaboración de 
este informe defensorial que la Adjuntía para la Niñez y 
la Adolescencia consideró necesario producir un informe 
defensorial respecto de la manera en que se están 
tramitando los procesos de investigación tutelar de niños, 
niñas y/o adolescentes en situación de abandono. Es razón 
de ello, se elaboró el Informe Defensorial Nº 153, Niños, 
niñas y adolescentes: Aportes para un nuevo modelo de 
atención. 

Este informe pretende cambiar la visión clásica del concepto 
de abandono por uno que recoja la visión de la doctrina 
de protección integral que define al abandono como una 
situación de vulneración de derechos o de desprotección que 
se puede originar en diversas circunstancias sociales y/o 
familiares, y que debe ser revertida mediante la adopción 
de medidas de protección que apunten, no solo a brindar 
cuidado y asistencia a las personas menores de edad que 
la padecen, sino a prestar el apoyo y asesoría a los padres, 
madres y/o familiares.

3.5.5	 Problemas subsistentes

•	 Continuación de la violencia contra niños, niñas 
y adolescentes

A pesar de que los CEM prestan atención en todo el 
ámbito nacional, los casos de violencia contra niños, niñas 
y adolescentes, éstos no se conocen como un referente en 
la lucha contra este problema, pues otras entidades del 
Estado también reportan la atención de estos casos. Así, un 
último reporte del Mimdes indica que:
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“A través del registro de casos de los CEM no se 
puede evidenciar una reducción del maltrato 
infantil, por cuanto se trata de estadísticas de un 
servicio de atención. (…) Pese al incremento del 
número de CEM’s durante el año 2010, el maltrato 
infantil registrado (violencia física, psicológica y 
sexual) sólo ha reportado un incremento del 6.7% 
respecto al año 2009”. 342

“El sector Interior señaló que la Direcciones 
territoriales de la PNP reportaron a nivel nacional 
el registro de 95, 219 casos por violencia familiar 
entre enero a diciembre de 2010. De este grupo el 
9.36% (8,919) son víctimas menores de edad que 
han sido objeto de maltrato, correspondiendo el 
70.55% (6,293) al sexo femenino y el 29.44% (2,626) 
al sexo masculino. En ambos sexos, el grupo atareo 
de mayor incidencia es el de 11-17 años de edad. 

(…) En el caso de las víctimas del sexo femenino 
los lugares de mayor incidencia de denuncias 
[son] Lima con el 45.46% (2,861), Cusco con 8.1% 
(510) y Arequipa con 7.6% (480). En el caso de las 
víctimas de sexo masculino los lugares de mayor 
incidencia son Lima con 65.30% (1,715), Arequipa 
con 5.48%(144) y Puno con 3.31% (87)”.343

En lo referente al abuso sexual, durante el año 2010, las 
Direcciones Territoriales de la PNP reportaron en todo el 
ámbito nacional lo siguiente:

“(…) el registro de (5,273) denuncias por violación 
a la libertad sexual de las cuales el 78.70% (4,150) 
corresponden a personas menores de edad. De este 

342 	Pnaia, Informe 2010, p. 70.
343 	Pnaia, Informe 2010, p. 66.
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grupo el 90.62% (3,761) corresponde a víctimas del 
sexo femenino y 9.37% (389) al sexo masculino. “

El grupo etario de mayor incidencia de víctimas 
es el que se encuentra entre los 14-17 años con 
(2,311) víctimas del sexo femenino y (101) del sexo 
masculino. 

(…) En las víctimas de sexo femenino el lugar de 
mayor incidencia es Lima con el 33.58% (1,263), 
seguido de Áncash con 5.61% (211) y Cusco 
con el 5.37% (202). En el caso de víctimas del 
sexo masculino, los dos primeros lugares son 
coincidentes, es decir, Lima con el 17.99% (70) 
y Áncash con el 13.11% (51), sin embargo difiere 
en el tercer lugar que es Arequipa con el 7.45% 
(29)”.344

•	 Funcionamiento del sistema de administración 
de justicia en relación con los delitos sexuales

Por otro lado, a pesar de los avances expuestos en lo 
que atañe al cumplimiento de las recomendaciones 
contenidas en el Informe Defensorial 126, la problemática 
del funcionamiento del sistema de administración de 
justicia con relación a los delitos sexuales en agravio 
de personas menores de edad continúa siendo objeto de 
preocupación institucional por parte de la Defensoría del 
Pueblo, en la medida en que muchas de las deficiencias 
advertidas en el informe, lamentablemente, no han sido 
aun superadas. 

•	 Funcionamiento de las Demuna 

Por su parte, el modelo de Demuna no desarrolla capacidades 
para asegurar el diagnóstico de niños, niñas y adolescentes 

344 	Pnaia, Informe 2010, p. 71.
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víctimas de maltrato o de violencia en general, lo que 
imposibilita una adecuada derivación y, en consecuencia, 
la atención de los casos por parte del Estado. 

•	 Sistema integral para el registro de información 
de denuncias

No se ha encontrado un sistema integral y armonizado de 
registro de información de denuncias compartido entre 
las instituciones de protección que, por un lado, permita 
contar con los mismos descriptores y, por ende, con datos 
uniformes y, por otro, evite el relato reiterado de la víctima 
respecto de los sucesos de maltrato que genera efectos de 
revictimización. 

•	 Coordinación y articulación entre las entidades 
que atienden a víctimas

No existen instancias que aseguren la coordinación y 
articulación entre los distintos actores que brindan servicios 
de atención a las víctimas de maltrato infantil en el nivel 
ámbito y descentralizado. 

•	 Estadísticas sobre violencia contra niños y 
adolescentes

Si bien el INEI dio un paso muy importante para el estudio 
del fenómeno de la violencia intrafamiliar, profundizando 
en el estudio de la violencia conyugal, no existe un esfuerzo 
equivalente en lo que se refiere a violencia contra niños, 
niñas y adolescentes.

•	 Castigo físico y humillante

En materia de castigo físico y humillante, si bien las 
propuestas normativas como las planteadas en el 2010 por 
la Comisión Especial Revisora del Código de los Niños y 
Adolescentes son, sin duda, importantes, las principales 
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afectaciones de los derechos no provienen tanto de los 
defectos de la normatividad vigente, sino más bien de su 
falta de efectividad. 

La situación se agrava cuando, como ocurre en el caso 
del castigo físico y humillante contra niños, niñas y 
adolescentes, se trata de una práctica histórica y arraigada 
que, lamentablemente, aún continúa siendo socialmente 
legitimada como forma de disciplina. 

En tal sentido, se requiere la adopción de medidas 
legislativas, educativas, de sensibilización y de 
cualquier otro carácter, necesarias para lograr la 
erradicación del castigo físico y humillante, como 
es el caso de programas con estrategias educativas 
que promuevan, entre los padres y madres, métodos 
alternativos de solución de conflictos y pautas de 
crianza sensibles a la autoestima. 

Resulta, entonces, necesario continuar visibilizando 
el problema para lograr una real toma de conciencia 
por parte del Estado y de toda la sociedad así como 
de la consiguiente adopción de medidas a partir del 
establecimiento de políticas integrales de prevención, 
reparación y erradicación del castigo degradante corporal 
(uso de fuerza física) o humillante (ofensivo, denigrante, 
ridiculizador) que afecta al desarrollo emocional y 
bienestar psicosocial de los niños, niñas y adolescentes. 

•	 Penalización de las relaciones sexuales con 
adolescentes entre 14 y 18 años

Por otro lado, con la Ley Nº 28704 se amplió el ámbito 
de protección de la indemnidad sexual hasta los 18 años, 
penalizándose todas las relaciones sexuales con adolescentes 
entre 14 y 18 años, sin discriminar si las relaciones fueron 
consentidas o no. 
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Como se ha señalado anteriormente, en opinión de la 
Defensoría del Pueblo esta norma no solo ha generado 
distorsión en la sistemática del Código Penal, sino que 
sobre todo viene generando la vulneración de diversos 
derechos fundamentales de las adolescentes y, de ser 
el caso, de sus concebidos. A pesar de los esfuerzos 
desplegados para la modificación de la mencionada ley, 
ésta sigue vigente, lo que ha motivado un Acuerdo Plenario 
de la Corte Suprema, que dispone que desde los 14 años, 
las personas están en capacidad de consentir si mantener 
o no relaciones sexuales, por lo que no debe haber pena 
para quien haya mantenido relaciones sexuales con una 
persona menor de edad, entre 14 y 18 años, siempre 
que ésta haya consentido libremente. Sin embargo, este 
documento aún es insuficiente para evitar la persecución 
penal y las consecuencias negativas derivadas de dicha 
norma.

Por otro lado, como ya se ha señalado en la parte referida a 
la intervención defensorial, el Manual de Procedimientos 
Policiales Operativos en la Intervención con Familia 
del año 2006, aun cuando contiene recomendaciones 
que contribuyen a la eficacia de la investigación de los 
delitos sexuales, tiene como problema que en el apartado 
B del Capítulo IV califique como “simples conductas de 
abuso sexual no constitutivas de delitos sexuales”, a 
actos que comportan verdaderos delitos de actos contra 
el pudor sancionados en los artículos 176° y 176°-A del 
Código Penal, o de acoso sexual previstos en la Ley Nº 
27942 (26.02.2003), Ley de prevención y sanción del 
hostigamiento sexual.345 

Si bien esta norma continúa vigente a partir de la 
recomendación defensorial formulada en el Informe 
Defensorial Nº 126, existe un Dictamen de la Dirección de 
Familia, Participación y Seguridad Ciudadana de la PNP 

345 	Informe Defensorial Nº 126, pp. 238-239.
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que se declara a favor de la ampliación de la intervención 
policial en estos supuestos, y que se espera sea aprobado.

•	 Protocolo de evaluación psicológica

Finalmente, aún se encuentra pendiente la aprobación de 
un protocolo para la evaluación psicológica, a pesar de lo 
importante que es este aspecto con relación al impacto de 
la violencia en niños, niñas y adolescentes.

3.5.6	 Conclusiones generales

Lamentablemente es poco lo que se ha avanzado en la 
erradicación de las distintas formas de violencia que 
sufren los niños, niñas y adolescentes. Es más, no existen 
estudios que caractericen o evidencien la real magnitud del 
fenómeno en el ámbito nacional. 

Por otro lado, los esfuerzos que despliegan los diversos 
sectores y los gobiernos regionales y locales no son suficientes 
para prevenir toda la problemática de la violencia infantil, 
más aún ante la existencia de prácticas de violencia 
socialmente legitimadas, como es el caso del castigo físico 
y humillante y la persistencia de la concepción de que las 
personas menores de edad son objetos de protección antes 
que sujetos de derecho. Los esfuerzos más significativos se 
producen en el lado de la atención. Sin embargo, persisten 
serias deficiencias, entre ellas, un escaso presupuesto, la 
falta de personal capacitado, y en suma, la insuficiente 
voluntad política para enfrentar y erradicar este mal tan 
arraigado en la sociedad.

3.6	 Niños, niñas y adolescentes viviendo con VIH/
Sida

Respecto de los niños, niñas y adolescentes afectados 
con VIH-Sida, el Comité de los Derechos del Niño ha 
recomendado lo siguiente:
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Cuadro Nº 20
Recomendaciones del Comité en materia de niños, 

niñas y adolescentes afectados con VIH-Sida

OF 
1993 OF 2000 OF 2006

-.- El Comité recomienda 
al Estado Parte que 
continúe adoptando 
medidas para prevenir 
el VIH/Sida y para 
tener en consideración 
las recomendaciones del 
Comité aprobadas el día 
del debate general sobre 
los niños que viven en un 
mundo con VIH/Sida. 
El Comité recomienda 
también que se hagan 
esfuerzos para crear 
servicios especiales de 
asesoramiento para 
los niños, así como 
servicios de atención 
y rehabilitación para 
los adolescentes. A este 
respecto, el Comité alienta 
al Estado Parte a que siga 
trabajando en este ámbito 
en cooperación, entre otros, 
con la OMS, el Unicef y el 
Onusida.

El Comité recomienda al Estado Parte 
que, teniendo en cuenta la Observación 
general Nº 3 del Comité del VIH/Sida y los 
derechos del niño, así como las Directrices 
Internacionales sobre el VIH/Sida y los 
Derechos Humanos (E/CN.4/1997/37):
a) Intensifique las medidas para 
prevenir la transmisión materno 
infantil, por ejemplo, coordinándolas con 
las actividades encaminadas a reducir la 
mortalidad materna;
b) Aplique el tratamiento antirretroviral 
a los recién nacidos de madres 
seropositivas y amplíe la disponibilidad 
de pruebas del VIH para las mujeres 
embarazadas;
c) Preste especial atención a los niños 
infectados y afectados por el VIH/Sida o 
huérfanos por el fallecimiento de sus padres 
a causa del Sida, brindándoles suficiente 
apoyo médico, psicológico y material y 
recabando la participación de la comunidad;
d) Redoble sus esfuerzos organizando 
campañas y programas de 
sensibilización sobre el VIH/Sida 
destinadas a los adolescentes, en 
particular a los de grupos vulnerables, 
y a la población en general, para que no 
se discrimine a los niños contagiados y/o 
afectados por el VIH/Sida; 
e) Asegure la dotación de recursos 
financieros y humanos suficientes para 
la aplicación eficaz del Plan Estratégico 
Nacional de Lucha contra el VIH/Sida; y
f) Solicite más asistencia técnica del 
Programa conjunto de las Naciones Unidas 
sobre el VIH/Sida (Onusida) y el Fondo 
de las Naciones Unidas para la Infancia 
(Unicef), entre otros.

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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3.6.1 	 Cuestiones generales

En la actualidad es imposible abordar la problemática 
del VIH/Sida sin incorporar el enfoque de derechos, más 
aún cuando las personas afectadas son niños, niñas y 
adolescentes, cuyo derecho a la salud es presupuesto 
indispensable para el ejercicio de sus demás derechos 
fundamentales como, por ejemplo, el derecho a la vida, 
a la integridad, a la no discriminación y a su libre 
desarrollo.

En tanto es innegable la interrelación existente entre los 
derechos humanos y la protección frente a la epidemia del 
VIH/Sida, resulta evidente la necesidad de una respuesta 
basada en una perspectiva de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes como personas que, en razón de 
su situación de vulnerabilidad, requieren especiales 
medidas para la prevención, atención y protección frente 
a estas graves enfermedades.

En ese sentido, los Estados tienen la responsabilidad de 
respetar, proteger y garantizar los derechos fundamentales 
de las personas con VIH/Sida y de las poblaciones en 
situación de mayor vulnerabilidad, en cumplimiento de 
las obligaciones internacionales contraídas mediante 
diversos instrumentos internacionales. En el caso 
peruano, existen avances normativos sobre la materia, 
así como acciones concretas de diversas entidades del 
Estado para la prevención, atención y tratamiento de 
esta epidemia. Sin embargo, también existen situaciones 
que deben ser superadas, a fin de proteger los derechos 
de las personas, con VIH/Sida, especialmente, de los 
niños, niñas y adolescentes.



Las recomendacionesa del Comité de los Derechos del Niño al Estado peruano

203

3.6.2	 Avances normativos e instrumentos de 
políticas públicas

•	 Con relación a la trasmisión vertical (madre-
hijo)

En el 2007 se aprobó el Plan Estratégico Multisectorial 
2007-2011 - PEM para la Prevención y Control de las ITS 
y VIH/Sida,346 el cual considera como una de sus líneas 
estratégicas para el 2011 la disminución de la transmisión 
madre-niño del VIH a menos del 2%. Cabe señalar que 
para asegurar la implementación del PEM en el ámbito 
nacional, varios gobiernos regionales (Loreto Piura, 
Tumbes, Lambayeque, Callao, Junín, Ucayali, Cajamarca) 
han formulado y aprobado Planes Estratégicos Regionales 
Multisectoriales para la prevención y control de las ITS y 
el VIH/Sida. Asimismo, 27 gobiernos locales han formulado 
Planes Operativos Anuales.347

Por su parte, en el 2008 se emitió la “Norma Técnica de 
Salud para la Profilaxis de la Transmisión Madre - Niño 
del VIH y la Sífilis Congénita”,348 la cual dispone el uso 
de pruebas rápidas en gestantes que acceden a su primer 
control prenatal a efectos de alcanzar la universalización 
del tamizaje del VIH, lo cual resulta fundamental para 
prevenir la trasmisión vertical. Más aún, dicha norma 
establece la gratuidad para el diagnóstico del VIH/Sida y 
sífilis. 

346 	Decreto Supremo Nº 005-2007-SA, publicado el 3 de mayo del 2007 
en el Diario Oficial El Peruano.

347 	Ver Serie de Informes de Adjuntía - Informe de Adjuntía Nº 005-2009-
DP/AAE: Fortaleciendo la respuesta frente a la epidemia del VIH/
Sida: Segunda supervisión de los servicios de prevención, atención y 
tratamiento del VIH/Sida. Lima: Defensoría del Pueblo, 2011, p. 28. 
En adelante: Informe de Adjuntía Nº 005-2009-DP/AAE.

348 Norma Técnica Nº 064-MINSA/DGSP-V.01, aprobada por la 
Resolución Ministerial Nº 335-2008/MINSA, publicada el 23 de 
mayo del 2008 en el Diario Oficial El Peruano.
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En concordancia con ello, el Seguro Integral de Salud (SIS) 
incluyó en su plan “C” a gestantes o puérperas en situación 
de pobreza o extrema pobreza y sin otro seguro, mediante 
el cual se cubre el tamizaje de VIH y sífilis en gestantes y 
recién nacidos o nacidas de madres con sífilis o VIH, además 
del tratamiento profiláctico a la madre VIH positiva y a los 
recién nacidos o nacidas, así como el tratamiento para VIH/
Sida en niños y niñas.349 

Por otro lado, en el 2009 se aprueba el Tarifario del Seguro 
Integral de Salud para los componentes subsidiado y semi-
subsidiado y sus definiciones operacionales,350 con lo que 
se facilita la accesibilidad a tales pruebas a las mujeres 
usuarias del SIS.

•	 En cuanto a niños, niñas y adolescentes:

El Pnaia ha contemplado como Resultado Esperado Nº 
12351 la reducción de las infecciones de transmisión sexual 
y VIH/Sida en adolescentes, con metas como las siguientes:

1.	 Se reducirá en un 50% los casos de infección de 
transmisión sexual y VIH/Sida en adolescentes.

2.	  El 100% de las y los adolescentes y docentes en 
secundaria tendrán conocimientos y competencias en 
educación sexual y conocen los riesgos de las ITS y 
VIH-Sida.

349 	 Decreto Supremo N° 004-2007-SA que establece el Listado 
Priorizado de Intervenciones Sanitarias de aplicación obligatoria 
para todos los establecimientos que reciben financiamiento del SIS, 
publicado el 17 de marzo del 2007 en el Diario Oficial El Peruano. 

350 	Aprobado por la Resolución Ministerial Nº 240-2009/MINSA, 
publicada el 20 de abril del 2009 en el Diario Oficial El Peruano. 

351 	Pnaia Resultado Nº 12.
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Asimismo, el Pnaia propone la creación de espacios de 
participación para adolescentes de 12 a 17 años y promover 
su desarrollo pleno, en el marco del cual se plantea como 
resultado al 2010 la reducción de ITS y VIH/Sida en 
adolescentes.352

Cabe señalar que el Minedu aprobó los “Lineamientos 
Educativos y Orientaciones Pedagógicas para la prevención 
de las ITS, VIH y SIDA, para directores, tutores y docentes 
de educación primaria y secundaria”,353 los cuales fueron 
entregados en el 2009 a las Direcciones Regionales de 
Educación de Lima, Ica, Callao, Junín, Arequipa, Ucayali, 
Loreto, Tumbes, Piura, La Libertad, Lambayeque, Ancash 
y Ayacucho.354 Asimismo, el Minsa ha brindado asistencia 
técnica y acompañamiento a 66 instituciones educativas 
para la implementación de estos lineamientos, en una fase 
piloto.355

Por su parte el Minsa, en el 2009, aprobó el Documento 
Técnico: “Consejería en ITS/VIH y Sida”, 356 desarrollada por 
la Estrategia Sanitaria Nacional de Prevención y Control de 
ITS/VIH/Sida, el cual contiene un acápite específico sobre 
situaciones donde se hace referencia concreta a adolescentes 
abusados sexualmente, que viven y/o trabajan en la calle 
así como a los que viven en instituciones tutelares.357

En septiembre del 2009, mediante la Resolución Ministerial 
Nº 636-2009/MINSA, el Minsa aprobó el Documento Técnico 

352 	Pnaia. Objetivo Estratégico N° 3.
353 	Resolución Directoral Nº 0181-2008-ED del 16 de julio del 2008.
354 	Pnaia. Informe 2009, p. 49.
355 	Pnaia. Informe 2009, p. 49.
356 	Resolución Ministerial Nº 264-2009/MINSA, publicada el 25 de 

abril del 2009 en el Diario Oficial El Peruano. 
357 	Documento Técnico: Consejería en ITS/VIH y Sida. Acápite 

5.5.5 Consejería en niños, niñas y adolescentes en situaciones 
especialmente difíciles.
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“Análisis de Situación de Salud de las y los Adolescentes 
- Ubicándolos y Ubicándonos”,358 base de la política de 
intervención sectorial.

3.6.3	 Acciones específicas:

•	 Con relación a la trasmisión vertical (madre-
hijo):

De acuerdo con la información proporcionada por la 
instancia multisectorial ejecutora del Proyecto Integrando 
Recursos para la Lucha contra el VIH/Sida en el Perú. 
Sexta Ronda: 359

–	 En el ámbito nacional, entre octubre 2007 y 
septiembre del 2008, 162,527 gestantes recibieron 
consejería y prueba rápida para tamizaje para VIH y 
178 recibieron profilaxis para prevenir la transmisión 
vertical del VIH.

–	 169 centros de salud fueron implementados con la 
estrategia de prevención de transmisión vertical del 
VIH

–	 Se adquirieron 635,000 pruebas rápidas para descarte 
del VIH. 

–	 Se trató a 432 gestantes con VIH, evitando así que 
se incremente el número de niños y niñas que no se 
revierten a los 18 meses.

358 	Publicada el 23 de septiembre del 2009 en el Diario Oficial El 
Peruano. 

359	 http://www.care.org.pe/programas/salud/salud15.htm# Consulta 
21.06.2010.
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De acuerdo con la información de la entidad ejecutora 
se realizaron dos campañas comunicacionales para la 
prevención de las ITS, VIH y Sida y la reducción del 
estigma y discriminación hacia personas con VIH. Para ello 
se desarrolló un plan de comunicación estratégico conjunto 
con el lema “TÚ PREVIHENES, INFÓRMATE”, en el 
cual se incluían todas las campañas en VIH ejecutadas 
con el apoyo del Fondo Mundial y por otras instituciones, 
incorporándose la campaña en prevención de la transmisión 
madre-niño del VIH.360

•	 En lo referente a la atención de niños, niñas y 
adolescentes VIH positivos:

De acuerdo a la información de la cooperación 
internacional:361 

–	 Desde febrero del 2008 se identificó 879 niños y niñas 
expuestos, hijos de gestantes VIH positivas, mientras 
que en el año 2009 fueron identificados 340; 

–	 Se ha identificado a 147 niños y niñas VIH positivos, 

–	 102 han ingresado al tratamiento antirretroviral. 

360 	De octubre a diciembre del 2007 se efectuó la primera etapa de la 
campaña, y de abril a junio del 2008 se realizó la segunda. El monto 
fue de US$ 2.242.293 (en medios masivos: US$ 642.500 en televisión 
y US$ 112.456 en radio). Las campañas tuvieron cobertura nacional 
y regional (Lima, Callao, Chimbote, Ica, Iquitos y Pucallpa) en 
televisión y radio. Ver: Cerrando brechas: para lograr las 
metas de desarrollo del milenio para el VIH/Sida en el Perú: 
Propuesta con un enfoque participatorio multisectorial 
descentralizado - V Ronda. http://www.care.org.pe/programas/
salud/salud24.htm Consulta 25.06.2010.

361 	Minsa. Reunión de la cooperación internacional, marzo 2010. 
Síntesis de los principales resultados en el 2009. http://www.
minsa.gob.pe/ogci/archivo/ponencias/acc/PPT%2003-03-2010/PPT_
UNICEF.ppt 
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Asimismo, se estableció el registro del programa nutricional 
para implementar el soporte nutricional mediante la 
entrega de canastas a los niños afectados por el VIH. 
Sus padres también se beneficiaron mediante la atención 
integral a la familia con VIH. Al 25 de junio del 2010, 243 
niños y niñas acudían a su atención integral, equivalente a 
cerca de 30% más que la meta programada.362

Cabe, asimismo, señalar que el Minedu publicó la guía 
para docentes “Creando un ambiente seguro y amigable 
a los niños y niñas VIH positivos en la escuela”,363 con 
la finalidad de brindar herramientas metodológicas que 
promuevan los derechos de los niños, niñas y adolescentes 
VIH positivos. Este material está dirigido a docentes de 
Educación Primaria.364

3.6.4	 Intervención defensorial

En el año 2008, la Defensoría del Pueblo llevó a cabo la 
supervisión de los servicios de prevención y tratamiento 
que brindan los establecimientos del Minsa ubicados en las 
zonas de mayor incidencia de casos de VIH/Sida. El objetivo 
fue verificar el cumplimiento de las obligaciones legales 
por parte de los establecimientos de salud, determinar si 
existen deficiencias en su funcionamiento, y contribuir 
al fortalecimiento de la respuesta sanitaria mediante 
recomendaciones y sugerencias dirigidas a revertir la 
problemática identificada.

362 	Cerrando brechas: para lograr las metas de desarrollo 
del milenio para el VIH Sida en el Perú: propuesta con un 
enfoque participatorio multisectorial descentralizado - 
Vronda. Ver: http://www.care.org.pe/programas/salud/salud24.
htm 

363 Disponible en: http://ditoe.minedu.gob.pe/Materiales%20DITOE/
App9.pdf?link=guia_ea.pdf

364	 Disponible en: http://ditoe.minedu.gob.pe/panel/archivo/files/
CreambieseguableniVIHSIDA.pdf
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Los resultados de dicha supervisión, así como las 
recomendaciones respectivas se encuentran en el Informe 
Defensorial Nº 143, “Fortaleciendo la respuesta frente a 
la epidemia del VIH/Sida: supervisión de los servicios de 
prevención, atención y tratamiento.” 

Con relación a niños, niñas y adolescentes, la Defensoría del 
Pueblo, entre otras, emitió las siguientes recomendaciones:365

-	 Instar a los establecimientos de salud a difundir 
los alcances de las normas y directivas que regulan 
la prestación de los servicios de consejería en ITS 
y VIH/Sida, AMP, diagnóstico de VIH/Sida en 
gestantes, terapia antirretroviral para la prevención 
de la transmisión vertical, así como del tratamiento 
antirretroviral de gran actividad (Targa) en adultos, 
adolescentes, niños y niñas en forma gratuita.

-	 Impulsar una coherente regulación en materia de 
acceso a los servicios de salud en VIH/Sida para los 
(y las) adolescentes, así como promover las acciones 
necesarias que aseguren su efectiva atención 
integral. En esa misma línea, regular la prestación 
del servicio del Targa para los (y las) adolescentes, 
mediante protocolos y procedimientos acordes con 
las características de este grupo poblacional y con los 
factores que elevan su riesgo y vulnerabilidad frente 
a la epidemia.

Posteriormente, en el seguimiento de dichas 
recomendaciones, durante el año 2010, la Defensoría del 
Pueblo llevó a cabo la segunda supervisión defensorial de 

365 	Informe Defensorial Nº 143, “Fortaleciendo la respuesta frente a la 
epidemia del VIH/SIDA: supervisión de los servicios de prevención, 
atención y tratamiento del VIH/Sida.”. Lima: Defensoría del 
Pueblo, 2009, p. 205. En adelante: Informe Defensorial Nº 143.
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los servicios de consejería en VIH/Sida, atención médica 
periódica, diagnóstico del VIH en gestantes, profilaxis para 
la prevención de la transmisión vertical y tratamiento 
antirretroviral, cuyos resultados se dieron a conocer en el 
Informe de Adjuntía Nº 005-2011-DP/AAE, Fortaleciendo 
la respuesta frente a la epidemia del VIH/sida: Segunda 
supervisión de los servicios de prevención, atención y 
tratamiento del VIH/Sida.

Respecto a los niños, niñas y adolescentes, la Defensoría 
del Pueblo reiteró las recomendaciones formuladas en el 
Informe Defensorial Nº 143.366 Asimismo, formuló al Minsa, 
entre otras, las siguientes recomendaciones:

–	 Promover el trabajo coordinado entre la estrategia 
nacional de prevención y Control de ITS/VIH y Sida 
y las demás instancias del Sector Salud a través de 
espacios intersectoriales —principalmente con la 
Estrategia de Salud Sexual y Reproductiva—, con la 
finalidad de garantizar una intervención sanitaria 
integral en respuesta a la epidemia del VIH.

–	 Adoptar las medidas necesarias para la evaluación 
del PEM 2007-2011 para la Prevención y Control de 
ITS/VIH y Sida, a efectos de garantizar la oportuna 
aprobación del próximo Plan Estratégico Multisectorial 
en VIH/Sida, así como la implementación de los 
Planes Estratégicos Regionales aprobados hasta el 
momento.

–	 Actualizar los registros de establecimientos que 
brindan los servicios de prevención, atención y 
tratamiento de VIH/Sida, a cargo de la Estrategia 
Sanitaria Nacional para la Prevención y Control de 
ITS y VIH/Sida.

366 	Informe de Adjuntía Nº 005-2009-DP/AAE, pp. 109-111.
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–	 Disponer la revisión de los dispositivos legales que 
regulan los servicios de Consejería en ITS/VIH y 
Sida, así como de Profilaxis para la Prevención de 
la Transmisión Vertical; de tal manera que sean 
coherentes con las leyes vigentes y las normas emitidas 
por el Sector, en lo que respecta a la realización de la 
prueba para el diagnóstico de VIH en gestantes.

–	 Disponer las medidas necesarias con la finalidad de 
garantizar la gratuidad de los servicios de diagnóstico a 
gestantes y profilaxis para la prevención de la transmisión 
vertical a todas las usuarias, independientemente de la 
fuente de financiamiento de aquellos, de tal manera que 
dicha gratuidad no alcance únicamente a las afiliadas al 
Seguro Integral de Salud (SIS).367

3.6.5	Problemas subsistentes

•	 En cuanto a la trasmisión vertical (madre-hijo):

En el 2004 se aprobó la Ley Nº 28243368 que modifica 
la Ley Nº 26626,369 la cual dispone que el tamizaje del 
VIH a mujeres embarazadas solo es obligatorio cuando 
exista riesgo previsible de contagio o infección y para 
disponer las medidas o tratamientos pertinentes, o 
infección. En los demás casos, la mujer debe prestar su 
libre consentimiento. 

Sin embargo, la “Norma Técnica de Salud para la 
Profilaxis de la Transmisión Madre - Niño del VIH y 
la Sífilis Congénita”370 dispone que las pruebas para el 

367 	Informe de Adjuntía Nº 005-2009-DP/AAE, pp. 108-109.
368 	Publicada el 1 de junio del 2004 en el Diario Oficial El Peruano.
369 	Publicada el 20 de junio de 1996 en el Diario Oficial El Peruano
370	 Norma Técnica Nº 064-MINSA/DGSP-V.01. aprobada por la 

Resolución Ministerial Nº 335-2008/MINSA, publicada el 23 de 
mayo del 2008 en el Diario Oficial El Peruano.
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diagnóstico del VIH/Sida y sífilis deben ser aplicadas a 
todas las gestantes de todos los niveles de atención, previa 
consejería y de preferencia en el primer control prenatal. 
De manera tal que el tamizaje del VIH y sífilis se realiza a 
toda gestante sin excepción alguna. Ello ha sido observado 
por la Defensoría del Pueblo371 pues es importante que la 
mujer sea sensibilizada y preste su consentimiento para 
tal prueba, cumpliendo con el respeto de su derecho a la 
libertad y autonomía, pero también por la importancia de 
hacerla partícipe de los resultados de dicha prueba.372 

Esta disposición responde a una política que nace de una de las 
líneas estratégicas del Plan Estratégico Multisectorial (PEM), 
la cual está dirigida a disminuir la transmisión madre-niño del 
VIH a menos del 2% para el 2011. Sin embargo, para que dicha 
línea estratégica sea efectiva se requiere atender las principales 
debilidades que influyen en la baja cobertura del servicio,373 
como son la promoción inadecuada de la atención prenatal, 
la capacitación insuficiente de los profesionales de salud y los 
problemas de gestión que originan el desabastecimiento de 
pruebas de VIH y de tratamientos profilácticos.374

371 	Defensoría del Pueblo. Informe Nº 143: Fortaleciendo la respuesta frente 
a la epidemia del VIH/Sida: Supervisión de los servicios de prevención, 
atención y tratamiento del VIH/Sida. Lima: Defensoría del Pueblo, 
2009, pp. 193-195. En adelante: Informe Defensorial Nº 143.

372 	Informe Defensorial Nº 143, pp. 193 - 195 e Informe de Adjuntía Nº 
005-2009-DP/AAE, pp. 40-41.

373 	De acuerdo al documento “Plan para alcanzar el Acceso Universal 
a la Atención Integral de Salud 2006-2010”, las oportunidades 
perdidas de diagnóstico oportuno de gestantes que acuden a los 
Centros de Salud, el cual se estima en 70%, es una de las principales 
brechas encontradas. Además, se estima que la oferta de pruebas 
de VIH a gestantes tiene una cobertura de 34.8%. Cf. Kusunoki, 
Lourdes, Navarro, María del Carmen y Guanira, Juan. Plan para 
alcanzar el Acceso Universal a la Atención Integral de Salud 2006-
2010. Lima: Onusida, 2006, p. 69.

374 	Minsa/Onusida. Informe Defensorial Nacional sobre los progresos 
realizados en la aplicación del Ungass Perú, enero 2006 - diciembre 
2007. Op. Cit., p. 31.
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Con relación al suministro de medicamentos para la 
prevención de la transmisión vertical, los resultados de la 
supervisión de la Defensoría del Pueblo arrojaron que el 33% 
de establecimientos no se encontraba abastecido, en tanto 
que en el 83% se registraron problemas de desabastecimiento 
durante el 2008.375 Asimismo, durante el bienio 2009-2010, 
el 7.69% de establecimientos no se encontraba abastecido 
y el 15.38% enfrentó problemas de desabastecimiento.376 
Ello ha sido observado con preocupación, considerando la 
importancia del suministro de dichos medicamentos para 
prevenir la transmisión de madre a hijo (o hija).

•	 Con relación a niños, niñas y adolescentes:

Si bien el Pnaia 2002-2010 se propuso una meta referida 
al conocimiento sobre educación sexual y los riesgos de 
las ITS y VIH-Sida, se carece de estrategias y acciones 
concretas respecto de los (y las) adolescentes vulnerables 
a las ITS y VIH. Al respecto, cabe indicar que de acuerdo 
a la Endes,377 el mayor desconocimiento de las ITS se 
presentó entre las mujeres de 15 a 19 años, alcanzando al 
44.1% de ellas. Sin embargo, no se identifican estrategias 
de IEC especialmente dedicadas a este grupo objetivo. 
Asimismo, 

“Los estudios parciales existentes en la materia 
indican que hay más conocimientos que 
competencias; esto es, un porcentaje mayoritario 
de estudiantes secundarios ha empezado en esta 
década a tener mayor información sobre las ITS y 
VIH/Sida, pero ello no necesariamente implica que 
tienen las competencias que les permitan asumir 
prácticas sexuales preventivas para evitar estas 

375 	Informe Defensorial Nº 143, p. 199.
376 	Informe de Adjuntía Nº 005-2009-DP/AAE, pp. 108-109 y 95-96.
377 	Pnaia. Informe 2009, p. 249.
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enfermedades de transmisión sexual. El avance al 
respecto resulta así parcial”.378

Uno de los retos más importantes es garantizar a los (y 
las) adolescentes, a partir de los 14 años, el acceso a 
servicios de consejería, diagnóstico y tratamiento de ITS 
y VIH en los servicios de salud, de manera confidencial 
y con independencia de los padres y madres. Al respecto, 
existen dos barreras: la primera es que, de acuerdo a la 
legislación vigente —y a pesar del Acuerdo Plenario de 
la Corte Suprema, que dispone que desde los 14 años las 
personas están en capacidad de consentir si mantener 
o no relaciones sexuales— toda relación sexual de una 
persona menor de 18 años es considerada como violación 
y, por consiguiente, configura delito,379 lo que pone en un 
situación muy incómoda a los prestadores de salud cuando 
una persona adolescente desea acceder a servicios de salud 
sexual y reproductiva, pues entienden que estarían frente 
a posibles comisiones de delito.380

378 	Proyecta. Lab. Evaluación del Plan Nacional de Acción por la 
Infancia y la Adolescencia 2002-2010. Informe Final, mayo del 
2010, p.111.

379 	Artículo 173, 3 del Código Penal.- El que tiene acceso carnal por vía 
vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos introduciendo 
objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, 
con un menor de edad, será reprimido con las siguientes penas 
privativas de libertad: (…) 3) Si la víctima tiene entre catorce años 
de edad y menos de dieciocho, la pena será no menor de veinticinco 
ni mayor de treinta años. (…)

380 	Una barrera al acceso puede estar configurándose por la acción de 
los profesionales de salud en el primer y segundo nivel de atención 
que están recurriendo a la práctica del tamizaje de violación sexual 
en los casos de todas las adolescentes que muestran inicio en la 
actividad sexual, que según la norma modificatoria del artículo 
173.3 del Código Penal realizada en el año 2006 establece la 
presunción de violación sexual, aun cuando las relaciones sean 
consentidas. Es más, el artículo 30º de la Ley General de Salud 
establece la obligatoriedad de los/as médicos/as de poner en 
conocimiento de la autoridad competente la presunta comisión de 
hechos de violencia que constituyan delito. Como consecuencia se 
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Por otro lado, la normatividad nacional —Ley General 
de Salud— dispone que para cualquier tratamiento, los 
menores de edad deban ir acompañados por sus padres, 
madres o tutores, lo cual estaría atentando contra el derecho 
de privacidad y confidencialidad de los (y las) adolescentes. 
Al respecto existe por una serie de esfuerzos, impulsados 
sobre todo desde la sociedad civil, que buscan que el Estado 
adopte una normatividad coherente con lo recomendado por 
el Comité de Derechos del Niño en su Observación General 
Nº 3 (VIH Sida y Derechos del Niño) y la Observación 
General Nº 4 (Salud y Desarrollo de Adolescentes).381 

Debido a que el gobierno nacional no ha logrado establecer 
una norma al respecto, han habido iniciativas regionales 
que buscan asegurar el acceso de los (y las) adolescentes 
a los servicios de consejería, diagnóstico y tratamiento de 

remite estos casos a la Comisaría y en muchos casos se produce 
la retención de las adolescentes hasta la elaboración del atestado 
así como la detención de sus parejas por la comisión del presunto 
delito de violación sexual. La divulgación de esta práctica está 
ocasionando una disminución en la demanda de los servicios. 
Las propias estadísticas del Ministerio de Salud registran esta 
disminución en el acceso. Fuente: Ministerio de Salud, Op. cit. p. 86. 
Las iniciativas legislativas en trámite son el anteproyecto de Ley de 
Salud Sexual y Reproductiva y la modificatoria de la Ley Nº 26842, 
Ley General de Salud, además de las propuestas de modificación 
del citado artículo 173° del Código Penal. Si bien, sobre la base de 
todas estas razones en el 2008 la Corte Suprema de Justicia en el IV 
Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanente, Transitorias 
y Especial por Acuerdo Plenario N° 4-2008/CJ-116, Aplicación 
del artículo 173.3 del Código Penal de fecha 18 de julio del 2008, 
declaró la inaplicación del citado artículo en el caso de relaciones 
sexuales voluntarias consentidas por adolescentes mayores de 14 
años de edad, no está siendo cumplida por todos los jueces y mucho 
menos por el Ministerio Público.

381 	Ver Huaita, Marcela et al. Balance político normativo sobre el 
acceso de las y los adolescentes a los servicios de salud sexual, salud 
reproductiva y prevención del VIH-Sida. Lima: Minsa - Fondo de 
Población de las Naciones Unidas (Unfpa) e Instituto de Educación 
y Salud (IES), 2005, p. 49.
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ITS y VIH/Sida sin autorización de sus representantes 
legales, configurándose, al parecer, una contradicción 
entre la norma nacional, que exige el consentimiento de los 
padres, y la regulación en algunas regiones, que permite 
acceso directo por parte de los (y las) adolescentes. 

Ello ha conllevado a que la Defensoría del Pueblo exprese su 
preocupación por esta normatividad y considere “urgente y 
necesaria la adopción de medidas que permitan asegurar la 
atención integral en salud de los (y las) adolescentes, en el marco 
de las políticas y ordenamiento jurídico nacional vigente”.382

Por otro lado, es importante tener en cuenta que uno 
de los problemas en los servicios de atención en el nivel 
primario (puestos y centros de salud) es la insuficiencia de 
personal técnico, lo cual genera la rotación y polivalencia 
de enfermeras y auxiliares. Muchas veces esto conduce a 
que el personal no conozca los protocolos de atención y las 
directivas relativas al VIH/Sida.

Asimismo, falta un dispositivo específico que regula la 
prestación del servicio del TARGA para el tratamiento de 
adolescentes con VIH/Sida.383

Finalmente, resulta preocupante que las cifras disponibles 
sobre casos notificados de adolescentes con VIH y los casos 
notificados de adolescentes con Sida y con ITS se encuentren 
en aumento:

“Los casos notificados de VIH en adolescentes han 
ido en aumento para el período 2000-2008, de 100 
el año 2000 a 173 el 2008. Por otro lado, los casos 
de Sida en adolescentes, en personas de 10 a 19 

382 	Informe Defensorial Nº 143, p. 113.
383 	Informe Defensorial Nº 143, p. 200 e Informe de Adjuntía Nº 005-

2009-DP/AAE, p. 56.
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años, también registran un aumento en el período 
2000-2008, de 13 casos registrados en el año 2001, 
a 25 casos en el año 2008”.384

La situación se complica aún más debido a que “es posible 
que los casos sean muchos más porque la mayoría de las y 
los adolescentes no acuden a los establecimientos de salud 
y porque para que puedan acceder a que se les practique 
la prueba de Elisa necesitan contar con la autorización del 
padre o tutor, lo que limita aun más el registro de casos de 
VIH. De otro lado el aumento de casos de SIDA podría deberse 
también a la posibilidad actual de acceder al Tratamiento 
Antirretroviral de Gran Amplitud (TARGA)”385.

3.6.6	Conclusiones generales

Si bien existen esfuerzos interesantes por parte del Estado 
para evitar la trasmisión vertical del VIH, no se puede 
decir lo mismo con relación al riesgo del contagio en los y 
las adolescentes. Al respecto, existen barreras que se deben 
resolver teniendo en consideración el reconocimiento de 
la evolución en la madurez y discernimiento de los y las 
adolescentes para, en tanto sujetos de derecho, asumir la 
responsabilidad que conllevan sus acciones y el ejercicio de 
sus derechos. 

Lo expuesto constituye posiblemente el principal reto 
para evitar el contagio, así como la adecuada atención 
y tratamiento de este grupo etario y la vigencia de sus 
diversos derechos fundamentales.

384 	Proyecta. Lab. Evaluación del Plan Nacional de Acción por la 
Infancia y la Adolescencia 2002-2010. Informe Final, mayo del 
2010, p. 109.

385 	Minsa, Análisis de Situación de Salud de las y los adolescentes, 
Perú 2009, citado en: Proyecta. Lab. Evaluación del Plan Nacional 
de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002-2010. Informe 
Final, mayo del 2010, p. 110.
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3.7 	 Niños, niñas y adolescentes con discapacidad

Con relación a la problemática de los niños, niñas y 
adolescentes con discapacidad, el Comité ha recomendado 
lo siguiente:

Cuadro Nº 21
Recomendaciones del Comité en materia de niños, 

niñas y adolescentes con discapacidad

OF 
1993 OF 2000 OF 2006

-.- A la luz de las Normas Uniformes 
sobre la igualdad de oportunidades 
para las personas con discapacidad 
(Resolución 48/96 de la Asamblea 
General), y de las recomendaciones 
del Comité aprobadas el día del 
debate general sobre los niños con 
discapacidad, (véase A/53/41, cap. 
IV, sec. C), el Comité recomienda 
que el Estado-Parte cree progra-
mas de detección temprana 
para prevenir las discapacida-
des, aplique medidas sustitu-
tivas al internamiento de los 
niños con discapacidad, prevea 
campañas de aumento de la 
conciencia pública destinadas 
a eliminar la discriminación 
contra esos niños, establezca 
programas y centros especia-
les de educación y fomente su 
inclusión en el sistema de en-
señanza y en la sociedad, así 
como que establezca la super-
visión adecuada de las institu-
ciones privadas para los niños 
con discapacidad.  El Comité re-
comienda, además, al Estado-Parte 
que solicite la cooperación técnica 
de la OMS y las organizaciones no 
gubernamentales especializadas 
para la formación del personal que 
trabaja con los niños con discapaci-
dad y para ellos.

El Comité alienta al Estado-Parte a 
proseguir activamente sus esfuerzos 
actuales y a continuar:
a) Velando por que las políticas y 
prácticas con respecto a los niños con 
discapacidad tengan debidamente en 
cuenta las Normas Uniformes sobre 
la igualdad de oportunidades para 
las personas con discapacidad (Re-
solución 48/96 de la Asamblea General) 
y las recomendaciones del Comité apro-
badas en su día de debate general sobre 
la cuestión de los derechos de los niños 
con discapacidad (véase CRC/C/69);
b) Procurando que los niños con discapa-
cidad puedan integrarse plenamente, en 
particular facilitando su incorpora-
ción en el sistema educativo ordina-
rio y su participación en actividades 
sociales, culturales y deportivas;
c) Redoblando sus esfuerzos para pro-
porcionar los recursos profesiona-
les (por ejemplo, especialistas en 
discapacidad) y financieros nece-
sarios, en especial en el ámbito local, 
y promover y ampliar los programas 
comunitarios de rehabilitación y rein-
tegración social, como los grupos de 
apoyo a los padres;
d) Intensificando las campañas de 
sensibilización del público para cam-
biar las actitudes negativas de la po-
blación.

Fuente: Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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3.7.1 	 Cuestiones generales

Cada niño, niña o adolescente tiene características, 
capacidades y necesidades propias, y el que alguno de ellos 
o ellas presente una discapacidad es propio de la diversidad 
de cada ser humano. 

En tal sentido, desde una perspectiva de derechos 
humanos, resulta inaceptable cualquier tipo de acción 
que los discrimine por tal condición, propiciado por el 
Estado o por particulares. Así, el Estado está obligado a 
desarrollar políticas de prevención, protección y promoción 
que garanticen el respeto de sus derechos fundamentales, 
entre ellos su derecho a la educación. 

En efecto, los niños, niñas y adolescentes con discapacidad 
enfrentan una serie de problemas originados por la carencia 
de oportunidades y condiciones para su desarrollo, debido 
a que ni la sociedad ni el Estado han tomado en cuenta 
las necesidades de estas personas. En razón a ello, resulta 
necesario sumar esfuerzos para la realización de sus 
derechos fundamentales, de acuerdo a lo establecido en los 
instrumentos internacionales, como la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad.

3.7.2	 Avances normativos e instrumentos de 
políticas públicas

En el Pnaia 2002-2010 se contempla el Resultado Nº 4: 
“Necesidades especiales de niños y niñas prevenidas, 
detectadas y rehabilitadas”, en el que se fijaron metas para 
el año 2006:

– 	 Diagnóstico integral de la situación de los niños 
y niñas con discapacidad en el ámbito nacional y 
conocimiento de los servicios públicos existentes. 
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–	 Se habrá ampliado la cobertura educativa en la 
modalidad de educación especial, incrementándola en 
un 30%, alcanzando a todos los niveles y modalidades 
del sistema educativo nacional. 

–	 El 60% de los Centros Educativos Especiales 
tendrán personal especializado, material adecuado e 
infraestructura accesible. 

–	 El 50% de los centros de salud de todo el ámbito 
nacional habrán implementado áreas y servicios de 
rehabilitación y se habrán articulado con los servicios 
educativos de sus jurisdicciones. 

–	 Se habrá formulado e implementado el marco 
normativo que garantice el desarrollo de las políticas 
de inclusión en los programas nacionales de educación 
y salud que asegure la participación en la comunidad 
de las niñas y niños con discapacidad de todo el Perú.

Asimismo, el Resultado N° 18 establece como meta que el 
75% de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad y 
necesidades especiales será atendido por servicios sociales 
y programas adecuados a sus necesidades.

Desde el 2003, la normativa emitida por el sector 
Educación386 asume un enfoque inclusivo para brindar 
atención a estudiantes con necesidades educativas 
especiales asociadas a discapacidad. 

En ese mismo año se estableció la Década de la Educación 
Inclusiva 2003-2012,387 encargando al Minedu presentar 

386 	Ley Nº 28044, Ley General de Educación y las normas reglamentarias 
de la Educación Básica Regular, Decreto Supremo Nº 013-2004-ED y 
la de Educación Básica Especial, Decreto Supremo Nº 002-2005-ED.

387 	Decreto Supremo Nº 026-2003-ED, publicado el 12 de noviembre del 
2003 en el Diario Oficial El Peruano.



Las recomendacionesa del Comité de los Derechos del Niño al Estado peruano

221

todos los años un informe sobre las actividades 
realizadas.

En el año 2005,388 se estableció que el Minedu desarrolle 
un Plan Piloto por la Inclusión Progresiva de los Niños, 
Niñas y Adolescentes con Discapacidad (2005-2012), el 
cual es formulado estableciéndose cuatro regiones para su 
implementación: Lima, Junín, Lambayeque y Loreto.389

Ese mismo año, el Plan Nacional Educación para 
Todos 2005-2015,390 en sus políticas de acción, Ob-
jetivo A2, plantea como indicador de logro el “por-
centaje de los niños y las niñas con necesidades 
educativas especiales matriculados en centros y 
programas regulares de educación inicial”.391 

Además, mediante la Resolución Ministerial Nº 0523-2005-
ED392 se declaró en el ámbito del Sector Educación el 16 de 
octubre de cada año como el Día de la Educación Inclusiva.

Por su parte, mediante la Directiva 004-VMGP-2005393 se 
dispuso la evaluación de los aprendizajes de los estudiantes 
en la educación básica regular, comprendiendo a las 
personas con discapacidad.

388 	Decreto Supremo Nº 002-2005-ED Aprueba el reglamento de 
educación básica especial. 12.01.2005.

389 	MED. Plan piloto por la inclusión progresiva de los niños, niñas 
y adolescentes con discapacidad. Lima, p. 21. Ver: http://portal.
perueduca.edu.pe/basicaespecial/innovaciones.htm Consulta: 
28.06.2010.

390 	Aprobado por la Resolución Ministerial Nº 0592-2005-ED, publicada 
el 30 de septiembre del 2005 en el Diario Oficial El Peruano.

391 	Minedu. Plan Nacional Educación para Todos 2005-2015, hacia una 
educación de calidad con equidad, en sus políticas de acción, p. 121.

392 	Publicada el 22 de agosto del 2005 en el Diario Oficial El Peruano.
393 	Aprobada por la Resolución Ministerial Nº 0234-2005-ED, publicada 

el 15 de abril del 2005 en el Diario Oficial El Peruano.
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Asimismo, el Sector Educación ha dispuesto la 
transversalidad de la atención de estudiantes con 
discapacidad en todos los niveles y las modalidades del 
sistema educativo. Para su implementación, se han dictado, 
a partir del 2006, disposiciones complementarias como:

–	 La Directiva Nº 76-2006-VMGP/DINEBE,394 sobre 
“Normas complementarias para la conversión de 
los Centros de Educación Especial en Centros de 
Educación Básica Especial (Cebe) y los Servicios de 
Apoyo y Asesoramiento a las Necesidades Educativas 
Especiales (Saanee)”, que regula la constitución 
de los Cebe y los Saanee, así como las acciones que 
estos servicios deben desarrollar en el marco de la 
educación inclusiva.

–	 La Directiva Nº 01-2008-VMGP/DIGEBE,395 sobre 
“Normas para la matrícula de niños, niñas y 
jóvenes con discapacidad en los diferentes niveles y 
modalidades del sistema educativo, en el marco de la 
educación inclusiva”, que establece el procedimiento, 
las directrices y obligaciones para el acceso de 
estudiantes con discapacidad a las IE de las diversas 
modalidades.  

Por otro lado, en diciembre del 2006, el Mimdes expidió 
el Decreto Supremo N° 015-2006-MIMDES,396 declarando 
el período 2007- 2016 como el “Decenio de las Personas 
con Discapacidad en el Perú”, demandando a todos los 
sectores y niveles de gobierno a impulsar programas, 
proyectos y acciones encaminadas a alcanzar la inclusión 

394 	Aprobada por la Resolución Directoral Nº 0354-2006-ED, publicada 
el 1 de junio del 2006 en el Diario Oficial El Peruano.

395 	Aprobada por la Resolución Ministerial Nº 0069-2008-ED, publicada 
el 6 de febrero del 2008 en el Diario Oficial El Peruano.

396 	Publicado el 13 de diciembre del 2006 en el Diario Oficial El 
Peruano.
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y participación plena de las personas con discapacidad en 
todos los aspectos de la vida social.

Cabe señalar que, el 30 de marzo del 2007, el Perú 
suscribió la Convención de la ONU sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad y su Protocolo, ratificándola 
el 30 de enero del 2008.397

En el año 2008, mediante la Resolución Viceministerial 
Nº 0037-2008-ED398 se constituyó la Mesa de Diálogo y 
Acción Conjunta por la Educación Inclusiva, diseñada con 
la finalidad de contribuir a la implementación y desarrollo 
de las políticas de educación inclusiva. 

En el 2009, el Estado peruano aprobó el Plan de Igualdad 
de Oportunidades para las Personas con Discapacidad 
2009-2018,399 el cual establece las acciones que deben ser 
ejecutadas por las diferentes entidades públicas. En lo que 
se refiere a niños, niñas y adolescentes, algunas de estas 
acciones son: 

–	 Diseño e implementación de políticas educativas 
inclusivas.

–	 Acceso, permanencia y éxito de los estudiantes con 
discapacidad incluidos en el Sistema Educativo 
Nacional.

–	 Accesibilidad a la Información y uso de los recursos 
tecnológicos.

397 	Aprobada por la Resolución Legislativa Nº 29127, publicada el 1 de 
noviembre del 2007 en el Diario Oficial El Peruano.

398 	Publicada el 21 de octubre del 2008 en el Diario Oficial El Peruano.
399 	Aprobado mediante el D. S. Nº 007-2008-MIMDES, publicada el 23 

de diciembre del 2008 en el Diario Oficial El Peruano.
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–	 Eliminación de las barreras que limitan a los 
estudiantes con discapacidad el ingreso, permanencia, 
la evaluación y la certificación en los establecimientos 
públicos y privados.

-	 Diseño e implementación de medidas especiales 
para la admisión de personas con discapacidad en 
universidades e instituciones superiores pedagógicas.

Por otro lado, cabe subrayar la expedición de la Ley 
N° 29392400, Ley de Infracciones y Sanciones por el 
incumplimiento de la Ley N° 27050,401 Ley General de 
la Persona con Discapacidad y su Reglamento. Ambas 
normas enmarcan las acciones del Consejo Nacional para la 
Integración de la Persona con discapacidad (Conadis) para 
proteger los derechos de los niños, niñas y adolescentes con 
discapacidad.

3.7.3	 Acciones específicas

En el año 2009, la Comisión Especial de Discapacidad 
del Congreso de la República ha publicado un 
importante compendio de las principales normas 
nacionales e internacionales sobre discapacidad, con 
el objeto de contribuir al mejor conocimiento del marco 
legal que ampara los derechos de las personas con 
discapacidad.402

Con relación a la preocupación del Estado sobre la 
población con discapacidad, se levantó información en 
todo el territorio nacional mediante la Encuesta Nacional 

400 	Publicada el 2 de agosto del 2009 en el Diario Oficial El Peruano.
401 	Publicada el 6 de enero del 2009 en el Diario Oficial El Peruano.
402	 Compendio de normas nacionales e internacionales sobre 

discapacidad en el Perú. Lima, 2009. Ver: http://www.codis.pe/
pdfpublicaciones/3.pdf. Consulta: 28.06.2010.
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Continua (Enco).403 De acuerdo con esta encuesta, para el 
año 2006, en el Perú, el 8,4% de la población declaraba tener 
algún tipo de discapacidad. Según la referida encuesta, 
325,471 niños, niñas y adolescentes con discapacidad se 
encuentran en edad escolar. Sin embargo, de acuerdo a 
información oficial solo 42,132 personas con discapacidad 
están matriculadas en los distintos niveles y modalidades 
y del Sistema Educativo Nacional, lo que representa el 
12,94% de la demanda nacional.404

Respecto del grupo de edad de niños y niñas hasta 11 años, el 
promedio nacional es de 7,1%, en un plano descentralizado, 
los departamentos de Lambayeque, Ayacucho, Loreto, 
Tumbes y Madre de Dios presentan porcentajes superiores: 
10,1%, 10,9%, 11,3%, 13,4% y 17,9%, respectivamente.405

En materia de salud, de acuerdo a la Encuesta Nacional 
de Hogares con Discapacidad (Ehodis) realizada el año 
2005, en Lima Metropolitana y Callao,406 el 13%, en 
igual proporción de hombres y mujeres, realiza algún 
tipo de terapia o rehabilitación; en tanto que son los 
niños quienes más acuden a estas prácticas. Ello resulta 
importante, pues, mientras se hagan a más temprana 
edad, las posibilidades de que la discapacidad se reduzca 
o desaparezca aumentan.407

403 	Inei. Resultados de la Encuesta Nacional Continua. Enco 
2006. Lima, septiembre del 2007. Ver: http://www1.inei.gob.pe/
biblioineipub/bancopub/Est/Lib0734/Libro.pdf

404 	Plan de Igualdad de Oportunidades para las Personas con 
Discapacidad 2009 - 2018. Consejo Nacional para la Integración de 
la Persona con Discapacidad (Conadis); Ministerio de la Mujer y 
Desarrollo Social (Mimdes). Lima: Conadis/Mimdes, 2009, p. 14. En 
adelante: Plan discapacidad.

405 	Plan discapacidad, p. 16.
406 Ver: http://www.conadisperu.gob.pe/web/documentos/estadisticas/

resumen_ejecutivo.pdf
407 	Plan discapacidad, p. 13.
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Asimismo, el Minsa realizó el “Análisis de la situación de la 
Discapacidad en el PERU 2007” elaborado por el Instituto 
Nacional de Rehabilitación (INR).408

En el 2008, el Minsa implementó el Plan Piloto de tamizaje 
neonatal en 11 establecimientos de salud de Lima y Callao, 
y elaboró y validó la Norma Técnica Sanitaria que establece 
el tamizaje neonatal para la detección y atención precoz 
del hipotiroidismo congénito, la hiperplasia suprarrenal, 
la fenilcetonuria y la fibrosis quística, incorporando 
las prestaciones de rehabilitación en los planes de 
aseguramiento SIS.409

Por su parte, el Minedu ha emitido la Directiva Nº 069-
2008-ME/VMGP-DIGEBE410 sobre la “Campaña Nacional 
de Sensibilización y Movilización por la Educación 
Inclusiva”, con el fin de motivar y orientar la participación 
de los gobiernos locales y regionales, sociedad civil e 
instituciones públicas y privadas en las actividades de  
sensibilización y, de ese modo, contribuir a eliminar las 
barreras culturales a la inclusión educativa de los niños, 
las niñas y los adolescentes con discapacidad. 

Cabe destacar que, a lo largo de la última década, ha habido 
un movimiento por la educación especial e inclusiva, la que 
se expresa en el incremento de la cobertura educativa de los 
niños, niñas y adolescentes con discapacidad.411 En materia 
de educación, en el año 2009, 27,372 alumnos y alumnas 
con necesidades especiales han sido incluidos en Educación 
Básica Regular (EBR), existiendo un incremento en estas 

408 	Pnaia. Informe 2008, p. 15.
409 	Pnaia. Informe 2008, p. 15.
410 	Aprobada por Resolución Viceministerial Nº 0025-2008-ED del 26 

de junio del 2008.
411 	Proyecta. Lab. Evaluación del Plan Nacional de Acción por la 

Infancia y la Adolescencia 2002-2010. Informe Final, mayo del 
2010, p. 151.
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diversas modalidades respecto a los años anteriores, ello 
por cuanto más IE de EBR, han ido incluyendo estudiantes 
con necesidades especiales. En el año 2008 fueron 9,626 
las IE que incorporaron estudiantes; en el año 2009 fueron 
10,591.412

3.7.4 	 Intervención defensorial

En el año 2007, la Defensoría del Pueblo realizó una 
supervisión de 82 IE regulares públicas a nivel primario, en 
todos los departamentos del país, con el objetivo de evaluar 
la implementación de la política educativa inclusiva de niños 
y niñas con discapacidad. De acuerdo a los resultados del 
Informe Defensorial N° 127, titulado “Educación Inclusiva: 
educación para todos. Supervisión de la política educativa 
para niños y niñas con discapacidad en escuelas regulares”, 
se advirtió que incluso aquellas personas con discapacidad 
en edad escolar que acceden al sistema educativo nacional 
regular no ejercen su derecho a la educación en igualdad de 
oportunidades con los estudiantes sin discapacidad.413

La Defensoría del Pueblo ha establecido que si bien el 
Estado peruano ha reconocido formalmente el derecho de 
las personas con discapacidad a una educación inclusiva, 
no se cuenta con los recursos humanos y materiales 
suficientes para que ello se haga efectivo. De esta manera, 
a pesar de los avances mostrados a nivel normativo 
y de instrumentos de políticas públicas, no se estaría 
garantizando una verdadera inclusión educativa a los 
estudiantes con discapacidad.414

412 	Pnaia. Informe 2009, pp. 23-24.
413 	Informe Defensorial Nº 127, Educación inclusiva: Educación para 

todos. Supervisión de la política educativa para niños y niñas con 
discapacidad en escuelas regulares. Lima: Defensoría del Pueblo, 
2007, p. 10. En adelante: Informe Defensorial Nº 127. 

414 	Informe Defensorial Nº 127, p. 97.
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Asimismo, formuló diversas recomendaciones, como las 
siguientes:415

–	 Incorporar en los programas de formación inicial y 
continua de carácter nacional las materias relacionadas a 
la educación inclusiva de los estudiantes con necesidades 
educativas especiales asociadas a discapacidad.

–	 Diseñar y distribuir material educativo adaptado en 
número suficiente, a fin de atender las necesidades 
educativas especiales de los estudiantes con 
discapacidad de las escuelas inclusivas.

–	 Incorporar el enfoque de educación inclusiva en 
el proyecto educativo institucional y en los demás 
instrumentos de gestión de las instituciones 
educativas.

–	 Elaborar un registro de identificación de los 
estudiantes incluidos, por tipo de discapacidad y 
género, con el objeto de garantizar una educación 
acorde con sus necesidades educativas especiales.

3.7.5	Problemas subsistentes

•	 Inclusión en el sistema educativo

Uno de los problemas que enfrentan los niños, niñas y 
adolescentes con discapacidad está referido a la falta de 
inclusión en el sistema educativo. Si bien existen esfuerzos 
de una política educativa con enfoque inclusivo, cabe señalar 
que la Defensoría del Pueblo advirtió que, al año 2007, por 
lo menos el 87.1% de las personas con discapacidad en edad 
escolar habría estado fuera del sistema educativo.416

415 	Informe Defensorial Nº 127, pp. 147-150.
416 	Informe Defensorial Nº 127, p. 98.
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•	 Apoyo en las necesidades educativas

Por otro lado, el número (163) de Servicios de Apoyo 
y asesoramiento para la Atención de las Necesidades 
Educativas Especiales (Saanee) es claramente insuficiente, 
pues no todos los Centros de Educación Básica Especial 
(Cebe) han cumplido con constituir un Saanee.417

•	 Presupuesto

De acuerdo con el Minedu para la ejecución del Plan Piloto 
para la Inclusión Progresiva 2005-2012 fue solicitado 
S/.14’747,00 de presupuesto. Sin embargo, solo se otorgó un 
monto de S/. 2’683,800,418 de tal manera que el Estado no 
garantiza que las instituciones cuenten con infraestructura 
y mobiliario adecuado, ni con docentes calificados, ni con 
textos o material educativo adecuados. 

En cuanto a material adecuado para los centros y programas 
de educación especial, se sabe que, al 2010, solo el 50.15% 
cuenta con material adecuado.419

•	 Capacitación

Asimismo, debido a que la atención de los estudiantes con 
discapacidad es transversal en todo el sistema educativo se 
requiere que en las capacitaciones técnico-pedagógicas se 
incluya esta temática. En tal sentido se debe priorizar la 
capacitación de los/as docentes y directores/as de instituciones 
educativas que incluyen a estudiantes con discapacidad.420

417 	Informe Defensorial Nº 127, pp. 100.
418 	Informe Defensorial Nº 127, pp. 96.
419 	Pnaia. Informe 2010, p. 17.
420 	Informe Defensorial Nº 127, p. 97.
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•	 Datos estadísticos

Finalmente, en lo que se refiere a niños, niñas y adolescentes 
con discapacidad es importante tener en cuenta que desde 
el Censo Nacional de Población y Vivienda de 1993, no se 
cuenta con datos estadísticos confiables y actuales sobre 
personas con discapacidad. El último censo nacional 2007 
recogió data sobre el número de hogares que tenía, al 
menos, un integrante con discapacidad. La discapacidad 
mental (intelectual o de conducta) no fue considerada como 
una variable. Por ello, en el ámbito educativo, el Minedu 
no cuenta con data confiable y actualizada sobre el número 
de estudiantes con discapacidad atendidos en los diversos 
niveles, modalidades y formas educativas. La data que 
utiliza actualmente corresponde al Censo Escolar 2007.421

Por esta razón, el cumplimiento de una de las metas del 
Pnaia respecto a que el 75% de los niños, niñas y adolescentes 
con discapacidad y necesidades especiales sea atendido por 
servicios sociales y programas adecuados a sus necesidades, 
no se ha podido evaluar.422

3.7.6	 Conclusiones generales

En los últimos años, la problemática sobre la discapacidad 
ha encontrado una respuesta positiva por parte del 
Estado, en lo que atañe a estudios para reconocer sus 
características y la emisión de una normatividad específica 
y de instrumentos de políticas públicas. 

Sin embargo, a pesar de los avances tendientes al logro de la 
educación inclusiva como ocurre, por ejemplo, en el caso de la 

421 	Fuente: Defensoría del Pueblo, Programa de Protección a las 
Personas con Discapacidad.

422 	Proyecta. Lab. Evaluación del Plan Nacional de Acción por la 
Infancia y la Adolescencia 2002-2010. Informe Final, mayo del 
2010, p. 149.
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ampliación de la matrícula en centros educativos regulares 
y especiales, aún no se ha logrado concretar en los hechos 
la implementación de una educación realmente inclusiva de 
todos los niños, niñas y adolescentes con discapacidad. 

En ese sentido, es necesario que el Estado, la sociedad civil y 
la propia familia sumen esfuerzos y asuman el compromiso 
de contribuir a la realización de los derechos fundamentales 
de todos los niños, niñas y adolescentes con discapacidad, 
entre ellos, su derecho a la educación con calidad.

4.	 CONCLUSIONES FINALES

1.	 Con la incorporación de la Convención sobre Derechos 
del Niño al sistema jurídico de un Estado se genera 
la responsabilidad estatal de asegurar la coherencia 
de las políticas de Estado en materia de niñez y 
adolescencia con los principios y derechos específicos 
consagrados en dicho instrumento y, en especial, 
con el establecimiento de mecanismos de acceso y 
garantía para su cumplimiento. 

2.	 El cumplimiento de las obligaciones establecidas en 
la Convención es supervisado por el Comité de los 
Derechos del Niño. Para ello, los Estados presentan 
informes periódicos a dicho Comité. Después de 
revisarlos éste emite un documento denominado 
“Observaciones Finales” en el que destaca los esfuerzos 
realizados por el Estado y expresa sugerencias y 
recomendaciones para contribuir a garantizar la 
efectiva vigencia de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes.

3.	 Si bien las Observaciones Finales del Comité de los 
Derechos del Niño no tienen carácter vinculante, 
resultan indispensables para la adecuada aplicación de 
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la normatividad internacional y nacional de protección 
de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, así 
como para la elaboración de políticas públicas. 

4.	 El número de recomendaciones formuladas por el 
Comité en cada documento de Observación Final varía 
de acuerdo a la situación de la niñez y adolescencia en 
cada país. 

5.	 El Estado peruano ha presentado tres Informes al 
Comité en los años 1993, 1998 y 2005. Por su parte, 
el Comité ha emitido tres Observaciones Finales 
acerca de dichos informes: CRC/C/15/Add.8 del 18 
de octubre de 1993, CRC/C/15/Add.120 del 22 de 
febrero del 2000 y CRC/C/PER/CO/3 del 14 de marzo 
del 2006. 

6.	 Las Observaciones Finales al Estado peruano han 
sido paulatinamente más precisas. Sin embargo, 
subsisten algunos problemas en la determinación 
del número exacto de recomendaciones, en el 
establecimiento de algunos criterios de clasificación, 
en el hecho de que el enfoque de género no se 
encuentre suficientemente integrado, así como en la 
existencia de subcategorizaciones que, debido a su 
especial gravedad, pueden ser desarrolladas como 
afectaciones concretas de derechos fundamentales 
(“violencia, abuso y malos tratos” y “castigos 
corporales” contempladas dentro del rubro “Entorno 
familiar y otro tipo de tutela”).

Si bien lo expuesto resulta explicable por tratarse 
de recomendaciones efectuadas por un organismo 
internacional a países con realidades distintas y 
complejas, ello no obsta para que, como bien ha 
ocurrido en los últimos tiempos, continúe esforzándose 
por realizar recomendaciones menos generales, sin 
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por ello vulnerar la discrecionalidad propia de cada 
país para implementar sus políticas públicas, lo que 
sin duda contribuirá a que el Estado pueda realizar 
un mejor seguimiento de su cumplimiento.

7.	 En las primeras Observaciones Finales emitidas 
al Estado peruano en 1993, el Comité realizó 8 
recomendaciones; en las segundas, del año 2000, 
realizó 28 recomendaciones, en tanto que en el 2006 
fueron 78. 

8.	 En las tres Observaciones Finales (OF) ha realizado, 
en principio, 114 recomendaciones. Sin embargo, 
resulta importante tener en consideración que es 
difícil sostener la existencia de un número exacto 
de recomendaciones, entre otras razones, por lo 
siguiente: 

a)	 El Comité plantea recomendaciones que ya ha 
realizado en sus anteriores Observaciones Finales, 
sin hacer mención expresa, necesariamente, a 
que se trata de una reiteración. 

b)	 Varias recomendaciones son de carácter 
complejo, pues incluyen o comprenden más de 
un aspecto o recomendación en su interior. 

c)	 Algunas recomendaciones pueden ser muy 
generales, por lo que su cumplimiento requerirá 
sin duda la ejecución o implementación de más de 
una acción, medida o política por parte del Estado. 

9.	 En sus tres Observaciones Finales, el Comité de los 
Derechos del Niño reconoce que el Estado peruano 
evidencia un progresivo esfuerzo por armonizar 
el derecho interno con las diversas disposiciones 
de la Convención, a partir de la promulgación de 
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normas legales y de la creación y fortalecimiento 
de instituciones y mecanismos encargados de la 
protección de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes.

10.	 El Comité ha sido persistente en formular 
recomendaciones al Estado peruano con relación 
a las entidades que asumen la coordinación de 
la implementación de la CDN; en el tema de los 
recursos con que cuenta el Estado para garantizar 
su cumplimiento; y en la importancia de la difusión 
tanto de la Convención como de los informes y las 
recomendaciones del Comité. Asimismo se aprecia 
una constante preocupación del Comité en problemas 
como la indocumentación, la explotación económica y 
la administración de justicia de personas menores de 
edad.

11.	 En las últimas Observaciones Finales (OF 2006), el 
Comité ha abordado nuevas materias, como la creación 
de una Defensoría del Pueblo para la infancia, salud 
ambiental, salud mental, niños pertenecientes a 
grupos indígenas, entre otros. 

12.	 Los problemas con mayor número de recomendaciones 
por parte del Comité en sus tres Observaciones 
Finales han sido aquellos vinculados a los rubros de 
administración de justicia de menores de edad (15); 
educación, esparcimiento y actividades culturales 
(10); explotación económica, incluido el trabajo infantil 
(8); VIH/Sida (8); niños de la calle (7); violencia, 
abusos, abandono y malos tratos (6); derecho a la 
salud y acceso a los servicios de salud (6); niños con 
discapacidad (5), y explotación sexual y trata (5).

13.	 Para la determinación de las materias abordadas en 
el presente documento se han tomado en cuenta, por 
lo menos, dos de los siguientes criterios: 
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a)	 Temas reiterados en las tres Observaciones 
Finales.

b)	 Temas con mayor número de recomendaciones 
en las tres Observaciones Finales.

c)	 Temas abordados por la Defensoría del Pueblo 
en sus informes defensoriales. 

14.	 Sobre la base de estos criterios se ha llevado a cabo 
el seguimiento de las recomendaciones emitidas 
respecto a 7 materias generales, que abarcan a 55 de 
las 114 recomendaciones planteadas: 

	 Identidad:
–	 Inscripción de nacimientos
–	 Administración de justicia de menores de edad.
–	 Educación.
–	 Explotación económica, incluido el trabajo 

infantil.
–	 Violencia, abuso, abandono y malos tratos.
–	 Niños, niñas y adolescentes viviendo con VIH/

Sida.
–	 Niños, niñas y adolescentes con discapacidad.

15.	 El Estado peruano ha efectuado una serie de avances 
normativos y acciones concretas para dar cumplimiento 
a las recomendaciones del Comité. La emisión del 
Código de los Niños y Adolescentes del año 2000, 
las mejoras que eliminan la responsabilidad penal y 
establecen garantías para los menores de 18 años en 
actividades terroristas, así como el establecimiento de 
estrategias y objetivos en el Plan Nacional de Acción 
por la Infancia 2002-2010, constituyen muestras 
del interés estatal por mejorar progresivamente las 
observaciones sobre los problemas encontrados por el 
Comité en materia de normas jurídicas e instrumentos 
de políticas públicas. 
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En efecto, es importante reconocer la coincidencia 
temática entre las observaciones del Comité de los 
Derechos del Niño y los resultados que buscaba 
el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la 
Adolescencia 2002-2010, lo que denota la existencia 
de voluntad estatal en estos temas. Sin embargo, 
es preciso señalar también que el hecho de que las 
metas propuestas al 2010 en su mayoría no se hayan 
cumplido, pone en evidencia la insuficiencia que aún 
existe en la implementación de políticas públicas 
integrales y consistentes para tal efecto. Ello debe ser 
tenido en cuenta para la elaboración del nuevo Pnaia.

16.	 En las materias abordadas en el presente análisis 
se han producido avances que muestran el interés 
del Estado por enfrentar a cada uno de los serios 
problemas que existen en el país en materia de 
defensa y promoción de los derechos fundamentales 
de las personas menores de edad. Sin embargo, se 
trata de políticas que abordan de manera sectorial 
diversas problemáticas específicas en materia de 
niñez y adolescencia, brindando un tratamiento que, 
por lo general, opera de manera desvinculada de los 
otros sectores y entidades involucradas, con sistemas 
de información, programas, acciones y servicios 
que muchas veces pueden superponerse o duplicar 
servicios entre sí.

En consecuencia, aún no existen políticas públicas 
que de manera sostenible, y en el marco de un 
sistema nacional de atención integral a la infancia 
y adolescencia realmente eficiente, brinden un 
tratamiento sistémico y concertado entre las diversas 
entidades involucradas y los niveles de gobierno, que 
respondan a las distintas realidades, necesidades 
y demandas que enfrentan los niños, niñas y 
adolescentes del país.
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17.	 En la elaboración y ejecución de políticas públicas 
integrales resulta necesario tener en cuenta el proceso 
de descentralización del Estado peruano y las nuevas 
responsabilidades que deben ser asumidas por los 
gobiernos regionales y locales, así como el rol rector 
del Mimdes en cada una de estas problemáticas.

En efecto, es indispensable reforzar el rol del ente 
rector del Sistema Nacional de Atención a la Infancia 
y la Adolescencia y de los diversos sectores que lo 
conforman, tanto en el ámbito nacional como en el 
descentralizado. Lo expuesto implica la necesidad de 
evaluar la elaboración y emisión de una ley-marco 
que prevea, entre otros, los siguientes aspectos:

a)	 La elaboración de lineamientos básicos que, 
sobre la base de las funciones de las diversas 
entidades estatales competentes en materia 
de niñez y adolescencia, coadyuven a la 
actuación sistémica y articulada de los sectores 
y organismos estatales involucrados a nivel 
nacional, en la defensa y promoción integral de 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
Ello no se contrapone con la necesidad de un 
trabajo específico en función de cada situación 
o problemática concreta que requiera un 
tratamiento diferenciado y especializado.

b)	 La creación de un organismo específico que actúe 
como instancia de coordinación permanente, 
tanto en el ámbito nacional como en el 
descentralizado (niveles de gobierno regional y 
local) de los servicios que prestan las diversas 
entidades estatales competentes en materia de 
protección y promoción de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes. 
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c)	 El establecimiento de un trabajo que, en el 
marco del deber de garantía de los derechos 
humanos de los niños, niñas y adolescentes, 
contemple acciones de prevención, protección y 
promoción de sus derechos. Sobre el particular, 
cabe incidir en que el trabajo de protección de 
derechos contenga un enfoque que realmente 
aborde las causas del problema que generó la 
vulneración de derechos y que, además, prevea 
acciones de seguimiento de evaluación de 
cumplimiento, que se centren en la restitución 
de los derechos y reparación a las víctimas.

d)	 La inclusión de un enfoque de género en todo el 
trabajo que se despliegue en materia de derechos 
de las personas menores de edad. Lo expuesto es, 
sin duda, indispensable, teniendo en consideración 
que, debido a la persistencia de situaciones de 
discriminación, las niñas y las adolescentes, en 
razón de su condición de mujeres, resultan cuando 
menos doblemente victimizadas.

e)	 La adopción de medidas que permitan contar con 
los recursos humanos y materiales necesarios, 
con la elaboración de un plan de acción sostenible 
–que vaya más allá de los períodos de gobierno–, 
así como de un presupuesto por resultados, 
que garantice un trabajo eficaz. Lo expuesto 
requiere ir de la mano con el establecimiento de 
un adecuado sistema de monitoreo de ejecución 
de las acciones programadas.

f)	 En el marco del proceso de descentralización del 
Estado, se debe tender a que las políticas públicas 
integrales en materia de niñez y adolescencia 
sean diseñadas en el ámbito nacional, pero 
administradas e implementadas desde las 
instancias descentralizadas, en especial en 
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el ámbito de los gobiernos locales, teniendo 
en cuenta la propia realidad y necesidades de 
su población infantil, desarrollando para ello 
planes o políticas de acción locales en función 
de su propio contexto sociocultural. 

g)	 El establecimiento de la necesidad de un 
trabajo coordinado con diversas ONG y demás 
instancias de la sociedad civil involucradas en 
la defensa y promoción de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes.

h)	 El fortalecimiento del seguimiento de las 
recomendaciones del Comité de los Derechos del 
Niño, con miras a la elaboración de los próximos 
Planes Nacionales de Acción por la Infancia y la 
Adolescencia.

18.	 Otro aspecto importante que se debe considerar 
para cumplir las recomendaciones del Comité es 
la necesidad de incrementar el presupuesto que 
se destina a la implementación de las acciones 
destinadas a erradicar aquellas situaciones que 
vulneran los derechos de niños, niñas y adolescentes. 
Ello resulta imprescindible al elaborar las políticas 
públicas relacionadas con la defensa y promoción de 
sus derechos. 

19.	 Finalmente, en un país donde el problema central no 
es la carencia de normas, sino su cumplimiento, es 
fundamental promover la participación social para 
proponer políticas públicas, exigir su implementación 
y vigilar el cumplimiento de los acuerdos que se 
establezcan. Esto se puede realizar en los ámbitos 
local, regional y nacional, utilizando los mecanismos 
que existen para la participación y vigilancia de la 
gestión del Estado.
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